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Presentación

María Mercedes Di Virgilio

Introducción

Durante los años 2020 y 2021, el gobierno nacional implementó numerosas 
iniciativas de asistencia, contención y promoción en sectores clave de las 
políticas públicas para dar respuesta a la crisis desatada por la pandemia por 
COVID191 y, posteriormente, al proceso post pandemia. Entre otras medidas, 
se pueden mencionar la administración del aislamiento social, preventivo 
y obligatorio (en sus diferentes fases), iniciativas de detección y rastreo de 
casos COVID19 (Programa DETecTAr), el congelamiento de tarifas de servicios 
públicos, el Ingreso Familiar de Emergencia, el Programa de Asistencia de 
Emergencia al Trabajo y la Producción, regulaciones especiales para el uso del 
transporte público, etc.2 En ese marco, los gobiernos provinciales y locales 

1	 En la literatura antropológica, si bien la noción de crisis es una categoría en disputa, la 
misma se asocia con momentos «excepcionales» que ponen de relieve el orden (o los 
órdenes) que se resquebrajan (Narotzky y Besnier, 2014). Ese orden o esos órdenes  
—siempre negociados— pueden pensarse como formas de vivir el presente, pero, tam-
bién, el pasado y el futuro (Álvarez y Perelman, 2020). Asimismo, la noción de crisis sue-
le estar ligada a la idea de ruptura y de incertidumbre (Visacovsky, 2019). Se plantea, 
entonces, la necesidad de pensar en las crisis tanto en términos estructurales como en 
la forma en la que la ciudadanía vive y agencia la crisis (Perelman, 2018). Así como, las 
nociones y valores morales que se ponen en juego en la legitimación (o deslegitimación) 
de las iniciativas públicas (Motta y Onto, 2020; Perelman, 2020).

2	 Otras medidas que interesa destacar son, por ejemplo, la suspensión de clases, el con-
trol y cierre de fronteras, la repatriación de ciudadanos argentinos varados en el exterior, 
la ampliación de la capacidad hospitalaria, la compra de insumos, los operativos de va-
cunación antigripal, etc. Todas estas medidas fueron ejecutadas en tiempo récord por el 
gobierno nacional.
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pusieron en marcha iniciativas propias para acompañar aquellas emanadas del 
nivel central y, concomitantemente, facilitar la implementación y adecuación 
de las iniciativas nacionales en sus territorios. Asimismo, la sociedad (hogares 
y ciudadanxs de a pie), también, se adaptó, usó y resistió los lineamientos y 
propuestas de los ejecutivos de los diferentes niveles del gobierno.3 De este 
modo, el escenario pandémico (en sus diferentes fases) expuso la tensión entre 
una lógica centralizada —propia del diseño de iniciativas orientadas a dar 
respuesta a una emergencia— y la gobernanza multinivel en la instrumenta-
ción del pool de dispositivos que debió articularse frente a una problemática 
de alta complejidad y que, como nunca antes, tuvo como marco de referencia 
a los territorios y sus singularidades.4 En este sentido, esta publicación reúne 
una serie de trabajos que interroga la relación entre el Estado, la sociedad y 
el territorio desplegada en sus diferentes escalas. Si bien esta cuestión viene 
siendo estudiada en el marco de la reestructuración del capitalismo global 
(Peck, Theodore y Brenner, 2013; Peck y Tickell, 1994), encontró en el esce-
nario pandémico una nueva y mayor visibilidad. En ese contexto, el objetivo 
fue dar cuenta del derrotero de los procesos de implementación de las inicia-
tivas de asistencia, contención y promoción emanadas del gobierno nacional 
en sectores clave de las políticas públicas para dar respuesta a las diferentes 
fases5 de la crisis desatada por la pandemia por COVID19 en su interfaz con 
los territorios6 y las prácticas de la ciudadanía. El escenario de la pandemia 

3	 De hecho, en la arena pública, la apelación constante a la responsabilidad ciudadana se 
volvió más importante con el transcurso de los meses de pandemia y el consenso inicial 
en torno a las restricciones a la movilidad y a las actividades fueron puestos a prueba. 
Asimismo, los informes elaborados por la Unidad Coronavirus del MINCyT (2020), UNGS 
(2020) y Varios (2020) pusieron en evidencia que la disposición a «acatar» y a «cumplir» 
las diferentes iniciativas (como, por ejemplo, ASPO o «lavarse las manos») estuvieron fuer-
temente condicionadas por las condiciones de vida y de trabajo.

4	 Vale señalar acá la no linealidad de los procesos y las fases que atravesaron la atención 
a la pandemia y la administración del aislamiento. La posibilidad efectiva de «progresar» 
en las fases hacia una «nueva normalidad» post pandemia depende de la evolución de los 
contagios, de la gravedad de los casos COVID19 y de la presión que su atención impone al 
sistema de salud. De hecho, el avance y retroceso en la consecución de las fases depende 
no sólo de factores epidemiológicos, sino, también, políticos y de la presión ciudadana.

5	 Nos referimos a las diferentes fases porque las jurisdicciones (provincias y municipios) 
transitaron la crisis del COVID19 y las restricciones impuestas en ese marco en diferen-
tes temporalidades, según la evolución de la pandemia y la dinámica de los contagios en 
cada una de ellas.

6	 Interesa destacar que el proceso de implementación de estas políticas en las diferentes 
jurisdicciones y aglomerados urbanos se inscribe en un escenario de importantes des-
igualdades preexistentes en y entre los bloques regionales y, también, entre aglomerados 
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por COVID19 se convirtió, así, en un laboratorio privilegiado para observar la 
implementación de políticas públicas con un fuerte componente interjuris-
diccional y territorial y los modos en los que la ciudadanía responde a ellas. 

Los estudios pioneros sobre la implementación de políticas públicas, expli-
caron el proceso de puesta en marcha de las iniciativas públicas como procesos 
top–down. Según el modelo clásico, los políticos toman decisiones políticas y 
asignan tareas a las agencias gubernamentales (Wilson 1987). Por su parte, las 
burocracias crean procedimientos que cumplen con las intenciones emanadas 
desde la dirigencia política. Y la ciudadanía adhiere o recibe pasivamente los 
lineamientos y/o beneficios de las iniciativas públicas. Sin embargo, esta visión 
sobre el proceso de implementación de políticas ha sido fuertemente rebatida. 
Los estudios más recientes (Williams, 2000; Sabatier, 1986; Pressman y Wilda-
vsky, 1984; Sabatier y Mazmanian, 1978) ponen en evidencia que el proceso 
dista mucho de ocurrir linealmente. A las particularidades del proceso en sí, 
se agregan además las propias de los regímenes federales (como es el caso de 
Argentina). De este modo, las estructuras, instituciones y actores que median 
el proceso de implementación tienen la capacidad de reformular y de rees-
cribir (discursivamente y en la propia práctica de sus agentes) los objetivos 
y/o sentidos de las intervenciones. 

La paradoja es que las medidas emanadas del gobierno federal, aun 
cuando pueden ser formuladas con una lógica top–down, exigen un enfoque  
bottom–up en su implementación. La lógica top–down supone un proceso 
centralizado que tiende a descuidar «iniciativas estratégicas que provienen 
de (…) otros subsistemas de políticas», mientras que la implementación  
bottom–up es un proceso descentralizado en el cual la «política está determinada 
por la negociación entre miembros de la organización y sus (destinatarios)» 
(Lester y Stewart, 1996:103–5). Como Thompson (2000) argumenta, la lógica  
top–down presenta limitaciones cuando las iniciativas pretenden modificar 
prácticas e impactar en actores de nivel micro, fuertemente territorializados. En 
este marco, parece necesario reconocer la capacidad de agencia de los gobiernos 
y actores de nivel provincial y municipal y sus territorios de referencia a fin de 
lograr el éxito de las intervenciones. De hecho, el enfoque bottom–up delega 
cierto grado de poder a los «burócratas a nivel de la calle» y a la sociedad local. 
Esto permite que los más afectados por las políticas y los programas puedan 
desplegar su capacidad de agencia en el desarrollo de las metas y objetivos de 
las iniciativas (Long y Franklin, 2004). 

urbanos de diferentes tamaños (Salvia y Piovani, 2019; Álvarez Leguizamón, Arias y Mu-
ñiz Terra, 2016). 
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A pesar de ello, no es posible soslayar que los contextos de crisis, como 
el que impuso la pandemia por COVID19, tensionan fuertemente las rela-
ciones entre los diferentes niveles del gobierno y entre éstos y la ciudadanía. 
Por un lado, estas tensiones pusieron al gobierno nacional en el centro de la 
escena, debiendo asumir iniciativas urgentes y de alto impacto. Asimismo, los 
gobiernos provinciales y municipales se vieron obligados a sostener la imple-
mentación de iniciativas propias coordinando con aquellas emanadas del nivel 
central según demanda el contexto de la pandemia,7 prestando especial aten-
ción a las interfaces entre la esfera de los servicios y prestadores, y las prác-
ticas de la ciudadanía. Es posible observar así, como señalan Peters y Pierre 
(2002), que las relaciones entre niveles de gobiernos no se organizan exclusi-
vamente por lógicas top–down o bottom–up, sino que son prácticas fluidas y 
negociadas que necesariamente deben tener en cuenta el contexto específico 
y las circunstancias en las que se desarrollan.

En este marco, la investigación que sirvió de base a esta publicación interrogó 
los modos en los que se desenvolvieron esas relaciones entre las jurisdicciones 
en el contexto pandémico y post pandémico. ¿Cuán productivas (o no) fueron 
las formas de relación que se configuraron en los procesos de implementación 
de políticas públicas para hacer frente a la crisis desatada por la pandemia y 
cuán efectivas pueden ser en el contexto de la post pandemia? Una alternativa 
para pensar las relaciones y tensiones entre los diferentes niveles del gobierno 
en la implementación de políticas públicas es la perspectiva de las relaciones 
intergubernamentales y las redes de política en el contexto de procesos de 
gobernanza multinivel. La función de gobernar —sumada a la necesidad de 
intercambio de recursos, conocimiento y cumplimiento de sus responsabili-
dades legales—, obliga a los diferentes niveles de gobiernos de un Estado a 
estar en constante interacción y relacionamiento (Zapata Cortés, 2013). De 
este modo, las relaciones intergubernamentales (RIGs) definen un «cuerpo 
importante de actividades o interacciones que ocurren entre las unidades 
gubernamentales de todas las clases y niveles del sistema federal» (Anderson, 
citado en Wright, 1997:71). Estas relaciones se organizan en patrones (más 
o menos) estables de interacción entre actores que toman forma en torno a 
problemas de políticas y/o programas y en marcos institucionales determi-
nados (Kickert, Klijn y Koppenjan, 1997; Chiara, 2018). Así, políticas, dispo-

7	 En el contexto de un sistema de gobierno federal como es el argentino, las tensiones in-
terjurisdiccionales en la implementación de políticas públicas constituyen un fenómeno 
recurrente. Sin embargo, una cuestión crítica en el contexto de la pandemia COVID19 
fue que numerosas iniciativas del gobierno nacional interviene sobre funciones que están 
bajo la competencia exclusiva de las provincias.
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sitivos, instrumentos, producen la escena en la que los actores se constituyen 
en su interacción. Nos interesó, entonces, comprender cómo los actores de los 
diferentes niveles del gobierno y la propia ciudadanía —todos ellos con dife-
rentes objetivos y preferencias— coordinaron (o no), con mayores o menores 
niveles de tensión, disputa y acuerdos, estrategias en relación con un determi-
nado problema o decisión de política pública —en nuestro caso, iniciativas de 
asistencia, contención y promoción para dar respuesta a las diferentes etapas 
de la crisis desatada por la pandemia por COVID19— en una red de relaciones 
interinstitucionales e interorganizacionales. 

Los trabajos que aquí se reúnen indagan las relaciones y tensiones entre los 
diferentes niveles del gobierno en la implementación de políticas públicas 
en la perspectiva de las relaciones intergubernamentales y las redes de polí-
tica en el contexto de procesos de gobernanza multinivel. De este modo, los 
dos tomos en los que se organizan los resultados de la indagación abonan a 
la comprensión sobre cómo los actores de los diferentes niveles del gobierno 
y la propia ciudadanía —todos ellos con diferentes objetivos, preferencias y 
cuotas de poder muy disímil— coordinaron (con mayores o menores niveles 
de tensión, disputa y acuerdos) estrategias en relación con un determinado 
problema o decisión de política pública —en nuestro caso, iniciativas de asis-
tencia, contención y promoción para dar respuesta a las diferentes etapas de 
la crisis desatada por la pandemia por COVID19— en una red de relaciones 
interinstitucionales e interorganizacionales. Este conocimiento se revela 
como valioso para asegurar la implementación efectiva de las iniciativas post 
pandemia y para comprender las posibilidades y alternativas de implementa-
ción de cara a facilitar la «nueva normalidad».

¿Cómo se llevó adelante el estudio?

Con base en el rastreo de procesos (Ricks y Liu, 2014; Bennett y Checkel, 
2015; Beach, 2017), el estudio puso el foco en las tensiones que emergen entre 
los diferentes niveles del gobierno, los territorios y la ciudadanía en la imple-
mentación de políticas de asistencia, contención y promoción emanadas del 
gobierno nacional en sectores claves de las políticas públicas para dar respuesta 
a la crisis desatada por la pandemia por COVID19 en su interfaz con los territo-
rios y las prácticas de la ciudadanía. Las relaciones intergubernamentales, las 
necesidades de acumulación y consolidación de poder político, las caracterís-
ticas y las lógicas de los territorios y las prácticas ciudadanas resultaron clave 
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para comprender los rasgos que finalmente adoptan dichas iniciativas en los 
niveles subnacionales (provincias y municipios). 

A los fines del análisis de procesos, el estudio se focaliza en los siguientes 
sectores de política pública: (i) políticas para prevenir los contagios masivos. 
(ii) políticas y disposiciones en el transporte de pasajeros y cargas y en la 
movilidad urbana; (iii) políticas de protección social y asistencia alimentaria;  
(iv) políticas orientadas a la provisión y proyección de la vivienda; finalmente, 
(v) políticas de sustento y promoción a la economía local.

El trabajo se apoyó en una metodología de tipo cualitativa, con un diseño 
basado en estudios de casos; en este caso particular, de casos múltiples. En este 
contexto, los casos constituyen un medio para la indagación (Gundermann–
Kröll, 2013). Su finalidad es instrumental, buscando indagar y comprender 
la complejidad de los procesos de implementación de las políticas orientadas 
a dar respuesta a las diferentes fases de la crisis desatada por la pandemia por 
COVID19, la configuración de las redes de políticas sectoriales y su interfaz con 
los territorios y con la ciudadanía. 

La elección de más de un caso estuvo dirigida a la posibilidad de avanzar 
en una estrategia comparativa entre los casos (Carneiro, 2018), identificando 
líneas de convergencia y divergencia en el material. Los ejes de la compara-
ción, a nivel de los aglomerados, son tres: (1) los procesos de implementación 
de iniciativas nacionales orientadas a dar respuesta a las diferentes fases de la 
crisis desatada por la pandemia de COVID19 en un mismo aglomerado, (2) los 
sectores de políticas y (3) las características de los aglomerados urbanos. De 
este modo, la estrategia elegida permitió arrojar luz sobre el cómo y el por 
qué ocurren procesos que toman diferentes rasgos en los diferentes contextos 
en los que éstos se inscriben. 

La utilidad de esta metodología radica en su capacidad para dar cuenta de los 
procesos de política pública y, también, para la contrastación y generación de 
teoría (Di Virgilio, 2006; Barzelay y Cortázar Velarde, 2006; Martínez Carazo, 
2006). Asimismo, interesa destacar que el estudio de casos es un multimé-
todo que, en su desarrollo, comprende el despliegue de diferentes estrategias 
metodológicas. Entre ellas, análisis documental, análisis de procesos con base 
en entrevistas narrativas a informantes claves (funcionarios de los diferentes 
niveles del gobierno, actores de base territorial, etc.), encuestas, registros admi-
nistrativos y aproximaciones etnográficas a escala microespacial. Las mismas 
se combinaron en el abordaje de los diferentes casos, teniendo en cuenta la 
escala en la que se despliega el problema.
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Los estudios de caso seleccionados

En el marco de la investigación, los estudios de los casos seleccionados en base 
a los cuales se abordaron los objetivos y las preguntas de indagación resultaron 
útiles para comprender las relaciones entre los niveles del gobierno entre sí 
y su interfaz con los territorios y la ciudadanía. Asimismo, la investigación 
permitió recoger demandas puntuales de los distintos sectores involucrados, 
así como la sistematización de las características, lógicas y dinámicas de las 
iniciativas que las diversas esferas del gobierno desarrollan sobre un mismo 
territorio. Finalmente, permitió la construcción de registros en torno a las 
acciones e intervenciones y sobre las características de la población destina-
taria (mucha de esa información hasta el momento se encontraba dispersa y 
es fragmentaria), pudiendo servir de apoyo al diseño y ejecución de futuras 
políticas o programas.

Tabla 1. Presentación de los casos según indicadores generales

Aglomerado 
urbano

Población1

Superficie 
(Km2)2

Cantidad de 
gobiernos locales 
y jurisdicciones 
provinciales

Cantidad de 
barrios de ori-
gen informal3

% de superficie 
dedicada  
a uso industrial 
y equipamiento 
urbano4

% de  
Población con 
NBI5

Grandes Aglomerados Urbanos

Gran Buenos 
Aires - CABA

2.999.749 203,3 2 Jurisdicciones
31 Gobiernos 
Locales

54 14% uso industrial
2% Equipamiento 
Urbano
(dato para todo 
AGBA)

6,0%

Gran Buenos 
Aires - PBA

12.397.661 3890,8 1.088 9,5%

Gran Córdoba 1.562.487 717,0 1 Jurisdicción
15 Gobiernos 
Locales

122 8% uso industrial
5% Equipamiento 
Urbano

5,8%

Gran Mendoza 1.024.388 734,1 1 Jurisdicción 
6 Gobiernos 
Locales

114 10% uso industrial
3% Equipamiento 
Urbano

5,1%

Continúa en página siguiente.
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Notas: 1. Para AGBA (CABA y Partidos), Gran Córdoba, Gran Mendoza, Gran Santa Fé y Salta se 
considera la población estimada para 2020 en base a dominios de EPH. Fuente: INDEC (2020). 
https://www.indec.gob.ar/ftp/cuadros/poblacion/aglomerados_argentina_500_mil.pdf Para el res-
to de los aglomerados (Gran Paraná, Posadas y Bariloche) se toma la problación proyectada por 
INDEC para el departamento correspondiente (Fuente: https://www.indec.gob.ar/indec/web/Ni-
vel4-Tema-2-24-119) / 2. Fuente: Elaboración propia en base a datos Indec-EPH. / 3. Fuente: 
Elaboración propia en base a datos de RENABAP 2018 y Indec-EPH. / 4. Fuente: Lanfranchi, G. 
Cordara, C., Duarte, J., Giménez Hutton, T., Rodríguez, S. & Ferliccam F., (2018) ¿Cómo crecen 
las ciudades argentinas? Estudio de la expansión urbana de 33 grandes aglomerados. Buenos 
Aires: CIPPEC. Disponible en: https://www.cippec.org/wp-content/uploads/2018/11/C%C3%B-
3mo-crecen-las-ciudades-argentinas-CIPPEC.pdf / 5. Fuente: Elaboración propia en base a da-
tos Indec-Censo 2010 e Indec-EPH.

Fuente: Elaboración propia 

De este modo, la investigación se focalizó territorialmente en áreas metropo-
litanas de diferentes tamaños y regiones del país. Las áreas metropolitanas se 
revelaron como espacios privilegiados para el análisis de las relaciones intergu-
bernamentales en el contexto de la implementación de iniciativas de asistencia, 
contención y promoción emanadas del gobierno nacional para dar respuesta a 
las diferentes fases de la crisis desatada por la pandemia por COVID19. Esto es así 
en tanto comprenden múltiples jurisdicciones y/o municipios. Así, el estudio 
abordó el problema atendiendo a las múltiples escalas y temporalidades en las 
que se despliegan los procesos de implementación de políticas, incorporando una 
combinación de estrategias metodológicas para dar cuenta de esa complejidad. 

Aglomerado 
urbano

Población1

Superficie 
(Km2)2

Cantidad de 
gobiernos locales 
y jurisdicciones 
provinciales

Cantidad de 
barrios de ori-
gen informal3

% de superficie 
dedicada  
a uso industrial 
y equipamiento 
urbano4

% de  
Población con 
NBI5

Ciudades intermedias

Gran Santa Fe 533.667 633,1 1 Jurisdicción 
6 Gobiernos 
Locales

70 16% uso industrial
2% Equipamiento 
Urbano

5,7%

Gran Paraná 376.912 139,7 1 Jurisdicción
5 Gobiernos 
Locales

52 4% uso industrial
2% Equipamiento 
Urbano

5,1%

Gran Posadas 367.349 332,5 1 Jurisdicción 
2 Gobiernos 
Locales

91 7% uso industrial
17% Equipamiento 
Urbano

11,7%

Gran Salta 635.447 385,4 1 Jurisdicción 
8 Gobiernos 
Locales

44 4% uso industrial
4% Equipamiento 
Urbano

12,8%

Bariloche 163.743 256,4 1 Jurisdicción 
1 Gobierno Local

27 1% uso industrial
7% Equipamiento 
Urbano

11,3%
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Tabla 2. Abordaje metodológico según escalas en la que se despliega la indagación 
 

Escala
Nivel de 
agregación 
territorial

Nivel de gobierno Abordaje metodológico

Macro País Gobierno nacional (áreas 
y programas del Poder 
Ejecutivo nacional)

Análisis de datos secundarios docu-
mentales y estadísticos,
entrevistas a informantes claves

Meso Jurisdicción 
provincial

Gobierno provincial (áreas 
y programas del Poder 
Ejecutivo provincial)

Análisis de datos secundarios docu-
mentales y estadísticos,
entrevistas a informantes clave

Micro Ciudad 
(aglomerado 
urbano)

Gobierno municipal
(áreas y programas del 
Poder Ejecutivo municipal)

Análisis de datos secundarios do-
cumentales, estadísticos y registros 
administrativos,
entrevistas a informantes clave

Barrio Organizaciones de base 
territorial

Abordaje territorial con enfoque 
etnográfico en casos seleccionados, 
encuesta a nivel de los hogares en 
casos y dominios seleccionadosHogares

Dimensión temporal: Temporalidad de la crisis pandémica (fases en los diferentes  
aglomerados)

 
Fuente: Elaboración propia con base en Ruiz Tagle (2016), Kauppinen (2007) y Friedrichs, 
Galster y Musterd (2003)

Con el objeto de dar cuenta del modo en el que las diversas políticas públicas 
fueron recibidas y percibidas por la ciudadanía nivel territorial, se llevó a cabo 
una encuesta probabilística de alcance nacional sobre la estructura social de 
Argentina y las políticas públicas durante la pandemia por COVID19 (ESAyPP/
PISAC–COVID19).8 El relevamiento fue el resultado del trabajo conjunto con el 
del proyecto PISAC COVID19 a cargo del Programa de Investigación Regional 
Comparativa (PIRC): Cambios recientes en la estructura social argentina: 
trabajo, ingresos y desigualdad social en tiempos de pandemia y pospan-
demia, dirigido por Pablo Dalle. La encuesta buscó dar continuidad a la 
encuesta ENES–PISAC que procuró producir datos a gran escala sobre la estruc-
tura social de Argentina combinando una amplia cobertura, especificidad y 
tomando una perspectiva comparativa interregional (Hoszowski & Piovani, 
2018; Maceira, 2015). Así, la encuesta ESAyPP/PISAC–COVID19 permite analizar 
el impacto de la pandemia como hecho social holístico y de inflexión en varias 
dimensiones de la estructura social de Argentina, al tiempo que habilita un 
ejercicio comparado con la ENES–PISAC (2014/5) brindando la posibilidad de 

8	 Una descripción detallada del instrumento y del relevamiento puede leerse en Dalle y Di 
Virgilio, 2022.
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analizar cambios y continuidades en las condiciones de reproducción social de 
los hogares. Para el diseño del cuestionario, ambos equipos de investigación 
debieron afrontar el desafío de articular enfoques teóricos vinculados con los 
conceptos nodales de los proyectos: las clases sociales, condiciones de vida, 
hábitat y entornos residenciales y la intervención del Estado. De este modo, 
incorpora indicadores que constituyen los observables centrales de los prin-
cipales enfoques teóricos en dichos campos de estudio, con la posibilidad de 
que sean conceptualizados, articulados y jerarquizados según la perspectiva 
teórica de cada investigador/a o grupos de investigación.

La encuesta ESAyPP habilita la indagación de dos universos: por un lado, 
los hogares particulares y, por el otro, la población adulta (mayor de 18 años 
años) residente en localidades de Argentina mayores a 50 mil habitantes en 
2021. Para abordar las especificidades de cada región y desarrollar una pers-
pectiva analítica comparada interregional, se apoyó en una muestra proba-
bilística, estratificada, por conglomerados, representativa de este universo 
con tres dominios de estimación: (i) a nivel nacional de los hogares y la 
población residente en aglomerados urbanos de más de 50 000 habitantes;  
(ii) las 7 regiones definidas en el PISAC, ordenadas según tamaño poblacional; y  
(iii) por tamaño del aglomerado (500 000 habitantes o más, de 499 999 a 100 
000 y de 50 000 a 99 999). Como resultado del trabajo de campo se relevaron 
en total 5239 hogares y 16 392 personas componentes.

Organización de la publicación

La publicación se organiza en dos tomos. Los tomos proponen entradas dife-
rentes a la problemática y al material de análisis. El primero se focaliza en los 
sectores de políticas, mostrando cómo las iniciativas que emanan desde el nivel 
central son recontextualizadas en los distintos aglomerados urbanos teniendo 
en cuenta factores políticos, institucionales y la modalidad que asumen las RIGs 
en los diferentes sectores según las características de los bienes y servicios que 
cada uno de ellos prestan. El segundo tomo, en cambio, se centra en los territo-
rios mirando cómo los diferentes sectores de la política pública se desplegaron 
en ámbito urbano, cuáles lograron alcanzar mayores niveles de coordinación, 
cómo dialogan (o no) las iniciativas emanadas de los gobiernos subnacionales 
con las del gobierno nacional y cómo con los entramados de actores locales. 

El primer tomo, Las relaciones intergubernamentales, políticas públicas secto-
riales e inercias institucionales, reúne la descripción general del proyecto. 
Asimismo, se presenta el encuadre conceptual y metodológico y las coor-
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denadas interpretativas generales, resaltando la dinámica de la pandemia en 
cada aglomerado. 

El primero de los capítulos, Hacia un enfoque para el análisis de la implemen-
tación de políticas públicas para dar respuesta a la crisis desatada por la pandemia 
covid19, parte por una delimitación del enfoque denominado «relaciones 
intergubernamentales» (RIGs) para el abordaje de la densa gama de relaciones 
entre unidades gubernamentales. El segundo capítulo se titula Radiografía de 
las políticas nacionales orientadas a dar respuesta a la pandemia y sus formas de 
organización y busca dar cuenta de las distintas intervenciones nacionales, a 
partir de los niveles de gobierno entramados en una federación. A continua-
ción, Prevenir contagios en los territorios: Región Metropolitana de Buenos Aires 
(amba), Gran Córdoba y Gran Santa Fe presenta un análisis de los distintos 
dispositivos de política pública que fueron confluyendo en un eje de interven-
ción nacional que este proyecto denomina de manera genérica «prevención 
de contagios masivos». El cuarto capítulo de este tomo, Políticas de protección 
social y alimentaria durante la pandemia de covid19. Una reconstrucción pano-
rámica desde el nivel nacional, despliega un análisis del sistema de protección 
social desde el lente de las políticas alimentarias. El capítulo cinco continúa 
con Las respuestas subnacionales en materia alimentaria y de apoyo a la economía 
social, solidaria y popular. Una propuesta analítica en clave de rigs, centrado en 
realizar aportes para un ejercicio analítico comparativo sobre el campo de las 
políticas alimentarias y de apoyo a la Economía Social, Solidaria y Popular 
(ESSyp) en el nivel subnacional. El sexto capítulo, El problema del hábitat y la 
vivienda en el contexto de la pandemia. Un análisis de las políticas públicas desde 
los territorios de la Región Metropolitana de Buenos Aires, Gran Córdoba y San 
Carlos de Bariloche, continúa abonando al análisis comparativo. El siguiente 
capítulo se propone abordar algunas iniciativas políticas en torno a las «econo-
mías locales» y de sostenimiento de la vida en el contexto de la pandemia de 
COVID19 y lleva el título Economía local en tiempos de crisis. El libro cierra con 
el capítulo La recepción de políticas públicas durante la pandemia por covid19, 
haciendo foco en la recepción por parte de los hogares.

El segundo tomo, Territorios, políticas públicas y respuestas ciudadanas en 
contextos de pandemia por covid19 propone un abordaje a la dinámica de las 
políticas en clave comparada e incorpora un análisis a las respuestas de la 
sociedad local en cada aglomerado. El primer capítulo, Los contextos metro-
politanos abordados en la investigación, presenta una aproximación territorial 
a cada uno de los contextos metropolitanos que se abordan en el trabajo. La 
presentación de cada aglomerado, así como el orden bajo el cual se ordenan los 
capítulos del tomo, se decidieron en base a criterios de escala: se comienza por 
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la RMBA (el aglomerado más grande en términos territoriales y poblacionales) 
y se finaliza con San Carlos de Bariloche, el más pequeño. Bajo este criterio, 
los capítulos 2 y 3 presentan a la RMBA, primero con Las políticas orientadas 
a dar respuesta a la pandemia en los niveles subnacionales: rmba, pba y caba y 
luego haciendo foco en la movilidad y las complejidades del período DISPO 
y ASPO en este territorio particular, bajo el título La problemática de la movi-
lidad en los territorios. A continuación, el capítulo 4, Las políticas orientadas a 
dar respuesta a la pandemia en los niveles subnacionales: Córdoba, introduce al 
caso cordobés. El quinto capítulo, hace foco en las políticas alimentarias y de 
protección social aplicadas durante el año 2020 en Mendoza, bajo el título 
Políticas alimentarias y de protección social implementadas en Mendoza durante 
2020. Relaciones intergubernamentales y redes de política miradas desde el terri-
torio. Le sigue, en esta línea, Políticas para sostener la vida: las iniciativas de 
contención alimentaria durante la crisis de la pandemia (Salta, 2020). El séptimo 
capítulo es sobre las políticas desplegadas en gran Santa Fe, Políticas sanitarias 
y de protección social y asistencia alimentaria en tiempos de covid19. Aportes para 
comprender las relaciones intergubernamentales desde la ciudad de Santa Fe. El 
capítulo 8 se para en territorio misionero, particularmente en el aglomerado de 
Posadas, y lleva el nombre de Políticas para mitigar los efectos de la crisis por el 
covid19 en Posadas, Misiones. Un análisis de la cuestión alimentaria. El Capítulo 
9 está ubicado sobre territorio entrerriano, denominado Asistencia, reclamos y 
silencios en las relaciones intergubernamentales y redes de políticas alimentarias y 
protección social en Entre Ríos durante el aspo 2020. Por último, se presenta el 
caso patagónico de la ciudad de San Carlos de Bariloche, en la Provincia de 
Rio Negro, denominado Las políticas orientadas a dar respuesta a la pandemia 
en los niveles subnacionales: hábitat y vivienda, transporte y movilidad, y protec-
ción social y asistencia alimentaria en Río Negro y San Carlos de Bariloche. 
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Capítulo 1.
Los contextos metropolitanos abordados  
en la investigación

María Agustina Frisch y María Mercedes Di Virgilio 

Introducción			 
Las ciudades de América Latina se han caracterizado por el desarrollo de 
procesos de urbanización fuertemente marcados por las desigualdades (Segura, 
2014; Castells–Qintana, 2019) y nuestras ciudades no parecen ser una excep-
ción (Di Virgilio y Rodríguez, 2019). De la mano de este fenómeno, el terri-
torio adquirió relevancia como variable del análisis de los problemas sociales 
y cobró jerarquía en las propuestas de políticas. En estas ciudades sumamente 
segmentadas, la coordinación y la integralidad son algunos de los principales 
problemas que enfrentan las políticas públicas, poniendo en evidencia las 
limitaciones que tiene la lógica sectorial para abordar la desigualdad y la nece-
sidad de considerar al territorio como algo más que el escenario en el cual las 
políticas se despliegan. En el contexto de la pandemia, sin lugar a duda, las 
particularidades de los territorios tensionaron fuertemente los arreglos insti-
tucionales que sostuvieron en un equilibrio inestable la gobernanza cotidiana 
de las ciudades. La crisis que desató la pandemia trastocó las agendas de las 
políticas públicas y la institucionalidad que facilita su implementación en los 
diferentes niveles del gobierno. Asimismo, las desigualdades urbanas preexis-
tentes configuraron diferentes escenarios para su implementación, alimen-
tando importantes tensiones en la relación entre gobiernos y ciudadanía. En 
este marco, el capítulo pasa revista a las características y a las condiciones de 
los territorios y las ciudades en las que se implementaron las iniciativas orien-
tadas a dar respuesta a la crisis. En el contexto de la investigación, cuyos resul-
tados se consolidan en este libro, se indagaron las iniciativas desarrolladas por 
el gobierno nacional y los gobiernos subnacionales en ocho de los principales 
aglomerados urbanos de Argentina, cubriendo a todas las regiones del país: 
Centro, Cuyo, Patagonia, Noroeste, Noreste y Litoral (véase sección 3 en este 
capítulo). A fin de facilitar la comprensión de los diferentes derroteros de la 
política pública sectorial en los diferentes aglomerados, el capítulo ofrece una 
caracterización general que recupera el comportamiento de algunos factores 
estructurales y de dinámicas propias del contexto pandémico.
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La importancia del territorio en el análisis de políticas públicas

En efecto, el territorio no es un dato para las políticas públicas, sino que es un 
fenómeno que estas contribuyen a construir en diálogo (y tensión) con los fenó-
menos que las preceden (Chiara y Ariovich, 2013 y Chiara, 2016). Asimismo, los 
territorios —según sus características y el entramado de actores que organizan— 
reconfiguran el curso de las acciones públicas (Rodríguez y Di Virgilio, 2011). 
La perspectiva territorial en el análisis de políticas contribuye a dar cuenta de 
la capacidad que tiene el espacio de «atrapar» relaciones, recursos y conflictos 
(Amin, 2005 y Piselli, 2007), convirtiéndose así en un analizador tanto de los 
supuestos y objetivos de las políticas como de los actores y sus relaciones.

Los modos de conceptualizar la noción de territorio en la geografía han 
ido abandonando progresivamente visiones espacialistas, moviéndose hacia 
concepciones que dan cuenta de su carácter histórico y social. Aquellas pers-
pectivas asociaban a la noción de espacio geográfico los atributos de homoge-
neidad y estabilidad, reconociendo la existencia de fronteras precisas y captables 
por fuera de los sujetos, inherentes a la materialidad del espacio geográfico. 
Distanciado de estas concepciones, emerge el concepto de territorio entendido 
como un espacio social e históricamente producido en el que distintos flujos 
de relaciones articulan y tensionan recursos o servicios en un espacio parti-
cular donde las distancias físicas se ven relativizadas (Dematteis y Governa, 
2005; Dematteis, 2006; Amin, 2005; Haesbaert, 2011). Desde esta perspectiva, 
el territorio puede ser visto como una clase de espacio con determinados atri-
butos que refieren a la apropiación y autorreferencia de los actores. Tiene un 
carácter dinámico en tanto quienes usan el territorio y lo reproducen, contri-
buyen a su vez a la construcción de una territorialidad. 

La territorialidad es el resultado de una relación dinámica entre los compo-
nentes sociales (económico, cultural, institucional, de los saberes) que expresan 
determinadas relaciones de poder en cuyo contexto cobran particular jerar-
quía los mediadores (Raffestin, 1999, citado por Dematteis y Governa, 2005). 
De este modo, lejos de eliminar su singularidad, el concepto de territorio le 
confiere al espacio nuevas formas y exige adoptar una visión sistémica que 
considere distintas «escalas» en simultáneo.	

En este marco, la noción de escala permite tensionar los atributos propios 
de cada campo de políticas bajo análisis con las problemáticas que introduce el 
enfoque territorial. Siguiendo a Di Virgilio y Rodríguez (2011), la escala puede 
definirse como una lente a la que recurre el investigador para acercarse a un 
fenómeno a ser examinado. Gutiérrez Puebla reconoce distintos aspectos del 
concepto de escala: como el tamaño (cartográfica, orden de magnitud y niveles 
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de detalle); el nivel jerárquico (local, provincial o estadual, regional, nacional, 
global); como nivel en una red (agentes que operan en distintos niveles y 
profundidades de influencia); y como relación. Cuando hay un cambio de 
escala, los fenómenos, acontecimientos, procesos y factores que se contemplan 
pueden ser básicamente los mismos, alterándose las relaciones entre ellos y su 
peso relativo en la definición del fenómeno a analizar (Gutiérrez Puebla, 2001). 
Es así como el concepto de escala se aproxima a otros recortes de los objetos 
de investigación y plantea nuevas preguntas acerca de cómo se constituyen 
los procesos de implementación de las políticas en territorios específicos. En 
las distintas escalas (barrial, local, regional o estadual) se demarca el alcance 
de los problemas, se definen las fronteras y se revelan los actores; el territorio 
puede mostrar también la yuxtaposición y articulación de diferentes escalas 
en cada una de las problemáticas (Chiara, 2020).		

La perspectiva territorial hace una contribución singular dada la capacidad 
que tiene el espacio de «atrapar» relaciones, recursos y conflictos (Amin, 2005 
y Piselli, 2007), convirtiéndose así en un analizador tanto de los supuestos 
desde los que las políticas operan como de las relaciones entre actores que 
construyen en territorios singulares.

Los contextos metropolitanos abordados en la investigación

Tal y como se menciona en la introducción a este libro, la elección de más de 
un caso está dirigida a la posibilidad de avanzar en una estrategia comparativa 
entre los casos (Carneiro, 2018), identificando líneas de convergencia y diver-
gencia en el material. Los ejes de la comparación, a nivel de los aglomerados, 
son tres: (1) los procesos de implementación de iniciativas nacionales orien-
tadas a dar respuesta a las diferentes fases de la crisis desatada por la pandemia 
de COVID19 en un mismo aglomerado, (2) los sectores de políticas y (3) las 
características de los aglomerados urbanos. De este modo, la estrategia elegida 
pretende arrojar luz sobre el cómo y el por qué ocurren procesos que toman 
diferentes rasgos en los diferentes contextos en los que éstos se inscriben.

La utilidad de esta metodología radica en su capacidad para dar cuenta de los 
procesos de política pública y, también, para la contrastación y generación de 
teoría (Di Virgilio, 2006; Barzelay y Cortázar Velarde, 2006; Martínez Carazo, 
2006). Asimismo, interesa destacar que el estudio de casos es un multimétodo 
que, en su desarrollo, comprende el despliegue de diferentes estrategias meto-
dológicas. Entre ellas, por ejemplo, análisis documental, análisis de procesos 
con base en entrevistas narrativas a informantes claves (funcionarixs de los 
diferentes niveles del gobierno, actores de base territorial, etc.), encuestas, 
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registros administrativos y aproximaciones etnográficas a escala microespa-
cial. Las mismas se combinan en el abordaje de los diferentes casos, teniendo 
en cuenta la escala en la que se despliega el problema.	

En el marco de la investigación cuyos resultados se presentan, los estudios 
de los casos seleccionados en base a los cuales se abordararon los objetivos 
y los interrogantes, resultaron útiles para comprender las relaciones de los 
niveles del gobierno entre sí y su interfaz con los territorios y la ciudadanía. 
Los datos que se presentan en este capítulo fueron sistematizados y presen-
tados como parte del proyecto PISAC TRIP–COVID. En ese marco se construyó 
una aplicación web desarrollada mediante la librería Shinny de R, a cargo de 
Pablo Serrati, que facilita la reutilización del código para otros proyectos. La 
Aplicación trip–covid tuvo como objetivo combinar en un mismo espacio de 
trabajo información e indicadores provenientes de distintas fuentes de datos 
secundarios. Como parte de este objetivo, permite mapear información sobre 
los aglomerados abordados en el proyecto en función de cinco dimensiones 
principales: infraestructura urbana, salud, datos demográficos, hábitat y movi-
lidad cotidiana. Para cada una de estas dimensiones se utilizaron diferentes 
indicadores en función de la información disponible y una interfaz gráfica que 
permite la visualización de información en escalas reducidas. 

A su vez, para cada uno de los aglomerados estudiados brinda información 
sobre la evolución de los principales indicadores de ocupación, ingresos y salud. 
Uno de los objetivos centrales de la aplicación fue permitir el uso combinado 
de diferentes fuentes de datos. En este sentido, la aplicación permite consultar 
en una misma herramienta datos del Censo 2010, la Encuesta Permanente de 
Hogares, Openstreetmap, el Ministerio de Educación de la Nación, el Insti-
tuto Geográfico Militar, transacciones SUBE, el Sistema Integrado de Infor-
mación Sanitaria Argentino y el Ministerio de Salud de la CABA. A su vez, la 
aplicación facilita la descarga directa de los datos utilizados.1 

Asimismo, la estrategia metodológica diseñada permitió recoger demandas 
puntuales de los distintos sectores involucrados, así como la sistematización de 
las características, lógicas y dinámicas de las iniciativas que las diversas esferas 
del gobierno desarrollan sobre un mismo territorio. Finalmente, permitió la 
construcción de registros en torno a las acciones e intervenciones y sobre las 

1	 Debido a esto, en las secciones donde se trabaje con los datos disponibles en la aplica-
ción, el recorte que toma la aplicación para el caso de la CABA y los municipios que com-
ponen la aglomeración metropolitana son aquellos que propone el INDEC, que considera 
aglomeración a la CABA y 31 municipios. Esto se diferencia de la propuesta de Kralich 
(2012), que tomamos en los capítulos correspondientes al análisis de la RMBA, así como 
en la caracterización de este aglomerado en el presente capítulo.
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características de la población destinataria (mucha de esa información hasta el 
momento se encuentra dispersa y es fragmentaria), pudiendo servir de apoyo 
al diseño y ejecución de futuras políticas o programas. A continuación, se 
presentan los casos abordados en la investigación (Tabla 1). 

Tabla 1. Áreas metropolitanas por cada nodo de la investigación 
 

Región del nodo Área metropolitana

Gran Buenos Aires Región Metropolitana de Buenos Aires

Noreste Gran Posadas

Centro Gran Córdoba

Litoral Gran Paraná

Patagonia San Carlos de Bariloche

Cuyo Gran Mendoza

Centro Gran Santa Fe

Noroeste Gran Salta y Área Metropolitana del Valle de Lerma

Es importante explicitar las diferencias de escala entre estas distintas áreas metro-
politanas, en términos demográficos y de extensión territorial. Estos ocho aglo-
merados urbanos, agrupan en sus territorios una población total de 19 312 020 de 
personas, según los datos del Censo Nacional de Personas, Hogares y Viviendas 
del año 2010. Asimismo, estas diferencias de escala presentan también distintos 
desafíos en términos demográficos, económicos y administrativos.

Evolución territorial y geográfica. Divisiones político administrativas

Una de las principales diferencias de escala entre estas áreas urbanas corres-
ponde a la extensión territorial que estas comprenden. A estas diferencias se 
suman las divergencias en los volúmenes de población de en cada uno de estos 
entornos urbanos. Respecto a la extensión territorial, la Región Metropolitana 
de Buenos Aires (de aquí en más, RMBA) se destaca por sobre el resto de las 
ciudades. Como veremos más adelante, se trata del aglomerado urbano más 
extenso y poblado del país. Las diferencias en el tamaño y la extensión de los 
diferentes aglomerados repercuten en la configuración político–administra-
tiva y en la dinámica política que organiza las relaciones verticales y horizon-
tales entre las diferentes jurisdicciones y niveles de gobierno. Tomamos como 
criterio para organizar la presentación de los casos las diferencias en la escala 
poblacional de cada uno de estos aglomerados: comenzamos presentando el 
caso de la RMBA y finalizamos con Bariloche.
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La Región Metropolitana de Buenos Aires2

Impulsada por su escala y su centralidad político–administrativa, la Región 
Metropolitana de Buenos Aires continuó en las últimas décadas su expansión más 
allá de sus márgenes. Siendo el principal aglomerado urbano de Argentina, su 
territorio alberga cerca de 15 millones de personas, aproximadamente un cuarto 
del total de la población del país. En los últimos treinta años, el crecimiento de 
la RMBA se dio de manera expansiva, desde su epicentro (la CABA) hacia las peri-
ferias, con la novedad de que, en este período, la expansión urbana tuvo como 
protagonistas a un amplio abanico de actores sociales, ya no únicamente los 
trabajadores urbanos que buscaban suelo accesible en las afueras de la ciudad, 
facilitado por medios de transporte públicos interconectados a bajo costo y una 
creciente demanda de mano de obra fabril en la CABA. En este período, el creci-
miento se vio facilitado por la conectividad mediante la expansión de las auto-
pistas, que conectan de manera directa esta área con la CABA.

La RMBA abarca 44 unidades administrativas, sobre un área de 13 947 km², 
entre las que se encuentra la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y 43 partidos. 
En este trabajo seguimos la conceptualización propuesta por Kralich (2012), 
quien considera a estas ciudades–partidos una unidad en base a criterios de 
integración funcional, a partir de su conexión con el área urbana principal 
mediante una red metropolitana de servicios de transporte públicos y de 
accesos viales. De este modo, se define geográficamente como una región prin-
cipalmente por sus características funcionales como unidad urbana respecto 
de su centro nodal: la CABA. Esta se encuentra conectada de manera reticular 
con el resto de la RMBA mediante sus múltiples redes de ferrocarriles, auto-
pistas, rutas nacionales y provinciales, que permiten a los habitantes de esta 
región desplazarse en sus vehículos particulares o mediante la amplia trama de 
transporte metropolitano que interconectan este territorio (particularmente 
en flujos desde y hacia la CABA).

El resultado, es una RMBA que contiene diferentes zonas: el núcleo, que 
corresponde al área central (la CABA), un área suburbana, que comprende el 
primer y segundo cordón o corona urbanos de la región, denominado el conur-
bano; y la periferia, que incluye las áreas urbanizadas de los partidos del tercer 
cordón o corona que se encuentran vinculadas funcionalmente con el área 
suburbana y la ciudad central (Di Virgilio, Arqueros Mejica y Guevara, 2015). 

2	 Puede encontrarse información adicional y descripción más extensa del aglomerado, li-
gado a la movilidad, en el Documento de Trabajo Nº 5 La movilidad cotidiana en tiempos 
de pandemia, elaborado en el marco de este proyecto. https://tripcovidiigg.sociales.uba.
ar/publicaciones/la–movilidad–cotidiana–en–tiempos–de–pandemia/ 
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En lo referente al comportamiento demográfico de esta metrópoli, su 
población se incrementó un 28 % en el período comprendido en las últimas 
décadas, según los datos arrojados por los censos nacionales correspon-
dientes a los años 1991, 2001 y 2010. Sin embargo, la CABA vio descender 
su población un 6 % y, en paralelo, disminuir su peso relativo desde 1991 
hasta 2010 (la ciudad significaba un 25 % de la población de la RMBA y, en 
2010, este peso había descendido al 19 %). Si bien el primer cordón tuvo 
una variación positiva en su crecimiento poblacional durante el período 
considerado, este fue significativamente menor al del promedio de la RMBA 
(del 28 %). Asimismo, su peso relativo disminuyó considerablemente en el 
período considerado: de contener al 43 % de la población de la RMBA, pasó 
a albergar el 39 %. Distinta fue la trayectoria del segundo y tercer cordón, 
donde vemos un incremento en términos absolutos y también en el peso 
de estos cordones sobre el total poblacional de la RMBA: el segundo cordón 
experimentó un crecimiento del 56 % en el período 1991–2001, luego del 
16 % entre 2001 y 2010, representando una variación del 80 % de su pobla-
ción entre los períodos considerados. Por su lado, el tercer cordón tuvo un 
crecimiento del 29 % entre 1991 y 2010, del 18 % entre 2001 y 2010, y un 
incremento total del 52 % respecto del censo de 1991.

Por otro lado, si consideramos la variación poblacional ordenada por zona 
geográfica de la RMBA, entre la zona norte, sur y oeste (la región no crece hacia 
el este ya que allí se encuentra el Río de la Plata y región del delta como límites 
naturales) vemos que en la zona sur se ve estancado su peso relativo sobre el 
resto de la RMBA a lo largo de los períodos censales. En 1991, los habitantes de 
esta zona representaban el 33 % de la población de la RMBA, manteniéndose 
prácticamente en los mismos niveles hacia 2010. Sin embargo, la zona norte 
y la zona oeste, son las que más incrementaron su peso relativo en la RMBA: 
la primera pasó de representar el 19 % de los habitantes de la RMBA al 23 % en 
2010 (es decir, tuvo un incremento de cuatro puntos porcentuales), mientras 
que la zona oeste pasó de representar el 22 % al 25 % entre 1991 y 2010 (es 
decir, su peso relativo se incrementó tres puntos).

Asimismo, si bien la zona sur experimenta una expansión en términos de 
su variación poblacional en el período, esta es significativamente inferior a la 
que experimentan la zona norte y oeste. Esta zona creció un 9 % entre 1991 y 
2001 y un 12 % entre 2001 y 2010, con un crecimiento relativo total del 22 %, 
por debajo del promedio de la RMBA en su totalidad. Por el otro lado, la zona 
oeste experimentó una variación poblacional del 17 % entre 1991 y 2001, incre-
mentándose en el período 2001–2010 al 24 % (con un crecimiento relativo 
acumulado del 45 %). Por último, la zona norte fue la de mayor expansión del 
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período: tuvo una variación poblacional relativa del 59 % en todo el periodo 
considerado (44 % entre 1991 y 2001 y 10 % entre 2001 y 2010).

De esta manera, vemos que —en su expansión urbana— la CABA ve estancada 
su población en términos absolutos, aunque con una disminución progresiva de su 
peso en términos poblacionales a lo largo del período. Por el contrario, el conur-
bano incrementó su población significativamente en términos absolutos como 
relativos, particularmente en el segundo y tercer cordón de la mancha urbana. 
Si atendemos a la localización de este crecimiento, se destacan la zona norte y 
oeste como protagonistas de la variación poblacional, con un gran incremento 
intercensal: son los que más expandieron su población en términos relativos, y 
también vieron incrementar su peso poblacional sobre el total de los habitantes 
de la RMBA. Esto implica que la expansión poblacional se dio principalmente 
hacia las periferias metropolitanas de la zona noroeste (ver tabla 8 en Anexo).

Gran Córdoba
El aglomerado Gran Córdoba es el segundo aglomerado con mayor pobla-
ción de Argentina. Incluye las localidades de: Córdoba Capital, Agua de 
Oro, El Manzano, La Calera, La Granja, Malvinas Argentinas, Mendio-
laza, Río Ceballos, Saldán, Salsipuedes, Unquillo, Villa Allende y Juarez 
Celman.3 Siendo la ciudad capital la de mayor envergadura en el aglomerado, 
se identifica una conurbación predominante hacia localidades del corredor 
Noroeste (cordón de las sierras chicas). En este aglomerado urbano, habita 
una población de aproximadamente un millón y medio de personas, en un 
territorio de 608 km2.4 

En la evolución intercensal 2001–2010 se observa, para el caso del Gran 
Córdoba, que las localidades con mayor incremento poblacional son las peri-
féricas a la ciudad capital, principalmente aquellas localidades del aglome-
rado que presentan mayor conurbación con esta ciudad. Mientras la ciudad 
de Córdoba muestra una variación intercensal positiva del 4,4 %; el resto de 
las localidades del aglomerado tienen incrementos por encima del 17 % resul-
tando, entre los censos 2001 y 2010, que la mayoría de las localidades superan 
los 10 000 habitantes (Tabla 9 en Anexo).

Como se puede apreciar, las localidades de Mendiolaza, Saldan, Malvinas 
Argentinas y La Granja, son las que más crecieron en términos poblacionales. 
Al igual que en el caso de Buenos Aires y como se verá en otros casos a conti-

3	 Véase: https://estadistica.cba.gov.ar/?s=gran+cordoba 
4	 Fuente: Poblaciones.org – https://mapa.poblaciones.org/map/#/@–31.26032,–

64.252023,11z&r19628 
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nuación, se trata de localidades alejadas del centro urbano principal (Córdoba 
Capital). Asimismo, la ciudad capital es la que vio en menor medida incre-
mentar su población, en términos relativos.

Gran Mendoza
El Gran Mendoza es un aglomerado urbano que comprende seis departa-
mentos de la Provincia de Mendoza: Ciudad de Mendoza, Godoy Cruz, Guay-
mallén, Las Heras, Luján de Cuyo y Maipú. Este cubre una superficie de 730,9 
km2,5 formando parte del grupo de aglomerados de mayor superficie dentro de 
esta investigación. En consonancia con lo que ocurre en el resto de los grandes 
aglomerados considerados en esta investigación, el crecimiento reciente del 
Gran Mendoza ha estado motorizado, principalmente, por la disposición de 
suelo urbano destinado a vivienda. La población total en el año 2010 era de 
aproximadamente un millón de habitantes. 

El mayor impacto morfológico y de crecimiento poblacional que sufrió el 
Gran Mendoza se comprende en la transformación de su periurbano, que en las 
últimas décadas pasó de ostentar un paisaje marcadamente productivo a uno de 
tipo residencial–recreativo (Bernabeu y Martín, 2019). 

El despliegue centrífugo del tendido metropolitano de Mendoza puede cons-
tatarse en el escaso incremento poblacional de los departamentos de Capital y 
Godoy Cruz, municipios sobre los que se asienta el casco central de la ciudad 
(ver tabla 10 del Anexo). Así, en el periodo 2001–2010, Capital no solo exhibe 
un escaso crecimiento de su población en términos relaivos (3,5  %), sino que 
su participación en la población del AMM pasó de significar el 12,5 % en 2001 al 
11,6 % en 2010 (Tabla N5). Godoy Cruz, por su parte, muestra un incremento 
demográfico por debajo del promedio de la metrópoli, por lo que su peso en la 
población del Gran Mendoza también disminuyó durante el periodo conside-
rado. En contraste, en la tabla 11 del Anexo se advierte un aumento significa-
tivo de la población de los departamentos impactados por los bordes urbanos, 
particularmente en el eje sur–este, en los municipios de Luján de Cuyo y Maipú 
que, entre 2001 y 2010 crecieron 16,6 % y 21,3 % respectivamente. 

Gran Santa Fe
El Gran Santa Fe constituye una conurbanización de la Provincia de Santa 
Fe ubicada en el Departamento Capital. Este aglomerado, se compone de 
seis localidades: cuatro municipios —Santa Fe, Santo Tomé, Sauce Viejo y 

5	 Pablo De Grande y Gonzalo Rodríguez (2022). Cartografía de radios del Censo Nacional 
de Población, Hogares y Viviendas 2010. https://mapa.poblaciones.org/ 
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Recreo— y dos comunas —San José de Rincón y Arroyo Leyes—. En cuanto a 
la dinámica territorial, en el aglomerado Gran Santa Fe se observa una descon-
centración de los hogares y la población. La ciudad principal, al igual que como 
se vio para los casos anteriores, tiene un crecimiento muy bajo, con zonas de 
crecimiento demográfico. En cambio, las poblaciones colindantes, en especial 
Arroyo Leyes, San José del Rincón y Sauce Viejo —principalmente aquellos 
que se conforman de viviendas de segunda residencia, barrios cerrados y el 
espacio rural— son los que poseen un crecimiento exponencial, redistribu-
yendo la población del centro a las zonas periurbanas.

El aglomerado Gran Santa Fe tiene, según el último censo 2010, una pobla-
ción de 486 034 personas en 154 700 hogares que habitan 143 259 viviendas. 
Esta población presentó un crecimiento del 7,5 % respecto al Censo 2001. 

El crecimiento poblacional de este aglomerado se encuentra por debajo del 
crecimiento medio de los aglomerados en estudio. No obstante, este crecimiento 
no fue espacialmente homogéneo, sino que se presentó significativamente más 
elevado en las localidades más pequeñas que rondan el centro urbano del área 
metropolitana. Las zonas al este y sudoeste del centro, donde se ubican las loca-
lidades de Rincón, Arroyo Leyes y Santo Tomé, presentaron un crecimiento 
demográfico superior al 15 % entre los censos 2001 y 2010. Por el contrario, en 
gran parte del territorio ocupado por la ciudad de Santa Fe, se observa un decre-
cimiento poblacional entre 1 % y 15 %. Estas fracciones corresponden, también, 
a las zonas con una densidad poblacional mayor (ver Tabla 12 en el Anexo). 

En suma, la información censal disponible evidencia un crecimiento hacia 
afuera del centro urbano del aglomerado, lo que genera una conurbanización 
alrededor de la ciudad de Santa Fe y un gran crecimiento, muy por encima del 
promedio, de las localidades pequeñas que componen esta área metropolitana. 

Gran Paraná
La Provincia de Entre Ríos tuvo un comportamiento demográfico singular 
dentro de la Argentina ya que, desde el primer censo nacional hasta 2010, su 
participación porcentual en la cuantía de efectivos poblacionales no ha dejado 
de caer, representando apenas más del 3 % de la población nacional. El Gran 
Paraná concentra una población de 264 076 habitantes, según los datos del 
censo nacional del año 2010.

La ciudad de Paraná, capital del departamento homónimo y de la Provincia, 
se encuentra ubicada en la margen izquierda del Río Paraná. La ciudad tiene 
como límites de su ejido al sur el arroyo Los Berros, al este el arroyo Las Tunas 
y al norte y oeste el río Paraná y el río Paracao. A su vez, forma parte del Aglo-
merado Gran Paraná que cuenta con otras localidades cercanas: San Benito, 
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Oro Verde, Colonia Avellaneda y Sauce Montrull, las cuales se transformaron 
en las últimas décadas en importantes centros de expansión poblacional (ver 
Tabla 13 en Anexo).

El departamento de Paraná, con relación a la población total de Entre Ríos, fue 
un polo de atracción, no solo como paso intermedio para la partida hacia otros 
territorios, sino como punto de llegada. En los últimos cincuenta años, por un 
lado, la expansión de la población y su distribución socioeconómica se produjo de 
una forma heterogénea (Gómez y Vázquez, 2014). Por otro lado, la expansión de 
la zona urbana se orientó hacia dos territorios aledaños: San Benito y Oro Verde.

Como sostienen Gómez y Velázquez (2014) el Gran Paraná si bien presenta 
una estructuración socioespacial con lineamientos expuestos en los princi-
pales modelos urbanos latinoamericanos surgidos desde la década de 1980, 
expresa variaciones producto de la dinámica poblacional y su entorno territo-
rial. Un primer punto en común es que los de mayor calidad de vida habitan 
las zonas centrales y una corona de barrios pericentrales, mientras que los de 
menor calidad de vida ocupan amplias zonas de la periferia del aglomerado. 
Sin embargo, para el caso de Paraná, los «anillados» se presentan notoriamente 
fragmentados producto del aprovechamiento de los márgenes de los cursos de 
agua de la ciudad. Este fenómeno impactó en la configuración territorial: en 
el centro–este de la ciudad se observa gradualidad, mientras que en el centro–
oeste y centro–sur se producen «fracturas» en las transiciones. Esto se traduce 
en el modo en que se da la sucesión anular: en el sentido centro–este área de 
elite se pasa a la de asentamientos periféricos. Por otro lado, las zonas de asenta-
mientos periféricos no se producen como conjunto homogéneo sino pequeñas 
zonas dispersas en el territorio. Finalmente, en las últimas décadas algunos 
grupos sociales acomodados, se comenzaron a radicar en ciertos sectores de 
la periferia, en particular en barrios privados residenciales, generando unas 
áreas de «suburbanización selectiva» que contrastan con el resto de las áreas 
suburbanas (Demarchi y Castelnuovo, 2014).

Gran Posadas
El Gran Posadas (397 184 habitantes) es el aglomerado urbano más impor-
tante de Misiones. Está conformado por la ciudad de Posadas (310 517 habi-
tantes) y la extensión de su mancha urbana con el municipio de Garupá  
(86 667 habitantes).6 Además, el constante flujo interurbano con el municipio 

6	 Desde la década de 1980, la continua extensión de la ciudad sobre el eje sureste (en el 
área de influencia de la ruta Nacional 12 y el río Paraná) ha dado lugar a un incipiente 
proceso de conurbación más allá de los límites de Posadas. Un área que ha sido definida 
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vecino de Candelaria (19 677 habitantes) hace que hoy se conforme un área 
metropolitana de 416 861 habitantes. Tanto los residentes de Garupá como de 
Candelaria dependen de los servicios, comercios, empleos y las oportunidades 
que brinda Posadas, por lo que el desplazamiento y el espacio de flujo es creciente. 
El aglomerado Posadas alberga alrededor del 30 % de la población provincial.

En los últimos años, la ciudad de Posadas incrementó notablemente su 
crecimiento urbano a partir de la extensión del territorio residencial y del 
sostenido aumento de la población. De sus 32 400 hectáreas, más de 8727 se 
encuentran hoy urbanizadas. Su posicionamiento como un centro urbano de 
servicios con potencialidades comerciales, educativas, laborales y culturales 
ha posibilitado su consolidación urbana (Brites, 2019). 

El crecimiento demográfico y residencial de las últimas décadas, desató 
un proceso de conurbación, mediante la habilitación de nuevos barrios de 
viviendas sociales, ampliación de infraestructuras, servicios urbanos y la emer-
gencia de nuevos barrios populares y/o asentamientos, en el eje suroeste de la 
ciudad de Posadas (Brites, 2019). Al igual que otras ciudades latinoamericanas, 
Posadas presenta una zona urbana compacta y otra dispersa o difusa. La zona 
compacta es la de mayor densidad de viviendas; cubierta por más y mejores 
servicios, donde la tierra es muy costosa y en la que habitan los sectores de 
ingresos altos y medios. La estructura sociourbana está más cohesionada en 
base a un territorio con cercanía a las áreas neurálgicas de la ciudad, propicio 
para el desarrollo de un modo de vida articulado al mercado de trabajo urbano 
y para el encuentro de actividades.

Gran Salta
El aglomerado Gran Salta incluye las siguientes localidades: La Ciénaga y Barrio 
San Rafael (Municipio San lorenzo), Salta (Municipio Capital), Cerrillos, Villa 
Los Álamos, El Congreso, Las Tunas, Los Pinares, Los Olmos (Municipio 
Cerrillos) y Vaqueros (Municipio La Caldera). Esta delimitación socio espa-
cial es a partir de considerar esta área parte de un mercado laboral continuo. 
Sin embargo, con el objetivo de abundar en la descripción del área en estudio, 
utilizamos como recorte territorial el Área Metropolitana del Valle de Lerma 
(AMVL). Se diferencia del aglomerado Gran Salta principalmente porque incluye 
municipios completos, no solo localidades. Asimismo, sus criterios de definición 
incluyen dimensiones no solo socio demográficas y laborales (como el aglome-
rado) sino también aspectos funcionales y morfológicos de la estructura urbana. 

técnicamente como «Gran Posadas», en alusión a un crecimiento urbano sin preceden-
tes en el contexto regional.
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El Área Metropolitana del Valle de Lerma (AMVL) está ubicada en el centro de 
la Provincia de Salta y abarca los municipios Salta, San Lorenzo, Cerrillos, La 
Merced, Vaqueros, La Caldera, Campo Quijano y Rosario de la Frontera. 

En los últimos treinta años, las dinámicas territoriales comunes entre los 
municipios se extendieron en la zona de influencia de la Ciudad de Salta. 
Sin embargo, hasta mediados del siglo XX la ciudad de Salta no había traspa-
sado los límites naturales que le oponían las redes hídricas y las serranías que 
la rodean. Si bien el departamento Capital ejercía una influencia y atracción 
en términos de oferta de servicios y volumen de actividades en dirección a 
los departamentos rurales circundantes (Cerrillos, La Caldera y Rosario de 
Lerma), no existía un despliegue funcional o morfológico que diera cohesión 
a la ciudad con su periferia.

El Área Metropolitana del Valle de Lerma en el último período intercensal, 
muestra una población en 2010 de 618 781 habitantes, estimada según el INDEC 
en 2020 en 721 660 habitantes. Los mayores crecimientos en su expansión 
demográfica correspondieron a La Caldera y Cerrillos (36 %), en tanto que 
el resto, incluida la Capital, creció en forma pareja entre el 13 y 14 %. Gran 
Salta representa casi al 52 % de la población urbana. La capital salteña es 7 
veces más poblada que la segunda ciudad (San Ramón de la Nueva Orán).7 
Los datos aportados por el INDEC 2010, expresan que los Departamentos del 
Área Metropolitana del Valle de Lerma experimentaron un significativo creci-
miento y expansión horizontal, ocupando áreas destinadas a usos rurales. Las 
crisis económicas, incentivaron estas formas de movilidad territorial e indu-
jeron a la aceleración de la urbanización expansiva. Aquellos departamentos 
con mayor redistribución poblacional, con mayor crecimiento demográfico 
—transformaciones socioeconómicas— hacia 2010 fueron debido a la reac-
tivación de la actividad del turismo, las actividades culturales: las artesanías, 
y la producción local, en los departamentos de Campo Quijano, Vaqueros, 
La Caldera, Cerrillos, San Lorenzo y la propia Salta capital. En tal sentido, se 
debe considerar el comportamiento de los departamentos metropolitanos, por 
cuanto su crecimiento supera los valores del resto de la provincia.8

7	 Fuente: INDEC, Censo 2010. 
8	 Carrizo, Fabiola; Puerari, Gustavo Mario (2020) «El Gran Salta en un contexto de Metro-

polización»/ Revista Pensum. Vol 6. Recuperado: https://revistas.unc.edu.ar/index.php/
pensu/article/view/29390
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San Carlos de Bariloche
San Carlos de Bariloche es la ciudad más poblada de la provincia de Río Negro, 
incluso más que su capital, Viedma. Según los datos del censo nacional del año 
2010, cuenta con una población de 112 887 habitantes y se encuentra a 832 km de 
la capital provincial, hacia el oeste. Al calor del desarrollo del turismo se produjo 
un crecimiento demográfico acelerado durante la segunda mitad del siglo XX 
(Tabla 14 en Anexo), multiplicando su población más de seis veces entre 1960 
y 2001, con tasas de crecimiento intercensal de más de 60 % entre 1960 y 1991. 
Si bien desde los años 2000 el crecimiento parece desacelerarse todavía hoy es 
superior a la media provincial y nacional: tuvo un incremento de su población 
del 21,3 % entre los últimos dos censos (2001–2010) y se estima un crecimiento 
del 23,5 % anual entre 2010 y 2020, más del doble que el nacional. 

El crecimiento físico de la ciudad fue aún más acelerado: el ejido urbano fue 
expandiéndose, sobre todo hacia el oeste, e incorporando los viejos lotes pasto-
riles de 650 hectáreas y subdividiéndolos en loteos. A las villas turísticas creadas 
por la APN en la década de 1930 como una forma de generar recursos fiscales 
para afrontar los gastos administrativos de los Territorios Nacionales9 (Guevara 
& Núñez, 2014; Matossian, 2013), se sumaron miles de hectáreas loteadas prác-
ticamente sin ningún tipo de mejora en materia de infraestructura urbana. Este 
tipo de crecimiento urbano era común en todas las ciudades argentinas en esa 
época, en el marco de lo que se denominaron «loteos populares» (Torres, 2001), 
y se explican por la falta de regulación en materia de subdivisión y fracciona-
miento, pero en Bariloche se desarrollaron con una lógica turística, de residencias 
de verano o de inversiones de sectores medios acomodados de grandes centros 
urbanos que adquirían lotes en un destino patagónico.

Este tipo de loteo significó enormes beneficios para los propietarios originales 
y para las sociedades comerciales que fueron surgiendo para la subdivisión y 
comercialización de esta tierra. De hecho, la inversión requerida era tan baja 
que en muchos casos la sociedad comercial se liquidaba antes de terminar de 
vender la totalidad de los lotes, porque el costo de mantener funcionando la 
sociedad era mayor que el beneficio marginal de terminar de vender los lotes 
remanentes (Paolinelli et al., 2014). Como consecuencia de este proceso caótico 
y especulativo, en pocos años se lotearon miles de hectáreas de suelo de expan-
sión, especialmente en la zona oeste del ejido urbano, pero también hacia el 
eje sur: entre 1940 y 1970, se lotearon más de 4000 hectáreas en el eje oeste 
de expansión, entre el Cerro Otto y el Lago Nahuel Huapi (Abalerón, 1992). 

9	 Bajo esa denominación se incorporaron territorios de las actuales provincias de Chaco, 
Río Negro, Neuquén, Chubut, Santa Cruz y Tierra del Fuego, según la Ley Nacional 1532.
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Este patrón de crecimiento determinó la pérdida de importancia relativa en 
términos demográficos del microcentro y la delegación centro, configurando 
un patrón de crecimiento en extensión, bajas densidades y bajos niveles de 
consolidación urbana. El microcentro pasó de representar 28,3 % de la pobla-
ción en 1960 a 16,6 % en 2020, mientras que el total de la delegación pasó 
de 71,6 % a tan solo 44,1 %. Como contrapartida el crecimiento se concentró 
desde 1991 en la zona este (El Cóndor) y sur (Pampa de Huenuleo), que pasó 
del 6,4 % al 15,7 % y del 4,2 % al 16,6 % respectivamente. 

Estas características determinan una configuración urbana donde se destaca 
un déficit en materia de consolidación urbana y de restricción en el acceso al 
suelo. Esta característica fue registrada en sucesivos planes, como el Plan de 
Ordenamiento Territorial de 2008 y el Primer Esquema del Plan Estratégico 
e Integral de Desarrollo de 2015 (PEID). 

Mucho tiene que ver en esta falta de consolidación urbana el patrón de creci-
miento urbano en extensión y bajas densidades que señalamos anteriormente. 
Según datos del Plan Estratégico Territorial Argentina Urbana (2018), entre 
1991 y 2010 la población de Bariloche creció un 46 %, mientras que la mancha 
urbana lo hizo un 91 %, y la densidad se redujo 25 %. En el mismo sentido, 
según un informe de CIPPEC (2017), la expansión media anual del aglomerado 
Bariloche–Dina Huapi fue del 1,8 % entre 2006 y 2016. 

La población en cifras y las dinámicas demográficas 

Como mencionamos anteriormente, resulta evidente la diferencia de escala 
entre los diferentes aglomerados urbanos. La RMBA concentra cerca de diez 
veces más población que el área urbana que le sigue en términos de habitantes: 
Gran Córdoba; y más de 130 veces que el área urbana con menor cantidad 
de habitantes tomado en este trabajo: San Carlos de Bariloche (ver tabla 2)10

10	 Si bien al momento de la escritura de este trabajo se llevó a cabo el Censo Nacional co-
rrespondiente al año 2022, los datos preliminares de población por sexo, provincia y de-
partamento aun no fueron presentados. Debido a ello, se presenta a continuación la po-
blación estimada a mayo del año 2020.
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Tabla 2. Población total y variación intercensal para cada área metropolitana  
(2001–2010) 
 

Área metropolitana
Población  
(censo 2010)

Variación intercensal 
(2001-2010)

Región Metropolitana  
de Buenos Aires

14.954.536 12,60%

Gran Córdoba 1.497.546 6,90%

Gran Mendoza 926.821 8,40%

Gran Salta 618.781 14%

Gran Santa Fe 486.034 7,50%

Gran Posadas 338.503 10,6%.

Gran Paraná 264.076 6,70%

San Carlos de Bariloche 112.887 21,30%

Totales 19.199.184 -

Promedio - 11,06%

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Censo Nacional de Personas, Hogares y 
Viviendas, INDEC 2010 

El crecimiento intercensal promedio del total de áreas metropolitanas conside-
radas en este trabajo es del 11,6 %, un punto por encima de la variación inter-
censal nacional, que fue del 10,6 % en el mismo período. Solo tres aglome-
rados vieron incrementarse su población por encima de esta tasa: San Carlos 
de Bariloche (21,3 %), Gran Salta (14 %) y la RMBA (12,6 %).

Tabla 3. Población estimada (2020) para cada área urbana y variación intercensal 
(2010–2020) 
 

Área metropolitana Población proyectada  
a 2020 *

Variación intercensal 
2010-2020

Región Metropolitana de Buenos Aires 16.831.915 12,55%

Gran Córdoba 1.562.487 4,34%

Gran Mendoza 1.024.388 10,53%

Gran Salta 635.447 2,69%

Gran Santa Fe 533.667 9,80%

Gran Posadas 382.962 13,13%

Gran Paraná - -

San Carlos de Bariloche 139.438 23,52%

Totales 21.110.304 9,95%

Promedio - 10,94%
 
Fuente: Elaboración propia en base a datos del INDEC
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El crecimiento promedio entre los años 2010 y 2020 de las áreas metropoli-
tanas consideradas en el proyecto es del 10,94 %, con tendencias similares al 
período intercensal anterior en todos los aglomerados, con la novedad de que 
Gran Posadas tuvo una variación intercensal superior a la que había tenido 
en su período anterior: por encima de este promedio se encuentran princi-
palmente Bariloche, con un crecimiento intercensal el 23,5 %; Gran Posadas, 
con un crecimiento intercensal del 13,1 % y la RMBA del 12,3 %.

En términos generales, podemos sostener que el crecimiento demográfico 
en estos aglomerados se ve relacionado a un patrón de expansión territorial 
hacia las periferias urbanas incluso anexando a la mancha urbana a localidades, 
municipios o departamentos (según corresponda con la denominación local 
de cada caso) previamente discontinuadas, como se detalló en el apartado 
anterior. Comprender en términos relativos el crecimiento demográfico de 
cada aglomerado, nos da una pista sobre los impactos de este crecimiento en 
la vida cotidiana de quienes allí residen y los diversos desafíos que implican 
gestionar entornos urbanos en constante proceso de transformación y expan-
sión. En particular, en aquellos aglomerados más dinámicos, como es el caso 
de la RMBA y San Carlos de Bariloche. 

El caso de la RMBA, si bien su crecimiento relativo es inferior al de Bari-
loche, en términos absolutos es de una magnitud que no podemos dejar de 
tener presente: su incremento estimado es de aproximadamente 2 millones 
de habitantes, en apenas 10 años. El caso de Bariloche, implica que creció un 
cuarto su población en una década, duplicándose en dos décadas su cantidad 
de habitantes. Estos números, desafían las capacidades urbanas instaladas, 
en términos de movilidad y transporte, acceso a los servicios como salud y 
educación y a las infraestructuras urbanas que se ven dispersas desigualmente 
en el territorio, con posibilidades de crecimiento menos dinámicos que en 
términos de población y vivienda. Estos procesos y características se ven con 
mayor profundidad en los capítulos correspondientes a estos aglomerados 
urbanos (ver, del presente tomo, los capítulos 2 y 3 para el caso de la RMBA, y 
el capítulo 10 para el caso de Bariloche).

Composición demográfica 

Para comprender las particularidades de la composición demográfica de los 
aglomerados urbanos que se tienen en cuenta en este trabajo, es importante 
atender a tres indicadores: la edad promedio, la tasa de envejecimiento y la 
tasa de juventud de cada uno de ellos. Esto, nos aporta pistas para comprender 
y enmarcar las distintas medidas sanitarias que se pusieron a prueba en cada 
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uno de estos territorios, así como las diversas modalidades de acatamiento o 
resistencia de su población. 

El promedio de edad de la población comprendida en esta investigación es 
de 33,2 años. Si bien varía entre los distintos aglomerados, esta variación no 
es tan llamativa como las divergencias que presentan en términos de la tasa 
de juventud11 y de envejecimiento12 que exponen. La tasa de envejecimiento 
promedio de los aglomerados, arroja que 16 de cada 100 adultos son personas 
de 66 años o más. Sin embargo, si atendemos a las particularidades de cada 
aglomerado, vemos que la Ciudad de Buenos Aires (dentro de la RMBA) tiene 
una población mucho más envejecida que el promedio de los aglomerados: 
esta relación es de 22,9. En el otro extremo, notamos que Posadas y Bariloche 
se encuentran considerablemente por debajo de este promedio, con una tasa 
de envejecimiento del 10,8 y 11,1 respectivamente. 

La tasa de juventud promedio de todos los aglomerados, es decir, la cantidad 
de jóvenes entre 0 y 17 años hay por cada 100 adultos entre 18 y 65 años, es de 
47,1. Vemos que, a la inversa de lo que sucede con la tasa de envejecimiento, 
la CABA es el área urbana con menor presencia de jóvenes respecto de la pobla-
ción adulta: con una tasa del 30,4, mientras que Posadas y Salta presentan las 
tasas más elevadas, del 59,5 y 58,4 respectivamente. 

Si atendemos a las pirámides poblacionales de nuestros aglomerados (ver 
Tabla 15 en Anexo), podemos notar que en todos los casos la población de 
adultos mayores está fuertemente feminizada, en particular en los tres aglo-
merados más populosos (Buenos Aires, Córdoba y Mendoza) en donde es 
considerable la presencia de este estrato poblacional. Asimismo, todos los 
aglomerados urbanos presentan una tendencia hacia una baja de la natalidad, 
acompañando el correspondiente envejecimiento de la población. 

11	 La tasa de juventud se calcula en base a la razón entre la cantidad de personas entre 0 
y 17 años y las personas de entre 18 y 65 años

12	 La tasa de envejecimiento se calcula en base a la razón entre la cantidad de personas de 
66 años o más y las personas de entre 18 y 65 años.



45

Tabla 4: Indicadores poblacionales por aglomerado. Datos censo 201013

Aglomerado Totales
Edad  
promedio

Tasa de  
juventud

Tasa de  
envejecimiento

Partidos del GBA 10.652.388,00 32,2 50,8 14,6

CABA 2.827.535,00 38,7 30,4 22,9

Gran Córdoba 1.448.539,00 32,5 46,7 14,8

Gran Mendoza 929.988,00 33,1 48,4 16,3

Salta 546.300,00 30,0 58,4 12,0

Gran Santa Fe 486.034,00 32,7 48,5 15,3

Posadas 318.571,00 29,5 59,5 10,8

Gran Paraná 261.508,00 32,8 47,1 14,6

Bariloche 103.876,00 31,8 48,5 11,1

Total 17.574.739,00 33,2 47,1 16,0

 
Fuente: Serrati, P. (2021). Aplicación TRIP–COVID (v0.9.0–beta) [Aplicación Shiny]. Proyecto 
PISAC TRIP–COVID. 

Impacto de las medidas de aislamiento  
en la actividad económica

Como veremos a lo largo de los capítulos que componen el Tomo 2, los efectos 
de las medidas tomadas para hacer frente a la pandemia por el COVID19 son 
múltiples. Bajo el lema «quedate en casa», se buscó prevenir contagios redu-
ciendo la movilidad y evitando aglomeraciones humanas, pero al mismo 
tiempo se trató de una medida que impactó en la actividad económica. Esto 
es evidente tanto en las tasas de actividad, así como en el empleo y el desem-
pleo, según los datos disponibles de la EPH en los períodos considerados. 

En todos los aglomerados contemplados, la tasa de actividad bajó conside-
rablemente el segundo trimestre de 2020, coincidiendo con el estallido de la 
pandemia y las medidas de aislamiento. Esta baja no solo se dio respecto del 
trimestre inmediatamente anterior, sino respecto de la tasa promedio corres-
pondiente al año anterior. La RMBA, sin considerar a la CABA fue, sin dudas, 

13	 En esta tabla, presentamos los datos de la RMBA desagregados entre la CABA y el resto 
de los partidos del Gran Buenos Aires. Esto, debido a que si bien se comportan en térmi-
nos funcionales como un aglomerado urbano, las divergencias en términos de su compo-
sición demográfica son muy acentuadas y la CABA sigue siendo la unidad administrativa 
más poblada de toda la RMBA, con aproximadamente 3 millones de habitantes, desde 
mediados del siglo XX. 
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el aglomerado urbano más afectado por las medidas de aislamiento y preven-
ción del COVID19. Esto, no solo por haber experimentado uno de los periodos 
de aislamiento más extendidos del país, sino por los impactos en su actividad 
económica. Su tasa de actividad se redujo un 24,3 % respecto del período previo 
a la pandemia. Le siguen Gran Salta (redujo un 17,2 % su tasa), CABA (reduc-
ción del 16,8 %), y Gran Paraná (del 15,5 %). Mientras que Córdoba, Santa 
Fe, Mendoza, Posadas vieron reducida su tasa de actividad en menos del 10 %. 

Por otro lado, si atendemos a los valores en la tasa de actividad del cuarto 
trimestre de 2020 y lo comparamos con la tasa correspondiente al período 
inmediatamente anterior a la pandemia, vemos que, de los aglomerados más 
afectados, ninguno llegó a equiparar su situación a los valores previos a la 
pandemia. Por el contrario, Gran Córdoba recuperó los valores previos a la 
pandemia, y Mendoza, Gran Santa Fe y Posadas, incluso registraron un creci-
miento positivo en su tasa de actividad, respecto al período previo al inicio 
de la pandemia.

Tabla 5. Tasa de actividad por aglomerado entre el primer trimestre y el cuatro trimes-
tre del año 2020 
 

Aglomerado 1T-2020
Promedio 
pre-pandemia

Impacto 
relativo por 
pandemia

2T-2020 3T-2020 4T-2020
Recuperación 
relativa

AGBA 46,8 46,9 -24,3% 35,5 39,9 43,5 -7,3%

CABA 57,2 56,3 -16,8% 46,8 48,2 51,4 -8,5%

Gran Córdoba 46,9 48,1 -9,6% 43,4 49,7 47,9 -0,3%

Gran Mendoza 50,6 48,1 -7,8% 44,3 46,8 49,5 3,0%

Gran Paraná 44,5 44,5 -15,5% 37,6 43,5 41,5 -6,6%

Gran Salta 48,0 47,5 -17,2% 39,4 44,9 44,9 -5,4%

Gran Santa Fe 42,8 42,3 -9,3% 38,3 43,9 44,9 6,2%

Posadas 43,2 44,0 -4,6% 42,0 43,8 46,0 4,5%

Fuente: Serrati, P. (2021). Aplicación TRIP–COVID (v0.9.0–beta) [Aplicación Shiny]. Proyecto 
PISAC TRIP–COVID.

 
Como era de esperarse, las tasas de desempleo (y de empleo) se vieron impac-
tadas en todos los aglomerados a partir del segundo trimestre de 2020. Sin 
embargo, este impacto no fue homogéneo entre los aglomerados. Es impor-
tante resaltar, asimismo, que las tasas de empleo y desempleo (como ya se 
vio con la tasa de actividad) es distinta en cada aglomerado urbano, incluso 
antes del estallido de la pandemia por el COVID19, como se ve a continuación
El impacto en la tasa de desempleo fue fuerte en todos los aglomerados, parti-
cularmente en los aglomerados Gran Santa Fe (donde se cuadruplicó la tasa 
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de desempleo en un trimestre, pasando el 5,4 % a más del 20 %); en el Gran 
Posadas (donde se incrementó del 3,3 al 8,2 %); Gran Paraná y Gran Mendoza, 
casi duplicándose la tasa (pasó del 6 a 11,3 % en el principal aglomerado entre-
rriano, y de 8,1 al 15,3 % en el mendocino). En la CABA, en los primeros meses 
del contexto pandémico, la tasa de desempleo se incrementó en términos rela-
tivos un 42,4 % (pasó del 7,8 al 11,1 %) mientras que en Gran Salta este incre-
mento fue del 36,2 %: pasando de una tasa promedio de desempleo previo al 
estallido de la pandemia del 10,2 % al 13,9 % en el trimestre inmediatamente 
posterior. La zona que se vio afectada en menor medida (en términos rela-
tivos) fue la que comprende los municipios de la RMBA. En este caso, la tasa 
de desempleo creció 15,8 % en términos relativos (pasó de una tasa promedio 
del 11,9 % al 13,8 %).

Asimismo, respecto de la tasa de empleo, todos los aglomerados urbanos 
sufrieron, en el corto plazo, una baja relativa de más de dos dígitos respecto 
del período previo a la pandemia, excepto Posadas, que pasó de una tasa de 
empleo del 42,6 al 38,6 (un descenso del 9,4 %). Sin dudas, los más afectados 
fueron los municipios que componen la RMBA (es decir, sin contar la CABA) y 
el aglomerado Gran Santa Fe. En el primer caso, la tasa de empleo se redujo 
del 41,3 al 30, 6 (un impacto negativo del 25,9 %) y Gran Santa Fe, pasó de 
una tasa de empleo de casi 40 a una de 30 (es decir, se redujo un 23,4 %). El 
resto de los aglomerados sufrió un decrecimiento en la tasa de empleo de alre-
dedor del 20 %, excepto Mendoza, que fue del 15 %. 

La evolución relativa en la tasa de empleo (considerando el cuarto trimestre 
de 2020 respecto del período previo al estallido de la pandemia) no fue homo-
génea ni directa. De hecho, solo Mendoza y Posadas se acercan a los valores 
previos al segundo trimestre de 2020 en su tasa de empleo, mientras que Gran 
Santa Fe muestra una evolución positiva (un incremento en la tasa de empleo 
del 3,5 %). Por el contrario, los municipios comprendidos en la RMBA fueron 
los más afectados (sin CABA, casi 10 % por debajo de los valores previos a la 
pandemia y la CABA un 8 %), y Gran Paraná y Gran Salta, que tampoco recu-
peraron sus valores en la tasa de empleo previo a la pandemia, quedando cerca 
del 5 % por debajo.
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​Tabla 6. Tasa de empleo y desempleo por aglomerado entre el primer trimestre  
y el cuatro trimestre del año 2020 
 

Aglomerado 1T-2020 Promedio 
preCOVID 2T-2020 Impacto rela-

tivo COVID 3T-2020 4T-2020
Evolución 
relativa 
postCOVID

Tasa de empleo

AGBA 41,0 41,3 30,6 -25,9% 34,0 37,3 -9,6%

CABA 52,3 51,9 41,6 -19,7% 43,1 47,7 -7,9%

Gran Córdoba 41,8 42,9 35,1 -18,0% 42,6 41,7 -2,7%

Gran Mendoza 45,7 44,2 37,6 -15,0% 42,9 44,3 0,2%

Gran Paraná 41,6 41,8 33,3 -20,2% 40,1 39,9 -4,6%

Gran Salta 42,9 42,7 33,9 -20,6% 40,0 40,9 -4,1%

Gran Santa Fe 40,1 40,0 30,6 -23,6% 39,7 41,4 3,5%

Posadas 42,2 42,6 38,6 -9,4% 40,6 43,1 1,2%

Tasa de desempleo

AGBA 12,4 11,9 13,8 15,8% 14,8 14,1 18,0%

CABA 8,5 7,8 11,1 42,4% 10,4 7,2 -7,5%

Gran Córdoba 10,8 10,8 19,1 76,5% 14,3 13,0 20,0%

Gran Mendoza 9,8 8,1 15,3 88,4% 8,2 10,6 30,4%

Gran Paraná 6,4 6,0 11,3 87,8% 7,8 4,0 -33,5%

Gran Salta 10,7 10,2 13,9 36,2% 10,9 9,0 -12,1%

Gran Santa Fe 6,2 5,4 20,3 274,3% 9,5 7,8 43,9%

Posadas 2,4 3,3 8,2 149,2% 7,2 6,4 93,3%
 
*Se trata de un promedio de las tasas entre los datos disponibles para el 4 ºtrimestre del 
2018 hasta el 1º trimestre del 2020.
Fuente: Serrati, P. (2021). Aplicación TRIP–COVID (v0.9.0–beta) [Aplicación Shiny]. Proyecto 
PISAC TRIP–COVID.

Situación habitacional

A continuación (ver Tabla 7) presentamos la situación habitacional para cada 
aglomerado, distinguiendo en cada caso dos tipos de déficits. El déficit cuan-
titativo se refiere a la cantidad de viviendas necesarias por cada 100 hogares, 
mientras que el déficit habitacional cualitativo, se refiere a la cantidad de 
viviendas que requieren reformas por cada 100 hogares. Este es un indicador 
elaborado por María Mercedes Di Virgilio y María Carla Rodríguez (2018), 
que nos permite medir la magnitud de cada uno de los tipos de déficit, al 
indicar cuántas intervenciones son necesarias por cantidad de hogares. En 
este sentido, algunos hogares pueden requerir más de una intervención habi-
tacional, en caso de que exista la presencia de una situación de déficit mixto 
o combinado. Particularmente, esto se manifiesta cuando existen necesidades 
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de vivienda de los núcleos allegados internos, que pueden ser más de uno y 
que, además, puede combinarse con otro tipo de situaciones de déficit en el 
hogar (allegamiento externo, vivienda irrecuperable o vivienda con necesidad 
de mejoras). De esta manera «el indicador puede tomar, en algunas situaciones 
excepcionales, valores superiores a cien y no debe entenderse como el porcen-
taje de hogares con situaciones de déficit (ya que estas necesidades pueden 
responder a una parte de los hogares con muchas necesidades)» (Di Virgilio 
y Serrati, 2022, pp. 156–159, nota 12). 

Tabla 7. Déficit cualitativo y cuantitativo en los hogares por aglomerado (2010) 
 

Aglomerado Hogares
Viviendas 
nuevas 
necesarias

Viviendas  
con necesidad 
de reforma

Déficit cuant.
cada 100 
hogares

Déficit cualit. 
cada 100 
hogares

Partidos del GBA 3.149.652 518.076 1.630.031 16,5 51,8

CABA 1.150.044 133.166 164.451 11,6 14,3

Gran Córdoba 450.245 50.845 207.914 11,3 46,2

Gran Mendoza 271.046 34.894 96.662 12,9 35,7

Gran Santa Fe 154.383 17.149 61.633 11,1 39,9

Salta 140.356 31.073 65.849 22,1 46,9

Posadas 91.726 13.906 34.522 15,2 37,6

Gran Paraná 81.362 7.505 33.874 9,2 41,6

Bariloche 34.097 4.862 17.111 14,3 50,2

TOTAL 5.522.911 811.476 2.312.047 14,7 41,9

 
Fuente: Serrati, P. (2021). Aplicación TRIP–COVID (v0.9.0–beta) [Aplicación Shiny]. Proyecto 
PISAC TRIP–COVID.

El déficit cuantitativo está presente en todos los aglomerados considerados en 
esta investigación. El que menor déficit presenta es Gran Paraná, por debajo 
de los 10 hogares por cada 100. Salta, por el contrario, es el aglomerado con 
mayor cantidad de déficit cuantitativo con más de 22 hogares cada 100 que 
necesitan una vivienda. Luego, se ubican los partidos del Gran Buenos Aires 
(16,5 hogares cada 100 necesitan una vivienda) y Posadas y Bariloche (con 15,2 
y 14,3 respectivamente). El resto de los aglomerados presenta un déficit entre 
los 14 y los 11 hogares cada 100 que necesitan, al menos, una vivienda nueva 
para dejar de ser considerados deficitarios. 

En cuanto al déficit cualitativo, este es considerablemente más alto en todos 
los casos que el cuantitativo, y se refiere a la cantidad de viviendas cada 100 
hogares que necesitan una o más reformas. En este caso, la CABA es el aglo-
merado menos deficitario (14,3 viviendas cada 100 hogares requieren refor-
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marse). En el otro extremo, se encuentran los aglomerados Gra Buenos Aires, 
Bariloche, Gran Córdoba y Salta con valores cercanos a las 50 viviendas cada 
100 hogares que requieren una o más reformas para dejar de ser considerados 
deficitarios. En el medio, están los casos de Gran Paraná, Posadas, Gran Santa 
Fe, y Gran Mendoza, con valores que oscilan entre las 42 y 35 viviendas por 
cada 100 hogares que presentan déficit cualitativo (ver figuras con mapas por 
cada aglomerado distinguiendo el tipo de déficit en el anexo).

Reflexiones finales

Como vimos en el capítulo 1 del Tomo 1 del presente libro, la implementa-
ción de políticas públicas requiere de la participación de diversos organismos 
estatales, tanto pertenecientes a un mismo nivel de gobierno, así como a 
distintos niveles (implicados en el nivel local, provincial o nacional). Así, la 
forma en la que se desarrollan estas relaciones entre los distintos organismos 
tiene implicancias en las características de la intervención que esa política 
pública propone. Sin embargo, cada intervención se ve condicionada por las 
características propias del territorio, que al mismo tiempo es afectada y da 
forma a la densa gama de relaciones entre unidades gubernamentales (RIGs). 

Agregamos, en este sentido, y siguiendo los aportes de Castles, Leibfried y 
Obinger (2005) sobre la doble vía, que la cuestión territorial es una dimension 
performativa de las relaciones de reciprocidad entre las políticas y las relaciones 
intergubernamentales. Los contextos, de esta manera, no son solo institucio-
nalmente heterogéneos por la naturaleza federal de nuestro país. También lo 
son en su composición territorial, como hemos visto a lo largo del presente 
capítulo y se profundiza en los capítulos que proceden. El territorio, como 
mencionamos en el capítulo que sienta las bases teóricas del presente libro, 
se convierte en una dimensión clave en tanto es allí donde se condensan los 
dispositivos implementados por las RIGs y es poniendo ahí el foco donde iden-
tificamos combinaciones diversas de dispositivos: aquellos que provienen del 
gobierno nacional, los que son promovidos por gobiernos locales o provin-
ciales, y aquellos mixtos; es decir, cuando en su bajada al territorio cobran 
características propias.

Teniendo esto en cuenta, este primer capítulo busca aportar a la caracteri-
zaición de los casos que componen esta investigación, apuntando desde una 
mirada comparada a las divergencias en sus configuraciones territoriales para 
poner en contexto las condiciones en las que se implementan las políticas 
públicas desde el punto de vista de las RIGs. En otras palabras, para abordar 
la articulación entre el territorio y las RIGs, este tomo propone un cambio en 
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el foco, partiendo de las particularidades territoriales de cada aglomerado, 
identificando allí no solo las características de su composición demográfica y 
socioeconómica sino también los distintos niveles gubernamentales que inter-
vienen (provincial, nacional y local o municipal) para realizar una lectura de 
las RIGs desde una mirada local(izada) reconociendo los mecanismos desple-
gados para generar dispositivos que se orienten a dar respuesta a la crisis desa-
tada por el COVID19. 

Buscamos dar cuenta de la interrelación entre estos dispositivos y las comu-
nidades de acogida, el rol de los distintos niveles de gobierno en cada inter-
vención local y las posibilidades a nivel aglomerado de sostener (o no) las 
medidas de prevención y posteriormente de asistencia ante la crisis desatada. 
Como hemos visto, cada aglomerado es una unidad dinámica y compleja, 
donde intervienen distintos niveles de gobierno: provincial y local en todos 
los casos, y también nacional en el caso de la RMBA ya que la CABA compone 
este aglomerado. Asimismo, las intervenciones nacionales que se localizan 
en cada uno de estos puntos lo hacen en base a los criterios y posibilidades 
propias de las instituciones locales. En algunos casos, como veremos en los 
capítulos que proceden, estas instituciones se apoyan sobre organizaciones 
comunitarias y de la sociedad civil. En otros casos, es la agencia estatal quien 
centraliza toda la intervención. 
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Anexo

Tabla 8. Variación poblacional en la Región Metropolitana de Buenos Aires (1991–2010) 
 

Variación poblacional de la RMBA por cordón (totales y % relativo)

 Totales poblacionales  
por año censal

Crecimiento  
relativo por zona

Peso relativo de 
zonas sobre total

Cordón 2001 2010 2001-2010 2001 2010

CABA 2.776.138,00 2.890.151,00 4% 21% 19%

1º Cordón 5.092.390,00 5.763.717,00 13% 38% 39%

2º Cordón 3.592.047,00 4.152.998,00 16% 27% 28%

3º Cordón 1.822.403,00 2.148.670,00 18% 14% 14%

Totales 13.282.978,00 14.955.536,00 13% 100% 100%

Variación poblacional de la RMBA por zona (totales y % relativo)

 Totales poblacionales  
por año censal

Crecimiento  
relativo por zona

Peso relativo de 
zonas sobre total

Zona 2001 2010 2001-2010 2001 2010

CABA 2.776.138,00 2.890.151,00 4% 21% 19%

Norte 3.151.254,00 3.471.963,00 10% 24% 23%

Oeste 3.072.452,00 3.806.027,00 24% 23% 25%

Sur 4.283.134,00 4.787.395,00 12% 32% 32%

Totales 13.282.978,00 14.955.536,00 13% 100% 100%

Fuente: Frías y Frisch (2022) con base en Censos 1991, 2001, 2010 INDEC en base a 
criterios de agrupamiento zonal de Di Virgilio, Arqueros Mejica y Guevara (2015)

 
Tabla 9. Evolución de la población en el aglomerado Gran Córdoba por localidad (años 
2001 y 2010) 
 

Localidad
Población

2001 2010 Evolución

Capital 1280853 1337735 4,44%

La Calera 26862 32245 20,04%

Villa Allende 22263 28412 27,62%

Rio Ceballos 17022 19978 17,37%

Unquillo 15187 18383 21,04%

Estación Juárez Celman 8743 12170 39,20%

Malvinas Argentinas 8393 12187 45,20%

Salsipuedes 7521 10294 36,87%

Saldan 6987 10605 51,78%

Mendiolaza 3712 10271 176,70%

La Granja 2226 3114 39,89%

Agua de Oro 1743 2152 23,47%

Fuente: Fuente INDEC – https://www.indec.gob.ar/ftp/cuadros/poblacion/aglomerados_
argentina_500_mil.pdf 
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Tabla 10. Variación de la población urbana en los departamentos del Aglomerado 
Gran Mendoza (1970–2010) 
 

Fuente: Frías y Frisch (en proceso) con base a datos censales sistematizados por la DEIE.

Tabla 11.  Peso relativo de los departamentos en la población urbana del Aglomerado 
Gran Mendoza (1970–2010) 
 

Departamento 1970 1980 1991 2001 2010

Capital 24,7% 19,4% 15,3% 12,5% 11,6%

Godoy Cruz 23,4% 23,2% 22,6% 20,5% 19,3%

Guaymallén 24,8% 26,9% 25,6% 26,2% 26,7%

Las Heras 14,7% 16,6% 18,7% 19,4% 19,5%

Luján de Cuyo 5,2% 5,8% 7,4% 9,4% 9,9%

Maipú 7,2% 8,1% 10,4% 11,9% 13,0%
 
Fuente: Frías y Frisch (en proceso) con base a datos censales sistematizados por la DEIE.

 
Tabla 12. Población, Hogares y viviendas; variación intercensal 2001–2010. Gran 
Santa Fe 
 

Viviendas 2010 143.259

Hogares 2010 154.700

Personas 2010 486.034

Variación intercensal 2001-2010 7,48%

Fuente: INDEC 2001, 2010.

 Totales Variación intercensal Variación 
total

Departamento 1970 1980 1991 2001 2010 1970/80 1980/91 1991/2001 2001/2010 1970/2010

Capital 118.568 119.088 121.620 110.993 114.893 0,4% 2,1% -8,7% 3,5% -3,1%

Godoy Cruz 112.481 142.408 179.553 182.563 191.299 26,6% 26,1% 1,7% 4,8% 70,1%

Guaymallén 118.995 164.670 203.439 232.884 264.413 38,4% 23,5% 14,5% 13,5% 122,2%

Las Heras 70.655 101.579 148.612 172.685 192.877 43,8% 46,3% 16,2% 11,7% 173,0%

Luján de Cuyo 25.138 35.254 58.647 83.899 97.854 40,2% 66,4% 43,1% 16,6% 289,3%

Maipú 34.839 49.778 82.500 106.190 128.817 42,9% 65,7% 28,7% 21,3% 269,7%
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Tabla 13. Evolución intercensal poblacional de Paraná y Gran Paraná 
 

Componente Población (2001) Población (2010) Evolución inercensal  
(2001-2010)

Paraná 235.967 247.139 4,73%

San Benito 6.466 9.105 40,81%

Oro Verde 2.403 4.116 71,29%

Colonia Avellaneda 2.049 2.970 44,95%

Sauce Montrull 425 746 75,53%

Total 247.310 264.076 6,78%

Fuente: Elaboración propia sobre datos INDEC.

 
Tabla 14. Evolución población total de la ciudad de San Carlos de Bariloche  
(1960–2020) 
 
Población Censo Crecimiento intercensal

1960 15.935 - 

1970 26.799 68,2%

1980 48.222 79,9%

1991 81.001 68,0%

2001 93.101 14,9%

2010 112.887 21,3%

Proy. 2020 139.438 23,5%

Fuente: Elaboración propia en base a datos INDEC. 
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Tabla 15. Composición demográfica por aglomerado en pirámides poblacionales 
según datos censo 2010, INDEC. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Fuente: Serrati, P. (2021). Aplicación TRIP–COVID (v0.9.0–beta) [Aplicación Shiny]. Proyecto 
PISAC TRIP–COVID.
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Capítulo 2. 
Las políticas subnacionales orientadas  
a dar respuesta a la pandemia en la Región 
Metropolitana de Buenos Aires 

Ana Ariovich, Verónica Pérez, Julián Bertranou, Magdalena Chiara,  
María Crojethovic y María Mercedes Di Virgilio

Introducción

El objetivo de este capítulo es dar cuenta de los modos que asumieron las rela-
ciones entre el gobierno nacional, el de la Provincia de Buenos Aires y el de la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires en la Región Metropolitana de Buenos 
Aires (RMBA) en el contexto de la implementación de políticas públicas para 
mitigar y hacer frente a los efectos derivados de la pandemia por COVID19. El 
trabajo se interroga desde la perspectiva de las relaciones intergubernamen-
tales sobre los procesos de implementación de políticas en la RMBA en tres 
sectores de política: las disposiciones en el transporte de pasajeros y cargas y en 
la movilidad urbana, las políticas para prevenir los contagios masivos y aque-
llas orientadas a la provisión y protección de la vivienda. En este marco pasa 
revista a las políticas emanadas de los niveles subnacionales, en diálogo con los 
marcos nacionales y haciendo foco en los dispositivos y en los instrumentos 
a través de los cuales se tramita la política y las relaciones entre los gobiernos. 

El ámbito que abordamos constituye un territorio muy heterogéneo desde 
el punto de vista económico, social y territorial. Incluso desde su conceptuali-
zación, atendiendo a esta diversidad, frecuentemente se alterna su nominación 
como Área Metropolitana de Buenos Aires. Tampoco en lo referido a su delimi-
tación territorial se ha seguido un patrón homogéneo en su tratamiento por los 
organismos con objetivos de planificación,1 ni por las administraciones guber-
namentales con injerencia en el territorio.2 Como modo de superar las discre-

1	 Al respecto se puede consultar el trabajo de Kralich (2012).
2	 En lo que respecta a este trabajo, las normativas implementadas en contexto de pande-

mia nominan el territorio como Área Metropolitana de Buenos Aires, aunque su delimita-
ción territorial no es idéntica en las distintas normas. Por caso, el Decreto 408 de 2020 
establece su composición incluyendo a CABA y 40 municipios de la Provincia de Buenos 
Aires, mientras que el Decreto 576 del mismo año, solo incorpora CABA más 35 partidos.
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pancias encontradas en este trabajo utilizamos la conceptualización de Región 
Metropolitana de Buenos Aires (RMBA) propuesta por Susana Kralich (2012),3 
por tratarse de una delimitación apoyada en la combinación de tres criterios  
—físico, político y funcional— consistentes con los objetivos de este estudio. La 
RMBA es el área urbana más importante de Argentina en términos de cantidad de 
población, concentra poco más de un tercio de la misma. Según proyecciones del 
INDEC para el año 2022, vive en la RMBA un total de 17 136 064 de habitantes.4 
Al mismo tiempo, nuclea las principales actividades económicas y financieras. 

Atinente a las políticas implementadas por los distintos niveles de gobierno 
y su coordinación (o no) en los ejes de política analizados identificamos dife-
rencias ancladas en la propia historia de los campos en cuanto a su organiza-
ción institucional, el grado de institucionalización de las iniciativas, y el tipo 
de problemáticas específicas que se orientan a atender. También observamos 
que estas relaciones asumieron diferentes modalidades según el sector de la 
política pública analizado y atravesaron diferentes momentos que oscilaron 
entre la tensión y la cooperación. Luego del recorrido por los tres ejes de 
política, movilidad, prevención de contagios y hábitat, sintetizamos algunas 
reflexiones sobre RIGs en clave comparada.

Las políticas de movilidad

En el ámbito de la movilidad y el transporte se observan competencias concu-
rrentes entre la Nación y los gobiernos subnacionales, donde priman funciones 
específicas para cada nivel de gobierno, más que superposiciones sobre las 
mismas esferas. Es decir, el ámbito nacional tiene sus competencias sobre 
modos, regiones o servicios, que son en su mayoría distintas de las compe-
tencias que les caben a los niveles subnacionales. En este marco, la Nación, 
a través de sus distintas organizaciones sectoriales, exhibe competencias que 
podrían denominarse generales, es decir, que atienden servicios o exigencias en 

3	 La RMBA se compone de 43 partidos y la CABA. Ellos son: Almirante Brown, Avellaneda, 
Berazategui, Berisso, Brandsen, Campana, Cañuelas, Ensenada, Escobar, Esteban Eche-
verría, Exaltación de la Cruz, Ezeiza, Florencio Varela, General Las Heras, General Rodrí-
guez, General San Martín, Hurlingham, Ituzaingó, José C. Paz, La Matanza, Lanús, La Pla-
ta, Lobos, Lomas de Zamora, Luján, Marcos Paz, Malvinas Argentinas, Moreno, Mercedes, 
Merlo, Morón, Navarro, Pilar, Presidente Perón, Quilmes, San Fernando, San Isidro, San 
Miguel, San Vicente, Tigre, Tres de Febrero, Vicente López y Zárate.

4	 Fuente CABA: INDEC – DGEyC del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Fuente partidos 
GBA: INDEC–DPE de la Provincia de Buenos Aires. En ambos casos se trata de proyecciones 
elaboradas en base a resultados del Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas 2010.
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todo el territorio nacional (por ejemplo, el autotransporte interjurisdiccional, 
la navegación fluvial o marítima) por un lado, y competencias que tienen un 
foco territorial específico, donde actúa como un actor local en relación con 
otros actores locales. Sobre las primeras competencias de carácter nacional y 
las acciones que se desplegaron durante la pandemia, puede encontrarse un 
detalle en el capítulo 2 de este libro. 

Las políticas del ámbito nacional con foco metropolitano

En este apartado exponemos las acciones desplegadas por el gobierno nacional 
en tanto actor de la RMBA y en función de las necesidades y requerimientos de 
los usuarios de este aglomerado.

Previo al decreto de ASPO se construyeron dispositivos específicos orientados 
a propiciar la coordinación interjurisdiccional entre la Nación, la Provincia y la 
Ciudad, para atender las necesidades de transporte y movilidad reconfiguradas 
por los efectos de la pandemia. En esta dirección se conformaron tres comisiones 
«Comité Crisis Prevención COVID19», una para transporte ferroviario, otra para 
automotor (ambas dependientes de CNRT) y una tercera para transporte fluvial, 
marítimo y lacustre (dependientes de la Subsecretaría de Puertos Vías Navegables 
y Marino Mercante). En el marco de estas comisiones se acordaron y se instru-
mentaron regulaciones y acciones relativas a las condiciones de prestación de los 
servicios a los cuales se invitó a adherir a la PBA y a la CABA, así como al resto de 
las provincias y municipios. Si bien retomaremos este punto más adelante cuando 
abordemos el modo como se desarrollaron las relaciones interjurisdiccionales, 
cabe anticipar aquí que estas decisiones fueron las bases para la constitución de 
un espacio de cooperación y articulación en la RMBA en todo lo referente a las 
condiciones de implementación de los sistemas masivos de transporte. Si bien 
los lineamientos generales de dichas iniciativas surgieron del dispositivo refe-
rido (mesa interjurisdiccional), la operativización de la orientación general de 
las políticas a implementar, tuvo también como protagonistas, en el marco de 
la creación de mesas específicas, a las cámaras empresarias, los transportistas, la 
Comisión Nacional de Regulación del Transporte y los fiscalizadores.5

5	  En esta dirección, el contenido de algunas medidas, como el caso de los protocolos para 
el ascenso y descenso de pasajeros en el autotransporte colectivo, fue mutando a me-
dida que la crisis sanitaria también sufría transformaciones, se habilitaban nuevas acti-
vidades y los transportistas daban cuenta de la necesidad de adaptar los instrumentos a 
las nuevas situaciones, evidenciando una lógica en la toma de decisiones que no excluyó 
movimientos de abajo hacia arriba.



62

A su vez, los lineamientos generales sobre las medidas a tomar en el campo 
de la movilidad y el transporte debieron consensuarse (no sin discusiones 
entre los actores participantes) en una mesa de diálogo compuesta por las 
principales autoridades de transporte y de Salud y los respectivos Jefes de 
Gabinete de las jurisdicciones nacional, provincial y de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires. Uno de los principales focos de discusión se dio, tanto a 
nivel nacional como en Provincia y Ciudad, entre las carteras de Transporte y 
Salud, en torno a la continuidad (o no) de los servicios de transporte masivo. 
Esta discusión se vio posibilitada por una representación generalizada de que 
dichos transportes constituían potentes vectores de contagio. El saldo de estas 
discusiones promovió numerosas medidas que plasmaron en un conjunto de 
instrumentos tendientes a construir un balance entre necesidades de movilidad 
de la población y seguridad sanitaria en los transportes, así como también, 
necesidades económicas de los transportistas, que producto del derrumbe de 
pasajeros transportados, sufrieron una importante reestructuración de la ecua-
ción económico–financiera de sus empresas.

En esta secuencia de dinámicas hacia los niveles superiores e inferiores, desde 
una lógica de «cascada» se emitieron regulaciones de carácter general o espe-
cífico para los servicios de jurisdicción nacional, que fueron replicadas, con 
pocas modificaciones, tanto por la PBA como por la CABA en lo referido a los 
servicios públicos de transporte bajo su respectiva jurisdicción.

Además de los decretos de necesidad y urgencia (en adelante DNU) que estruc-
turaron y ordenaron el accionar público frente a la pandemia, el gobierno 
nacional emitió diversas normas específicas orientadas a regular aspectos rela-
cionados con los servicios de transporte y la movilidad en la RMBA, a través, 
principalmente, del Ministerio de Transporte de la Nación (en adelante MT) 
y la Comisión Nacional de Regulación del Transporte (en adelante CNRT).

En el análisis de las normas emitidas por organismos del Estado Nacional 
desde el 12 de marzo hasta el 31 de diciembre de 2020 (análisis realizado 
primeramente en el capítulo 2), identificamos un total de 122 normas,6 
que configuran lo que podemos identificar como tres ejes de intervención: 

6	 La Base de normas transporte y movilidad, TRIP–COVID, 2020, compendia normas que 
refieren a políticas y disposiciones que afectaron la dinámica del transporte de pasajeros 
y de cargas, así como a la movilidad urbana en general, entre el 16 de marzo y el 31 de 
diciembre de dicho año. Para su construcción recurrimos a digestos normativos referidos 
al campo del Transporte y Tránsito, elaboradas por la Cámara de Diputados para tres ju-
risdicciones: Nación, Provincia de Buenos Aires y Ciudad de Buenos Aires. Esta fue elabo-
rada con la colaboración de Juan Arrarás, Micaela Coronel, Solange Godoy, Lucía Gómez, 
Candela Hernandez, Julia Melchiori y Pablo Vazano.
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controlar la movilidad (en su forma de restricción o habilitación según los 
casos), garantizar una movilidad segura y atender el financiamiento de los 
servicios en contexto de caída abrupta de la demanda. En el primer caso, 
la mayoría de las normas (72) tuvieron como principal objetivo la limi-
tación de la circulación de las personas (en general en todo el territorio 
nacional) y la habilitación de la circulación de forma selectiva una vez que 
se fueran constatando mejoras en el manejo de la pandemia. Para garantizar 
la movilidad segura se dispusieron normas relativas a la oferta de los servi-
cios (frecuencias, aforos, etc.) y protocolos sanitarios para evitar contagios 
durante el uso de los transportes (25 normas). Las disposiciones relacionadas 
con aspectos económicos o de financiamiento de los servicios incluyeron 
subsidios, compensaciones y prórrogas de multas y costos administrativos 
de licencias (22 normas). Esta distribución de normas en función de estas 
finalidades contrasta con la que se verá en los gobiernos subnacionales de la 
RMBA, acorde con las distintas competencias de cada una de las jurisdicciones.  
 

 
Figura 1. Normas emitidas por el gobierno nacional según eje de intervención. 16 de 
marzo a 31 de diciembre de 2020. Fuente: Base normativas relativas a transporte y 
movilidad TRIP COVID (2021)

Fuente: Base de normas transporte y movilidad, TRIP–COVID, 2020

Con la mirada puesta en las normas nacionales referidas al ámbito local de la 
RMBA, destacan las siguientes en tanto encadenan una serie de medidas subsi-
guientes en dirección a la materialización de los objetivos buscados: 
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a) Normas emitidas por el Ministerio de Transporte de la Nación 
Con la temprana emisión de la Resolución 60 del MT, se encadena una serie de 
otras normas que definen las características que deberá adoptar la prestación 
de los servicios urbanos y suburbanos de jurisdicción nacional.7 Algunas de 
las Resoluciones más importantes fueron las siguientes: Resolución 60 (13/3) 
que crea los Comités de Crisis en materia de transporte (uno por cada uno de 
los modos: autotransporte, ferroviario y marítimo y fluvial) con el objeto de 
aplicar y monitorear las medidas de prevención vinculadas a la propagación 
del COVID19; Resolución 64 (18/3) que establece que los servicios de trans-
porte automotor y ferroviario de pasajeros urbanos, suburbanos y regionales 
de jurisdicción nacional solo podrán circular con una cantidad de pasajeros 
que no supere la capacidad de asientos disponibles. Esta regulación del aforo 
en los medios de transporte de jurisdicción nacional estuvo vigente en la RMBA 
hasta el mes de noviembre de 2020, cuando comenzó a regir el DISPO en este 
territorio. Estas disposiciones fueron prorrogadas en sucesivas Resoluciones 
y se emitieron un día antes del DNU que estableció el ASPO en todo el terri-
torio nacional; Resoluciones 71 y 73 (20 y 24/3) que establecieron las frecuen-
cias de días sábado, domingo o feriados para los servicios urbanos en la RMBA 
entre el 20 al 31 de marzo y suspendieron los servicios de oferta libre durante 
el mismo período. Estas últimas estuvieron vigentes hasta la sanción de la 
Resolución 89 (9/4) que habilitó que a partir del 13 de abril de 2020, los servi-
cios urbanos (autotransporte y ferroviario) cumplieran «con sus frecuencias 
y programaciones normales y habituales, correspondientes a la hora «valle»8 
del día de la semana de que se trate». Las frecuencias normales previas a la 
pandemia fueron restablecidas a partir del 11 de mayo (Resolución 110, 10/5). 
En cuanto a los aforos, en mayo se habilitó que los servicios de oferta libre 
comiencen a operar con una cantidad de pasajeros que no supere el 60 % de 
la capacidad instalada de las unidades (Resolución 107). Recién en el mes de 
noviembre, con el establecimiento del DISPO en la RMBA, el Ministerio habilitó 
nuevos aforos en los servicios urbanos de autotransporte y ferroviario (Resolu-
ción 259) Además de los asientos disponibles, en el autotransporte la capacidad 
se amplió hasta 10 pasajeros de pie, dando cumplimiento a las recomendaciones 
sobre distanciamiento social en el interior de los vehículos. En el ferrocarril, 
se permitió hasta 1 pasajero parado por metro cuadrado en los espacios libres 

7	 Los servicios urbanos son netamente metropolitanos y evidencian el rol nacional en la 
movilidad de los ciudadanos/as en un solo aglomerado urbano del país. 

8	 Corresponde a los horarios de menor flujo de pasajeros.
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disponibles según el tipo de coche correspondiente. Durante 2020, al menos 
normativamente, no se alcanzaron los aforos habituales.

b) Normas emitidas por la CNRT 
Tanto las normas del MT como de la CNRT se elaboraron teniendo a los Comités 
de Crisis como ámbito de consenso, aspecto que se tratará más adelante. 
Estas normas también, se elaboraron en cascada, respetando la jerarquía de 
los órganos competentes y con un grado muy preciso de sincronización. En el 
caso de la CNRT, se emitieron normas bajo la forma de Providencias o Dispo-
siciones que establecieron los protocolos a seguir en la provisión de los servi-
cios urbanos de transporte de jurisdicción nacional.

Luego de la Resolución 60 del MT, la CNRT emitió dos Providencias (17811950 
y 17811985) que aprobaron los Planes de Emergencia COVID19 para el modo 
ferroviario y de autotransporte respectivamente y confirmaron las invitaciones 
a integrar los Comités de Crisis, identificando por primera vez a los gobiernos 
subnacionales en general, y en especial, los de la RMBA: Provincia de Buenos 
Aires y Ciudad Autónoma de Buenos Aires. A través de estas Providencias 
se establecieron los protocolos de operación de los servicios para el cuidado 
sanitario, los que fueron actualizados en sucesivas resoluciones de la CNRT 
(Resoluciones 28 y 271 con ASPO, y Resoluciones 294, 322 y 323 con DISPO).

Las políticas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires 

En lo que respecta a la CABA, entre el 16 de marzo y el 31 de diciembre de 2020 
la ciudad emitió 48 normas relacionadas con materias de su competencia. 
Atendiendo a los ejes de intervención, los mismos siguieron los lineamientos 
nacionales, aunque se incorporaron algunos propios de las competencias de 
la ciudad sobre el territorio. El primer eje, orientado a regular la movilidad de 
las personas mediante su restricción o habilitación, incluyó 13 disposiciones. El 
segundo, garantizar una movilidad segura, se abordó mediante 14 normas que 
incluyeron protocolos sanitarios, aforos, y promoción de la movilidad privada. 
Un número mayor de disposiciones (19) se orientó a ordenar y controlar la 
circulación de vehículos y personas en el espacio público. En el caso de la 
CABA también registramos una disposición relacionada con el financiamiento 
del subterráneo de Buenos Aires, propio de su competencia, y una dirigida a 
garantizar el suministro de bienes. 

La dependencia del Estado que mayor actividad tuvo en la formulación 
de acciones en el campo de la movilidad y el transporte fue, coherentemente 
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con las funciones que le competen, la Subsecretaría de Gestión de la Movi-
lidad que dictó 19 de las 48 normas relevadas. En segundo orden, las normas 
emanaron de la Secretaría de Transporte y Obras Públicas de la que depende 
la anterior (16 normas). El resto se distribuyeron entre distintas dependencias 
con competencias específicas, algunas de las cuales desbordan las relativas al 
campo del transporte, como ser Hacienda, Justicia, Desarrollo Económico y 
Jefatura de Gabinete.

Figura 2. Normas emitidas por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires según orienta-
ción principal. 16 de marzo a 31 de diciembre de 2020 

Fuente: Base normativas relativas a transporte y movilidad TRIP COVID (2021)

Como se mencionó anteriormente, la CABA tiene competencias específicas en 
materia de movilidad y transporte que difieren tanto de las nacionales como 
de las de la PBA y de los municipios bonaerenses de la RMBA. Al igual que la 
Nación y la PBA, la CABA tiene servicios públicos de transporte colectivo bajo 
su jurisdicción, aunque contrariamente a lo que se piensa, no es el auto-
transporte9 sino el servicio de subterráneo. Pero al igual que los municipios 
bonaerenses de la RMBA, a diferencia de la PBA y por su condición histórica de 
ciudad con problemáticas netamente urbanas, tiene jurisdicción respecto de 
la circulación de las personas, de la movilidad no motorizada, de los vehículos 
de alquiler (taxi, remis), de transportes especiales (escolar), de la circulación y 
el estacionamiento vehicular y de la infraestructura vial urbana. Esto hace que 

9	  Si bien hay 32 líneas de transporte masivo que circulan dentro de los límites de la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires y debieran ser de su competencia, el proceso de transferencia 
aún continúa abierto. 
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el perfil de normas que emite (en cuanto a su contenido y destinatarios) sea 
muy distinto del perfil de las de su par institucional que es la PBA y también 
de las del perfil nacional. 

Durante el período bajo análisis y en términos de garantizar una movilidad 
segura y en contraposición a una larga tradición en el campo del transporte 
tendiente a desincentivar el uso del transporte particular, la Ciudad emitió 
algunas normas orientadas a incentivar la movilidad privada. Entre ellas cabe 
mencionar dos medidas: la suspensión del cobro de peajes de ingreso a la 
Ciudad, en Autopistas Urbanas SA (AUSA) y la eliminación de restricciones al 
estacionamiento en el micro y macrocentro.

También y en lo relativo a garantizar una movilidad segura estableciendo 
aforos y protocolos, además de adscribir a las normas emitidas por la Nación, 
caben mencionar las siguientes propias de áreas de su competencia: el estable-
cimiento de un aforo únicamente para pasajeros sentados en el subterráneo, 
la suspensión del uso del asiento delantero en el servicio público de taxis, la 
aprobación de protocolos y condiciones de servicio para los taxis y remises, 
la capacitación a taxistas en medidas de protección y la aprobación de proto-
colos para traslado de pacientes con COVID en taxis y buses.

En términos de limitar o restringir la circulación de las personas, las prin-
cipales disposiciones fueron las siguientes: la implementación de un esquema 
de prestaciones especiales para el sistema ferroviario subterráneo y de super-
ficie (tranvía), que implicaba frecuencias reducidas y otras condiciones opera-
tivas (Resolución 119 Secretaría de Transporte y Obras Públicas, que delega en 
la empresa SBASE la emisión de los protocolos específicos); la suspensión del 
programa ECOBICI (bicicletas de acceso público) y movilidad eléctrica compar-
tida; la suspensión de las playas subterráneas de trasbordo y la suspensión de 
trámites presenciales de habilitación y certificación de habilidades y unidades.

Finalmente, en términos de ordenar y controlar la circulación de vehículos 
y personas, las principales medidas fueron las siguientes: la despeatonaliza-
ción de avenidas como Corrientes para facilitar el tránsito en vehículo parti-
cular, la peatonalización de calles para facilitar el distanciamiento social, la 
construcción de ciclovías y bicisendas para facilitar la movilidad esencial no 
motorizada, medidas de ordenamiento de la circulación vehicular en general 
y alrededor de parques, el establecimiento de un sistema de control y moni-
toreo de los accesos a la CABA, la capacitación de agentes públicos en la apli-
cación de normas de tránsito, y la aprobación de cambios de recorridos del 
autotransporte de jurisdicción nacional en el territorio de la CABA.

Además de las medidas que identificamos con base en el análisis de las 
normas emitidas, las entrevistas y el análisis de medios nos permitieron acceder 
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a otras muy relevantes, que siguen los ejes de intervención ya referidos. Algunas 
de estas medidas fueron las siguientes: el cierre de accesos a la CABA (al menos, 
en veinte puntos de contacto con los municipios de la PBA, los operativos 
de control de circulación de vehículos y personas en avenidas de acceso, los 
operativos de control en unidades del autotransporte público, la realización 
de campañas masivas de comunicación, frecuentemente de forma coordinada 
con Nación y PBA, tendientes a desalentar el uso del transporte público o de 
promover conductas sanitarias acordes en los medios de transporte (distancia, 
uso de barbijo, entre otros), la implementación de créditos para la compra 
de bicicletas o motocicletas a cargo del Banco Ciudad y el pago de compen-
saciones tarifarias a las empresas prestadoras del autotransporte, en las líneas 
que circulan exclusivamente por la Ciudad.10 

Las políticas de la Provincia de Buenos Aires 

En el caso de la Provincia, el relevamiento de normas emitidas entre el 16 de 
marzo y el 31 de diciembre de 2020, nos permitió identificar 47. La mayoría 
de ellas se orientaron a reducir la movilidad de las personas (20), reprodu-
ciendo las disposiciones sobre aforos, frecuencias e interrupción de trámites 
presenciales, consensuadas con las demás jurisdicciones, así como también las 
normas madres de ASPO y DISPO y sus subsecuentes modificaciones.

Un segundo foco de actuación, fue la necesidad de garantizar una movi-
lidad segura que se abordó mediante el establecimiento de aforos en los trans-
portes (incluido el fluvial del Delta que depende la PBA), el establecimiento 
de frecuencias de servicios (que siguieron en sus patrones a los de Nación y 
CABA). También se aprobaron flotas de vehículos privados para traslados de 
trabajadores de actividades esenciales, se construyeron protocolos y recomen-
daciones para el uso de los transportes y la apertura de actividades, y se atendió 
asimismo a la seguridad operacional, habilitando la verificación técnica obli-
gatoria de los vehículos de transporte de pasajeros y cargas, que había sido 
interrumpido al inicio de la pandemia y que durante un lapso puso en tensión 
la coexistencia entre seguridad sanitaria y operativa.

En materia económica las actuaciones tuvieron dos destinatarios princi-
pales, las personas y los transportistas. En el primer caso se prorrogaron los 
valores de las multas en correspondencia con la situación crítica a nivel de 

10	 El pago de las compensaciones tarifarias ha sido una responsabilidad nacional, que fue 
parcialmente transferida a las provincias y a la CABA, aunque en la actualidad no ejerce 
jurisdicción sobre ninguna línea. 
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ingresos que afectó a amplias capas de la población, en el segundo se admi-
nistraron las compensaciones tarifarias a transportistas de jurisdicción muni-
cipal y provincial, provenientes de un régimen transitorio de subsidios que 
había sido aprobado meses previos a la pandemia por Decreto 9/20 y que en 
ausencia de una Ley de Presupuesto requería de alguna forma de implemen-
tación en el contexto de crisis pandémica. En este marco también la provincia 
se constituyó en beneficiaria del Fondo COVID de compensación al Transporte 
Público de Pasajeros por automotor urbano y suburbano del interior del país11 
(Decreto 996) en el mes de noviembre de 2020.

 
Figura 3. Normas emitidas por la Provincia de Buenos Aires según orientación prin-
cipal. 16 de marzo a 31 de diciembre de 2020. Fuente: Base normativas relativas a 
transporte y movilidad TRIP COVID (2021) 

Fuente: Base de normas transporte y movilidad, TRIP–COVID, 2020

Las medidas (normas) dirigidas a contener la crisis desatada por la pandemia 
por COVID19 en el campo del transporte y la movilidad, emanaron desde 
distintas áreas de gobierno. Quien tuvo mayor actividad en la materia fue, en 
coherencia con el área de intervención, la Subsecretaría de Transporte, depen-
diente del Ministerio de Infraestructura y Servicios con regulaciones sobre 
las condiciones de oferta de los transportes urbanos, interurbanos y fluvial 
y de servicios de turismo y en lo relativo a la asignación de compensaciones 
tarifarias. En segundo lugar, destacó la actuación de la Dirección Provincial 

11	 La suma mensual correspondiente a la Provincia de Buenos Aires se fijó en ciento trece 
millones quinientos ochenta y cinco mil doscientos sesenta y tres pesos con seis centa-
vos ($ 113 585 263,06).



70

de Política y Seguridad Vial, dependiente del Ministerio de Infraestructura y 
Servicios Públicos (PBA) con 12 disposiciones que en la mayoría de los casos 
adhirieron a normas de nivel superior (nacional) en lo relativo a prórrogas de 
vencimientos orientadas a contener las necesidades de movilidad de la pobla-
ción para la realización de trámites presenciales. A nivel de Ministerio de 
Infraestructura y Servicios se aprobaron los protocolos para los transportes 
terrestres de pasajeros, el fluvial y el de cargas y las recomendaciones para pasa-
jeros. Finalmente fue Jefatura de Gabinete el órgano encargado de distintas 
resoluciones que fueron habilitando actividades en los municipios, así como 
estableciendo protocolos para la apertura de las mismas.

Las políticas de los municipios bonaerenses de la RMBA 

Los municipios bonaerenses no integraron los comités de crisis conformados 
en el sector durante la pandemia, aunque participaron en mesas propias de la 
PBA. Con respecto a los lineamientos generales emanados de los organismos de 
niveles jurisdiccionales superiores se ubicaron como receptores de las medidas 
y tendieron a replicarlas casi sin modificaciones en sus propios territorios. En 
parte esto se debió a la menor amplitud de sus competencias con relación a los 
distintos modos de transporte. Solo las tienen sobre los colectivos de jurisdic-
ción municipal, esto es, que circulan únicamente dentro de sus límites y otras 
infraestructuras móviles que no son públicas como taxis y remises. En cuanto 
al autotransporte público masivo, las líneas municipales que dependen de los 
municipios son pocas con relación a las que regulan la Provincia y la Nación. 
Por caso, entre los municipios que conforman la RMBA, los que más cantidad 
de líneas de autotransporte masivo tienen a su cargo son Lomas de Zamora 
(14), Florencio Varela (12), Escobar y La Plata con 10 cada uno, Almirante 
Brown, Lanús y Pilar, con 7 cada uno y La Matanza y Quilmes con 6.12 No 
obstante, cabe tener presente que, en algunos casos, la numerosa cantidad de 
ramales que conforman las líneas las convierte en empresas de considerable 
tamaño. Esto a su vez, implica para los gobiernos locales la necesidad de contar 
con suficientes recursos para su regulación, control y fiscalización, que en la 
mayoría de los casos se manifiestan con déficit de capacidades.

12	 Los partidos de Berisso, Ensenada, General Las Heras, Hurlingham, Marcos Paz, Navarro, 
Presidente Perón y Tres de Febrero no tienen líneas de jurisdicción municipal, mientras 
que 17 municipios solo tienen una (Base PICTO 4803 y Ministerio de Transporte de la 
Nación, 2019). 
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En nuestro relevamiento sobre las disposiciones y actuaciones de 5 municipios 
seleccionados13 (La Matanza, Moreno, San Martín, Tres de Febrero y Vicente 
López) identificamos también que su principal eje de intervención se orientó 
a regular la circulación de las personas, principalmente mediante renovadas 
prórrogas de vencimiento de licencias y la realización de operativos de control 
de la circulación en modos públicos de transporte y autos particulares,14 en 
muchos casos con apoyo de personal de la Provincia de Buenos Aires. También 
se realizaron operativos de control de temperatura a conductores y pasajeros de 
transporte público. Estos operativos se dieron con mayor recurrencia durante los 
primeros meses de la pandemia y con intensidad variable según los municipios. 

Algunas disposiciones del gobierno central generaron fuertes presiones para 
los gobiernos municipales con el objetivo de poder controlar la circulación 
de personas y garantizar medidas de distanciamiento social. Como ejemplo 
emblemático, la apertura de bancos para el cobro del primer IFE en abril signi-
ficó para el partido de Moreno un desborde de personas en circulación que 
los obligó a construir vallados en un radio de 10 cuadras a la redonda del área 
central, teniendo que acudir a personal de la provincia para garantizar que se 
cumplan las medidas de prevención de contagios (Entrevista Moreno, 2021). 

Las políticas de prevención de contagios masivos
Las políticas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Como respuesta a la crisis epidemiológica desatada por la pandemia de 
COVID19, el gobierno de la Ciudad de Buenos Aires implementó múltiples 
iniciativas destinadas a prevenir los contagios masivos. Inicialmente, y en 
acuerdo con las medidas del Gobierno Nacional, el eje de intervención fue 
demorar el ingreso y la contención de la transmisión del virus para ralentizar la 
circulación comunitaria mientras se buscaba robustecer al sistema de salud. En 
esa dirección, el 17 de marzo estableció mediante el Decreto de Necesidad y 
Urgencia 1/2020 la emergencia sanitaria en el ámbito de la Ciudad, replicando 

13	 El relevamiento se realizó con base en tres diarios de circulación nacional (Clarín, La Na-
ción y Tiempo Argentino) y publicaciones de los municipios en redes sociales propias (pá-
ginas web y cuentas de facebook, instagram y twitter). El período replicó el realizado para 
las normas emitidas por los gobiernos nacional, de provincia y de CABA, del 19 de marzo 
de 2020 al 31 de diciembre del mismo año.

14	 En los operativos se controlaba la tenencia del Certificado Único Habilitante para la Cir-
culación (CUHC), único documento válido que debía ser gestionado mediante la página 
web, argentina.gob.ar. en el partido de la Matanza.
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la declaración de la emergencia sanitaria nacional.15 Unos días más tarde, se 
acogió al Aislamiento Social, Preventivo y Obligatorio (ASPO) instaurado por 
el gobierno nacional.16 Este marco normativo permitió a las autoridades de 
la Ciudad adoptar sus propias medidas para prevenir y reducir el riesgo de 
propagación del contagio en la población.17 Durante este proceso, el Minis-
terio de Salud porteño articuló con otras instancias del gobierno de la ciudad 
y —en menor medida— con organismos oficiales de otras jurisdicciones. Las 
articulaciones con el nivel subnacional y nacional mostraron algunas alinea-
ciones, sobre todo en los comienzos, pero con el correr del tiempo estuvieron 
atravesadas por ciertas divergencias, relatadas más adelante.

Las primeras semanas de la pandemia también marcaron la apertura de un 
diálogo con los involucrados y la sociedad. Con distintas intensidades, este otro 
eje de intervención se sostuvo a lo largo de todo el año 2020 para compartir 
información relevante sobre la problemática. En coordinación con la Secre-
taría de Medios, el Ministerio de Salud de la Ciudad llevó adelante sus propias 
acciones de comunicación destinadas a la prevención de contagios, contem-
plando diferentes estrategias para sensibilizar a la población: #CuidarteEs-
Cuidarnos (piezas de comunicación gráficas y audiovisuales a través de las 
redes sociales sobre cuidados, prevención, atención, testeos y vacunación); la 
«campaña de concientización sobre contagio», en articulación con el Ministerio 
de Desarrollo Humano y Hábitat, orientada a los barrios populares; y el forta-
lecimiento del portal del Ministerio de Salud «Noticias salud», para difundir 
las acciones sanitarias desarrolladas por el gobierno porteño frente al COVID19.

Además, la Secretaría de Medios armó un nuevo portal en la página web 
del gobierno de la Ciudad. Este consolidó datos oficiales sobre casos totales, 
nuevos contagios, defunciones, hospitalizaciones y altas y testeos, e informó 
sobre la ocupación de camas dentro del distrito. En términos instrumentales, 
las acciones de comunicación buscaron instaurar ciertos valores éticos en la 
ciudadanía frente a los cuidados preventivos. Principios como la corresponsa-
bilidad, la solidaridad, la empatía, el cuidado y la salida colectiva, convivieron 
fuertemente en los discursos de las autoridades porteñas con la premisa del 
respeto a las libertades individuales.

15	 Fuente: DNU 260/2020. Recuperado 18 de febrero de 2022. http://servicios.infoleg.gob.
ar/infolegInternet/verNorma.do?id=335741

16	 Fuente: DNU 297/2020. Recuperado 18 de febrero de 2022. http://servicios.infoleg.gob.
ar/infolegInternet/verNorma.do?id=335741

17	 Fuente: RESOLUCIÓN 8 2020 JEFATURA DE GABINETE DE MINISTROS. Recuperado 18 de 
febrero de 2022. https://boletinoficial.buenosaires.gob.ar/normativaba/norma/512612.
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Otras iniciativas tempranas de la política porteña para la prevención de 
contagios tuvieron como eje de la intervención brindar un sistema de apoyo o 
soporte a personas en situación de riesgo (ver Tabla 1). En esta línea, el disposi-
tivo «Mayores cuidados»18 ofreció asistencia durante el ASPO a mayores de 60 
años (con discapacidad o con factores de riesgo), contemplando instrumentos 
como el trabajo voluntario de vecinos para hacer compras (en farmacias y/o 
comercios de proximidad) y acompañamientos telefónicos o virtuales.19 Con 
el fin de vincular a los voluntarios con quienes demandaron asistencia, anunció 
la utilización de herramientas de geolocalización para reducir la circulación 
lejos de los domicilios. La puesta en marcha de los centros de aislamiento 
extrahospitalarios también formó parte de las intervenciones orientadas a 
prestar apoyo a las personas con mayor vulnerabilidad frente al COVID19. A 
diferencia de lo que sucedió en la Provincia de Buenos Aires, se desarrollaron 
en hoteles con capacidad ya instalada. El objetivo de los centros fue ofrecer 
atención médica y/o psicológica a los casos positivos leves o asintomáticos 
con dificultades para realizar el aislamiento en el hogar, descomprimiendo la 
presión sobre los recursos hospitalarios y del sistema de salud.

En el marco de la normativa establecida por las jurisdicciones nacional y 
provincial para el manejo de la atención de pacientes sospechosos por infec-
ción por COVID19 en el primer nivel de atención (PNA), el Ministerio de 
Salud porteño elaboró hacia abril un protocolo para el ámbito de los consul-
torios de Atención Primaria. Implementado en los 81 centros de salud de la 
ciudad,20 buscó mantener las prestaciones esenciales en salud y mejorar la capa-
cidad de detección de casos en los establecimientos estatales que integran ese nivel 
de atención. Sobre este eje de intervención, definió procedimientos a seguir 
para la atención de pacientes sospechosos y para la prevención al interior de 
cada efector (incluyendo el uso de elementos de protección personal). Desde 
su diseño, este protocolo involucró una serie de instrumentos: recomenda-
ciones para la reorganización de los espacios y el manejo o atención de casos 
COVID19, pautas para el seguimiento en instituciones de larga estadía de pobla-
ciones vulnerables frente al COVID19 y capacitación a mediadores (referentes 
de establecimientos de larga estadía, de organizaciones sociales y de estable-

18	 Fuente: https://www.buenosaires.gob.ar/laciudad/noticias/coronavirus–la–ciudad–lanza–
una–convocatoria–para–colaborar–con–los–adultos; https://www.buenosaires.gob.ar/co-
ronavirus/mayorescuidados

19	 También ofreció el paseo de mascotas.
20	 Fuente: datos del Ministerio de Salud de la Ciudad publicados en la página del gobierno 

de la Ciudad de Buenos Aires.  https://www.buenosaires.gob.ar/salud/establecimientos
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cimientos escolares) sobre prevención primaria y para la pesquisa activa de 
síntomas compatibles con COVID19.

Transcurrido poco más de un mes desde el inicio de la emergencia sanitaria, 
sucede un evento que marcó un nuevo rumbo en la política estatal vincu-
lada a la prevención de los contagios masivos (Benitez y Cravino, 2021). Se 
confirma el primer caso positivo de coronavirus en el barrio porteño Padre 
Carlos Mugica de la zona de Retiro (20/04). Si bien los elementos para cubrir 
la nariz, la boca y el mentón en comercios y transporte público eran para esta 
fecha de uso obligatorio en el ámbito de la ciudad, en los días sucesivos se 
aceleró significativamente el ritmo de los contagios. Pronto se alcanzó lo que 
se denominó circulación comunitaria del virus. Como en el nivel nacional y 
en el provincial, nuevos dispositivos comenzaron a organizar la agenda de las 
autoridades sanitarias porteñas. A partir de ese momento, la intervención se 
orientó con mayor énfasis sobre dos ejes. Uno vinculado a la búsqueda activa 
de personas con síntomas o de «contactos estrechos», y a la promoción del 
auto reporte de síntomas.21 Otro eje, en cambio, direccionado a mejorar la 
oportunidad y capacidad diagnóstica de la red de laboratorios.

En relación con la detección temprana de casos, el Bot22 de la Ciudad (o 
BOTI) tuvo un papel bastante relevante; especialmente para aquella pobla-
ción con acceso a internet y con destreza para el uso de aplicaciones. Aunque 
desde el inicio de la emergencia sanitaria brindó información sobre prácticas 
de cuidado e higiene y datos oficiales sobre la evolución de la pandemia, a 
medida que ésta avanzó permitió también acceder a un auto test COVID19 en 
línea. Gracias a una serie de preguntas que operaron a modo de «triage médi-
co»,23 la aplicación logró descomprimir la atención telefónica de la Línea 107 del 
Sistema de Atención Médica de Emergencias (SAME)24 y, según el caso, vincular 
a la persona con un operador de salud. Además, el Bot posibilitó consultar 
resultados de los test antígenos o PCR por COVID19, realizados en cualquiera 
de los centros de testeo de la Ciudad. Posteriormente, habilitó una función 

21	 La revisión de la experiencia internacional muestra que estas estrategias han sido clave 
en el control de la transmisión y la mitigación de los daños (Han et al, 2020). 

22	 Un chatbot es un asistente virtual que permite automatizar varias tareas por intermedio de 
una plataforma conversacional, ya sea desde el teléfono o a través de una página web.

23	 Refiere a un sistema para seleccionar pacientes prioritarios en relación con su necesidad 
de atención médica.

24	 El SAME es el sistema público de atención médica de urgencias y emergencias, tanto in-
dividuales como colectivas
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para chequear información sobre el plan nacional y los turnos de vacunación 
contra el COVID19.25

Al propósito de detectar oportunamente nuevos casos de coronavirus, se 
sumó el de reducir la cadena de contagios en suelo porteño. En esta dirección, 
la Ciudad inauguró lo que denominó Centro de Operaciones de Emergencia 
COE COVID19 SALUD (Resolución 987/MSGC/20). Este centro se encargó de hacer 
el seguimiento diario de los casos confirmados y de sus «contactos estrechos» 
y/o convivientes, al igual que otros dispositivos destinados a la detección y al 
rastreo de casos implementados en otras jurisdicciones. El COE contó con un 
equipo de operadores (188) y con el trabajo voluntario de estudiantes univer-
sitarios de la Universidad de Buenos Aires para la comunicación, seguimiento 
y la realización de entrevistas telefónicas.26 

Este proceso de jerarquizar la detección de casos supuso, previamente, mejorar 
la capacidad diagnóstica en la ciudad. Entrado el mes de abril, se abrieron las 
Unidades Febriles de Urgencia (UFU). Fueron pensadas como un dispositivo de 
detección, mediante la realización del triage a pacientes sospechosos de COVID19, 
a la vez que evitó la circulación de estos casos por otros espacios denominados 
«limpios» en los hospitales o centros de atención primaria. El instrumento más 
relevante que supuso la implementación de este dispositivo fue la instalación de 
puestos fijos para la realización de los hisopados a demanda.

La búsqueda activa de casos también tuvo su propio capítulo en las institu-
ciones destinadas a la tercera edad. Luego de ocurrido el primer fallecimiento 
por coronavirus dentro de un geriátrico porteño (26/03), se desarrolló un dispo-
sitivo para la detección de adultos mayores con síntomas. Aunque con cierto 
retraso, a finales de abril, se dispuso un relevamiento epidemiológico de los 483 
establecimientos. Con el propósito de auditar y garantizar el cumplimiento de 

25	 En función a las respuestas del triage médico, el BOTI detectaba los casos sospechosos y 
los conectaba en la misma conversación con un operador de salud, quien evaluaba cómo 
proseguir según el protocolo y, ante la necesidad, coordinaba el envío de una ambulan-
cia del SAME al domicilio; este proceso ayudó a disminuir consultas en las guardias de 
hospitales. Fuente: Página del gobierno de la Ciudad de Buenos Aires.  https://www.bue-
nosaires.gob.ar/sites/gcaba/files/casoboti_octubre_2021

26	 La secuencia del proceso comenzaba con la persona confirmada y su traslado según ne-
cesidades de atención médica, y continuaba con la identificación y seguimiento de sus 
«contactos estrechos» de las 48 horas previas al inicio de los síntomas. A partir de allí, se 
disponía la realización de un seguimiento diario para detectar casos de manera tempra-
na y brindar atención médica. Fuente: Página del gobierno de la Ciudad de Buenos Aires.  
https://www.buenosaires.gob.ar/salud/noticias/asi–funciona–el–centro–de–operaciones–
de–emergencias–clave–para–el–seguimiento–de–los
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los protocolos de bioseguridad dentro de los establecimientos, se convocó a 
la Defensoría del Pueblo de la Ciudad para que participara del relevamiento.

Sin embargo, frenar el avance del coronavirus, sobre todo en los barrios 
populares, requirió de otro tipo de intervenciones como el DETeCTAr (Dispo-
sitivo Estratégico de Testeo para Coronavirus en Territorio de Argentina). A 
principios de mayo las autoridades de la Ciudad, en un trabajo conjunto con 
el gobierno nacional y los vecinos de cada barrio, desplegaron operativos de 
búsqueda casa por casa en dos villas de la ciudad. El objetivo fue identificar a los 
contactos estrechos de las personas confirmadas con COVID19, hacer un segui-
miento sostenido y distanciar tempranamente a quienes presentaran síntomas 
(Ministerio Público de la Defensa de la CABA, 2020). Más tarde, estos operativos 
se expandieron a otras villas27 y hacia varios barrios porteños; en estos últimos, 
bajo el nombre de DETeCTAr Móvil.28 En este contexto de ampliación de los 
operativos, el Ministerio de Salud de Nación brindó un protocolo para realizar 
los testeos en un entorno de cuidados29 y recomendó que distintos actores con 
inserción en la comunidad integren los equipos de trabajo. La implementa-
ción del DETeCTAr, en sus dos versiones, contempló varios instrumentos para 
hacer efectiva la detección temprana. Originalmente focalizado en territorios 
con poblaciones más vulnerables, supuso recorridos de visitas casa por casa 
con toma de temperatura y registro de síntomas compatibles con COVID19, la 
realización de «hisopados en puestos móviles por derivación» y —en algunos 
casos— la vacunación en terreno para completar calendario no COVID.

También en el marco de la «política de detección de casos», el gobierno porteño 
puso esfuerzos en fortalecer la red pública de laboratorios. El robustecimiento que 
experimentó fue sustantivo, ya que se pasó de 2 a 16 laboratorios habilitados (14 
en hospitales de la ciudad y 2 móviles); esto implicó que la capacidad de procesa-
miento de muestras se incrementara en un 700 % (MS de CABA, 2021). Además, 
la ampliación de la red tuvo como fin agilizar los procesos de toma de muestra y 

27	 El DETeCTAr se implementó de manera continuada en las villas 1–11–14, 21–24, 15, 20, 
Barrio Carrillo y Barrio Rodrigo Bueno.

28	 El DETeCTAr Móvil se desarrolló en los barrios de Balvanera, Flores, La Boca, Constitución, 
Barracas, Almagro, Palermo, Nueva Pompeya, Soldati, La Paternal, Chacarita, Parque Cha-
cabuco, Boedo, San Cristóbal, Mataderos, Recoleta, San Telmo, Caballito, Villa Lugano, 
Villa Riachuelo, Parque Avellaneda, Villa Ortúzar, Parque Chas, Belgrano, Colegiales, Co-
ghlan, Villa Urquiza, Villa Crespo, Núñez, Saavedra y Parque Patricios.

29	 Este protocolo fue dado a conocer a pocos días de que, en CABA, los movimientos socia-
les denunciaran irregularidades con los vecinos de las villas en las unidades febriles de 
los hospitales porteños. https://www.pagina12.com.ar/268006–coronavirus–el–operativo–
detectar–estrena–protocolo–para–tod?gclid=CjwKCAiAm7OMBhAQEiwArvGi3Ja5O4a6iM-
Fn1_Pxt0oACld
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traslado, y aumentar la capacidad de notificación de los resultados al SNVS–SISA. 
El logro de estos objetivos implicó cambios en los procedimientos técnicos,30 
incrementos en la dotación de equipamiento tecnológico (MS de CABA, 2021) y 
una readecuación de los recursos humanos (Decreto 147/20).

En plena escalada empinada de contagios (ver figura 4), ya promediando 
el año, el gobierno porteño publicó el Plan Integral y Gradual de Puesta en 
Marcha de La Ciudad. De manera anticipada frente a otras jurisdicciones 
(como Nación y Provincia), y en un contexto epidemiológico muy adverso, 
el plan consolidó una hoja de ruta para progresivas aperturas de comercios y 
de actividades con medidas de distanciamiento social; entre ellas la vuelta a 
la presencialidad en las escuelas. Aunque en su diseño, la puesta en marcha 
contempló la posibilidad de avances, pausas o retrocesos según la evolución 
epidemiológica. Constó de 6 etapas y comprendió 100 protocolos para esa aper-
tura progresiva acompañada del monitoreo del R (velocidad de contagios), el 
volumen de casos diarios y la ocupación del sistema sanitario. También propuso 
evaluar la evolución de la demanda del transporte público y su capacidad para 
cumplir con los protocolos de distanciamiento. A través de este dispositivo, las 
autoridades de CABA anunciaron y habilitaron actividades comerciales, cultu-
rales, recreativas, deportivas, turísticas, de servicios, industriales y educativas 
mucho antes que la Provincia de Buenos Aires.

30	 Los testeos se alinearon con los nuevos protocolos establecidos por el Ministerio Nacional 
y con el plan Detectar (Protocolo de Laboratorio, 2020 y Protocolo de Manejo de Casos 
Sospechosos y Confirmados de COVID19, 2020)
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Figura 4. Casos confirmados cada 100.000 hab. (CABA, partidos RMBA y total país). 
2020

Fuente: Elaborado por Serrati en el marco del Proyecto PISAC COVID 21. ANPCyT. 

Ocurrido el pico de casos (el 15 de septiembre), comienza a ser abrupta la 
disminución de la circulación comunitaria del virus. La ciudad ingresa a una 
nueva fase en la que se destaca el temprano regreso a clases, en comparación 
con otras jurisdicciones. El 12 de octubre se publica el Protocolo de Actividades 
Educativas de Re vinculación, Orientación e Intercambio y Actividades Presenciales 
de Cierre del Año Lectivo (Resolución 370–CFE/20), y al día siguiente se inau-
gura la presencialidad en las escuelas porteñas. Para comienzos de diciembre, 
en el marco de una nueva «normalidad cuidada», se abre la ciudad al turismo 
con testeos a las personas que la visitan y a los residentes que regresan luego 
de una estadía de más de 4 días a más de 150 km.

El año 2020 cierra su primer ciclo de pandemia con las campañas de vacu-
nación para adultos/as mayores.
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Tabla 1. Dispositivos de políticas puestos en marcha por CABA para la prevención de 
contagios masivos e instrumentos movilizados, según ejes de intervención

Ejes/Núcleos  
de intervención

Dispositivos Instrumentos

1. Demorar el ingre-
so y transmisión  
del virus.

Decreto de Necesidad y 
Urgencia N° 1/20” (declaró 
“la Emergencia Sanitaria en el 
ámbito de CABA hasta el 15 de 
junio de 2020).

Medidas de control y aislamiento para personas que 
se movilizan entre jurisdicciones. 
Normas que establecen la obligatoriedad del cumpli-
miento de las medidas de prevención.
Restricciones en el desarrollo de actividades. 

2. Organizar una 
conversación  
con los involucrados  
y la sociedad. 

Acciones de comunicación del 
GCABA de educación sanitaria 
en relación a medidas de 
cuidado y reportes sobre infor-
mación epidemiológica.

Acciones para informar sobre COVID-19. 
Acciones de comunicación que buscar instaurar 
principios y valores éticos frente a los cuidados pre-
ventivos (corresponsabilidad, respeto a las libertades 
individuales, cuidado colectivo).
Difusión sobre el alcance de las restricciones según 
ASPO o DISPO.
Difusión sistemática y regular de información epide-
miológica y camas de terapia. 

3. Disminuir la 
exposición de las 
personas al virus. 

Plan Integral de Puesta en 
Marcha de La Ciudad (20 de 
julio 2020).

Normas que establecen la obligatoriedad del cumpli-
miento de medidas de prevención primaria. 
Restricciones en el desarrollo de actividades. 
Suspensión de clases presenciales (hasta octubre 
2020).
Protocolos para la apertura por etapas de actividades 
con distanciamiento, según indicadores epidemioló-
gicos.
Restricciones a la circulación nocturna y/o en fines de 
semana.             

4. Mejorar la 
oportunidad, calidad 
y capacidad diag-
nóstica de la red de 
laboratorios. 

Fortalecimiento de la red 
pública de laboratorios (de 2 a 
17 laboratorios hospitalarios; y 
2 extrahospitalarios).

Inversión en infraestructura. 
Incorporación de personal para el fortalecimiento de 
laboratorios.
Suministro regular de reactivos y otros insumos para 
los laboratorios.

5. Desarrollar la 
búsqueda activa de 
personas con sínto-
mas, testeo, segui-
miento, aislamiento 
y/o el rastreo de los 
contactos estrechos, 
y promover el auto 
reporte. 

Dispositivo Estratégico de 
Testeo para Coronavirus en Te-
rritorio de Argentina (DETeCTAr) 
en villas y puestos fijos. 
Plan Integral de Acompaña-
miento de Geriátricos
Centro de operaciones de 
emergencia (seguimiento tele-
fónico del contacto estrecho y 
de los casos confirmados)
Chatbot para el seguimiento de 
contactos estrechos (no es lo 
mismo que el COE)
Unidades Febriles de Urgencia

Aplicaciones para detección/diagnóstico, auto reporte 
y notificación de casos sospechosos.
Operativos en territorio para detección temprana de 
casos.
Focalización en barrios populares.
Realización de hisopados en puestos móviles por 
derivación.
Instalación de puestos fijos para hisopados a deman-
da según protocolo para poblaciones determinadas. 
Seguimiento permanente en instituciones de larga es-
tadía de poblaciones vulnerables frente al COVID-19.
Pesquisa activa de síntomas compatibles de CO-
VID-19 en forma periódica.
Seguimiento telefónico de casos confirmados.
Rastreo y seguimiento de contactos estrechos (telefó-
nico o WhatsApp).
Incorporación de personal para tareas de detección, 
rastreo y seguimiento.

Continúa en página siguiente
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Fuente: Elaboración de los autores con base en trabajo de campo Proyecto PISAC–COVID 
21. ANPCyT.

Las políticas de la Provincia de Buenos Aires

La gestión de la pandemia en la Provincia de Buenos Aires también siguió las 
orientaciones establecidas por el Gobierno nacional a través de los decretos y 
decisiones administrativas que instituyeron inicialmente el ASPO e introdujeron 
posteriormente un esquema más dinámico y flexible con el DISPO. Dada su 
jurisdicción sobre los cuarenta y tres partidos que forman parte del RMBA junto 
con CABA (región en la que eclosionó la pandemia en Argentina), el gobierno 
provincial adoptó esta normativa nacional y la fue adecuando a las especifici-
dades que presentaban las diversas situaciones presentes en su territorio. En 
consecuencia, el Decreto 132/2020 replicó en la Provincia de Buenos Aires la 
declaración de la emergencia sanitaria nacional (DNU 260/2020) y el estable-
cimiento del aislamiento social, preventivo y obligatorio (DNU 297/2020).

Al igual que en la Ciudad de Buenos Aires, en un primer momento, estas 
medidas tuvieron como eje demorar el ingreso y la transmisión del virus con la 
intención de robustecer el sistema de salud, específicamente en lo vinculado a 
fortalecer la capacidad de internación, particularmente en las terapias inten-
sivas. Transcurridos varios meses de aislamiento y frente a la recuperación 
«de hecho» de distintas actividades económicas y sociales, las políticas pivo-
tearon sobre otro eje que contribuyó a disminuir la exposición de las personas 
al virus limitando la circulación y promoviendo el distanciamiento social. Entre 
los instrumentos movilizados por la política provincial para el abordaje del 

6. Organizar un 
“sistema de apoyo 
o soporte” para 
las personas y las 
familias.

Creación centros de aisla-
miento.
Programa Voluntariado (para 
acompañamiento a personas 
en situación de vulnerabilidad).

Apoyo o soporte (telefónico Y/o en territorio) a perso-
nas en situación de riesgo (alimentos, medicamentos 
para pacientes crónicos, etc.).
Inversión en infraestructura.
Convocatoria a vecinos como voluntarios.

7. Mantener las 
«prestaciones esen-
ciales» en salud. 

Protocolo del manejo de aten-
ción de pacientes sospechosos 
por infección por COVID -19 en 
el ámbito de los consultorios 
de Atención Primaria (AP).

Capacitación específica a equipo de salud para 
detección y rastreo (incluye capacitación en uso de 
EPP).	
Protocolos para el manejo y la atención de casos 
COVID 19.
Protocolos para la reorganización de los espacios y las 
dinámicas de atención.
Entrega de equipos de protección personal e insumos 
p/ toma de muestras.

8. Coordinar la 
gestión de la emer-
gencia.   - - - - - - 



81

primer eje se destacan: las «medidas de control y aislamiento para personas que 
se movilizan entre jurisdicciones, las «restricciones (parciales o totales) en el 
desarrollo de actividades (educativas, recreativas, deportivas, servicios, comer-
ciales, gastronomía)» y, más excepcionalmente, el «uso de la fuerza pública».

La distribución de competencias en materia de provisión de servicios de salud 
permite comprender la importancia que le dio la gestión provincial a robus-
tecer la capacidad de internación, particularmente en las terapias intensivas, 
de los hospitales provinciales, aún más debilitados en la gestión anterior. Con 
el apoyo financiero y logístico del gobierno nacional, se ampliaron las camas 
para internación y la capacidad de las terapias intensivas, se proveyó equipa-
miento para la asistencia respiratoria mecánica, se finalizó la construcción de 
obras paralizadas en el gobierno anterior y se construyeron hospitales modu-
lares dependientes de los preexistentes, de mayor complejidad.31 El fortaleci-
miento de las unidades de cuidados intensivos e internación alcanzó también 
a los hospitales municipales,32 muy dependientes de los recursos provistos por 
la nación a través del gobierno provincial.

Desde un comienzo el Ministerio de Salud y la Jefatura de Gabinete de 
Ministros de la provincia (a través de la figura de sus máximas autoridades) 
asumieron un lugar muy importante en el proceso de comunicación de la 
pandemia, tanto en lo relativo al avance de los contagios masivos y a las regu-
laciones de las autoridades en el territorio bonaerense como en torno a las 
principales medidas de prevención primaria. Uno de los ejes centrales de la 
estrategia comunicacional de la provincia fue difundir la importancia del aisla-
miento y del uso del tapabocas, luego de la sanción de su obligatoriedad con 
el decreto 255/20.33 Como sucedió en el nivel nacional y en la Ciudad Autó-

31	 Se finalizó la obra de los hospitales del Bicentenario de Ituzaingó y Esteban Echeverría, los 
del Servicio de Atención Médica Integral para la Comunidad (SAMIC) de G. Laferrere y R. 
Castillo, ambos en el municipio de La Matanza. Asimismo, se instalaron cinco Hospitales 
Modulares de Emergencia (HME) en el conurbano. https://www.clarin.com/zonales/coro-
navirus–argentina–construyen–hospitales–modulares–emergencia_0_u0EOUmUej.html

32	 Cabe destacar que en los veinticuatro municipios que forman parte del conurbano bo-
naerense, un 40 % de las camas agudas (3887) están bajo la órbita de los municipios, 
mientras que en el 55 % (5400) tiene jurisdicción la provincia y en el 5 % (504) restante 
tiene jurisdicción la nación. (Fuente: Dirección de Información Sistematizada del Ministe-
rio de Salud de la Provincia de Buenos Aires, 2019).

33	 Como sucedió en otras jurisdicciones, el Ministerio de Salud de la Provincia emitió dia-
riamente un reporte sobre la situación epidemiológica en su territorio. Con datos actuali-
zados sobre los casos diarios, los recuperados y los fallecidos, estos reportes proveyeron 
una difusión ordenada, sistemática y regular de información a través de los medios ma-
sivos, las redes sociales y de un portal web propio.
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noma de Buenos Aires (CABA) en los primeros meses, la información epidemio-
lógica fue el principal argumento desde el cual se justificaron las restricciones, 
a la vez que el eje vertebrador de la conversación que se buscó organizar con la 
sociedad. A medida que pasaron los meses y en un contexto epidemiológico 
caracterizado por una franca transmisión comunitaria, disminuir la exposición 
de las personas al virus limitando la circulación y promoviendo el distanciamiento 
social fue un propósito tan ineludible como difícil de garantizar a través de 
medidas uniformes para todos los territorios. Esta situación habilitó el prota-
gonismo de los actores subnacionales y abrió a su vez distintos debates en los 
que se pusieron en juego otras perspectivas y problemas.

A noventa días del inicio del ASPO, la provincia estableció un esquema de 
restricciones y habilitaciones de actividades económicas, productivas y sociales, 
y las posibilidades de circulación que contemplaba la situación epidemiológica 
de cada uno de los 135 distritos. Este esquema hacía operativas las definiciones 
del Decreto Nacional 520/2020 que estableció a principios de junio el DISPO 
para las jurisdicciones que no tuvieran transmisión comunitaria, manteniendo 
a la RMBA (entre otros territorios) bajo las restricciones del ASPO. Esta diver-
sificación fue necesaria en la medida en que convivían en el país situaciones 
epidemiológicas muy diferentes: mientras entre junio y octubre de 2020 esta-
llaba en la RMBA la «primera ola» con la mayor cantidad de contagios, interna-
ciones y fallecimientos, en el resto del país los casos recién comenzaban a subir. 

En torno a las medidas promovidas por el Gobierno nacional, las provin-
cias (y también los municipios, pero con menos competencias y poder polí-
tico institucional) hicieron públicas distintas lecturas que, en el caso de la 
RMBA, escalaron en tensiones entre los gobiernos de la provincia y la CABA en 
la manera como cada jurisdicción buscaba traducir las orientaciones nacionales 
a la realidad de su territorio. El interés por diferenciarse políticamente jugó 
un papel determinante en cómo los actores gubernamentales orientaron las 
medidas y, fundamentalmente, perfilaron (o buscaron perfilar) la conversación 
con la sociedad (eje 2). La reactivación de la actividad económica, las necesi-
dades de sociabilidad, la solidaridad en el manejo de la pandemia, el resguardo 
de libertad individual, la jerarquización de la salud como asunto colectivo, 
el derecho a la educación, fueron cuestiones que se sumaron desde distintas 
voces a la información epidemiológica que no parecía ser ahora argumento 
suficiente para sostener en la práctica el cumplimiento pleno de las medidas. 
Cabe destacar que estos debates y las tensiones entre niveles de gobierno que 
se sucedieron estallaron en el pico más alto de la curva de contagios —entre 
los meses de junio y octubre del año 2020 (ver figura 4).
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En la provincia de Buenos Aires se adoptó un esquema organizado a través 
de un «sistema de cinco fases» flexible, dinámico e intermitente, que se actua-
lizaba cada semana en virtud de criterios objetivos tales como la ocupación 
de las camas de cuidados intensivos y la progresión de nuevos casos COVID19 
cada 100 000 habitantes; la fase 1 correspondía a mayor criticidad y la fase 5 a 
aquellos municipios que no presentaban aún casos confirmados autóctonos. 

En línea con las orientaciones generales establecidas en el decreto nacional 
520/2020 (Art. 11), en la fase 3 se incluyó a los municipios que integran la RMBA 
y a un grupo de municipios que dispuso el Jefe de Gabinete de Ministros por la 
existencia de un foco de contagio o la multiplicación rápida de casos positivos de 
COVID19. A los municipios que estuvieron frente a un foco de contagio o a una 
multiplicación rápida de casos positivos de COVID19, se los consideró en la fase 
1 o 2.34 Entre los instrumentos privilegiados en este eje se encontraron «normas 
que establecen la obligatoriedad del cumplimiento de medidas de prevención 
primaria para disminuir la exposición al virus», «restricciones (parciales o totales) 
en el desarrollo de actividades (recreativas, deportivas, servicios, comerciales, 
gastronomía), implementación de «protocolos para la apertura por etapas de acti-
vidades (educativas, culturales, sociales, recreativas, deportivas, religiosas y turís-
ticas) con distanciamiento, según indicadores epidemiológicos, «restricciones a 
la circulación nocturna y/o en fines de semana» y la que suscitó mayor debate 
entre jurisdicciones, la «suspensión de clases presenciales en todos los niveles».

De igual manera que en CABA, para llevar adelante una estrategia de detección 
acorde al crecimiento de los contagios fue necesario mejorar la oportunidad, 
calidad y capacidad diagnóstica de la red de laboratorios. Con este horizonte 
se conformó —con el apoyo del Ministerio nacional— una Red Pública de 
Diagnóstico de COVID19 en la Provincia. Lograr este objetivo implicó, inicial-
mente, el relevamiento del equipamiento, ampliación de instalaciones, dota-
ción de personal y desarrollo de capacidad operativa. Posteriormente, supuso 
una ampliación de la capacidad de los laboratorios públicos existente, la 
incorporación de los laboratorios de hospitales y la articulación con Univer-
sidades, el CONICET La Plata y la secretaría de Ciencia, Tecnología e Innova-
ción de la Provincia. 

Al comenzar la pandemia, la Provincia de Buenos Aires contaba con solo 6 
laboratorios de diagnóstico molecular de virus respiratorios (entre hospitales 
provinciales, municipales y nacionales) que podían realizar 200 determina-
ciones de COVID19 por día. En julio de 2020, logró ampliar su red para el diag-

34	 Séptimo Informe para la Comisión Bicameral de Seguimiento, Fiscalización y Control para 
la Emergencia. Diciembre de 2019 a mayo de 2021 (pp. 35–36).
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nóstico del Coronavirus con la incorporación de la Universidad Nacional de 
San Martín (UNSAM) y la Universidad Nacional de Hurlingham (UNAHUR). 
Para octubre de 2020 esta Red pública contaba con 62 laboratorios en funcio-
namiento, lo que permitió realizar más de un millón de testeos, y alcanzar 
15 000 diagnósticos diarios.35 

La Red quedó conformada por Laboratorios instalados en Hospitales Nacio-
nales, Provinciales, Municipales, Universidades y otros organismos como 
INTA y SENASA, todos coordinados por el Ministerio de Salud provincial. 
Cabe resaltar que el circuito de derivación por los establecimientos públicos y 
privados de la Provincia para el diagnóstico de SARS–cov–2 por PCR se actua-
lizaba de manera permanente de acuerdo a la cantidad de laboratorios que se 
incorporaran para aumentar la capacidad de diagnóstico actual.

Cuando se constató la existencia de transmisión comunitaria, la búsqueda 
activa de personas con síntomas en el territorio, la confirmación de los casos 
(testeo), el seguimiento, el aislamiento y/o el rastreo de los contactos estrechos, y 
promover el auto reporte de síntomas constituyó también para la provincia un 
eje de intervención central en el manejo de la pandemia en el que participaron 
activamente las provincias y, en línea con ellas, los municipios. La provincia 
de Buenos Aires desarrolló iniciativas propias y otras complementarias y/o 
convergentes con las nacionales. «La línea 148» de atención telefónica fue un 
canal de comunicación del Gobierno de la Provincia con la ciudadanía que 
dependió de la Subsecretaría de Gobierno Digital de la Jefatura de Gabinete 
de Ministros de la Provincia de Buenos Aires. En el contexto de la pandemia, 
fue el principal contacto para brindar información y orientación ante consultas 
relacionadas al nuevo coronavirus COVID19, ampliando los horarios de aten-
ción a todos los días de la semana las 24 horas. Para alcanzar ese objetivo se 
reforzó su capacidad operativa de 45 a 310 operadores.36 Estaba destinada a 
responder consultas sobre COVID19 y dar orientación específica a quienes mani-
festaran tener síntomas compatibles con la enfermedad; siguiendo un proto-
colo elaborado por la cartera sanitaria provincial, el equipo de operadores de 
la línea realizaba una serie de preguntas para clasificar los casos (triage), para 
posteriormente orientar y derivar hacia la jurisdicción correspondiente. En 
línea con esta estrategia, los municipios del RMBA habilitaron líneas para la 
atención de consultas vinculadas al coronavirus COVID19 (cuidados, presencia 

35	 La puesta en marcha de dos nuevos laboratorios le permitió sumar 800 determinaciones 
diarias y lograr la obtención del diagnóstico en menor tiempo.

36	 Séptimo Informe para la Comisión Bicameral de Seguimiento, Fiscalización y Control para 
la Emergencia. Diciembre de 2019 a mayo de 2021 (p. 10). 
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de síntomas, pacientes, etc.); algunos promovieron el uso de la línea del SAME 
municipal (107) (San Isidro y Tres de Febrero) y otros crearon líneas munici-
pales específicas como Florencio Varela y Avellaneda.

Desde la Provincia de Buenos Aires se sumaron otras aplicaciones tecnoló-
gicas orientadas a facilitar la gestión de la pandemia, como el «autotest online» 
y «chatbot».37 Es posible inferir que estas innovaciones y la Línea 148 fueron 
convergentes en sus esfuerzos.

Con 1340 «barrios populares» y el virus en amplia expansión, la RMBA fue el 
laboratorio inicial de las iniciativas que se desplegaron en el territorio en esos 
meses. Frente a la aparición de brotes en barrios segregados a partir del mes 
de mayo,38 el gobierno provincial elaboró tempranamente una propuesta de 
intervención denominada «Abordaje Territorial para la Respuesta al Corona-
virus en los barrios» (ATRB).39 Sus lineamientos recogían las orientaciones de 
la Resolución conjunta entre el Ministerio de Salud y de Desarrollo Social 
(02/2020), y eran convergentes (al menos en sus enunciados) con el Programa 
Nacional El Barrio Cuida al Barrio, en lo relativo al involucramiento de las 
organizaciones sociales y políticas en la respuesta sanitaria, la identificación 
de población en riesgo y la articulación con dispositivos de búsqueda activa 
de casos en el territorio.

Como sucedió en el nivel nacional, a medida que crecían los contagios las 
iniciativas se movieron de la idea de organizar un «sistema de apoyo o soporte» 
en los hogares a las personas y familias y a proteger a las personas en situa-
ción de riesgo, hacia el instrumento del «operativo de búsqueda activa en 
territorio». En la política provincial, el planteo original de abordaje territo-
rial quedó reducido a las «Jornadas de búsqueda activa de casos sospechosos 
de COVID19» (Chiara, 2020).

37	 El autotest, frente a la presencia de síntomas compatibles con coronavirus, solicitaba a 
la persona usuaria que se contactara con su obra social si poseía o, de lo contrario, que 
esperará el llamado del Ministerio de Salud de la Provincia. El chatbot es una aplicación 
que simula mantener una conversación con una persona a través de respuestas auto-
máticas (previamente cargadas por quien administra el sitio web). En caso de presentar 
síntomas, le pedía a la persona que, si se encontraba en el territorio bonaerense, se co-
munique al 148.

38	 Villa Azul e Itatí en Avellaneda y Quilmes respectivamente fue la primera intervención en 
una escala importante (3.200 personas en más de 800 hogares) en un territorio de altos 
niveles de vulnerabilidad socio habitacional. La experiencia que desarrollaron la nación, 
la provincia y el municipio está descripta y analizada por sus protagonistas en Esposito, 
Bustos, Cardonetti, et al. (2021).

39	 Dirección Provincial de Salud Comunitaria del Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos 
Aires, «Abordaje Territorial para la Respuesta al Coronavirus en los barrios». Mayo 2020. 
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En estas jornadas se realizaba una búsqueda activa (casa por casa) de casos 
sospechosos para detectar tempranamente personas con síntomas compati-
bles, buscando evitar y/o controlar brotes en barrios vulnerables. El objetivo 
era atacar los potenciales focos de contagios de manera directa y anticiparse 
a una multiplicación descontrolada. Según los documentos oficiales y decla-
raciones públicas a la prensa, la decisión de los barrios en los cuales se inter-
venía surgía de la información cruzada de los datos provenientes del Registro 
Nacional de Barrios Populares (RENABAP) y del Registro público provincial 
de Villas y Asentamientos con la distribución de los casos de coronavirus en 
la Provincia de Buenos Aires (frecuencia en la aparición de casos o historial 
de propagación). Aunque con diferente intensidad, fue una estrategia que se 
activó en casi todos los municipios de la RMBA.40

Las «Jornadas de búsqueda activa de casos sospechosos de COVID19» iniciaron 
a principios del mes de mayo de 2020; fueron coordinadas por la Dirección 
Provincial de Salud Comunitaria del Ministerio de Salud de la provincia y 
participaron, además de los equipos provinciales, el Ministerio Nacional y 
los municipios; contaron para su organización con el protagonismo de las 
Regiones Sanitarias, instancia desconcentrada de la gestión en la provincia. En 
algunos casos, duraban varios días (como sucedió en Villa Azul y Villa Itatí en 
Quilmes y Avellaneda), mientras que en otros se trataba de un día por barrio 
(Informes de la Dirección Provincial de Salud Comunitaria del Ministerio de 
Salud de la provincia de Buenos Aires). Dada la diversidad de los municipios 
de la RMBA, la amplitud de los problemas abordados en los operativos variaba 
de uno a otro, y también los actores involucrados. A las tareas de búsqueda 
activa «casa por casa» se fue sumando el abordaje en terreno de otros problemas 
como asistencia alimentaria, violencia de géneros, completamiento del calen-
dario de vacunación, entrega de barbijos, insumos de limpieza y folletería y 
detección de problemas de salud desatendidos. La figura del «operativo», como 
se planteará más adelante, encontraba limitaciones para sostener acciones en 
el tiempo frente a problemas complejos. Aunque siguiendo un modelo similar 

40	 Entre los meses de mayo y octubre del año 2020 se realizaron «Jornadas de búsqueda acti-
va de casos sospechosos de COVID19» en los municipios Pilar, San Isidro, San Martín, José 
C. Paz, San Miguel, Campana, Zárate, Escobar, San Fernando, Exaltación de la Cruz, Tigre, 
Florencio Varela, Quilmes, Ezeiza, Berazategui, Almirante Brown, Lanús, Lomas de Zamora 
y Avellaneda Luján, Ituzaingó, 3 de Febrero, Hurlingham, Merlo, Morón, General Rodríguez, 
Marcos Paz y Moreno, Ensenada, Presidente Perón, Brandsen, Berisso, Cañuelas, San Vi-
cente y La Plata y La Matanza. Fuente: Elaboración propia en base al Boletín 3 (septiembre 
– octubre 2020) de la Dirección de Organización Comunitaria en salud, Dirección Provincial 
de Salud Comunitaria, Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires.
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al adoptado por el dispositivo nacional, el gobierno provincial mantuvo una 
nomenclatura diferenciada para estos operativos («Jornadas de búsqueda activa 
de casos sospechosos de COVID19») que, luego en el nivel local, los municipios 
llamaban (siguiendo al Ministerio nacional) «DETeCTAr» (Dispositivo Estraté-
gico de Testeo para Coronavirus en Territorio Argentino). Si bien a comienzos 
de la pandemia en algunos municipios de la RMBA el primer nivel de atención 
jugó cierto rol en el abordaje territorial, la llegada de los operativos nacional 
y provincial fue desplazando ese papel. Algunos centros de salud llegaron a 
desconocer que se estaban realizando operativos próximos a su área progra-
mática. Fue recurrente la llegada al barrio de los equipos (articulados entre 
provincia y municipios) sin convocar a los equipos del Centro de Salud, que 
desde hacía varios años venían trabajando con esa población y conociendo 
sus problemas (Jimenez, Ariovich, Crojethovic, y Baliña, 2021). En algunos 
municipios de la RMBA, también existieron centros de salud que buscaron 
detectar y rastrear los casos sospechosos; realizando lo que se denominó triage 
(preguntas sobre la sintomatología) en el ingreso de toda persona al estableci-
miento, aunque la persona no expresara sentir síntomas. Según consideración 
del personal médico, se procedía a derivar a la persona vía el SAME a los centros 
o unidades donde se realizaban los hisopados, o bien se derivaban vía telefó-
nica al 2do nivel de referencia (hospital). Hubo algunos centros del primer 
nivel que fueron estratégicamente seleccionados para realizar los hisopados 
en determinados días de la semana (Ariovich, Crojethovic y Jiménez, 2020). 
Los «operativos en territorio para detección temprana de casos», la «focaliza-
ción en barrios populares» y el «establecimientos de cordones sanitarios con 
medidas de restricción a la movilidad de personas y transportes» (Exposito, 
Bustos, Cardonetti et al., 2021) fueron los principales instrumentos movili-
zados en los dispositivos de búsqueda activa en el territorio.

Según el informe presentado en el mes de mayo de 2021 a la Comisión Bica-
meral,41 a esa fecha se habían implementado más de 3400 operativos de abor-
daje territorial en 95 municipios para detectar casos sospechosos en barrios 
populares, hasta alcanzar más de un millón y medio de personas.42

El seguimiento de casos sospechosos, confirmados y contactos estrechos 
se materializó en la política provincial a través del «Programa de fortaleci-
miento de la prevención y seguimiento frente al COVID19» (Decreto 772/2020 

41	 Séptimo Informe para la Comisión Bicameral de Seguimiento, Fiscalización y Control para 
la Emergencia. Diciembre de 2019 a mayo de 2021 (pp. 10–11). 

42	 Al 20 de octubre de 2020, a nivel provincial y mediante estas jornadas, se llegó a 1 123 
189 personas, se recorrieron 66 municipios y 666 barrios, y se visitaron 317 993 casas.
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y Resolución 2312/2020 de Jefatura de Gabinete de Ministros) que creó un 
dispositivo muy novedoso denominado «Centros de Telemedicina COVID19 
(CeTeC)». Fue una iniciativa conjunta entre el Ministerio de Salud y la Jefa-
tura de Gabinete de Ministros y contó con la participación de universidades 
que, a través de convenios específicos, formaron parte activa de la gestión de 
los centros. Se trató de una política orientada a apoyar desde la provincia a las 
iniciativas que llevaron adelante los municipios. El objetivo fue «la detección 
precoz, eficiente y ágil de casos positivos de COVID19, así como el seguimiento 
y acompañamiento de sus contactos estrechos, en articulación con las secreta-
rías de salud de los municipios involucrados». El «seguimiento telefónico de 
casos confirmados» y el «rastreo y seguimiento de contactos estrechos» fueron 
los principales instrumentos que hicieron operativo este dispositivo. Se orga-
nizaron en distintos niveles: CeTec Central (en la sede de la cartera sanitaria 
bonaerense) que comenzó a funcionar en el mes de abril de 2020; CeTec loca-
lizados en las Regiones Sanitarias V, VI, VII, XI y XII (que concentran más del 
75 % de los casos recibidos por el CeTec Central) que iniciaron su trabajo en 
el mes de junio de 2020; 19 CeTec–U (articulan con Universidades Nacionales 
con asiento en la Provincia), comenzaron a funcionar a partir de julio y Cetec 
Municipales, a cargo de las secretarías de salud de los municipios.

El objetivo del CeTeC Central y los CeTec de las Regiones Sanitarias era 
detectar y referenciar precozmente a los sistemas de salud los casos sospechosos 
de coronavirus, en otras palabras, realizaban el seguimiento de los casos presos-
pechosos. Los profesionales médicos contactaban a las personas que se habían 
comunicado con el 148 o bien realizado el autotest con la aplicación del Minis-
terio e indagaban sobre su estado de salud. En caso de presentar síntomas, se 
daba aviso mediante una plataforma digital a la Región Sanitaria o al muni-
cipio donde residiera el o la paciente. Desde sus inicios hasta comienzos de 
noviembre de 2020, estos dispositivos resolvieron 217 476 consultas de personas 
con síntomas de COVID19. De acuerdo con una nota de prensa de la cartera 
sanitaria provincial, estos centros —en conjunto— realizaron un promedio de 
1400 llamadas por día, con un pico máximo de 2500 en agosto. Los CeTeC–U, 
por su parte, se ocupaban del seguimiento diario de quienes se mantenían 
en aislamiento durante los 14 días posteriores al último contacto con un caso 
confirmado o sospechoso; así, su registro de llamadas no coincidía con el de 
los CeTeC, que respondían al nivel central.43

43	 Universidades Nacionales en las que funcionaron Centros de Telemedicina COVID19 (Ce-
TeC–U) entre los meses de junio y diciembre del año 2020: Universidad Nacional Guiller-
mo Brown; Universidad Nacional de Avellaneda; Universidad de Buenos Aires–Facultad de 
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Parte del funcionamiento de estos dispositivos se llevó a cabo contando 
con la «participación de voluntarios/as de las universidades nacionales» como 
instrumento de gestión.44 Los CeTeC–U fueron espacios particularmente 
sostenidos a través de esta figura, desarrollando distinto tipo de tareas: segui-
miento telefónico de contactos estrechos de personas con COVID19, vigilancia 
activa en establecimientos de personas mayores, acompañamiento telefónico 
en Salud Mental en el marco del CeTeC–U. Se destaca el alto grado de insti-
tucionalización que impuso la participación de las universidades nacionales 
en la medida en que las responsabilidades de los distintos actores se institu-
cionalizaron a través de «convenios de cooperación».45 En septiembre de 2020 
se aprobó el «Programa de fortalecimiento de la prevención y seguimiento 
frente al COVID19» (decreto 772/2020 y resolución 2312/2020 de JGM). Con 
este programa se modifica el programa de voluntariado para transformarlo en 
un programa de becas, manteniendo las responsabilidades previas, pero preci-
sando algunos aspectos relativos a la infraestructura y condiciones de remu-
neración y seguridad de los/as voluntarios/as. Para entonces, se encontraban 
operativos 16 CeTeC–U en el RAMBA.

El eje de intervención vinculado con la búsqueda activa y seguimiento de 
personas con síntomas o de contactos estrechos, se completa con la Ley de 
emergencia sanitaria en geriátricos y programa geriátricos de la provincia de 
Buenos Aires. Preocupados por el doble riesgo sanitario que presentaban los 
establecimientos geriátricos, donde residían adultos mayores en un espacio 
reducido, la provincia de Buenos Aires promovió una serie de iniciativas que 

Ciencias Exactas; Universidad Nacional Arturo Jauretche; Universidad Nacional de Hurlin-
gham; Universidad Nacional de José C. Paz; Universidad Nacional de La Matanza; Univer-
sidad Nacional de La Plata–Facultad de Periodismo; Universidad de Lomas de Zamora; 
Universidad Nacional de General Sarmiento; Universidad Nacional de Hurlingham–Sede 
Marcos Paz; Universidad Nacional del Oeste; Universidad Nacional de Moreno; Universi-
dad Nacional de Quilmes; Universidad Nacional de Tres de Febrero; Universidad de Bue-
nos Aires–Facultad de Ciencias Sociales; Universidad Nacional de La Plata–Facultad de 
Medicina; Universidad Nacional de Lanús; Universidad Nacional de Luján. Fuente: Elabo-
ración propia en base a Gacetilla del Ministerio de Salud de la Provincia https://www.ms.
gba.gov.ar/sitios/media/files/2020/10/CETEC–U–activos–y–proximos–octubre–2020.pdf y 
sitios web de las universidades.

44	 Mediante la Resolución 985/2020 del Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos 
Aires del día 3 de julio de 2020 aprueba un modelo de convenio de voluntariado CO-
VID19, con el objeto de que las universidades que deseen adherir sus programas de 
voluntariado a las políticas desarrolladas por el Ministerio que no requieran de personal 
médico puedan hacerlo.

45	 Ver «Convenio Modelo de Voluntariado COVID19» y sus Anexos I, II, III y IV que como Ane-
xo Único (IF–2020–15447849–GDEBA–SSTAYLMSALGP).
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promovieron la fiscalización, la regularización y la protocolización de los 
establecimientos. En estos casos, se apelaba a la «pesquisa activa de síntomas 
compatibles de COVID19 en forma periódica», otro instrumento utilizado en 
relación con este eje en este tipo de instituciones de larga estadía.

En aquellos contextos de alta vulnerabilidad social, se sumó otro eje para 
organizar la intervención: la organización de un «sistema de apoyo o soporte» 
para las personas y familias, y proteger a quienes se encuentran en situa-
ción de riesgo —mayores de 60 años, enfermedades crónicas, embarazadas e 
inmunodeprimidos—. En un principio, la propuesta de Abordaje Territorial 
para la Respuesta al Coronavirus en los Barrios (ATRB) perseguía ese objetivo 
desde el nivel provincial, no obstante, con el avance de la pandemia quedó 
reducido a la figura de los «operativos en territorio para búsqueda activa de 
casos». Más allá de los esfuerzos por garantizar la participación de distintos 
organismos de gobierno y alcanzar alguna integralidad en la intervención, los 
operativos encontraron fuertes limitaciones para hacer frente a problemáticas 
que recorren distintas dimensiones de la vida de las familias y requieren —en 
consecuencia— de intervenciones múltiples y duraderas. Cobertura amplia, 
reconocer los activos existentes en el territorio y ser sostenidas en el tiempo, 
son atributos que destaca la literatura (Chiara, 2020) pero que no lograron, 
más allá de las iniciativas sostenidas por los municipios y/o las organizaciones 
sociales, ser garantizadas por los operativos.

La duración de la pandemia y las consecuencias que tuvo en la vida de las 
familias en los barrios populares puso también en evidencia la jerarquía que 
tienen las organizaciones sociales y sus referentes desde los comedores, meren-
deros y centros comunitarios, como agentes clave en la organización de un 
sistema de apoyo o soporte a las personas y familias y también a la protección 
de población en situación de riesgo.

Con resultados muy heterogéneos, fue importante la apuesta del gobierno 
provincial a la creación de centros de aislamiento extrahospitalarios. En 
conjunto con los municipios, creó 228 Centros de Aislamiento Extrahospita-
larios en las 12 regiones sanitarias, sumando un total de 16 560 camas. En el 
mes de agosto de 2021, funcionaban 76 Centros de Aislamiento Extrahospi-
talarios en el RAMBA.46 Estos espacios seguros de aislamiento no hospitalarios 
fueron instituidos en el mes de julio por el decreto provincial 615/2020 en el 
marco del «Programa Acompañar de Albergues para la Atención y Recupe-
ración de Pacientes COVID19 Leves» que se proponía «fomentar la prevención 
de la propagación del virus SARSCoV–2, mediante el aislamiento responsable 

46	  Dirección de Información en Salud, Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires.
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de los enfermos leves confirmados de COVID19, o casos sospechosos hasta su 
resultado negativo, en centros de atención provincial o municipal, a través 
de la asistencia sanitaria, social y económica directa a las personas aisladas» 
(decreto provincial 615/2020, Artículo 1). La misma norma creó el «Fondo 
Especial de Subsidio por Desarraigo y Solidaridad de Pacientes COVID19 Leves» 
como incentivo y reparación a quienes tuvieran que cumplir el aislamiento 
fuera de su domicilio. Denominada en la difusión pública «Programa «Acom-
pañar» consistía en un aporte de quinientos pesos diarios por persona durante 
los diez días de aislamiento. Esta asistencia se complementaba, además, con 
la asistencia financiera de 2000 pesos por cama utilizada, que la Provincia 
otorgaba a los municipios para la atención de dichos pacientes en los estable-
cimientos municipales.

A través de su inclusión temporaria en la nómina de Establecimientos de 
Salud de la provincia de Buenos Aires, se integraron al Sistema Provincial de 
Monitoreo y Gestión de Camas; esto último fue importante para gestionar la 
derivación de pacientes en los casos que fuera necesario.

Mantener las «prestaciones esenciales» en salud y mejorar la capacidad de 
detección de casos en los establecimientos estatales del primer nivel de aten-
ción fue otro de los ejes relevantes de intervención, abordados de manera 
dispar desde la política provincial. El primer nivel de atención (PNA) son los 
centros de atención primaria de la salud (CAPS), centros de salud o «salitas». 
En la Provincia de Buenos Aires, casi la totalidad de los establecimientos del 
PNA se encuentran bajo dependencia administrativa de los municipios que, 
en la RMBA, son aproximadamente 1200 establecimientos. 

En el marco de las orientaciones generales producidas por el Ministerio 
nacional, cada jurisdicción elaboró recomendaciones específicas que buscaron 
definir su lugar en la pandemia. En la provincia de Buenos Aires, se elaboraron 
tempranamente protocolos que fueron actualizados a lo largo del tiempo y 
que pusieron el foco en: la (re) organización del proceso de atención, la defini-
ción de un flujograma de atención («triage», atención clínica de casos y segui-
miento de casos sospechosos) y la definición de un conjunto de recomenda-
ciones para la organización del trabajo en los CAPS (tanto en relación con la 
desconcentración de personas como a las medidas de cuidado de los equipos 
de salud). La propuesta provincial se vio fortalecida a la vez, con uno de los 
tres componentes del Programa de Fortalecimiento e Integración de Redes 
de Salud (PROFIR) de la Provincia de Buenos Aires, que tiene por objeto la 
expansión y mejora del PNA en la RMBA. El programa siguió vigente durante la 
pandemia y contribuyó a vigorizar la oferta del primer nivel de atención en el 
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territorio a través de cursos de capacitación para la atención de personas con 
enfermedades crónicas no transmisibles en contexto de COVID19.

Finalmente, coordinar la gestión de la emergencia fue un trabajo transversal 
a todos los ejes de intervención pero cobró particular relevancia en las medidas 
orientadas a la prevención de los contagios masivos. En línea con las orienta-
ciones nacionales (Resolución Conjunta MSN y MDSN 02/2020), los Comité 
Operativos de Emergencia (COE) se habilitaron en la Provincia de Buenos 
Aires en distintos niveles (ver Tabla 2). En esos espacios se buscó monito-
rear el desarrollo de la pandemia, acordar estrategias de control de los conta-
gios y gestionar necesidades derivadas de la situación de aislamiento social. 
Con funciones diferentes y una agenda acorde a su alcance, se desplegaron a 
nivel provincial, en los hospitales (básicamente en los provinciales), en casi 
todos los municipios de la RMBA y en los barrios en los que la provincia junto 
con el municipio intervenía de manera focalizada desplegando estrategias de 
control de brote. El COE provincial fue básicamente intersectorial, al interior 
del gobierno provincial. Integró el trabajo del Ministerio de Salud, Minis-
terio de Desarrollo de la Comunidad y Ministerio de Seguridad; participaron 
también representantes de las carteras de Infraestructura y Educación, como 
actores gremiales. En los hospitales se organizaron COE (también llamados 
comités de crisis) para coordinar las acciones orientadas a enfrentar de la 
mejor manera la pandemia, liderar la respuesta frente a situaciones críticas y 
entablar comunicaciones con referentes del nivel provincial y/o municipal. 
Funcionaron mayormente en los hospitales provinciales, aunque también se 
han relevado comités en establecimientos de otras dependencias (como en el 
Hospital Nacional Posadas y en el Hospital Alende, perteneciente al muni-
cipio de Lomas de Zamora). En los COE de este nivel se destaca la participa-
ción de directores/as, jefes y subjefes de servicios, trabajadores/as de la salud 
y representantes gremiales (con variaciones de acuerdo al establecimiento). 
Los COE municipales procuraron brindar respuestas a la pandemia a nivel 
local y darles proximidad a las intervenciones; sus principales líneas de acción 
también fueron salud, desarrollo y seguridad. Se ocuparon de muy distintas 
cuestiones: seguimiento de casos, sala de situación, insumos y elementos de 
protección personal, protocolos de atención, condiciones laborales para los 
trabajadores y trabajadoras de la salud, capacitación, testeos, desinfección de 
espacios públicos, tareas de prevención, seguridad, entregas de bolsones de 
alimentos, entre otras. De acuerdo a diversas notas periodísticas y gacetillas 
de prensa, funcionaron en todos los municipios de la RMBA y entre sus parti-
cipantes se destacan: intendentes/as, secretarios/as de Salud, funcionarios/as 
municipales y de la Provincia de Buenos Aires, gremios. Los comités barriales 
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fueron creados para generar un sistema de información más directo, que permi-
tiera lograr una alerta y detección temprana de casos de COVID19, así como para 
brindar respuestas rápidas en aquellos casos en los que se produjeron brotes 
que se desplegaron intervenciones sostenidas en el tiempo.

Tabla 2. Espacios de coordinación según nivel: participantes y agenda. 2020 
 

     COE provincial
COE en los muni-
cipios

COE en los hos-
pitales

COE en los barrios

Pa
rt

ic
ip

an
te

s

Representantes de las 
carteras provinciales 
de Salud, Desarrollo 
de la Comunidad, 
Seguridad, Infraes-
tructura y Educación; 
gremios.

Intendentes/as, 
secretarios/as de 
Salud, funcionarios/
as municipales 
y de la Provincia 
de Buenos Aires, 
sindicatos.

Directores/as, jefes 
y subjefes de servi-
cios, trabajadores/
as de la salud y 
representantes 
gremiales.

Sobresale la partici-
pación de organi-
zaciones sociales 
y referentes/as de 
los barrios (además 
de trabajadores/as 
del municipio y la 
Provincia).

Ag
en

da

Seguimiento de ca-
sos; emisión de reco-
mendaciones respec-
to del ASPO; insumos 
y EPP; fomento de la 
conformación de COE 
en municipios, barrios 
y hospitales; licencias 
de trabajadores/as; 
promoción del abor-
daje de diversas pro-
blemáticas de salud 
no relacionadas con 
Covid19; impulso de 
capacitaciones con 
ejes centralizados; 
reclamos gremiales.

Seguimiento de 
casos, sala de si-
tuación, insumos y 
EPP, protocolos de 
atención, condicio-
nes laborales para 
los trabajadores y 
trabajadoras de la 
salud, capacitación, 
testeos, desinfec-
ción de espacios 
públicos, tareas 
de prevención, 
seguridad, entregas 
de bolsones de 
alimentos.

Testeos, aislamien-
tos y contagios del 
personal; insumos 
y equipos; nombra-
mientos, incorpo-
raciones, salarios 
y licencias; salud 
mental; protoco-
los de atención; 
triage, ingreso 
y circulación de 
pacientes; canales 
de información y 
sala de situación; 
vacunación; guar-
dias; capacitación, 
creación de nuevas 
unidades.

Logística del ais-
lamiento, diversas 
intervenciones 
adecuadas a las 
diferentes realidades 
bonaerenses y el 
seguimiento de los 
casos detectados.

 
Fuente: Elaboración de los autores con base en trabajo de campo Proyecto PISAC–COVID 
21. ANPCyT.

Entre los COE barriales se destacó el de Villa Itatí (Quilmes), que fue uno de 
los pioneros en la Provincia y el primero en incluir las voces de las organi-
zaciones sociales. Este se organizó frente a un ​​brote de COVID19 en el barrio 
vecino de Villa Azul (Avellaneda). En este COE participaron funcionarios/as, 
trabajadores/as, referentes/as barriales, vecinas y vecinos, y se reunió de forma 
semanal para evaluar los acontecimientos del barrio y determinar pasos a seguir 
frente al brote (Cariaga y Ferreira, 2020).
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Ejes/núcleos  
de intervención Dispositivos Instrumentos

1. Demorar el 
ingreso y transmi-
sión del virus. 

Medidas provinciales para la admi-
nistración del aislamiento social: 
Aislamiento Social Preventivo y 
Obligatorio (ASPO) y Distanciamiento 
Social Preventivo y Obligatorio (DISPO). 
Sistema de Fases según indicadores 
epidemiológicos. 

Medidas de control y aislamiento para personas 
que se movilizan entre jurisdicciones (excluye 
medidas orientadas al turismo). 
Restricciones (parciales o totales) en el desa-
rrollo de actividades (educativas, recreativas, 
deportivas, servicios, comerciales, gastronomía).
Uso de la fuerza pública.

2. Organizar una 
conversación con 
los involucrados y 
la sociedad. 

Acciones de comunicación en cuida-
dos y prevención a nivel provincial.
 

Acciones de comunicación para informar sobre 
COVID19 (formas de transmisión, síntomas y 
variantes, hábitos y rutinas preventivas
Acciones de comunicación que buscar instaurar 
principios y valores éticos frente a los cuidados 
preventivos (corresponsabilidad, solidaridad, 
respeto a las libertades individuales, empatía, 
cuidado colectivo, idea de salida colectiva).
Difusión sobre el alcance de las restricciones 
según ASPO o DISPO.
Difusión sistemática y regular de información 
epidemiológica y camas de terapia 

3. Disminuir la 
exposición de las 
personas al virus. 

Medidas provinciales para la admi-
nistración del aislamiento social: 
Aislamiento Social Preventivo y 
Obligatorio (ASPO) y Distanciamiento 
Social Preventivo y Obligatorio (DISPO). 
Sistema de Fases según indicadores 
epidemiológicos. 

Normas que establecen la obligatoriedad del 
cumplimiento de medidas de prevención prima-
ria p/disminuir la exposición al virus.
Restricciones (parciales o totales) en el desa-
rrollo de actividades (recreativas, deportivas, 
servicios, comerciales, gastronomía). 
Protocolos para la apertura por etapas de 
actividades (educativas, culturales, sociales, 
recreativas, deportivas, religiosas y turísticas) 
con distanciamiento, según indicadores epide-
miológicos. 
Restricciones a la circulación nocturna y/o en 
fines de semana.             
Suspensión de clases presenciales (hasta 
2021).

4. Mejorar la opor-
tunidad, calidad 
y capacidad diag-
nóstica de la red 
de laboratorios. 

Ampliación de la red de laboratorios 
(de 6 a 62 entre marzo y octubre). 
 

Inversión en infraestructura. 
Incorporación de personal para el fortalecimiento 
de laboratorios.
Suministro regular de reactivos y otros insumos 
para los laboratorios. 

Tabla 3. Dispositivos de políticas puestos en marcha por la provincia de Buenos Aires 
para la prevención de contagios masivos e instrumentos movilizados, según ejes de 
intervención 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Continúa en página siguiente
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5. Desarrollar la 
búsqueda activa 
de personas con 
síntomas, testeo, 
seguimiento, 
aislamiento y/o el 
rastreo de los con-
tactos estrechos, 
y promover el auto 
reporte. 

Dispositivo para la detección, auto 
reporte y notificación de «casos sospe-
chosos»: línea 148 de atención telefó-
nica, «autotest online» y «chatbot».
Abordaje Territorial para la Respuesta 
al Coronavirus en los Barrios (ATRB) y 
las Jornadas de Búsqueda Activa de 
Casos Sospechosos de COVID19.
Centros de Telemedicina COVID19 
(CETEC). 
Programa Geriátricos de la provincia 
de Bs As.

Línea telefónica gratuita para el reporte de casos 
(call center).
Operativos en territorio para detección temprana 
de casos.
Focalización en barrios populares.
Establecimiento de cordones sanitarios con me-
didas de restricción a la movilidad de personas 
y transportes.
Seguimiento telefónico de casos confirmados. 
Convocatoria a voluntarios de universidades y 
ONGs.
Rastreo y seguimiento de contactos estrechos 
(telefónico o WhatsApp).
Convenios de cooperación interinstitucional.
Pesquisa activa de síntomas compatibles de 
COVID19 en forma periódica.

6. Organizar un 
«sistema de apoyo 
o soporte» para 
las personas y las 
familias.

Abordaje Territorial para la Respuesta 
al Coronavirus en los Barrios (ATRB) y 
las Jornadas de Búsqueda Activa de 
Casos Sospechosos de COVID19.
Creación de centros de aislamiento 
extra hospitalarios provinciales.

Convenios de cooperación interinstitucional.
Incentivo monetario a personas que realicen 
aislamiento fuera del domicilio.
Convocatoria a voluntarios de universidades y 
ONGs.

7. Mantener las 
«prestaciones 
esenciales» en 
salud. 

Protocolo para la Atención Primaria 
de la Salud ante la actual pandemia 
de SARS-CoV-2 (COVID19) (reor-
ganización de los servicios para su 
funcionamiento, protocolo para la 
identificación, manejo y traslado de 
casos sospechosos  y  protocolo para 
el uso de EPP).
Programa de Protección al Personal de 
Salud ante la pandemia de coronavirus 
COVID19.

Banco de recursos de comunicación.
Protocolos para el manejo y la atención de 
casos COVID19.
Protocolos para la reorganización de los espa-
cios y las dinámicas de atención.
Capacitación específica a equipo de salud para 
detección y rastreo (incluye capacitación en uso 
de EPP).	
Entrega de equipos de protección personal e 
insumos p/ toma de muestras.
Capacitación en diagnóstico y manejo de casos 
a equipos de salud (incluye capacitación en uso 
de EPP).

8. Coordinar la 
gestión de la 
emergencia.

Comité Operativos de Emergencia 
(COE). 
Comité de Expertos y Expertas del 
Ministerio de Salude la Provincia de 
Buenos Aires.

Mesas de coordinación para la gestión intergu-
bernamental.
Convenios de cooperación interinstitucional.
Difusión sistemática y regular de información 
epidemiológica y camas de terapia (en medios, 
redes sociales y portales).

Fuente: Elaboración de los autores con base en trabajo de campo Proyecto PISAC–COVID 21. 
ANPCyT.
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Las políticas de vivienda y hábitat

En la región Metropolitana de Buenos Aires, los Gobiernos de la Ciudad de 
Buenos Aires y de la Provincia de Buenos Aires alinearon sus agendas pandé-
micas con aquella propuesta por el Gobierno Nacional, aun cuando la jerar-
quización de cuestiones y la intensidad de implementación de dichas agendas 
fue dispar.47

Las políticas de la CABA

Al igual que ocurre a nivel nacional, en la Ciudad de Buenos Aires la insti-
tucionalidad que organiza e impulsa las acciones sectoriales también sufrió 
importantes cambios. En este marco, el Instituto de Vivienda de la Ciudad 
(IVC) atraviesa un proceso de reorganización funcional e institucional que en 
términos operativos pasa a depender del Ministerio de Desarrollo Humano y 
Hábitat: «que atento a la situación epidemiológica actual relacionada con la 
pandemia mundial por Coronavirus (COVID19) y en virtud de la experiencia de 
las acciones llevadas a cabo en conjunto, se generó un punto de inflexión en 
las funciones tanto del Ministerio de Desarrollo Humano y Hábitat como del 
Instituto de Vivienda de la Ciudad, surgiendo la necesidad de reestructurar los 
niveles de competencia y funciones de ambas estructuras organizativas» (Acta 
de Directorio 5972/IVC/20). Asimismo, en el marco de este mismo proceso, la 
Secretaría de Integración Socio Urbana (SISU), también, se traslada a la órbita 
del Ministerio de Desarrollo Humano y Hábitat. Mientras que La Unidad de 
Gestión de Intervención Social (UGIS) pasa a depender directamente del IVC 
y se transforma en Dirección General Gestión de Intervención Social (DGIS), 
manteniendo como objetivos: «intervenir en las situaciones de emergencia 
habitacional y asistencia comunitaria en núcleos habitacionales transitorios y 
barrios vulnerables, atendiendo a la prestación de servicios esenciales. Orga-
nizar, ejecutar y supervisar las obras de solución, mejoramiento habitacional y 
mantenimiento del hábitat en las situaciones de emergencia en núcleos habi-
tacionales y barrios vulnerables, dentro del ámbito de la Ciudad Autónoma 
de Buenos Aires.»48 Finalmente, la Secretaría de Hábitat e Inclusión (SECHI) 
se desarticula y sus funciones y equipos técnicos se incorporan al IVC. En el 
escenario pandémico la Secretaría de Hábitat e Inclusión comienza a trabajar 

47	 Una descripción detallada de las políticas del nivel central en este sector puede leerse en 
los capítulos 2 y 7 del Tomo I de este libro.

48	 Boletín Oficial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, no. 5395, 15 de junio de 2018.
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«bajo un nuevo paradigma de intervención: la Gestión Social del Hábitat, que 
considera a la comunidad como la protagonista de la transformación física y 
social del territorio.»49

Los cambios en la institucionalidad y las condiciones del contexto se reflejan 
en la orientación que toman las intervenciones y la jerarquización de algunos 
núcleos por sobre otros. Por un lado, el gobierno intensificó las acciones en 
los asentamientos de origen informal (núcleo 2), acelerándose «los tiempos 
de las relocalizaciones a viviendas nuevas [a fin de que] las familias [pudieran] 
afrontar el aislamiento domiciliario en mejores condiciones» (Benitez y 
Cravino, 2021:14) Las acciones fueron especialmente visibles en aquellos 
barrios que el Gobierno de la ciudad —desde hace ya algunos años— pretende 
sostener como nave insignia de sus políticas de mejoramiento y reurbaniza-
ción de barrios: los Barrios 31, 31bis y 20. 

En el caso del Barrio 31 y 31bis, la Ciudad suscribió con el Banco Internacional 
de Reconstrucción y Fomento (BIRF) un contrato de préstamo para fortalecer 
y dar continuidad al programa integral de desarrollo sostenible y mejora de 
hábitat de asentamientos informales, con priorización en el programa de urba-
nización del polígono correspondiente a las villas 31 y 31 bis. En ese contexto, se 
completó el proceso de realojo de las familias ubicadas en el Bajo Autopista y 
se desarrollaron acciones puntuales de mejoramiento de viviendas en el marco 
del programa Manos a la Obra.50 El proceso de relocalización en el Barrio 31, si 
bien se resolvió según las expectativas del ejecutivo local, tensionó fuertemente 
la relación entre familias destinatarias y las autoridades que no lograron consen-
suar ampliamente las intervenciones.51 Procesos más negociados de realojo, como 
señalan Benítez y Cravino (2021:4), «se dieron en la Villa 21–24 en el marco del 
Plan Integral de Saneamiento Ambiental (PISA), y en los barrios Rodrigo Bueno, 
Villa 20–Lugano y Playón de Chacarita». También, en el Barrio 31, se impul-
saron algunos procesos de mejoramiento de vivienda y de mejoramiento inte-

49	 Gestión Social del Hábitat, Buenos Aires Ciudad (consulta 10 de mayo de 2022). https://
www.buenosaires.gob.ar/habitat/urbanizacion.

50	 Si bien estas acciones se alinearon con las iniciativas impulsadas desde el Ejecutivo Na-
cional, debido en parte a los conflictos políticos que median la relación entre el Gobierno 
de la Ciudad de Buenos Aires y el Gobierno Nacional (ambos en manos de partidos polí-
ticos que son oposición), no se beneficiaron de los fondos que administra la SISU Nación 
ni del Fondo de Integración Socio Urbana (FISU) que tiene como objetivo principal el fi-
nanciamiento de proyectos de integración socio urbana para los barrios populares. 

51	 Véase Di Virgilio y Najman, 2022. https://www.cippec.org/wp–content/uploads/2022/07/
INF–MYE–Evaluacion–Cualitativa–Plan–Reasentamiento–sector–Bajo–Autopista–Barrio–
Mugica–CAB–Julio–2022.pdf 2021.
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gral de las áreas más antiguas y consolidadas de los barrios.52 En el contexto de 
la pandemia, en las villas con proyectos de reurbanización en curso, se priorizó 
el avance del proceso de mudanzas a las viviendas nuevas, dejando un pano-
rama incierto para aquellos hogares que no fueron afectados a las mudanzas 
y aguardan aún la realización de obras de infraestructura para la provisión de 
servicios básicos, esponjamientos y regularización dominial.

Otro núcleo de intervención que se jerarquiza es el que se orienta hacia 
disminuir los riesgos de exposición al virus entre los grupos más vulnera-
bles —población de barrios de origen informal y aquella que se encuentra 
en situación de calle. En ese marco, las instituciones del sector redefinen sus 
funciones orientándolas a la asistencia social y sanitaria, lo que se expresó en 
la entrega de bolsones de comida y artículos de limpieza en las villas en las 
que este interviene. Por su parte, el IVC pone en marcha una Mesa de Emer-
gencia del COVID19 en donde se consensúan protocolos y procesos internos con 
referentes y organizaciones locales para la entrega de bolsones de alimentos. 
Desde el Ministerio de Desarrollo Humano y Hábitat se gestiona el aumento 
de raciones de alimentos para los comedores en el marco de la política local 
de Seguridad Alimentaria. En la misma dirección, la SISU crea un nuevo sector 
de Contención social que dispuso de un área denominada Asistencia Alimen-
taria, que acompañó al Ministerio de Educación del GCba para la entrega de 
viandas a niñas/os, centralización y distribución de la donación de alimentos y 
seguimiento a los comedores, a los cuales se les duplicó la cantidad de raciones 
de comida entregada semanalmente.

Asimismo, el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires diseñó una estrategia 
integral de contención del virus destinada a los barrios de origen informal 
apoyada en 4 pilares principales: (i) política sanitaria de testeo, aislamiento 
y seguimiento de los enfermos y de sus contactos estrechos, (ii) políticas de 
comunicación para la prevención del contagio, (iii) políticas de apoyo econó-
mico y social para acompañar a las familias y facilitar el distanciamiento social 
y (iv) políticas de coordinación, monitoreo y evaluación de los programas y 
acciones desarrollados. El dispositivo, que respondió en parte a los fuertes 
reclamos de organizaciones de base territorial, vecinos y ONGs defensoras de 
derechos, se apoyó en la instalación de postas sanitarias en puntos neurálgicos 
del barrio que tenían a su cargo la difusión de información sobre medidas 
de prevención y la derivación de personas con síntomas a la unidad febril o 
los canales de testeo. Las acciones de comunicación estuvieron coordinadas 

52	 En el Barrio 31 y 31bis dichas acciones se impulsaron bajo el paraguas de los programas 
Manos a la Obra y Mejoramiento Integral. 
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y consensuadas en mesas de trabajo con los actores políticos, referentes del 
barrio y organizaciones sociales para articular la difusión de mensajes homo-
géneos a lo largo de todas las líneas de comunicación.

El Operativo DetectAR (que funcionó desde principios del mes de mayo 
de 2020) tuvo a cargo el testeo de personas con síntomas o convivientes de 
personas confirmadas. La implementación del DetectAr en el Barrio 31, como 
señalan Laffaire y Suaya (2021:3):

fue uno de los primeros [operativos] en implementarse en el país y se realizó de ma-
nera consistente con las recomendaciones internacionales. La coordinación entre 
agencias y niveles de gobierno supuso un desafío importante, que se fue acomodan-
do en la práctica para implementarse, en su mayor parte, de manera coordinada. 

Las personas que pasaban por el DetectAr y mostraban resultados positivos 
en el testeo, eran derivadas a lugares de aislamiento provistos por el gobierno 
de la Ciudad. Asimismo, los equipos locales se hacían cargo del seguimiento 
de los pacientes con COVID19 y de sus contactos estrechos.

En relación con las acciones de apoyo económico, el gobierno porteño no 
implementó medidas propias, sino que disponibilizó canales de ayuda para 
identificar y aplicar a subsidios del gobierno Nacional (por ejemplo, el Ingreso 
Familiar de Emergencia, Asignación Universal por Hijo, Tarjeta Alimentar, etc.).

El apoyo social se orientó a la mejora de la oferta de programas de entrega 
de alimentos en el barrio: aumento de las raciones disponibles en la red de 
comedores y merenderos del barrio que recibían financiamiento del Minis-
terio de Desarrollo Humano de la Ciudad brinda apoyo, reparto de insumos 
a distintas ollas populares y, en el marco de las acciones de seguimiento de 
pacientes con COVID19, el reparto de bolsones de alimentos e insumos de 
higiene para el núcleo familiar. En este marco, la Secretaría de Integración 
Socio Urbana (SISU) tuvo un rol clave en la identificación y el reparto de estos 
insumos, mientras que el Ministerio de Desarrollo Humano era el encargado 
de la compra de estos alimentos.

La relación de las organizaciones sociales y políticas con el Gobierno de 
la Ciudad en el proceso de intervención del Barrio 31 fue al menos tensa y 
estuvo fuertemente atravesada por la conflictividad desatada en el contexto de 
crisis sanitaria, agravada por el fallecimiento de una referenta barrial a causa 
del COVID19, la del proceso de reurbanización en marcha (véase Di Virgilio y 
Najman, 2022) y por demandas de mayor participación en la toma de deci-
siones. Las tensiones se expresaron en la conformación de un Comité de 
Crisis con el objetivo de brindar respuesta a la situación alimentaria. Desde 
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allí, se impulsaron reclamos incluyendo pedidos y reuniones con funcionarios 
públicos. El Comité de Crisis tuvo un rol importante en el reconocimiento y 
asistencia a comedores que hasta el momento no recibían ningún apoyo por 
parte del GCba (ACIJ, 2020). Asimismo, de manera independiente de la SISU, 
exigió la declaración de la «emergencia sanitaria, habitacional y alimentaria». 
A pesar de ello, la institucionalidad montada de manera preexistente para la 
implementación del proceso de reurbanización permitió intervenir con mayor 
capilaridad territorial y mecanismos institucionales que facilitaron la coordi-
nación entre actores políticos e institucionales. 

En el caso del Barrio 20, en términos formales, los lineamientos del dispo-
sitivo no se modificaron sustantivamente. Sin embargo, su implementación 
tomó otros rasgos teniendo en cuenta las características del entramado de 
actores con experiencias previas de colaboración en el territorio. Al igual que 
ocurrió en el Barrio 31 con la Secretaría de Integración Socio Urbana, el IVC 
órgano ejecutor de la política de reurbanización (ley 5705/2016) reorientó sus 
intervenciones bajo la logística sanitaria, económica y de contención social: 

[Hubieron] varias áreas del gobierno que se declararon esenciales, en eso entró 
el Ministerio de Desarrollo Humano y el IVC que pertenece ahora al Ministe-
rio. Hubo una reestructuración de prioridades […] Todos los equipos asumie-
ron roles que quizás no eran los que venían haciendo, muchos tuvieron que ir a 
armar bolsones, otros que tuvimos que repartir folletos y comunicar […] y des-
pués […] muchos [estuvimos] haciendo comunicación. (Entrevista a funciona-
rio del IVC, 2020)

De este modo, en su calidad de organismo público declarado como esencial, en 
colaboración con el Ministerio de Desarrollo Humano y Hábitat y el Minis-
terio de Salud del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, el IVC ejerció un rol 
protagónico en la implementación de las medidas de prevención, detección y 
asistencia en el contexto de la emergencia por COVID19. El programa DetectAr, 
financiado por el Ministerio de Salud nacional, fue ejecutado en el barrio junta-
mente con el IVC y las organizaciones recuperando la propuesta de trabajo que 
la Mesa Técnica53 de la Villa 20 acercara oportunamente a los ministerios de 
Salud y de Desarrollo Social de la Ciudad y de la Nación. Entre las iniciativas 

53	  La Mesa Técnica se constituye en el marco de la puesta en marcha del plan de reurba-
nización del barrio en el año 2016. Convergen allí organizaciones sociales y políticas para 
discutir con el Gobierno de la Ciudad sobre las políticas públicas que se ejecutan sobre 
el barrio y se elaboran propuestas resultantes de la discusión.
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se encontraba la instalación de postas de salud en todos los accesos y sectores de 
mayor circulación del barrio, la instalación de postas rotativas para comedores y 
merenderos que tuvieran a su cargo la tarea pulverizar y desinfectar los lugares 
de asistencia, el funcionamiento 24 horas de la Unidad Febril de Urgencia para 
la realización de testeos, etc. De este modo, la colaboración previa entre los 
actores en el contexto del proceso de reurbanización permitió adoptar rápida-
mente medidas preventivas coordinadas en cinco ámbitos: seguridad alimen-
taria, salud, higiene urbana, emergencias y comunicación. 

Juntos, el IVC y las organizaciones vecinales distribuyeron suministros de alimen-
tos y kits de higiene para adultos de edad avanzada y familias que se encontra-
ban en una situación crítica, establecieron centros de realización de pruebas de 
la COVID19, difundieron información sobre medidas preventivas, garantizaron la 
continuidad de los arrendamientos de viviendas y limpiaron y desinfectaron los 
espacios públicos, incluidas las calles y callejones. Esas medidas, llevadas a cabo 
en colaboración con organizaciones comunitarias, ayudaron a estabilizar rápida-
mente la propagación del virus, por lo que se redujeron los casos de COVID19.54 

En el marco de estas acciones, se creó una Mesa de Emergencia del COVID19 
de la que participó el IVC, referentes y organizaciones sociales y políticas. 
En ese ámbito se consensuaron protocolos y procesos para la atención a la 
emergencia, como, por ejemplo, la entrega por parte de las organizaciones 
barriales de bolsones de alimentos a un grupo de familias seleccionadas. El 
IVC consensuó con las organizaciones sociales y otros referentes las familias 
beneficiarias de los bolsones de alimentos y fueron las mismas organizaciones 
las que realizaron el reparto. En palabras de un referente del IVC: 

Como con la alimentación y los kits de limpieza no se llega al 100 por ciento de 
las familias, se armó una lógica scoring para establecer las prioridades y a partir 
de esas prioridades se [entregaron] […] se estuvieron aumentando bastante las 
raciones. Este scoring se armó en el marco de la Mesa, se validó con todas las 
organizaciones cuál era el criterio de entrega. Se armó un dispositivo distinto a 
la Mesa Técnica […] [con] representación [de] la Mesa Activa por la Reurbani-
zación, la UTE y la Unidad Vecinal […]. [Fue] una mesa específica de COVID19 

54	  Una respuesta integrada reduce el impacto de la COVID19 en las vidas y en los medios 
de vida,» Organización Mundial de la Salud, accessed May 10, 2022, https://www.who.
int/es/news–room/feature–stories/detail/integrated–response–in–villa–20–buenos–aires–re-
duces–impact–of–COVID–19–on–lives–and–livelihoods#:~:text=Juntos %2C %20el %20
IVC %20y %20las,sobre %20medidas %20preventivas %2C %20garantizaron %20la.
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que se armó […] cuando empezó el tema del COVID19. En esa mesa se [articuló] 
todo, no pueden ir más de tres representantes por organización, y no están todas 
las organizaciones que están en la Mesa Técnica, está más restringida la partici-
pación por una cuestión de cuidado y seguridad, también está el CESAC, el IVC 
y […] Nación (Entrevista a funcionario del IVC, 2020).

En este marco, en colaboración con el Ministerio de Desarrollo Humano y 
Hábitat se gestionó el aumento de raciones de alimentos para los comedores.

Mientras que en el Barrio 31 la sofisticada institucionalidad montada de manera 
preexistente para la implementación del proceso de reurbanización fue el factor 
que permitió dar respuesta a los requerimientos de la pandemia. En el Barrio 
20 la fortaleza parece haber estado en la participación de las organizaciones y la 
experiencia colaborativa entre los organismos públicos y los colectivos de base 
territorial. A pesar de ello, la participación de las organizaciones barriales en la 
ejecución de la política descansó en el trabajo gratuito de un conjunto de traba-
jadores comunitarios, especialmente compuesto por mujeres migrantes.

Con respecto a las personas en situación de calle, las acciones de asistencia 
orientadas a dar una respuesta efectiva a las necesidades de vivienda en el 
contexto pandémico son prácticamente inexistentes. Si bien el Gobierno 
sostiene las intervenciones históricas que tienen a esta población por destina-
taria, como medida excepcional otorga con carácter urgente y por única vez 
un subsidio para los beneficiarios del Programa de Atención para Familias 
en Situación de Calle (Brena, 2019). La iniciativa en este sector de política 
parece orientarse hacia la puesta en marcha del Protocolo de actuación ante 
sospecha de COVID19 en los hogares y centros de acogida propios y convenidos 
pertenecientes a la Gerencia de Asistencia Integral a los Sintecho. Así como, 
el Protocolo de actuación para el ingreso a la red de centros de inclusión para 
personas en situación de calle. Este tipo de instrumentos que definen reglas 
para la prestación y el uso de servicios sociales en el contexto pandémico 
cobraron protagonismo entre las iniciativas sectoriales, aun cuando su efec-
tividad en numerosas oportunidades fue ampliamente cuestionada, en este 
caso, por la Justicia porteña. 

El contexto pandémico en la Ciudad de Buenos Aires fue especialmente 
propicio para iniciar e incentivar acciones de movilización y disponibilización 
de suelo público (núcleo 5). Las iniciativas orientadas a traspasar tierra pública a 
manos de privados —a través de instrumentos como convenios urbanísticos, estra-
tegias de rezonificación, subastas por debajo de los precios de mercado, etc.— se 
concentraron en el eje norte de la Ciudad dando continuidad y profundizando 
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acciones orientadas a la renovación del frente costero y de las áreas centrales.55 
Entre los proyectos que se impulsan mediante nuevos traspasos de tierra pública 
a privada se destacan: la venta de las tierras de Tiro Federal y la proyección del 
Parque de la Innovación (que proyecta usos múltiples como universidades nacio-
nales, viviendas y oficinas públicas y privadas), Punta Carrasco y Costa Salguero, 
destinados a la construcción de torres de lujo de oficinas, viviendas y comercios, 
Catalinas Sur II y Catalinas Norte II (ambos de usos mixtos) y, por último, el 
proyecto actualmente frenado por la Justicia porteña, de Costa Urbana que retoma 
el proyecto ampliamente resistido «Solares de Santa María» —a desarrollarse en 
los terrenos lindantes a la villa Rodrigo Bueno. Las características de estos desa-
rrollos evidencian un claro intento de extender el modelo de ciudad de Puerto 
Madero hacia el resto de la costa del Río de La Plata.

Tabla 4. Instrumentos movilizados por el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires 
 

1 Limitar los incrementos de precios de componentes relativos al hábitat/vivienda

•Resolución 161/2020: Administración Gubernamental de Ingresos Públicos prorroga ABL.

2 Facilitar el acceso a la vivienda y al hábitat en el contexto de la pandemia

•Decreto 153/20: Financiamiento de programa integral de desarrollo sostenible y mejora de hábitat 
de asentamientos informales en el área de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, con priorización 
en el programa de urbanización del polígono correspondiente a las Villas 31 y 31 bis.

3
Incentivar la actividad económica y la generación de puestos de trabajo a través  
de la construcción de vivienda

•Ley 6323/20 de incentivos a la construcción (y decreto 313/20) prevé modificaciones en los 
momentos de pago sobre los derechos de delineación y construcción y la exención de entre  
el 25 % y el 100 % sobre plusvalía urbana en el pago inicial según el tamaño de la obra.

4
Disminuir los riegos de exposición al virus de la población de barrios populares  
y población en situación de calle

•Asistencia (subsidio) a familias del Asentamiento AU7.
•Protocolo de actuación frente a los desalojos en Barrios Populares (espacio de mediación). 
•Resolución 381/2020 y prórrogas establece bono para los titulares beneficiarios del Programa 
de Atención para Familias en Situación de Calle.
•Resolución 3/2020 y Resolución 4/2020: Protocolo de actuación ante sospecha de  
COVID-19 en personas en situación de calle + el protocolo de actuación para el ingreso  
a la red de centros de inclusión del GCBA. 
•Operativos sanitarios territoriales.

5 Disponibilizar suelo

•Disponibilización suelo a través de venta de tierra pública.
•Proyecto de reconversión del microcentro.

6 Mejoramiento y refuncionalización de espacios públicos

•Resolución 324/2020 y Resolución 1/2020 de refuncionalización de espacios verdes  
y de espacios públicos.

Fuente: Elaboración de los autores con base en trabajo de campo Proyecto PISAC–COVID 21. 
ANPCyT.

55	  Véase Di Virgilio 2020; Brikman, Di Virgilio y Najman, en proceso.
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Asimismo, en el contexto pandémico, el Gobierno comenzó a trabajar en un 
plan de renovación del microcentro. Por la situación de la pandemia, el micro-
centro sufre una fuerte caída de la actividad y la circulación por el cierre de 
oficinas y comercios. En este sentido, el Ejecutivo local promueve un proyecto 
para otorgar beneficios financieros e impositivos a quienes inviertan en la 
refacción de inmuebles destinados a vivienda. Se busca refuncionalizar esa 
zona otorgándole un carácter residencial. El espíritu del plan se alinea con los 
(cuestionados) principios de la «ciudad de 15 minutos» o «ciudad de cercanía» 
a fin de lograr una reducción de los tiempos de movilidad. 

Finalmente, atento a su estatus jurídico y a diferencia de las otras provincias 
de la Argentina, la Ciudad reserva para sí el gobierno urbano, en general, y de 
los espacios públicos, en particular (núcleo 6)56 (ver Tabla 2). Ya con anterio-
ridad al inicio de la pandemia, el espacio público ocupaba un lugar privilegiado 
en la agenda de gobierno en CABA. El actual Código Urbanístico, sancionado 
en el año 2018, concibe al espacio público como un «ámbito de valor social, 
ambiental, cultural, económico y paisajístico, que posibilita la integración 
social y urbana.»57 Así, durante la pandemia, en el ámbito de la Ciudad, se 
impulsaron acciones orientadas a la refuncionalización de los espacios públicos, 
la peatonalización, ensanchamiento de veredas y ampliación de la red de bici-
sendas. La peatonalización en la ciudad no es un proceso enteramente nuevo. 
La iniciativa se impulsa desde la década de 1990, en el marco de la puesta en 
valor de ciertos espacios —sobre todo los lugares turísticos —a partir de un 
planeamiento basado en el city marketing y la ciudad «negocio» (Girola, Yaco-
vino y Laborde, 2011). De este modo, la peatonalización era un proceso que 
se venía desarrollando y que en el contexto de la pandemia adquiere nuevo 
impulso, habilitando la convergencia de dos procesos aparentemente enfren-
tados: la demanda ciudadana por el acceso al espacio público y la búsqueda de 
sectores empresariales comerciales e inmobiliarios vinculados a la obtención 
de excedentes extraordinarios (Di Virgilio y Perelman, en prensa). 

56	 Este núcleo de intervenciones se observa exclusivamente en la Ciudad de Buenos Aires, 
ni el Gobierno Nacional ni el de la Provincia de Buenos Aires reservan esta función bajo 
su jurisdicción.

57	 Ley 6361/20, Modificación del Código Urbanístico de la CABA, pág. 128. 
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Las políticas de la PBA

Tal y como señalamos anteriormente, la Provincia de Buenos Aires interviene 
sobre el territorio metropolitano mediada y/o en colaboración con la acción 
con los municipios comprendidos en el aglomerado.58 En este marco, su capa-
cidad de incidir a través de sus intervenciones sobre las cuestiones de vivienda 
y hábitat depende de los arreglos político–institucionales que regulan la rela-
ción provincia–municipio. Dichas limitaciones se expresan, en parte, en el 
impulso de acciones con menor capacidad de incidir de manera directa sobre 
los territorios y sus poblaciones (Tabla 5). Nuevamente, al igual que en el caso 
de la Ciudad de Buenos Aires, la agenda sectorial de la Provincia de Buenos 
Aires sigue los lineamientos y las preocupaciones que expresa la del Gobierno 
Nacional, aunque con una apuesta acotada a las funciones que efectivamente 
puede desplegar en los territorios. 

En este marco, el Ejecutivo provincial adhirió a las iniciativas del Gobierno 
Nacional que se propusieron limitar el impacto de los aumentos de precios de 
los servicios públicos (luz, agua, gas, etc.) así como de los alquileres (núcleo 1). 
Asimismo, generó sus propios instrumentos normativos que, en convergencia 
con las iniciativas nacionales, decretaban la obligatoriedad a las empresas y 
cooperativas de luz, gas, aguas y cloacas de seguir brindando los servicios a pesar 
de la falta de pago con un máximo de una deuda acumulable de tres meses. 
Creó también la Mesa de Energía Eléctrica que bajo el ejido de la Subsecre-
taría de Energía se constituyó en un ámbito de comunicación, coordinación 
y articulación de cuestiones técnicas y operativas orientadas a garantizar la 
normal prestación del servicio público de energía eléctrica en la provincia de 
Buenos Aires por parte de los distribuidores.

58	 En Buenos Aires, no existe una autoridad metropolitana que tenga a su cargo el gobierno 
del aglomerado urbano más grande del país. 
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Tabla 5. Instrumentos movilizados por el Gobierno de la Provincia de Buenos Aires 
 

1 Limitar los incrementos de precios de componentes relativos al hábitat/vivienda

•Decreto 194/2021. Adhesión de la provincia al decreto nacional 311/2020.
•Mesa de Energía eléctrica.
•Instrumentos normativos que decretan la obligatoriedad a las empresas y cooperativas  
de gas. aguas y cloacas de seguir brindando los servicios a pesar de la falta de pago.	

2 Facilitar el acceso a la vivienda y al hábitat en el contexto de la pandemia

•Judiciales o extrajudiciales en las que el derecho real de garantía recaiga exclusivamente 
sobre inmuebles destinados a vivienda única. Quedan excluidos de beneficio las ocupa-
ciones de tierras o inmuebles ocurridas después del decreto que estableció el aislamiento 
obligatorio por la pandemia de coronavirus.
•Programa de Asistencia Crítica y Habitacional.
•Convenios provincia-municipios que tienen como objetivo financiar 200 mejoras habita-
cionales en los barrios de Villa Azul (Wilde), Villa Corina (Villa Domínico) e Isla Maciel, en el 
marco de la Ley provincial 14.449 de Acceso al Hábitat.
•Programa de Integración Social y Urbana en la Provincia de Buenos Aires.
•Suscripción de convenio marco «Argentina unida por la integración de los barrios populares».

4 Disminuir los riegos de exposición al virus de la población de barrios populares  
y población en situación de calle

•Protocolo para los paradores de personas en situación de calle. En el marco del aislamien-
to social y obligatorio los paradores sumaron a su rol tradicional el de generar un espado de 
contención mayor, evitando también que las personas en situación de calle queden expues-
tas a posibles contagios por coronavirus.
•Adhesión al Programa de Emergencia de Infraestructura Municipal en la Provincia  
de Buenos Aires.
•Operativos sanitarios territoriales en colaboración con los gobiernos locales.

5 Disponibilizar suelo

•Plan Bonaerense de Suelo, Vivienda y Habitat 2020-2023.

Fuente: Elaboración de los autores con base en trabajo de campo Proyecto PISAC–COVID 
21. ANPCyT.

El eje asociado a facilitar el acceso a la vivienda y el hábitat en el contexto de 
la pandemia es el que concentró la mayor parte de las iniciativas provinciales. 
Se crea así, en el ámbito del Ministerio de Desarrollo de la Comunidad, el 
Programa de Asistencia Crítica y Habitacional con el fin de atender a la pobla-
ción vulnerable de la provincia de Buenos Aires facilitando su acceso a una vida 
digna, tanto desde el punto de vista alimentario, como habitacional, mejo-
rando las condiciones de habitabilidad de grupos en situación de riesgo social 
y su calidad de vida. El Programa se hace operativo a través del subsidio para 
la asistencia crítica y habitacional. Asimismo, se suspenden, en todo el ámbito 
de la provincia de Buenos Aires, hasta el 31 de marzo de 2021, los desalojos, las 
ejecuciones hipotecarias, las ejecuciones de planes de ahorro para adquisición 
de vehículos automotores y las ejecuciones de créditos por expensas comunes, 
siempre que se trate de inmuebles con destino a vivienda única y de ocupa-
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ción permanente. Finalmente, las acciones orientadas hacia la urbanización 
de barrios de origen informal, también tuvieron un importante protagonismo 
en este núcleo de intervención. La Provincia suscribe convenios para la urba-
nización de barrios populares a fin de facilitar la financiación de 200 mejoras 
habitacionales en Villa Azul (Wilde), Villa Corina (Villa Domínico) e Isla 
Maciel, en el marco de la ley provincial de Acceso al Hábitat. Alimentó la 
iniciativa, también, con la rúbrica del convenio marco «Argentina unida por 
la integración de los barrios populares,» para el financiamiento de la construc-
ción de infraestructura social en Villa Azul. Asimismo, suscribió con el Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID) una línea de crédito para la ejecución del 
Programa de Integración Social y Urbana en la Provincia de Buenos Aires. 

A fin de disminuir la exposición al virus de los grupos más desfavorecidos 
(núcleo 4), en la Provincia de Buenos Aires se destacaron también los opera-
tivos de base territorial. Entre ellos sobresale el operativo sanitario en Villa 
Azul (municipios de Avellaneda y Quilmes).59 Villa Azul es un barrio de 
origen popular que se localiza entre los municipios de Avellaneda y Quilmes, 
en el límite entre ambas jurisdicciones. En el marco del Programa Federal 
de Urbanización de Villas y Asentamientos (PFUVyA), entre los años 2008 y 
2009, se realizó en el barrio un censo llevado adelante por los Municipios de 
Avellaneda y Quilmes con el objeto de iniciar un proceso de urbanización en 
ambos lados del barrio. El proceso tuvo diferentes dinámicas y evolucionó con 
distintas temporalidades a ambos lados del límite entre los municipios. En el 
caso de Avellaneda, desde 2009 se empezaron a construir viviendas y de forma 
progresiva a mudar vecinos, abrir calles y dotar de infraestructura (Aramburu, 
2020), lo que resultó en un barrio urbanizado con 400 viviendas en las que 
actualmente viven aproximadamente 1500 personas con agua potable, elec-
tricidad segura y asfalto (Esposito et al., 2021). Como contracara, del lado de 
Quilmes, las obras mostraron un mínimo nivel de avance. De este modo, la 
pandemia COVID19 aterrizó en un barrio que tenía condiciones de habitabilidad 
desiguales. El 20 de mayo de 2020 se registra el primer caso de COVID19, multi-
plicándose por 7 dos días después (Esposito et al., 2021). Tras ello se lanzó una 
búsqueda activa por parte de las Secretarías de Salud de Quilmes y de Avella-
neda con la colaboración del Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos 
Aires, que el 23 de mayo encuentra 35 personas con sospecha de COVID19, 51 el 
24 y 94 el 25. Esta búsqueda derivó en la decisión intergubernamental de un 
«aislamiento comunitario» en ambos lados del barrio, el primero en el Gran 
Buenos Aires. El aislamiento total del barrio generó opiniones encontradas: 

59	  El caso de Villa Azul se reconstruyó a partir de Di Virgilio, Díaz y Ramirez, 2022.
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«fue abrupto, de la nada se pasó a aislar al barrio» (Integrante de Azulado, 
Avellaneda, octubre 2021). La «estrategia de aislamiento comunitario» fue 
abordada por un Comité Operativo de Emergencias (COE), dispositivo creado  
ad hoc para implementarlo. El mismo fue integrado por autoridades sanitarias, 
de seguridad y de desarrollo social de Quilmes, Avellaneda y de la Provincia de 
Buenos Aires, y duró desde el 25 de mayo hasta el 8 de junio de 2020 (Espo-
sito et al., 2021). La modalidad de intervención diseñada en la emergencia dio 
cuenta de la necesidad de una articulación intergubernamental y multinivel 
(Bertranou et al., 2021) en la que las diversas áreas de gobierno intervinientes 
tuvieron que articularse para atender la emergencia social y sanitaria. En base 
al informe oficial producido por funcionarios pertenecientes a dichas insti-
tuciones, el perímetro del barrio fue cerrado por fuerzas de seguridad depen-
diente de la Provincia de Buenos Aires y personal de Defensa Civil de los 
municipios (Esposito et al., 2021). Sin embargo, en las entrevistas realizadas 
emergió que también estuvo el Ejército Nacional en la implementación del 
aislamiento, planteo que fue registrado en las imágenes y mismo en las noti-
cias de la fecha.60 En palabras de los entrevistados, el barrio estaba «militari-
zado, lleno de policía y con la policía vestida con el ambo [en relación con el 
uniforme]» (Integrante de Azulado, Avellaneda, octubre 2021).

Vale resaltar que tanto en la búsqueda de casos como en el procedimiento 
de «aislamiento» del barrio, tomó una presencia preponderante la del Ministro 
Provincial de Seguridad. Y ello implicó tanto participar en el procedimiento 
de detección de casos en Azul, juntamente con los trabajadores de la salud y 
las autoridades municipales, como también hacer las declaraciones sanitarias 
respectivas al barrio sin que se explicitara el motivo por el cual su presencia 
suplantaba a la de las autoridades sanitarias de equivalente rango61 o incluso 
a las municipales.

A pesar de las diferentes condiciones de habitabilidad, la estrategia de aisla-
miento comunitario fue igual para todo el barrio y diferente de la del entorno 
inmediato,62 donde también se registraron casos. 

Asimismo, al igual que la Ciudad de Buenos Aires y con anterioridad a la 
iniciativa del Gobierno Nacional, el Ministerio de Desarrollo de la Comunidad 

60	 La Voz (25 de mayo de 2020). «El Ejército colabora con la intendenta Mayra Mendoza 
en Quilmes».  https://www.lavoz.com.ar/politica/ejercito–colabora–con–intendenta–mayra–
mendoza–en–quilmes/

61	 En medio de los operativos realizados en Azul, el Ministro de Seguridad planteó que era 
probable que en otros focos de contagio adoptaran otra estrategia sanitaria.

62	 Incluso el área de viviendas sociales que no tuvo como beneficiarios a los vecinos de Azul, 
quedó fuera del vallado, aun siendo un complejo adyacente.



109

de la Provincia, a través de la Dirección de Asistencia Social Directa, junto al 
Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires, conformó un protocolo 
de actuación para que las personas que se encontraban en situación de calle 
pudieran realizar el aislamiento preventivo y obligatorio, y posteriormente, ser 
albergadas en paradores que extendieron sus servicios durante toda la jornada. 
Asimismo, adhirió al Programa de Emergencia de Infraestructura Municipal en 
la Provincia de Buenos Aires (PREIMBA) con el fin de garantizar el mantenimiento 
y construcción de infraestructura municipal en ámbitos urbanos, suburbanos 
y/o rurales. En ese marco, dispuso de fondos emanados del Gobierno Nacional 
para la realización de obras en los municipios bonaerenses.

Finalmente, el gobierno provincial en el contexto de la pandemia por 
COVID19 lanza el Plan de Hábitat, Suelo y Vivienda (núcleo 5). Para ello, en 
el ámbito del Ministerio de Gobierno, se crea la Unidad Provincial de Tierra 
y Vivienda que tiene como principal objetivo la coordinación de políticas 
tendientes a la generación de suelo urbano, al desarrollo de soluciones habi-
tacionales, a la promoción de mejoras habitacionales y de hábitat y a la urba-
nización en barrios populares, en el territorio de la provincia de Buenos Aires. 
La Unidad se construye como un ámbito de articulación interministerial e 
interinstitucional para la coordinación de políticas tendientes a la generación 
de suelo urbano, el desarrollo de soluciones habitacionales, la promoción de 
mejoras habitacionales y de hábitat, y la urbanización en barrios populares. 
En este marco, se pone en marcha el Registro de Suelo Urbano a fin de iden-
tificar suelo fiscal urbanizable, susceptible de ser utilizado para el desarrollo 
de soluciones habitacionales.

Las relaciones intergubernamentales  
y redes de política en la RMBA 

En este apartado describimos, para cada uno de los sectores de política tratados 
aquí, el modo como se desarrolló la coordinación intergubernamental para la 
gestión de la emergencia sanitaria. En cada caso ponemos el foco en la forma 
como se organizó la coordinación de iniciativas entre las distintas jurisdic-
ciones, en los dispositivos creados (o no) para coordinar las respuestas de los 
distintos niveles de gobierno frente a la emergencia y en los roles que tuvieron 
en su implementación la Provincia, la Ciudad y los municipios ante el lide-
razgo nacional. 
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Movilidad 

La gestión de los servicios públicos de transporte, así como la gestión de las 
formas individuales motorizadas y no motorizadas de movilidad, se encuentra 
asignada de forma no compartida a distintos organismos de los cuatro niveles 
de gobierno que inciden en la RMBA: la Nación, la PBA, la CABA y los muni-
cipios bonaerenses. Esta distribución de responsabilidades permite que cada 
jurisdicción se desempeñe de forma relativamente autónoma respecto de las 
demás. No obstante la responsabilidad es mayor en el caso del nivel nacional, 
en tanto tiene a su cargo la mayor cantidad de servicios e infraestructuras de 
transporte.63 Por consiguiente, un escenario posible, derivado de esta parti-
cular distribución de competencias de gestión es la no cooperación intergu-
bernamental, dados los incentivos para una acción autónoma. No obstante, el 
comportamiento de las jurisdicciones a través de sus organizaciones y agentes 
durante la pandemia (y cierta medida, antes de ella) muestra niveles de coope-
ración, de armonización de normas y de sincronización de intervenciones que 
se diferencia marcadamente de otros sectores de política. 

Entre los factores que identificamos como más relevantes para el desarrollo 
de procesos colaborativos entre las distintas jurisdicciones en este sector de 
política enfatizamos la posición dominante del Estado nacional en el trans-
porte urbano en la RMBA, que se distingue de un rol mucho más acotado en 
el transporte urbano de los demás aglomerados. Esta posición dominante se 
deriva no solo de la mayor cantidad de servicios de transporte público a cargo 
de la Nación, sino también y principalmente, de su participación mayoritaria 
en el financiamiento del sistema, luego de la consolidación de las compen-
saciones tarifarias a las empresas operadoras, nacidas de la crisis de 2002.64 
65 Esta presencia dominante en un sistema de compensaciones que supera al 
menos los dos tercios de los costos técnicos y recrudeció durante la pandemia, 
le ha otorgado al Estado nacional una capacidad de orientar y asegurar algunos 
comportamientos cooperativos.

63	 Un detalle sobre las responsabilidades de las distintas jurisdicciones sobre las infraestruc-
turas de transporte y las regulaciones sobre distintas formas de movilidad puede consul-
tarse en el capítulo 3 de este libro.

64	 Especialmente para el autotransporte ya que los sistemas guiados ya contaban con sub-
sidios del Estado antes de esa fecha.

65	 Si bien con la gestión del gobierno de la Alianza Cambiemos (2015–2019) se descentra-
lizó a las jurisdicciones subnacionales una parte de estas compensaciones al autotrans-
porte, su cumplimiento no ha sido efectivo totalmente, y la responsabilidad nacional sigue 
siendo dominante.
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Otro elemento es la existencia de una comunidad de prácticas o red de 
profesionales en el sector, cuyos integrantes se expanden en todos los niveles 
más incidentes de gobierno (Nación, PBA, CABA) y que ha permitido establecer 
diálogos reiterados, aún en contextos frecuentes de conflicto político y más 
allá de las formalidades de la creación institucional.

Estos factores, así como el convencimiento de las autoridades nacionales sobre 
la necesidad de cooperar en un contexto crítico y extraordinario, facilitaron la 
puesta en marcha de Comités de Crisis para el abordaje de las decisiones en los 
campos del autotransporte, ferroviario y marítimo/fluvial/portuario (Resolución 
MT 60). Estos Comités debían abordar los desafíos que la pandemia le presen-
taba al sector transporte en todo el ámbito nacional. No obstante, lo cierto es 
que la parte más activa de estos fue mutando hacia la conformación de un solo 
espacio para el transporte terrestre, integrado mayormente por actores de la 
RMBA y para abordar las exigencias del transporte urbano en el aglomerado. Sin 
embargo, es importante señalar que este espacio fue uno, si bien importante, 
entre otros que también funcionaron en distintos niveles.

La cooperación intergubernamental se situó en distintos planos. El plano 
intersectorial —tanto a nivel nacional como subnacional— tuvo como prota-
gonistas principales a las carteras de transporte, como es de esperar, y a las de 
salud, núcleo más visible de la estatalidad durante la pandemia. Las relaciones 
entre estos dos sectores alcanzaron altos niveles de tensión sobre la base de la 
hipótesis de que los medios de transporte colectivo constituían uno de los prin-
cipales focos de contagio de la población. Con evidencias embrionarias sobre 
los mecanismos de transmisión del virus, la mirada puesta sobre los grandes 
sistemas colectivos los hizo muy vulnerables para lograr una mayor produc-
ción. El sector salud fue persistente en su reclamo de disminuir al mínimo su 
oferta (sino suspender sin más los servicios de transporte colectivo) mientras 
que el sector transporte llevó la voz de los usuarios, las empresas y los traba-
jadores en pos de la continuidad y ampliación de los mismos. 

En el plano de la coordinación interjurisdiccional en la RMBA funcionó una 
mesa de transporte constituida por representantes del órgano regulador (CNRT) y 
de las carteras de transporte de las tres jurisdicciones (titulares y/o jefes de gabi-
nete). En esta mesa se consensuaron las principales decisiones que afectaron al 
sector, muchas de las cuales se tradujeron en diversas normas y protocolos. Su 
publicación previa a la implementación siguió, en la generalidad de los casos, 
una lógica de cascada en la que se reconocía explícitamente la jerarquía de la 
Nación por sobre el resto de las jurisdicciones, sin atender a diferencias polí-
ticas que podrían haber obstaculizado la coordinación. Finalmente, para dar 
respuesta a las necesidades de coordinación en el plano provincial interjurisdic-
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cional (entre la provincia de Buenos Aires y sus municipios, especialmente los 
de la RMBA), no se creó ningún dispositivo específico, aunque según entrevistas 
a funcionarios provinciales se desarrollaron algunas reuniones con los munici-
pios para abordar los problemas que estaba enfrentando el sector. Más allá de la 
no existencia de dispositivos formales, hubo colaboración de hecho en la reali-
zación de operativos de control de la circulación en modos públicos y privados, 
principalmente en las primeras etapas de la pandemia.

Prevención contagios masivos 

Incentivadas por la necesidad de gestionar la prevención de contagios frente a 
un fenómeno desconocido e inédito, las relaciones entre los distintos niveles 
de gobierno tuvieron protagonismo durante el primer bimestre/trimestre de 
la pandemia. Bajo el liderazgo del gobierno nacional, la coordinación con las 
autoridades porteñas y de la provincia supuso arreglos entre actores políticos 
más que la creación de espacios institucionales ad hoc. La conformación de 
una mesa política, integrada por el Presidente, el Gobernador de la provincia 
de Bs As y el Jefe de Gobierno de CABA, alcanzó alta visibilidad pública y 
logró poner entre paréntesis las diferencias políticas preexistentes entre estos 
actores. La capacidad de interlocución con gobiernos de otros países, socie-
dades científicas y organismos de salud internacionales permitió fortalecer y 
legitimar, en los primeros meses, esa jerarquía institucional del nivel central 
en la trama intergubernamental.

En este marco de diálogos entre las autoridades de las distintas jurisdicciones, 
la RMBA se convirtió en un territorio de referencia y en un laboratorio para el 
diseño e implementación de dispositivos nacionales orientados a la preven-
ción de contagios masivos. Con el propósito de robustecer al sistema de salud, 
las primeras medidas del gobierno nacional en la RMBA buscaron demorar el 
ingreso y la transmisión del virus, a la vez que organizar una conversación con 
la sociedad en torno a ideas como el cuidado colectivo de la salud, la solidaridad 
y una salida colectiva. En paralelo, tuvieron como objetivo el fortalecimiento 
y la descentralización de la capacidad diagnóstica de los laboratorios públicos.

A medida que avanzó la pandemia, y el agotamiento de la sociedad frente a 
las restricciones se hizo evidente, las relaciones intergubernamentales fueron 
atravesando profundas dificultades para converger en iniciativas que mostraran 
algún grado de articulación entre las jurisdicciones. Comenzaron a expresarse 
importantes tensiones entre las autoridades de Nación y de la CABA y entre las 
de esta última y la PBA. En ese nuevo contexto, las RIGS entre niveles pasaron 
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de un plano político a otro más sectorial, convocando básicamente a la parti-
cipación de funcionarios de las carteras sanitarias.

Con la fuerte escalada de contagios dentro de la RMBA, el eje de la inter-
vención estatal se trasladó a disminuir la exposición de las personas al virus 
y el nivel subnacional asumió un rol mucho más importante en el desarrollo 
de dispositivos orientados a la prevención. Mientras que para PBA los instru-
mentos insignia de la intervención fueron las restricciones en el desarrollo de 
actividades, en CABA el énfasis estuvo puesto en la difusión de protocolos para 
una apertura progresiva de actividades con distanciamiento. Si bien en esta 
etapa fue el Estado Nacional quien inauguró y promovió la búsqueda activa 
de personas con síntomas —o de contactos estrechos— en territorio a través 
del Dispositivo Estratégico de Testeo para Coronavirus en Territorio Argen-
tino (DETeCTAr), los operativos para la detección temprana de casos se incre-
mentaron y se extendieron en diferentes municipios y en CABA. Con distintas 
nomenclaturas y formatos, en algunos casos contemplaron la coordinación 
entre la provincia y los actores locales. En línea con las iniciativas vinculadas 
a la detección, tanto PBA como CABA desarrollaron también iniciativas para el 
reporte y seguimiento de casos a través de dispositivos remotos. Estos últimos 
contemplaron articulaciones con otros actores como universidades nacioanles 
y organismos municipales. 

Vivienda y hábitat

En el contexto pandémico, el Gobierno Nacional y los de la Ciudad de Buenos 
Aires y de la Provincia de Buenos Aires mostraron una alta convergencia en sus 
agendas sectoriales. A pesar de ello, el tipo y la orientación de las iniciativas que 
operacionalizaron dicha agenda no fueron necesariamente convergentes. El caso 
más paradigmático es el de las acciones orientadas a movilizar suelo urbano. 
Mientras que el objetivo del Gobierno Nacional —a través del Plan Nacional 
de Suelo— era fundamentalmente generar suelo urbano producido a manos 
del Estado para la promoción de soluciones habitacionales, el Gobierno de la 
Ciudad de Buenos Aires articuló la gestión de suelo con iniciativas preexistentes 
de puesta en valor y refuncionalización de áreas centrales o impulsó nuevas áreas 
de valorización (microcentro). De este modo, el suelo continuó siendo el recurso 
disputado en el contexto de la pandemia con «soluciones» más o menos conflic-
tivas según la correlación de fuerzas entre los actores.

El Gobierno de la Provincia de Buenos Aires, siguiendo las iniciativas nacio-
nales, generó normas orientadas a regular la prestación y provisión de servi-
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cios públicos y creó ámbitos de coordinación de las acciones provinciales. Al 
igual que lo que ocurrió a nivel nacional, la capacidad de regulación efectiva 
de dichas intervenciones se circunscribió básicamente a las relaciones y a las 
prestaciones entregadas y/o suscritas a través de canales de distribución y de 
instrumentos formales.

Si bien las agendas de los gobiernos subnacionales en materia de vivienda 
y hábitat —al igual que el Gobierno nacional— tuvieron un carácter reac-
tivo, se vieron compelidos a asumir un rol más activo, posiblemente interpe-
lados por la necesidad de contener la problemática en sus territorios —entre 
ellas, las iniciativas orientadas a atender a las personas en situación de calle o 
la situación de los grupos más vulnerables.

En los núcleos orientados a facilitar el acceso a la vivienda y al hábitat, a 
incentivar la actividad económica y a generar puestos de trabajo a través de 
la construcción de vivienda, las iniciativas prácticamente no tuvieron ejecu-
ción presupuestaria durante el año 2020. Los instrumentos privilegiados para 
operativizar dichas acciones son los convenidos entre los diferentes niveles 
del gobierno y con los privados. La posibilidad de impulsar la ejecución de 
los convenios se vio fuertemente impactada por la dinámica del aislamiento 
preventivo y obligatorio —que se extendió por casi ocho meses—, por la puesta 
en marcha de la nueva institucionalidad y por la propia dinámica de relación 
política entre los ejecutivos de los diferentes gobiernos.66

La agenda de las políticas públicas sectoriales priorizó la intervención sobre 
la formalidad, reservando los operativos territoriales como forma de interven-
ción sobre la informalidad (asociada a dispositivos de securitización y estigma-
tización territorial). Las acciones para atender a la informalidad fueron muy 
limitadas, especialmente en el caso de alquileres y desalojos en barrios popu-
lares que se regulan por fuera de los canales e instrumentos formales. En los 
diferentes niveles del gobierno, en general, las acciones de urbanización de 
barrios de origen informal eran preexistentes a la pandemia por COVID19. Sin 
embargo, en el contexto pandémico dichas iniciativas no se interrumpieron 
o se intensificaron. Finalmente, cabe señalar que las acciones orientadas a 

66	 Desde fin del año 2019, el Gobierno Nacional está en manos de una coalición de gobier-
no Frente de Todos que aglutina a las expresiones políticas identificadas con el movimien-
to peronista. El mismo Frente gobierna la Provincia de Buenos Aires, aun cuando en ese 
distrito —entre las fuerzas políticas que se reconocen peronistas— el peso de las agru-
paciones kirchneristas es predominante. La Ciudad de Buenos Aires, en cambio, está en 
manos de otra coalición —Juntos por el Cambio— que reúne al radicalismo y al partido 
Propuesta Republicana (PRO), principal fuerza de oposición al Gobierno Nacional y al es-
pacio kirchnerista.
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personas en situación de calle fueron propiciadas por gobiernos subnacionales, 
mientras que desde el Gobierno Nacional se impulsaron recién en el año 2021.

A contramano de lo que es posible esperar, en el plano sectorial, la pandemia 
configuró un escenario poco propicio para la cooperación entre los diferentes 
niveles del gobierno. El cambio en la arquitectura institucional —que afectó 
fuertemente al Gobierno Nacional y al Gobierno de la Ciudad de Buenos 
Aires—, la baja ejecución presupuestaria67 y la disputa política operaron como 
desincentivos a la cooperación efectiva. En este marco, se jerarquizaron instru-
mentos de regulación y transferencias de bienes y servicios de protección social 
(de baja intensidad). De este modo, las intervenciones se circunscribieron a 
los ámbitos de competencia, alcanzando mayores grados a través de proto-
colos de actuación ante casos de COVID19 y operativos sanitarios territoriales.

La coordinación en las intervenciones sectoriales se vio fuertemente inter-
pelada por los territorios. Fue allí en dónde con múltiples finalidades y moda-
lidades muy diferentes, los organismos públicos y los diferentes sectores de 
políticas mostraron alguna capacidad de articulación. De las experiencias 
relevadas, a excepción del caso del Barrio 20, la relación con los colectivos 
locales y con los habitantes fue al menos conflictiva, poniendo en evidencia 
escasa capacidad de los gobiernos para atender a sus demandas. Claramente 
el escenario pandémico puede ser leído en sí mismo como un analizador, uno 
que devela las problemáticas y las tensiones preexistentes en torno al hábitat, 
agravadas y profundizadas por la crisis sanitaria.

Conclusiones

La RMBA expone el más alto nivel de complejidad institucional en el país, en 
la medida en que más allá de su notable diferencia poblacional respecto de 
otros aglomerados urbanos, exhibe la mayor concentración de jurisdicciones 
sobre un territorio: Nación, CABA, PBA y una multiplicidad de municipios. 
Por su relevancia y exposición política, se convierte en un potencial escenario 
de disputas y rivalidades, cuyas repercusiones tienen alcance nacional. No 
obstante, durante los primeros meses de la pandemia, las jurisdicciones prin-
cipales (Nación, CABA y PBA) exhibieron significativos niveles de colaboración 
y coordinación interinstitucional. Este rasgo inicial se fue reconfigurando a 
medida que la pandemia avanzaba, llegando a desarticularse casi por completo 

67	 Propiciada por la naturaleza de los bienes (viviendas e infraestructuras) en torno a los cua-
les se organizan las relaciones entre los actores y por el tipo de instrumentos que median 
dichas relaciones (convenios).
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hacia el final de 2020. Asimismo, cabe destacar diferencias sectoriales ancladas 
en distintos factores que reseñamos seguidamente. 

Los sectores de salud (prevención de contagios) y transporte y movilidad son 
espacios más institucionalizados en términos de estatalidad, con más densidad 
burocrática y normativa, y mayores exigencias de provisión cotidiana y perma-
nente de servicios, en comparación con el de vivienda y hábitat. Asimismo, 
han sido los sectores primordialmente interpelados en términos de acciones 
concretas desde el inicio de la pandemia, comenzando por el de salud. Su 
mención recurrente en los distintos y sucesivos DNU, confirman esta aprecia-
ción. Por lo demás, las acciones frente a la pandemia involucraron inicial y 
primariamente la prevención de los contagios y la restricción a la movilidad. 
Atendidos estos ejes de intervención se fueron desplegando progresivamente 
otras acciones de gobierno orientadas a la protección y compensaciones econó-
micas a sectores afectados por la crisis desatada por la pandemia.

Como referimos, tanto salud como transporte, están integrados por orga-
nizaciones públicas y empresas de larga data, con densos tejidos de relaciones 
interinstitucionales previos y público–privados. Las organizaciones públicas 
(y privadas) desarrollan funciones y responsabilidades permanentes (servi-
cios de salud, servicios de transporte público), con presupuestos consolidados 
para gastos corrientes y con estructuras de personal asociadas a sindicatos 
importantes. Existen a su vez una multiplicidad de prestadores/operadores 
públicos. Asimismo, estos sectores tienen a todas o casi todas las jurisdicciones 
cumpliendo funciones concurrentes y con roles subnacionales muy significa-
tivos, aspecto este último que comparten con el sector de hábitat. Dependiendo 
de los casos, hay un mayor o menor liderazgo o involucramiento nacional, 
pero los roles subnacionales son muy destacados y están institucionalizados. 
En esta dirección, si bien por su forma de organización existen tendencias 
centrífugas hacia la autonomía funcional, normativa y en el caso del trans-
porte también operativa, se desarrollan también fuerzas centrípetas basadas 
en la forma de financiamiento o en instituciones interjurisdiccionales como 
en el caso de sindicatos o grupos empresarios que buscan unificar criterios de 
actuación). A lo anterior es posible agregar la existencia de comunidades de 
política y principalmente un contexto inédito de crisis que a la vez que dotó 
de un marco de legitimidad adicional a los gobiernos, facilitó, frente al desco-
nocimiento y la envergadura del problema a enfrentar, la coordinación inter-
gubernamental. En este sentido podemos afirmar que la configuración de un 
marco de excepcionalidad, genera incentivos para la colaboración. 

El caso de hábitat contrasta con los anteriores en la medida en que está dotado 
de una menor institucionalidad, y en particular durante el período estudiado en 
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este libro fue objeto de recurrentes reorganizaciones institucionales que modi-
ficaron niveles y funciones de las organizaciones estatales que lo integran. La 
coordinación fue de baja intensidad y se limitó básicamente al alineamiento de 
las agendas sectoriales y la puesta en marcha de dispositivos con rasgos comunes 
para la gestión de la emergencia en los territorios más vulnerables. 

En suma, elementos como la densidad interjurisdiccional, la relevancia polí-
tica, la institucionalización, la continuidad y regularidad de los servicios, el 
grado de intervención de los niveles subnacionales, y las sociabilidades previas 
entre los actores de la política, son elementos con importante gravitación entre 
las condiciones que promueven u obstaculizan la colaboración y coordinación 
intergubernamental, así como la generación de distintas clases de relaciones 
intergubernamentales. 
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Capítulo 3.
La problemática de la movilidad  
en los territorios de la RMBA

Verónica Pérez, Mercedes Najman, María Agustina Frisch y Julián Bertranou

Introducción

A diferencia de otras políticas públicas analizadas en este libro, en el campo de 
las políticas estatales de movilidad las mediaciones entre Estado y ciudadanos de 
a pie oscilan entre la debilidad y la carencia. La relación entre Estado y territorio 
en la Región Metropolitana de Buenos Aires se da de manera directa, a partir 
de la formulación e implementación de políticas dirigidas principalmente hacia 
los prestatarios de los servicios, los cuales en su relación con aquellas afectan de 
maneras diversas a la movilidad de la población. La existencia de colectivos de 
ciudadanos organizados con capacidad de incidir en las decisiones emanadas 
desde el sector público, en lo que respecta a las condiciones de prestación de 
los servicios de transporte masivo de pasajeros, es muy baja en cantidad y poder 
social.1 Si bien existen algunas pocas, se concentran en el modo ferroviario y 
su carácter es más bien inestable en el tiempo, tendiendo a su conformación 
en momentos donde los servicios ocupan espacios en la agenda mediática por 
graves problemas en las prestaciones y disolviéndose a medida que cesa la aten-
ción social y política puesta en ellos. Podríamos decir que el cuadro resultante, 
en tiempos de normalidad, es una interfaz2 ausente. Por su parte y en lo que 
atañe a la movilidad que no se apoya en infraestructuras móviles, los Estados 
en sus distintos niveles prácticamente no ejercen alguna regulación, situación 
que se vio marcadamente modificada en el marco de la pandemia por COVID19. 

En esta configuración entre los distintos actores que participan en este campo 
de relaciones, las políticas emanadas desde las distintas jurisdicciones polí-
tico–administrativas dirigidas a regular las formas bajo las cuales se produce la 

1	 Este problema fue abordado por Hernandez y Pérez (2021) bajo el interrogante de las 
condiciones para la construcción del derecho a la movilidad. 

2	 La categoría remite a situaciones institucionales concretas en las cuales las burocracias 
—a través de los burócratas a nivel de la calle— y los destinatarios de una política o ser-
vicio público se encuentran, confrontan y/o negocian sobre el proceso mismo de su im-
plementación (Roberts, 2001).
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movilidad de las personas, se implementan de forma dominante en dirección 
unilateral, en lo que a los destinatarios finales respecta (las y los usuarios de los 
servicios). Sin embargo, a pesar de esta ausencia de mediaciones, los actores 
sociales «del llano», con independencia de su compromiso en experiencias de 
movilización colectiva o formulación de demandas, tienen capacidad de hacer 
valer sus apreciaciones en torno a las políticas públicas que se enhebran en la 
reproducción de sus vidas (Soldano, 2019). En esta dirección, la escala de acuerdo 
de las personas puede explorarse a partir de su relacionamiento con dichas 
medidas, en particular, en su grado de flexibilización con relación a su cumpli-
miento. Los ajustes o desajustes entre regulaciones y comportamientos en nuestro 
caso de estudio, muestran también en qué medida las disposiciones guberna-
mentales se corresponden con las necesidades de movilidad de la población.

Las ciudades de América Latina se han caracterizado por el desarrollo de 
procesos de urbanización fuertemente marcados por desigualdades (Segura, 
2014; Castells–Qintana, 2019) Las ciudades argentinas no parecen ser una 
excepción (Di Virgilio y Rodríguez, 2019). Estas urbes comparten hoy 
rasgos comunes, contrastantes con otros momentos de la historia, entre los 
que destacan un crecimiento territorial extendido con baja densidad (urban 
sprawl), límites difusos y una notable polarización social que ha fundamen-
tado el calificativo de ciudades duales (Ascher, 2004, Davis, 2006; De Mattos, 
2002; Burchell et al., 2005; Figueroa, 2005; Blanco, 2007; Sassen, 2011; Ains-
tein et al., 2012). En el caso de la RMBA, la urbanización de las últimas décadas 
estuvo acompañada por la concreción y proyección de importantes obras 
públicas de vialidad rápida que habilitaron el surgimiento y consolidación de 
una gran cantidad de barrios cerrados en los bordes del aglomerado y también 
en discontinuidad con él, habitados por grupos sociales de altos ingresos. De 
manera concomitante a este proceso, se fue desarrollando otro tipo de asen-
tamiento, ubicado también en los bordes pero en áreas deficitarias o directa-
mente carentes de servicios urbanos y habitados por grupos con mayor vulne-
rabilidad social. En esta dirección, la metamorfosis de la estructura urbana 
implicó asimismo el desarrollo de un proceso de construcción y consolida-
ción de movilidades estratificadas según el grupo social prevalente, donde 
los mejor posicionados en la estructura social pueden acceder —en cuanto 
a calidad y confort— a mejores condiciones de traslado, mientras que, en el 
extremo contrario, los más vulnerables suelen constituir demandas cautivas 
de los modos más degradados (Kralich y Pérez, 2017).

De la mano de estos fenómenos, el territorio adquiere relevancia como 
variable del análisis de los problemas y cobra jerarquía en las propuestas de 
políticas. En estas ciudades sumamente segmentadas, la integración es uno de 
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los principales problemas que enfrentan las políticas públicas (Sanguinetti y 
Vargas, 2017), poniendo en evidencia las limitaciones que tiene la lógica secto-
rial para abordar la desigualdad y la necesidad de considerar al territorio como 
algo más que el escenario en el cual las políticas se despliegan. 

Atendiendo a esta tensión, el capítulo aborda la dinámica de la movilidad 
de las personas durante el año 2020 en la RMBA y su relación con los distintos 
regímenes de movilidad (ASPO3–DISPO4), considerando las diferentes fases 
durante el mismo año. El foco está puesto en los cambios que se registraron en 
esta práctica atendiendo a la heterogeneidad social y económica de la región 
y de las personas residentes en los distintos territorios. 

Los resultados de este avance nos permiten constatar, a escala agregada de la 
RMBA, un alto grado de acuerdo con las disposiciones estatales de restricción 
de la movilidad en los inicios de la pandemia y una flexibilización progresiva 
a medida que esta se extendía. Sin embargo, a escala de observación de los 
territorios, delimitados en este caso por las divisiones político–administrativas 
que conforman la RMBA (municipios), se manifiestan ritmos e intensidades 
dispares en los cambios producidos, que se relacionan con características socio-
demográficas de los territorios y socioeconómicas de su población residente. 

El capítulo se organiza en 3 apartados. En el primero realizamos una breve 
caracterización de los patrones de movilidad vigentes en la RMBA previos a la 
pandemia, con base a datos obtenidos en las Encuestas de Movilidad Domici-
liaria (ENMODO) de los años 2009 y 2014,5 los datos del Sistema Único de Boleto 
Electrónico (SUBE)6 para el año 2019 y estudios específicos sobre la temática. 

3	 El 19 de marzo de 2020, en el marco de la declaración de pandemia emitida por la Or-
ganización Mundial de la Salud, el Gobierno Nacional decretó el «aislamiento social, pre-
ventivo y obligatorio» —de aquí en más ASPO— mediante el Decreto 297/2020. El ASPO 
se extendió en la RMBA hasta el 7 de noviembre, , aunque se fue flexibilizando con base 
a diferentes criterios que progresivamente habilitaron la circulación de personas ocupadas 
en actividades consideradas esenciales y territorios delimitados con base a su cantidad 
de población y situación epidemiológica.

4	 El 7 de junio, entró en vigencia una nuevo régimen de circulación denominado Distancia-
miento Social Preventivo y Obligatorio (DISPO), mediante el Decreto 520 de Presidencia. 
Aunque como se mencionó la RMBA salió de la fase del ASPO recién el 7 de noviembre 
(Decreto 875). 

5	 El área de estudio de la Encuesta de Movilidad Domiciliaria incluye a la CABA y 27 parti-
dos de la Provincia de Buenos Aires, aunque su área de influencia abarca los 42 partidos 
de la RMBA. Resultados de la Encuesta de Movilidad Domiciliaria 2009–2010: Movilidad 
en el Área Metropolitana de Buenos Aires. Disponible en: https://www.argentina.gob.ar/
transporte/dgppse/publicaciones/encuestas 

6	 El sistema registra la totalidad de las transacciones realizadas en viajes en transporte pú-
blico que se realizan en el país y utilizan como medio de pago la tarjeta SUBE. La base de 
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En el segundo apartado analizamos los cambios en la movilidad de las 
personas durante los distintos regímenes de movilidad (ASPO–DISPO) a partir 
del uso de dos indicadores: el índice de movilidad Hub UNSAM–Movistar7 
y las transacciones realizadas en transporte público, obtenidas del Sistema 
Único de Boleto Electrónico (SUBE) para cuatro fechas testigo. Este análisis 
toma en cuenta distintas unidades de análisis y escalas de observación. En la 
sección 2.1 considerando tanto la heterogeneidad socioterritorial de la región 
como la gestión interjurisdiccional e intermodal que caracteriza al campo del 
transporte y la movilidad,8 avanzamos en un análisis comparativo de nueve 
municipios. La selección de casos se realizó con base al criterio de maximiza-
ción de diferencias socioeconómicas y demográficas, basadas en datos censales 
y del Registro Nacional de Barrios Populares (RENABAP). En ellos observamos 
los cambios en los patrones de movilidad de personas residentes y los produ-
cidos en el uso del transporte masivo de pasajeros.

A continuación, partiendo de las divergencias identificadas en los patrones 
de uso del transporte público masivo durante las etapas del aislamiento en 
los municipios seleccionados, en el apartado 2.2 buscamos identificar posibles 
heterogeneidades al interior de las jurisdicciones seleccionadas. Para esto, cons-
truimos un indicador de nivel socioeconómico de la población según radios 
censales con base a datos del Censo Nacional de Hogares y Vivienda (2010)9 
que fue aplicado a cada usuario de la tarjeta SUBE con base al radio censal donde 

datos SUBE contiene datos de las transacciones de cada tarjeta, modo y línea de trans-
porte, localización geográfica de la transacción, hora y tarifa abonada. En la RMBA no 
existe otro medio de pago para la realización de viajes en modos públicos.

7	 El Índice de Movilidad Hub UNSAM–Movistar es un índice de desplazamiento relativo que 
permite comparar la «distancia promedio» en km recorrida por las personas en un munici-
pio o área, entre dos momentos del tiempo. Se construye a partir de la sumatoria de los 
kilómetros totales que realizan las personas que registran su terminal móvil en la zona de 
análisis a la madrugada, dividido por el total de personas registradas. El índice muestra la 
relación de movilidad entre ambos días para cada zona. El valor 1 indica que la distancia 
promedio recorrida por las personas es igual al día tomado como base, si es mayor a dicho 
valor indica que aumentó y si es menor que se redujo.

8	 Estos rasgos de la gestión de la movilidad en la región pueden consultarse en el capítulo 
8, Tomo 1 de este libro, titulado: Las políticas orientadas a dar respuesta a la pandemia 
en los niveles subnacionales: RMBA, PBA y CABA.

9	 Para la construcción del nivel socioeconómico se utilizó la técnica de Componentes Prin-
cipales (PCA) con el objetivo de reducir la dimensionalidad. Con el primer componente se 
construyó el NSE dividiendo al conjunto de radios censales en quintiles y terciles con ca-
tegorías ordinales de nivel, teniendo en consideración la población de cada radio. Como 
resultado, cada clase es relativamente homogénea en términos de población. Las varia-
bles utilizadas fueron nivel educativo (primario, secundario, terciario–universitario), cali-
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realizó el primer viaje del día, considerando esta primera transacción como 
indicador proxy de lugar de residencia.10 En una segunda indagación, anali-
zamos la evolución de transacciones con tarifa social de transporte11 durante 
las fechas seleccionadas de ASPO y DISPO. Finalmente, y a modo de cierre, 
compartimos algunas reflexiones preliminares basadas en el análisis de datos 
realizado. En resumen, este capítulo propone observar las transformaciones 
de los patrones de movilidad procurando conocer la eficacia de las normas 
en su capacidad de producir los efectos buscados, atendiendo a la interven-
ción de indicadores de desigualdad. En esta dirección, explora posibles rela-
ciones entre la observancia a las disposiciones del gobierno y las condiciones 
socioeconómicas de las personas y territorios, sin desconocer la intervención 
de múltiples mediaciones en la configuración de la movilidad —de relevancia 
no menor12—, que no fueron abordadas en este trabajo. 

Los patrones de movilidad en la prepandemia

Previo al ASPO, según datos publicados por el Ministerio de Transporte de 
la Nación con base en información relevada por las Encuestas de Movilidad 
Domiciliaria (ENMODO) de los años 2009 y 2014, en la región se realizaban 
aproximadamente entre 20 y 24 millones de viajes13 diarios. Si bien los viajes, 
caracterizados por su patrón radial–concéntrico, mantenían su importancia en 
los patrones de movilidad identificados (principalmente por la gran concen-

dad constructiva de la vivienda y materiales, acceso a bienes y servicios, hacinamiento y 
hacinamiento crítico y tipo de vivienda (censo 2010 a nivel de radio censal).

10	 Para mayor precisión sobre la metodología utilizada se puede consultar González y Ana-
polsky, 2022.

11	 La tarifa social consiste en un descuento del 55 % en el precio del boleto para tarjetas 
registradas por personas perceptoras de los siguientes programas sociales: Jubiladas/os 
y pensionadas/os; estudiantes del programa PROGRESAR, personal de trabajo domésti-
co; veteranos de la Guerra de Malvinas, beneficiarias/os de la Asignación Universal por 
Hijo, Asignación por Embarazo, Programa de Jóvenes con Más y Mejor trabajo, Seguro 
por desempleo, Seguro de Capacitación y Empleo, Programa Promover Igualdad de Opor-
tunidades, Programa Nacional de Inclusión Socioproductiva y Desarrollo Local «Potenciar 
Trabajo», Pensiones No Contributivas; Monotributistas Sociales inscriptos en el Registro 
Nacional de Efectores de Desarrollo Local y Economía Social (REDLES). 

12 	Entre ellas se puede mencionar temas de accesibilidad geográfica y económica, distribución 
de los equipamientos urbanos, propensión al uso de distintos modos de transporte, etc.

13 	La categoría de «viaje» se refiere al desplazamiento entre un origen y un destino que se rea-
liza para cumplir una función determinada, «motivo de viaje». El mismo puede incluir distin-
tas etapas, según la cantidad de modos de transporte utilizados para realizar el viaje.
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tración de equipamientos de trabajo y servicios en el centro de la ciudad), 
según datos de la ENMODO 2009, los desplazamientos entre municipios de 
la provincia de Buenos Aires eran responsables de casi la mitad de los viajes 
diarios producidos en un día hábil. En segundo orden, se ubicaban los despla-
zamientos desarrollados dentro de la CABA, seguidos casi en igual proporción 
por los que conectaban CABA con distintos municipios del Gran Buenos Aires 
y aquellos producidos al interior de los partidos de RMBA (excluyendo CABA).

Figura 1. Distribución Porcentual de Viajes entre Macrozonas en la RMBA, 2009

Fuente: Elaboración propia en base a ENMODO (2009).

Los viajes prepandémicos se caracterizaban por un gran porcentaje de modos 
motorizados que provocaban altos niveles de congestión, aumento en los 
costos y tiempos de viaje, inseguridad vial e impactos ambientales. Del total 
de viajes diarios, la mayor cantidad se realizaba en transporte público, entre 
40 % y 43 %. Le seguían en importancia los no motorizados, entre 28 % y 
31 %; y los realizados en vehículo motorizado individual (auto o moto), entre 
22 % y 29 % (Anapolsky, 2020).
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Figura 2. Partición Modal de Viajes en la RMBA, ENMODO 2009 y 2014

Fuente: Anapolsky (2020).

Partiendo de la predominancia de los viajes en transporte público, el análisis de 
datos obtenidos por SUBE para un día hábil típico del año 2019 arroja que un 
58 % de estos viajes se realizaban en colectivo, 29 % multietapa, 8 % en subte/
premetro y 5 % en ferrocarril. A nivel de etapas de viajes, el 77 % se realizaban 
en colectivo, 10 % en subte/premetro y 13 % en ferrocarril.

 
 
Figura 3. Viajes Según Modo de Transporte y Etapas de Viaje, 2019

Fuente: Anapolsky (2020).
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Finalmente, en lo atinente a los motivos de viaje y según datos de la ENMODO 
2014, estos viajes solían ser motivados principalmente por trabajo; en segundo 
lugar, por cuidados, estudios y motivos personales; y en tercer lugar, por 
compras y salud.

 
Figura 4. Motivos de Viaje en la RMBA, 2009, 2014, 2019

Fuente: Anapolsky (2020).

Heterogeneidad socioterritorial y movilidad  
en tiempos de pandemia

Los patrones de movilidad vigentes en la RMBA hasta mediados de marzo de 
2020 se modificaron drásticamente con el inicio de la pandemia y las fuertes 
medidas de restricción a la movilidad impuestas por el gobierno. La evolu-
ción del Índice de Movilidad Hub UNSAM–Movistar muestra que, a partir de 
la imposición del ASPO, se redujeron drásticamente las distancias promedio 
recorridas por las personas (en forma motorizada y no motorizada), situación 
que expresa el fuerte acatamiento de las medidas de restricción a la circula-
ción en los primeros meses de la pandemia y la configuración de un patrón 
de cercanía en los desplazamientos.14 Si bien en los meses siguientes y en el 

14 El índice de movilidad se redujo considerablemente luego de la imposición de las medidas 
de restricción. Para el 23 de marzo era de un 0,27, indicando que la misma se había re-
ducido en más de un 70 % respecto del período prepandémico. Al respecto puede con-
sultarse La Nación (2020) Monitor. Cómo fue la movilidad en la nueva cuarentena estricta 
en comparación con la fase 1. https://www.lanacion.com.ar/sociedad/monitor–como–fue–
movilidad–nueva–cuarentena–estricta–nid2392803. 
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marco de ciertas flexibilizaciones de las medidas, se produjo una recuperación 
de la movilidad, cabe destacar que el índice Movistar mostró una recuperación 
lenta y progresiva (y siempre a niveles menores que el escenario prepandé-
mico) aún en el escenario de mayores restricciones.15 Se advierte por lo tanto, 
la presión ejercida por necesidades de movilidad que no se ajustan a las limita-
ciones impuestas, principalmente durante la primera etapa del ASPO en la RMBA.

Con el objetivo de explorar la existencia de patrones de movilidad diversos 
al interior de la RMBA durante las distintas etapas de la pandemia, analizamos 
la evolución de la movilidad de las personas en nueve jurisdicciones político 
administrativas de la región, seleccionadas a partir de criterios de maximización 
de diferencias en términos socioeconómicos y demográficos de su población. 
La selección de estos nueve casos de estudio se realizó teniendo en cuenta la 
población total, el porcentaje de hogares con necesidades básicas insatisfechas 
(ambos datos tomados del Censo Nacional de Población y Vivienda del año 
2010) y la cantidad de barrios populares (con base en información del Registro 
Nacional de Barrios Populares, RENABAP). Esta selección quedó conformada 
por la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y los municipios de Vicente López, 
Tres de Febrero, San Martín, La Matanza, Florencio Varela, Moreno, José C. 
Paz y Tigre. Cabe resaltar que estas jurisdicciones reúnen cerca del 50 % del 
total de habitantes de la RMBA y a más de un tercio de los barrios populares 
(513 de un total de 1487). 

Tabla 1. Características ponderadas de municipios seleccionados 
 

Municipio Población % Hogares con NBI Barrios populares

CABA 2 890 151 6,30 % 57

Florencio Varela 426 005 17,10 % 74

José C. Paz 265 981 12,20 % 46

La Matanza 1 775 816 11,20 % 126

Moreno 452 505 12,70 % 95

San Martín 414 196 7,10 % 43

Tigre 376 381 10,80 % 43

Tres de Febrero 340 071 4,60 % 16

Vicente López 269 420 2,90 % 13

Totales RMBA 14 954 536 9,40 % 1487
 
Fuente: Elaboración propia.

15 Ibid.
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En términos poblacionales, la CABA es la jurisdicción más populosa. En ella 
residen casi tres millones de habitantes. Le sigue La Matanza, cuya población 
se ubica por debajo de los dos millones de personas. El resto de los munici-
pios tienen una población entre 265 000 y 450 000 habitantes, aproximada-
mente. Se ve que la cantidad de barrios populares no se corresponde (necesa-
riamente) con esta característica demográfica. El distrito con mayor cantidad 
de barrios populares es La Matanza (con un total de 126 registrados), seguido 
por Florencio Varela (74), CABA (57), José C. Paz (46) y San Martín (43). El 
resto contiene 20 o menos barrios de estas características dentro de sus límites 
político–administrativos. 

Las diferencias según el porcentaje de hogares con NBI, también son signifi-
cativas. Vicente López, San Isidro, Tres de Febrero, CABA y General San Martín 
se ubican por debajo del promedio de la RMBA, mientras que La Matanza, José 
C. Paz y Moreno se encuentran por encima. Vicente López, Tres de Febrero y, 
aunque más lejos, la CABA son los que mejores indicadores sociales presentan 
(respecto del porcentaje de hogares con NBI). 

Considerando estos atributos que diferencian al conjunto de jurisdicciones 
seleccionadas de la RMBA nos preguntamos por las características que presen-
taron los patrones de movilidad de las personas durante el ASPO. Nuevamente, 
el índice de movilidad Hub UNSAM–Movistar nos permite observar que este 
comportamiento no fue el mismo en los distintos territorios.
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Figura 5. Índice Movistar para dos Fechas Testigo de ASPO (11/5/2020 y 24/8/2020), 
según municipios seleccionados 

Fuente: Elaboración propia en base a datos UNSAM–Movistar.
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Durante la primera fecha testigo del período ASPO (11/5/2020) identificamos 
que, a pesar de que todas las jurisdicciones redujeron bruscamente su movilidad 
en relación con el escenario prepandémico, esta fue mayor en Vicente López 
y en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (0,41 y 0,40 respectivamente) que 
en el resto de los territorios considerados (en donde el índice se ubica entre 
0,50 y 0,56). Estas dos jurisdicciones presentan menores niveles de vulnerabi-
lidad social y, en relación con la región metropolitana, ocupan localizaciones 
centrales. Se advierte, no obstante, que el municipio de Tres de Febrero, que 
comparte estas características (bajo nivel de hogares con NBI y ubicación en 
el primer cordón) tuvo un mayor índice de movilidad (de 0,52). Pese a que 
no se descuida la influencia de múltiples factores en las necesidades de movi-
lidad de las personas, estas constataciones sugieren que la mayor caída de los 
radios de desplazamiento en los municipios con mejores indicadores sociales, 
se relaciona con mejores condiciones iniciales para obedecer al mandato de 
«quedate en casa». Recursos diferenciales como empleos registrados, posibi-
lidad de trabajo remoto, distribución desigual de equipamientos urbanos, 
entre otros relevantes, intervienen en esta relación.

Hacia agosto del año 2020, a pesar de la vigencia de las medidas restric-
tivas para los desplazamientos, todos los municipios aumentaron sus índices 
de movilidad. No obstante, registramos dinámicas diferenciales respecto a las 
recuperaciones en los radios de desplazamiento: Tres de Febrero y Florencio 
Varela fueron los que tuvieron menos variaciones respecto a la caída sufrida 
en mayo. Por otro lado, la CABA y Vicente López, quienes más habían logrado 
reducir sus radios de desplazamiento, durante agosto se mantuvieron entre 
los municipios con índices más bajos de movilidad (los únicos por debajo del 
0,60). Como mencionamos, la evidencia sugiere una mayor estabilidad de 
condiciones favorables para quienes habitan estos territorios, que habilitan la 
prescindencia de desplazamientos que implican mayores distancias recorridas.

Similar situación de heterogeneidad observamos al poner el foco en la CABA. 
Si bien esta ciudad —como mostramos previamente— presentó los niveles 
más altos de reducción del índice de movilidad durante el ASPO (0,40 en mayo 
2020), advertimos que este comportamiento fue heterogéneo entre las dife-
rentes comunas de la ciudad. A modo ilustrativo, para el 11 de mayo el índice 
de movilidad Movistar era del 0,34 en la Comuna 2 (una de las comunas con 
menores índices de vulnerabilidad y de mayor centralidad), y del 0,52 en la 
Comuna 8 (una de las de mayor vulnerabilidad y cuya ubicación es perifé-
rica respecto del centro de la ciudad). En otras palabras, mientras que en la 
Comuna con mejores indicadores sociales los desplazamientos fueron casi un 
tercio de los que se realizaban antes de la pandemia, en el territorio de mayor 
vulnerabilidad, solo se redujeron a la mitad.
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Figura 6. Índice Movistar para el 11 de mayo del 2020 (ASPO) por Comuna de la CABA

Fuente: Elaboración propia en base a datos UNSAM–Movistar.

La movilidad por transporte público

Considerando la importancia que asume el transporte público masivo para las 
necesidades de movilidad de las personas y en particular para aquellos sectores 
que no cuentan con otras alternativas para sus desplazamientos, observamos 
la drástica caída de las transacciones con SUBE al implementarse el ASPO.16 

16 Puede encontrarse información adicional sobre las transformaciones de la movilidad li-
gada al uso del sistema de bicicletas públicas (Ecobici) y de vehículos particulares en la 
Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en el Documento de Trabajo Nº 5 La movilidad coti-
diana en tiempos de pandemia, elaborado en el marco de este proyecto. https://tripcovi-
diigg.sociales.uba.ar/publicaciones/la–movilidad–cotidiana–en–tiempos–de–pandemia/ D.
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Figura 7. Cantidad de transacciones SUBE en la RMBA en fechas seleccionadas, 
marzo 2020 a marzo 2021

Fuente: Elaboración propia con base en datos SUBE.
Nota: para el análisis de las variaciones en los volúmenes de transacciones en medios de 
transporte público masivo del RMBA seleccionamos cinco fechas testigo: una previa al esta-
llido de la pandemia por el COVID19 (11/03/2020) y cuatro posteriores, dos correspon-
dientes al período signado por las normativas del ASPO (10/05/2020 y 09/09/2020) y dos 
correspondientes al período del DISPO (10/12/2020 y 10/03/2021).

No obstante, en los meses subsiguientes y aún en el marco de este régimen 
de movilidad (fechas testigo de junio y septiembre de la Figura Nº 7), obser-
vamos una recuperación en la cantidad de transacciones que no acompaña las 
normativas establecidas respecto del uso del transporte público. 

Los modos masivos permanecieron durante todo el período analizado habi-
litados únicamente para las personas ocupadas en actividades esenciales o con 
permisos de circulación. Los sectores exceptuados de la restricción al uso de 
transporte público masivo fueron 24 inicialmente, ampliándose a 30 con la 
implementación del DISPO que comenzó a regir a partir del 7 de noviembre 
en la región. Desde entonces, registramos un nuevo incremento, de mayor 
magnitud en las transacciones, tal como puede advertirse en las fechas testigo 
de diciembre 2020 y aún más en marzo 2021.

Por otro lado, la caída general de viajes realizados con base al uso del trans-
porte masivo durante el periodo no fue pareja entre los distintos modos. Tal 
como se observa en la Figura 8, el subterráneo fue el modo que mostró la caída 
más profunda, seguido por el ferrocarril y, en menor medida, el colectivo. Las 
evoluciones durante el período analizado muestran también que el colectivo 
fue el modo que más rápido se recuperó, en particular a partir de la implemen-
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tación del DISPO. Estas diferencias se comprenden a la luz de distintos factores. 
Por un lado, el subterráneo circula únicamente por la CABA, una de las jurisdic-
ciones que más redujeron su movilidad. Asimismo, los controles en los modos 
guiados (ferrocarril de superficie y subterráneo) fueron más estrictos,17 situa-
ción habilitada por las características diferenciales de sus infraestructuras y redes, 
respecto del autotransporte. En el caso de este último, la extensión territorial 
de las redes, sumada a la asimetría de recursos entre los distintos municipios y 
Nación para realizar los controles tendientes a garantizar el cumplimiento de 
las medidas de restricción al uso del transporte público, operaron en dirección 
a su recuperación más acelerada. Adicionalmente, según se desprende de nues-
tras entrevistas con decisores públicos, algunas jurisdicciones decidieron relajar 
dichos controles atendiendo al reconocimiento de las necesidades de movilidad 
para la reproducción de la vida de aquellos sectores que no contaban con condi-
ciones para quedarse en casa y además, carecían de otros medios para realizar 
viajes impostergables. 

 
 

Figura 8. Cantidad de transacciones SUBE según modo de transporte en fechas 
seleccionadas, 2019–2021

Fuente: Elaboración propia en base a datos de SUBE.

17 Durante el período pandémico Trenes Argentinos lanzó una aplicación, «Reservá tu tren», 
para autorizar el uso del servicio para las personas ocupadas en actividades esenciales. 
El objetivo fue evitar la congestión de viajantes y asegurar el distanciamiento social al in-
terior de las formaciones. Quienes no estaban autorizados no podían ingresar a las pla-
taformas de acceso al ferrocarril. 
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Atendiendo a las diferencias que cada uno de los municipios seleccionados 
presenta en la variación del volumen de viajes con punto de inicio en su terri-
torio18 observamos, en la misma dirección que nos muestran otros indicadores 
de movilidad analizados, dinámicas diferenciales en los patrones de movilidad 
durante las distintas etapas de la pandemia,19 que se asocian a las características 
socioeconómicas heterogéneas de los territorios.
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Figura 9. Reducción porcentual de transacciones SUBE con punto de inicio en el 
municipio respecto de la pre–pandemia, según fechas seleccionadas (ASPO y DISPO) 
y porcentaje de hogares con NBI

Fuente: Elaboración propia con base a datos SUBE

18 Como mencionamos en la introducción del capítulo consideramos la ubicación en la cual 
cada persona computó la primera transacción del día con la tarjeta SUBE, como variable 
proxy de lugar de residencia. 

19 La primera corresponde a la etapa pre ASPO (marzo de 2020); las dos siguientes (marzo y 
septiembre de 2020), al período ASPO; y las dos finales son meses en los que regía el 
DISPO en la RMBA (diciembre y marzo de 2021).
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La mayor reducción en términos proporcionales de viajes realizados en trans-
porte público masivo se produjo entre quienes residen20 en los municipios con 
mejores indicadores sociales. Los habitantes de la CABA y Vicente López, redu-
jeron sus viajes en más de un 80 % respecto a la prepandemia durante junio de 
2020. Asimismo, las transacciones en Tres de Febrero y General San Martín, lo 
hicieron en más del 73 %. Por el contrario, los habitantes de aquellos municipios 
con indicadores sociales más desfavorables, disminuyeron en menor proporción 
sus viajes en estos modos. De hecho, La Matanza —el territorio con un mayor 
porcentaje de hogares con NBI y que concentra el mayor número de barrios 
populares— es el municipio que mostró una menor reducción de la movilidad 
apoyada en el uso de transporte masivo (61 %), en términos relativos. 

Este comportamiento desigual no solo lo observamos en la primera fecha 
testigo del ASPO, sino que está presente en las dinámicas de recuperación del uso 
de modos públicos de transporte durante todo el periodo. En suma, registramos 
una clara correlación entre la intensidad de transacciones SUBE originadas en los 
territorios y sus respectivos indicadores de vulnerabilidad, en una dirección que 
muestra que a mayor vulnerabilidad mayor dependencia de la movilidad pública.

Esta tendencia también la observamos al interior de la CABA que muestra 
dinámicas diferenciales entre comunas con distintos niveles de vulnerabilidad. 
Mientras que los habitantes de las comunas con mejores niveles socioeco-
nómicos lograron reducir, para junio de 2020, en más de un 85 % el uso del 
transporte público (Comunas 2, 6, 12, 14 y 13), en las comunas más vulnera-
bles, 8 y 4, la caída fue de un 61 % y 68 % respectivamente. 

No obstante las relaciones constatadas entre vulnerabilidad social de los 
territorios y uso del transporte masivo, la escala utilizada oculta las heteroge-
neidades socioeconómicas existentes de la población que habita en cada una 
de las jurisdicciones analizadas. En este sentido, nos preguntamos: ¿en los 
municipios con similares niveles de vulnerabilidad socioterritorial, las personas 
pertenecientes a diferentes estratos socioeconómicos redujeron en igual medida 
sus desplazamientos en transporte público masivo? ¿Aquellas pertenecientes a 
niveles socioeconómicos semejantes pero que residen en territorios con dife-
rentes niveles de centralidad y acceso a infraestructuras y servicios, muestran 
patrones de movilidad similares durante el periodo de aislamiento? En el 
próximo apartado nos proponemos responder estos interrogantes poniendo 

20 Como ya mencionamos el registro corresponde a la primera transacción del día, la cual 
utilizamos como indicador proxy de lugar de residencia. En lo que sigue nos referimos a 
«las y los habitantes» de dichas jurisdicciones, aunque cabe tener presente esta distin-
ción metodológica. 
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el foco sobre las características socioeconómicas de la población. Como modo 
de profundizar esta línea de indagación, también exploramos la dinámica de 
la movilidad entre los perceptores de tarifa social del transporte.

Otros factores de diferenciación: desigualdades territoriales  
y estratificación de las movilidades

Partiendo de las diferencias advertidas en los patrones de uso del transporte 
público masivo durante las diversas etapas del aislamiento en municipios con 
características socioterritoriales diversas (en función del porcentaje de hogares 
con NBI y la presencia de asentamientos de origen informal), en este apar-
tado buscamos identificar posibles heterogeneidades al interior de estos casos 
en función del nivel socioeconómico de las personas usuarias del transporte 
público. Como mencionamos en la introducción de este capítulo, la metodo-
logía utilizada se basó en la construcción de un indicador de nivel socioeconó-
mico (NSE) de la población según radios censales (Censo, 2010). Este NSE fue 
traspolado a la persona usuaria del transporte con base a la localización en la 
que realizó su primera transacción del día, asumiendo que la misma corres-
ponde a la parada más cercana a su hogar. 
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Figura 10. Reducción de transacciones SUBE en junio 2020 en porcentaje respecto a 
marzo, en porcentajes, según NSE y Municipio

Fuente: Elaboración propia con base en datos SUBE.

Los municipios que mostraron en conjunto una mayor propensión a prescindir 
del uso del transporte público masivo, como vimos previamente, fueron aque-
llos con mejores indicadores socioterritoriales: Vicente López, Tres de Febrero, 
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CABA y San Martín. Sin embargo, esta nueva escala de observación nos permite 
advertir que, al interior de estos territorios, también se produjeron diferencias 
ancladas en indicadores de desigualdad. Mientras las personas con mayores niveles 
socioeconómicos, en junio de 2020, redujeron el uso del transporte público en 
valores aproximados al 80 % respecto de la prepandemia, las pertenecientes a los 
estratos más bajos tuvieron una respuesta de menor magnitud en esta variable.

En el mismo sentido, aquellos municipios con peores indicadores sociales y 
que en términos globales mostraron una menor reducción del uso de medios 
públicos durante la pandemia (La Matanza, José C. Paz, Moreno y Florencio 
Varela), arrojan diferencias al considerar el NSE de los viajantes. Cabe resaltar 
que en La Matanza y en Moreno, la magnitud de las transacciones realizadas 
por personas pertenecientes a sectores altos muestra un nivel muy similar a las 
del mismo estrato pero residentes en municipios con menor vulnerabilidad. Esta 
evidencia refuerza la hipótesis que venimos trabajando respecto de los mayores 
recursos de estos sectores para responder al mandato de «quedate en casa», y 
también sugieren la probabilidad de acceso a otras alternativas de traslado. Por su 
parte, las personas de menores niveles socioeconómicos residentes de esos mismos 
territorios con mayores grados de vulnerabilidad, mostraron una muy menor 
capacidad de reducir el uso del transporte público para atender necesidades de 
movilidad, lo que refuerza nuestra hipótesis de su mayor dependencia respecto 
de estos modos. No obstante, también es posible identificar que mientras que en 
determinados municipios los diferentes sectores sociales presentaron respuestas 
muy contrastantes respecto al uso del transporte público; en otros, estas diferen-
cias fueron más leves y hasta incluso imperceptibles. El ejemplo paradigmático del 
primer grupo es La Matanza, donde la reducción de viajes en transporte público 
entre los estratos alto y bajo alcanzó una diferencia de 25 puntos. En el segundo 
grupo sobresale el caso de Florencio Varela, donde todos los grupos sociales redu-
jeron el uso de modos públicos en magnitudes muy similares. 

Los datos de la figura 10 nos permiten otras observaciones adicionales. Si bien 
en todas las jurisdicciones el uso del transporte público se redujo significativa-
mente menos entre los sectores de los estratos medios–bajos y bajos respecto de 
los más altos (a excepción de Florencio Varela, como ya se mencionó), Vicente 
López y la CABA presentan los mayores porcentajes en la reducción del uso de 
transporte público para los estratos más bajos (en torno al 75 %). En el otro 
extremo, el municipio de La Matanza, manifiesta para estos sectores una dismi-
nución del 55 %, es decir, la diferencia es de 20 puntos. Estas disparidades nos 
sugieren la necesidad de atender a otras variables que intervienen en el acceso a 
modos públicos de transporte, y que se relacionan con la estructura interna de 
las jurisdicciones. En este sentido, continuando con el análisis comparado de 
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estos casos vemos en una primera instancia, distinciones respecto a la dispersión 
residencial y de equipamientos urbanos: en la Matanza, los barrios populares se 
encuentran en los bordes de la ciudad compacta, de forma dispersa hacia aque-
llas zonas menos urbanizadas. En cambio, CABA y Vicente López son jurisdic-
ciones más compactas, en donde la distribución residencial y de equipamientos 
urbanos es más uniforme en su territorio. En segunda instancia, se distinguen 
en su extensión territorial: La Matanza es el municipio de mayor extensión 
de todas las jurisdicciones, incluso más que la CABA, en donde un extremo del 
partido coincide con la traza urbana del primer cordón del conurbano (justa-
mente donde menos presencia de barrios populares se registran) y otro extremo 
en el segundo cordón del conurbano, en donde la traza urbana es cada vez más 
dispersa y conformada en torno a los accesos.21 

21 Para acceder al set de datos georreferenciados sobre el comportamiento de la pandemia en 
el territorio nacional y sus características sociourbanas, ingresar a: https://doi.org/10.5281/
zenodo.6496390 Serrati, P. (2021). Aplicación TRIP–COVID (v0.9.0–beta) [Aplicación 
Shiny]. Proyecto PISAC TRIP–COVID
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Imagen 1. Distribución de barrios populares en el partido de La Matanza 

Fuente: RENABAP, 2018 y https://mapa.poblaciones.org/map/#/@–34.771861,–
58.64198,12z,h&r13847/l=4801!v0!w0,0,0,00111,0

 

 
Imagen 2. Distribución de barrios populares en el partido de Vicente López

Fuente: RENABAP, 2018 y https://mapa.poblaciones.org/map/#/@–34.771861,–
58.64198,12z,h&r13847/l=4801!v0!w0,0,0,00111,0

Las desigualdades entre diferentes estratos socioeconómicos al interior de 
cada municipio no solo se manifiestan en las posibilidades de reducir el uso 
del transporte público durante la primera etapa del ASPO, sino que parecen 
profundizarse al observar la evolución en todo el periodo. Para marzo de 2021, 
aunque todos los estratos sociales en todos los municipios bajo análisis mues-
tran un retorno al uso del transporte público, este regreso se manifestó con 
mayor intensidad entre los sectores más bajos.
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Figura 11. Reducción de transacciones SUBE en marzo 2021 en porcentaje respecto 
a marzo 2020, según NSE y Municipio

Fuente: Elaboración propia con base en datos SUBE. 

 
Tal como podemos ver en la Figura 12, las diferencias polares (es decir, entre 
los sectores socioeconómicos más altos y los más bajos de cada municipio) en 
los porcentajes de reducción del uso del transporte público masivo se incre-
mentan en el último periodo de análisis.
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Figura 12. Diferencias porcentuales  en la reducción del uso de transporte público 
masivo entre sectores bajos y altos por municipio, para junio 2020 y marzo 2021, 
respecto a marzo 2020

Fuente: Elaboración propia con base en datos SUBE.
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En el caso de Vicente López este incremento es llamativo en la medida en que 
para marzo de 2021, mientras que los sectores de nivel bajo parecieron haber 
recuperado sus dinámicas de uso de transporte prepandemia, los sectores altos 
continuaron con un uso muy limitado del mismo (reducen su uso a más de 
la mitad del periodo prepandemia). Esta evidencia parece advertir sobre la 
desconfianza persistente hacia el uso de estos modos por temor al contagio, 
aspecto que fue registrado en el estudio realizado por Zunino Singh, et.al 
(2020) y la generación de nuevas estrategias de movilidad en dirección a 
evitar su uso. 

Para seguir profundizando la relación entre movilidad y condición socioe-
conómica de la población, observamos las dinámicas del uso de transporte 
público según categorías de usuarios, atendiendo a quienes son beneficiarios 
de la tarifa social. Esta consiste en un descuento del 55 % en los viajes para 
determinados grupos perceptores de beneficios sociales. Entre ellos destaca, 
en segundo lugar, el que recibe la Asignación Universal por Hijo (AUH), 
compuesto en un 96 % por mujeres.22
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Figura 13. Reducción de viajes SUBE de junio 2020 respecto a marzo 2020  
en porcentaje, según atributo social y municipio

Fuente: Elaboración propia con base en datos SUBE.

22 	Para noviembre de 2021 y según información proporcionada por el Ministerio de Transpor-
te con base a datos SUBE, el grupo mayoritario lo constituyen las/os jubiladas/os (40 %). 
Como se mencionó le siguen las perceptoras de AUH que representan el 25 % y las/os 
pensionadas/os (13 %). El 8 % de las tarjetas con tarifa social corresponden a personal 
de trabajo doméstico, el 7 % al programa Pogresar, el 4 % a monotributistas sociales y el 
3 % restante a otros planes sociales. 
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Figura 14. Reducción de viajes SUBE de marzo 2021 respecto a marzo 2020  
en porcentaje, según atributo social y municipio

Fuente: Elaboración propia con base en datos SUBE.

Como se advierte, en todos los municipios quienes viajan con atributo social 
reducen en menor medida el uso del transporte público masivo tanto en junio 
2020 como en marzo 2021, que aquellos que no cuentan con este subsidio. 
Resulta llamativo, no obstante, que al observar las diferencias entre la capa-
cidad de reducir los viajes entre pasajeros con y sin atributo en las dos fechas 
analizadas (Figura 15), mientras que en los municipios con mejores niveles 
socioterritoriales esta brecha se incrementa a lo largo del periodo, en aquellos 
con mayores índices de vulnerabilidad se reduce. 
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jeros con y sin atributo social en junio 2020 y marzo 2021 respecto a marzo 2020, 
por municipio

Fuente: Elaboración propia con base en datos SUBE.



144

Reflexiones finales 

Este capítulo abordó la relación entre movilidad y desigualdad. El comporta-
miento que mostraron los indicadores que utilizamos para avanzar en nuestro 
propósito nos permiten concluir una marcada relación entre condiciones de 
vida y necesidades de movilidad de la población. Lo que el análisis realizado 
visibiliza con transparencia es que las necesidades de movilidad no están distri-
buidas homogéneamente entre la población del territorio metropolitano, así 
como tampoco los recursos para satisfacerlas. Estas necesidades configuradas 
con base en determinadas condiciones materiales de vida, muestran que en 
el contexto de la pandemia la inmovilidad pudo ser un privilegio de algunos, 
de aquellos que contaban con los recursos y disposiciones para cumplir con 
el mandato de «quedate en casa». 

En este contexto, las demandas de movilidad de la población de menores 
recursos se hicieron sentir a un ritmo creciente en los hechos, de forma directa 
con la realización de movilidades apoyadas en el uso de los transportes públicos, 
desatendiendo las normativas establecidas de prohibición o limitación de la 
movilidad. Las posibilidades de su producción estuvieron facilitadas también 
por un relajamiento de los controles públicos tendientes al cumplimiento 
de las distintas normas orientadas a regular la movilidad de las personas. La 
comprensión de la necesidad de moverse para atender necesidades elementales 
de reproducción de la vida, en particular entre los sectores más vulnerables, 
fue atendida tempranamente por el Estado, aunque no formalizada. 

Estas condiciones sociales e institucionales, entre otras relevantes que no 
fueron abordadas en este trabajo, colaboraron en una recuperación de la 
movilidad a un ritmo mayor que la habilitada oficialmente, que se produjo 
de forma heterogénea según las características de los territorios y estratificada 
con base a las condiciones socioeconómicas de la población. 
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Capítulo 4.
Las políticas orientadas a dar respuesta  
a la pandemia en los niveles  
subnacionales: Córdoba

Julieta Capdevielle, Natalia Cosacov, Facundo Cruz, Victoria Diaz Maren-
go, Ana Laura Elorza, Marina Llao, Rita Maldonado, Sebastián Malecki,  
Virginia Monayar y María Pía Pedraza 

Introducción

Este capítulo describe iniciativas gubernamentales que, durante 2020, buscaron 
dar respuesta en el Gran Córdoba a la crisis desatada por la pandemia de 
COVID19. Su foco está puesto en tres sectores de políticas: a) Prevención de 
contagios masivos, aquí se consideran iniciativas diseñadas o implementadas 
por organismos estatales nacionales, provinciales y municipales para mitigar la 
transmisión de la enfermedad y la diseminación del virus; b) Protección social 
y la asistencia alimentaria, que aborda las medidas gubernamentales orien-
tadas al apoyo y al sostenimiento de la alimentación y el sustento económico 
de la población vulnerable y c) Vivienda y hábitat, que analiza las acciones 
nacionales, provinciales y municipales, destinadas a atenuar los efectos de la 
caída del ingreso de los hogares en el acceso a servicios públicos y a la vivienda 
(congelamiento del valor de los alquileres y de las tarifas de servicios públicos, 
prohibición de suspensión o corte por no pago, etc.), y a reducir el déficit habi-
tacional mediante la provisión de viviendas nuevas e infraestructura comuni-
taria y servicios. También se detiene en las respuestas gubernamentales a las 
personas en situación de calle. 

El capítulo reconstruye dichas iniciativas y analiza las interacciones y rela-
cionamientos interjurisdiccionales, intergubernamentales y con otros actores 
de la sociedad, que se desplegaron para hacerlas posibles. El análisis de estas 
políticas se apoya en el relevamiento de los dispositivos empleados, tales como 
planes, programas y leyes que expresan decisiones gubernamentales, y de los 
instrumentos movilizados en su implementación. Partimos de asumir que, esa 
implementación requiere de la concurrencia de múltiples organismos esta-
tales que pueden pertenecer al mismo nivel institucional de gobierno o a 
instancias jurisdiccionales distintas (nacional, provincial o municipal), lo que 
supone un conjunto de interacciones y relaciones dinámicas que mutan en el 
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mismo proceso de implementación de las iniciativas (Bertranou et al., 2022). 
El contexto pandémico, caracterizado por su extrema incertidumbre y la nece-
sidad de dar múltiples respuestas a la crisis desatada, potenció el imperativo de 
coordinación y articulación interjurisdiccional e intergubernamental, tornán-
dose al mismo tiempo un escenario especialmente complejo para lograrlo.

A su vez, esas relaciones e interacciones interjurisdiccionales e interguberna-
mentales se dan en el marco de redes de políticas, entendidas como un sistema 
de relaciones políticas formales e informales que establecen actores guberna-
mentales y no gubernamentales (Bertranou et al., 2022). Desde esta perspec-
tiva, es preciso contextualizar las políticas públicas en una red más amplia 
de relaciones en las que el Estado es un actor central pero no único. Actores 
gubernamentales y no gubernamentales, públicos y privados, intercambian 
ideas, recursos y negocian posibles soluciones a problemas públicos, generando 
conexiones que borran los límites entre el Estado y la sociedad. Esas redes 
de actores son relaciones de poder que intervienen y delinean la definición 
e implementación de las políticas públicas. Así entendidas, las políticas son 
el resultado de interacciones complejas entre diferentes actores que protago-
nizan y desencadenan cursos de acción, cuyas percepciones de los problemas 
y las soluciones cambian a lo largo del tiempo y que, por ende, en el proceso 
mismo dan forma a la política pública (Zurbriggen y Milanesi, 2008). 

La reconstrucción que ofrecemos es producto de un trabajo de revisión siste-
mática de las normativas publicadas entre el 6 de marzo y el 31 de diciembre de 
2020 en los boletines oficiales de la provincia y la municipalidad de Córdoba. 
También se sustenta en 26 entrevistas semiestructuradas, realizadas a funcio-
narios y funcionarias del gobierno de la Provincia de Córdoba y de la Muni-
cipalidad de Córdoba, referentes de organizaciones sociales, expertos y acadé-
micos que, desde distintos roles e instancias, participaron en la elaboración 
de diagnósticos, la toma de decisiones y el desarrollo de las iniciativas. Por 
último, el análisis se apoya en publicaciones de la prensa oficial, medios de 
comunicación, otras fuentes oficiales de información y en datos del presu-
puesto provincial y municipal. 

Es importante aclarar que el estudio está anclado en el Gran Córdoba. Desde 
este territorio singular se miran y analizan las políticas implementadas, las rela-
ciones gubernamentales multinivel y el involucramiento de otros actores de 
la sociedad. El Gran Córdoba es el segundo aglomerado urbano del país. Su 
núcleo central es la Ciudad de Córdoba (que concentra el 40 % de la población 
de la provincia). Junto con 12 localidades conurbanas que la rodean, abarcan 



149

un área de 608 km2,1 en el que habitan 1 562 487 personas. La edad promedio 
de la población es 32,53 años y la tasa de envejecimiento 14,76. En este terri-
torio, hay 5,9 % de hogares con NBI, indicador que aumenta en localidades 
más periféricas del aglomerado, dando cuenta de la desigualdad existente. El 
31 % de los hogares del Gran Córdoba tiene solo cobertura pública de salud.2 

En el Gran Córdoba, la gestión de la crisis sanitaria y social ocasionada por 
la pandemia, no puede entenderse sin considerar que el ejecutivo provincial 
y el intendente de la ciudad capital, comparten la misma pertenencia parti-
daria. El justicialismo cordobés gobierna la provincia desde fines de los años 
noventa y este es su sexto mandato consecutivo. En las elecciones de 2019, 
Juan Scharetti es reelegido como gobernador y tracciona el triunfo de Martín 
Llaryora, permitiendo que luego de 16 años, el justicialismo asuma la inten-
dencia de la ciudad de Córdoba en diciembre de 2019. 

En cuanto al recorte temporal, el abordaje se focaliza en el año 2020, y por 
tanto no considera lo sucedido con el desembarco de las vacunas. 

Políticas para la prevención de contagios masivos

En este apartado se reconstruye la política pública de prevención de contagios 
masivos del virus SARS–cov–2. Para ello, se han considerado los principales 
dispositivos (programas, iniciativas, etc.) que buscaron mitigar la transmi-
sión de la enfermedad y la diseminación del virus en la población, ofreciendo 
una descripción de cada uno, las relaciones intergubernamentales y redes de 
actores que involucraron, en diálogo con la dinámica de la curva de conta-
gios. El alcance de este eje de política, supone dejar fuera del análisis la reor-
ganización del sistema de salud provincial y la situación de los y las trabaja-
doras de la salud.3 

1 	 El Gran Córdoba incluye las localidades de Córdoba Capital, Agua de Oro, El Manzano, La 
Calera, La Granja, Malvinas Argentinas, Mendiolaza, Río Ceballos, Saldán, Salsipuedes, 
Unquillo, Villa Allende y Juárez Celman. 

2 	 Según datos del Censo 2010.
3 	 Esto último ha sido abordado por otros PISAC. En particular ver Proyecto «Transitar de la 

pandemia a la postpandemia, desafíos y posibilidades de los nuevos escenarios en la sa-
lud pública desde las narrativas de sus trabajadores/as».
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Administración del aislamiento y accionar del Centro de Operaciones  
de Emergencia (COE)

El viernes 6 de marzo de 2020, se reportó el primer caso confirmado de corona-
virus en la provincia de Córdoba y, tres días después, el gobernador Juan Schia-
retti declaró el «estado de Alerta, Prevención y Acción Sanitaria, en relación 
con la pandemia de coronavirus». La semana siguiente, el gobierno provincial 
suspendió, en todo el territorio provincial, la realización de eventos públicos 
y privados con concentración masiva de personas y autorizó al Ministerio de 
Salud a requerir el uso de la fuerza pública si lo consideraba necesario.4 El 
18 de marzo, se dicta el receso administrativo y la Legislatura provincial le da 
autorización al poder ejecutivo provincial a determinar medidas y acciones 
sanitarias de excepción.5 

En esa coyuntura inicial, el primer objetivo del gobierno de la provincia 
de Córdoba en sintonía con el gobierno nacional, fue retrasar el ingreso del 
virus y contener la transmisión, para así demorar la circulación comunitaria 
y ganar tiempo para fortalecer el sistema de salud. Este objetivo tuvo como 
elemento central las medidas de administración del Aislamiento Social Preven-
tivo y Obligatorio (ASPO) que el gobierno nacional estableció el 19 de marzo 
y al que el gobierno provincial adhirió un día después.6 

El ASPO estableció que las personas debían permanecer en sus viviendas, 
abstenerse de concurrir a sus lugares de trabajo, no desplazarse por rutas, vías 
y espacios públicos y solo realizar traslados mínimos e indispensables para 
aprovisionarse de alimentos, artículos de limpieza, y medicamentos. Estos 
límites a la circulación exceptuaron al personal de salud, las fuerzas de segu-
ridad y los llamados «trabajadores esenciales». Mediante resoluciones minis-
teriales y protocolos, el gobierno provincial dictó una serie de medidas para 
garantizar su cumplimiento, tales como el «Protocolo de Recepción y Aisla-
miento de personas repatriadas residentes en la provincia de Córdoba»,7 el 
control y aislamiento de personas que se movilizaban entre jurisdicciones y 
la restricción de los límites en los que se podía circular, entre otras medidas.

Iniciado el ASPO, una de las primeras acciones del gobierno provincial fue 
la creación de la institucionalidad necesaria para coordinar la emergencia, en 
un contexto que exigía una fuerte articulación intergubernamental entre orga-
nizaciones de un mismo nivel de gobierno y entre jurisdicciones (nacional, 

4 	 Decreto Provincial 190/2020.
5 	 Decreto 46 del 18 de marzo de 2020 de la legislatura de la provincia.
6 	 DNU 297 del 19 de marzo de 2020 y Decreto provincial 201 del 20 de marzo de 2020.
7 	 Resolución 312 del Ministerio de Salud.
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provincial y municipales). El martes 24 de marzo, el Ministerio de Salud de 
la Provincia de Córdoba estableció la creación8 del Centro de Operaciones 
de Emergencias (COE). El principal objetivo de este centro fue «coordinar 
acciones» en el ámbito territorial, actuando «en forma interdisciplinaria» y 
conformándose «por distintas instituciones nacionales, provinciales y munici-
pales». Así, en su funcionamiento el COE buscó articular una lógica de trabajo 
interagencial, interinstitucional e interdisciplinaria. Estuvo integrado por una 
Coordinación General y seis Coordinaciones Regionales cuyos funcionarios 
se apoyaron en expertos y expertas9 que asesoraron en las medidas llevadas a 
cabo. El COE, tuvo su sede central en el Ministerio de Desarrollo Social, lugar 
al cual la prensa podía asistir y abastecerse de información para la ciudadanía 
sobre el estado de situación y el avance del virus. Su presupuesto ejecutado 
durante 2020 fue de 5000 millones de pesos.

El funcionamiento del COE implicó la interacción, negociación y articulación 
entre diversos organismos de gobierno. Estas relaciones intergubernamentales 
(RIG’s) (Agranoff, 1997) tuvieron un carácter dinámico en función distintas 
variables: la cantidad de casos activos, la situación del sistema hospitalario 
(fundamentalmente de la ocupación de camas y del personal médico dispo-
nible); el mayor conocimiento de la patología y de un saber hacer aprendido 
en el transcurso de los meses. Esta dinámica implicó transformaciones en la 
formulación de los objetivos, los dispositivos y los instrumentos desplegados. 

El COE emitió 234 disposiciones implementadas desde el 1 de abril hasta el 
27 de septiembre de 202010 y fue el encargado de diseñar diversos protocolos 
de actuación y regulación de actividades. Asimismo, tuvo a su cargo la insta-
lación de cordones sanitarios (estrictos y restringidos), el control o inhibición 

8 	 Resolución 311/2020 del Ministerio de Salud de la Provincia de Córdoba. Se designó 
como coordinador al Dr. Juan Ledesma (director del Hospital de Niños de Córdoba). 

9 	 El 8 de mayo, mediante la Resolución 745 del Ministerio de Salud, se gestiona la crea-
ción de un Comité Asesor de Científicos para disponer de elementos técnicos y de apoyo 
profesional para el abordaje de la pandemia y la evaluación de las medidas en la provin-
cia. Dicho Comité fue conformado, prioritariamente, por funcionarios y funcionarias de la 
actual cartera de salud del gobierno provincial, ex funcionarios de gobierno con formación 
y experiencia en salud. A su vez, durante los primeros meses, desde el COE se convocó 
a participar a la comunidad científica radicada en el territorio provincial, más específica-
mente en la ciudad de Córdoba, con sede de trabajo en diferentes institutos y dependen-
cias del sistema científico nacional. En Capdevielle, Cosacov et al. (2022) se desarrolla 
en extenso esta experiencia.

10 	Disponibles en el sitio web oficial del Gobierno de la Provincia de Córdoba: https://www.
cba.gov.ar/disposiciones–del–coe/.



152

del ingreso y la movilidad a nivel interprovincial; interdepartamental y al inte-
rior de los departamentos. 

Pasadas las semanas de «aislamiento estricto», administrado de modo centra-
lizado y homogéneo para todo el territorio nacional, se amplió el esquema 
general de participación de los gobiernos subnacionales en su definición. Así, 
a fines de abril, comenzó una administración del aislamiento caracterizada 
por la «segmentación geográfica» que buscó contemplar las diferentes reali-
dades epidemiológicas que existían en el país. En este marco, el gobierno de 
la Provincia de Córdoba, apoyado en el accionar del COE, adquirió mayor 
margen de autonomía para definir restricciones y habilitaciones acorde a la 
realidad epidemiológica de la provincia. A partir de ese momento, el ejecu-
tivo provincial segmentó y administró diferencialmente las distintas realidades 
locales, clasificando la provincia en zonas «rojas»11 y «blancas».12 La descen-
tralización de la administración del aislamiento permitió un abordaje foca-
lizado en la toma de decisiones a nivel jurisdiccional y volvió más central las 
relaciones intergubernamentales, entre el gobierno provincial, los municipios 
y las comunas. La Mesa Provincia–Municipios y las reuniones del COE con los 
municipios fueron algunas de las instancias de coordinación que el contexto 
exigía. Cada flexibilización del aislamiento fue administrada por el ejecutivo 
provincial mediante indicación del COE. 

A mediados de año, el gobierno nacional estableció la continuidad del ASPO 
(DNU 520/20) para aquellas áreas en donde existía circulación comunitaria 
del virus y el «Distanciamiento Social Preventivo y Obligatorio (DISPO) para 
aquellas zonas no afectadas.13 Según ese decreto nacional, el Gran Córdoba 
debía continuar bajo el ASPO. Sin embargo, el día 5 de junio, el COE modi-
fica la definición del Gran Córdoba para restringirla a la ciudad capital. De 
ese modo, con excepción de su ciudad capital que continuó en ASPO, el 7 de 
junio la provincia pasó a estar regida por la DISPO. Un mes después, el 1 de 
julio, la capital cordobesa pasa también a DISPO, aunque con restricciones y 
el establecimiento de varios cordones sanitarios. 

11	 Según Disposición 7 del COE del 28/4/20 eran aquellas que tenían casos positivos acti-
vos o transmisión comunitaria o que eran parte de los cuatro grandes conglomerados de-
finidos por el COE: Gran Córdoba; Río Cuarto, Las Higueras y Santa Catalina; Villa María 
y Villa Nueva; y San Francisco.

12	 Sin casos positivos activos o nula circulación viral y siempre que no estuvieran dentro de 
los grandes conglomerados.

13	 El Gobierno de la provincia de Córdoba adhirió a esta medida por medio del Decreto 
405/2020.
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Este proceso de apertura de actividades y mayor circulación de las personas 
provocó el aumento de casos de COVID19 en la provincia y, particularmente, 
en el Gran Córdoba. En ese marco, el gobierno de la Provincia acrecienta el 
control y poder sancionatorio. Por un lado, establece que aquellas personas 
que ingresaran a la provincia de Córdoba debían permanecer en aislamiento 
sanitario estricto por 14 días y ser controladas por las autoridades del Minis-
terio de Salud y/o del COE.14 A su vez, la legislatura establece un «Régimen 
Sancionatorio Excepcional Emergencia Sanitaria COVID19» destinado a todas 
las personas que incumplan las disposiciones del COE dentro del territorio 
provincial.15 Asimismo, se intensifica el uso de cordones sanitarios buscando 
contener la dispersión del virus sin retroceder a una fase de mayor aislamiento. 

En este contexto de aumento exponencial de casos, de aperturas progresivas 
combinadas con un acrecentamiento de la estrategia represiva para contener 
la movilidad, ocurren en el mes de agosto, dos hechos de gran impacto social, 
mediático y político que marcaron cambios en la estrategia del gobierno 
provincial para contener la diseminación del virus. El 5 de agosto, policías 
mataron por la espalda a un adolescente de 17 años, cuando evitó junto con 
cuatro amigos con los que viajaba en auto, detenerse en un retén policial 
nocturno. Este episodio generó una reacción social diferente respecto de otros 
casos de gatillo fácil y la repercusión mediática fue tal que produjo la remoción 
de las autoridades de la Dirección General de Seguridad Capital de la Policía 
de la Provincia de Córdoba. A este hecho, se sumó otro que conmovió a la 
opinión pública: la muerte de Solange Musse, una joven que padecía un cáncer 
terminal y falleció sin despedirse de su padre quien, una semana antes, había 
llegado a Córdoba desde Neuquén para acompañarla en sus últimos días y el 
COE no le había permitido el ingreso, siguiendo el protocolo establecido. Así, 
el 22 de agosto un día después de este hecho, las resoluciones del COE dejaron 
de tener carácter obligatorio y se transformaron en recomendaciones. Este 
sería el inicio de un progresivo debilitamiento del COE y su gravitación en la 
coordinación de la emergencia. 

Como puede observarse en el gráfico 1, octubre fue el mes, del año 2020, con 
mayor cantidad de contagios en la provincia. En la capital cordobesa, durante 
la primera ola, el pico de casos se registró el 8 de octubre con 1143 casos, mien-
tras que en el interior se registró el 15 de octubre con 1348 casos (Giovine, et al., 
2022). En esas semanas, el porcentaje de ocupación de camas superó el 82 % 
de un universo de 1654. Sin embargo, el 22 de octubre, se produce un descenso 

14	 Decreto 469 del 30 de junio de 2020.
15	 Ley 10702 del 17 de julio de 2020.
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abrupto del porcentaje de ocupación, disminuyendo al 62 %. La explicación 
de este descenso responde a que, según el gobierno,16 se agregaron 725 nuevas 
unidades más en el sistema sanitario. Así, desde ese momento, los datos oficiales 
—entre ellos el reporte diario—pasaron a considerar un total de 2.379 camas 
operativas en todo el sistema sanitario provincial, de las cuales se especificaba 
que 942 eran Unidades Críticas y 1436 Unidades de Piso con O2 + Moni-
toreo. El día con mayor internación fue el 31 de octubre con 1712 pacientes 
internados. Durante 2020, hubo en Córdoba 126 893 casos y 2496 fallecidos. 

Entre el 12 de octubre y el 8 de noviembre, el aglomerado Gran Córdoba 
y otras localidades aledañas, retrocedieron a fase de aislamiento.17 En el 
mes de noviembre los casos comienzan a descender y, los primeros días de 
diciembre, se retoman los servicios de transporte de pasajeros interurbanos, 
hubo reaperturas de actividades —algunas con aforos— y cierto relajamiento 
de las medidas de cuidados.

16	 Datos extraídos del Informe Situación Epidemiológica Actual de la Provincia de Córdoba del 
22 de octubre de 2020. https://www.cba.gov.ar/wp–content/uploads/2020/10/FInal–22–
de–octubre.pdf

17	 El 12 de octubre, el Poder Ejecutivo Nacional dispone mediante el decreto 792 (prorro-
gado por decreto 814) que los departamentos de Capital, Santa María, Punilla, Colón, 
Tercero Arriba y General San Martín. La provincia adhirió mediante el decreto 714.
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Figura 1. Cantidad de casos confirmados cada 100 mil habitantes. Provincia de Cór-
doba, ciudad de Córdoba y resto del área metropolitana

Fuente: Elaboración propia en base a datos del Ministerio de Salud de la provincia de 
Córdoba. 

Estrategias de vigilancia epidemiológica activa

La estrategia de vigilancia epidemiológica apuntó a la detección de los casos 
sintomáticos y asintomáticos. Esa vigilancia fue de carácter pasivo y activo. 
La vigilancia pasiva consistió en la detección y el seguimiento de casos que 
ingresaban al sistema de salud. Mientras que la vigilancia activa implicó la 
puesta en marcha de diversos dispositivos e instrumentos para la detección, 
el rastreo y el aislamiento de casos sintomáticos y asintomáticos. Entre ellos, 
la instalación de cordones sanitarios por parte del coe, el Programa Provincial 
de Testeo para la Detección de covid19 y el fortalecimiento de centros de rastreos. 

Antes de reconstruir estas acciones y programas, es importante decir que, al 
igual que sucedió en otros programas de otras áreas de gobierno, estas inicia-
tivas se apoyaron en la convocatoria a voluntarios de las universidades nacio-
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nales, ONGs y a personas de la sociedad civil. Los voluntariados se constitu-
yeron en un instrumento de las políticas que permitió ampliar la capacidad y 
disponibilidad de recursos humanos y tuvieron una gravitación significativa en 
materia de prevención de contagios masivos. El «Programa de Aceptación de 
Voluntarios Espontáneos» a cargo de la Secretaría de Gestión de Riesgo Climá-
tico, Catástrofes y Protección Civil del gobierno de la provincia y el «Volunta-
riado del COE» fueron algunos de los creados durante 2020. Otro voluntariado 
significativo fue el «Voluntariado Covid18», armado por la Facultad de Ciencias 
Médicas a partir de un convenio específico con el Ministerio de Salud de la 
provincia. Así, estudiantes y egresados realizaron una diversidad de tareas tales 
como realizar hisopados, participar en las campañas de vacunación antigripal 
domiciliaria a pacientes de riesgo, control y seguimiento virtual o telefónico 
de geriátricos, brindar colaboración en los centros de rastro, testeos y vacu-
nación, entre otras (Juri et al., 2021). Las capacitaciones a los voluntarios se 
dictaron en conjunto con el Ministerio de Salud, el Colegios de Profesionales 
y docentes de la Facultad de Ciencias Médicas. 

Cordones Sanitarios
Uno de los instrumentos desplegados en la estrategia de vigilancia epide-
miológica activa, fueron los cordones sanitarios. Estos fueron planificados y 
coordinados por el COE y en su ejecución participaron diversas dependencias 
estatales: el Ministerio de Salud, de Desarrollo social, de la Mujer, de Segu-
ridad y Justicia. También estuvieron implicados, personal de diferentes muni-
cipios y comunas, la policía, el Ejército, la Fuerza Aérea y la Gendarmería. En 
concreto, la puesta en marcha de los cordones sanitarios implicó la interven-
ción de hasta 180 personas, dependiendo del tamaño y densidad poblacional 
de la zona a ser aislada.

En la entrevista a la Secretaria de Prevención y Promoción de la Salud, reali-
zada en el marco de esta investigación, la funcionaria puntualizó una serie 
de pasos que seguía el procedimiento y que evidencian la importancia de la 
articulación entre diferentes áreas y niveles de gobierno para la ejecución de 
los cordones:

18  Según comentó el Decano de Ciencias Médicas Rogelio Pizzi, en la entrevista realizada 
en el marco de esta investigación, 7500 estudiantes voluntarios se anotaron durante la 
primera semana de la convocatoria. 
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Entonces, una vez que teníamos programado [un cordón sanitario], a la tarde se 
lo presentábamos al ministro y el grupo ampliado del COE. Y ahí con la presen-
tación al ministro y el grupo ampliado del COE, donde estaba parte también del 
Ejército, Desarrollo Social, los referentes barriales de los lugares o los Secretarios 
de Salud de las intendencias, se presentaba cuántos casos había, cuántos aislados, 
cuántos contactos estrechos y cuál era la propuesta de cierre, de qué manzana a 
qué manzana, cuántos días y cuántos test había que hacer en ese lugar. Y de ahí 
con la sugerencia del ministro y de las distintas autoridades se terminaba de ha-
cer la estrategia y al otro día ya se salía. Entonces, al otro día, ya sabías que ne-
cesitabas ir con tantos testeadores, con tantos hisopadores, con tantos reactivos, 
con tantos bolsones de comida de acuerdo a cuánta gente vivía ahí (Entrevista a 
Gabriela Barbás, Secretaria de Prevención y Promoción de la Salud del Ministe-
rio de Salud de la Provincia de Córdoba). 

Existieron dos tipos de cordones sanitarios, estrictos y restringidos que impli-
caron grados diferentes de cierre y restricciones a la movilidad de la zona 
afectada. Los primeros al igual que los segundos, suponían realizar tareas 
de investigación epidemiológica mediante una estrategia combinada de 
ampliación diagnóstica, con estudios de PCR (hisopados) a las personas del 
sector, contactos estrechos y personas sintomáticas, y un muestreo pobla-
cional mediante estudios de serología. Sin embargo, cuando se trataba de un 
cordón sanitario estricto, se suspendían en la zona delimitada todas las acti-
vidades que en ese momento estaban flexibilizadas. Además, se establecía la 
restricción máxima de circulación de personas en el sector y la prohibición 
de concurrir a sus lugares de trabajo mientras durara la medida. Solo se habi-
litaban salidas para buscar alimentos, medicamentos o insumos necesarios a 
una única persona por unidad habitacional y se mantenían abiertos solo los 
supermercados, las estaciones de servicio, las farmacias y los establecimientos 
que prestaban servicios esenciales. Este tipo de cordón sanitario, implicaba 
la coordinación con el Ministerio de Desarrollo Social y la Municipalidad de 
Córdoba para la provisión de alimentos, kits de limpieza y cualquier insumo 
esencial que las personas pudieran necesitar. Finalmente, se coordinaba con 
la Municipalidad la circulación del transporte público a los efectos de evitar 
el ingreso de los mismos a la zona mientras estuviera vigente la medida. En 
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cambio, los cordones sanitarios restringidos, permitían a quienes vivían en la 
zona delimitada, concurrir a sus espacios de trabajo, se podía circular con los 
permisos correspondientes y se restringía el horario comercial, pudiendo abrir 
de 8 de la mañana a 4 de la tarde aquellos negocios autorizados por consti-
tuir servicios básicos. En estos cordones, se instalaban puestos de Triage para 
control sanitario y epidemiológico de la población y se coordinaban con la 
Policía puestos de control. 

En total, desde abril hasta septiembre del año 2020, se instalaron 62 cordones 
sanitarios en el Gran Córdoba y 228 si tomamos en cuenta la totalidad del 
territorio provincial. El mes de agosto reporta la mayor cantidad de cordones. 
Sin embargo, los cordones sanitarios como estrategia sanitaria territorialmente 
localizada y focalizada para la contención del virus pierden efectividad a partir 
de la diseminación comunitaria del virus y del crecimiento exponencial en la 
cantidad de casos (Giovine et al., 2022). Como ya mencionamos, en el marco 
del pronunciado aumento y dispersión de casos que comienza a partir de julio 
y se sostiene hasta llegar al pico en el mes de octubre, los cordones sanita-
rios, como una de las medidas centrales para contener los contagios, pierden 
efectividad y, finalmente, a fines de septiembre de 2020 dejan de utilizarse 
como estrategia sanitaria. En palabras de una entrevistada, era preciso «re–
escalar», dejar esa estrategia «muy territorial y artesanal» porque «ya no alcan-
zaba hacer un cordón sanitario en unas cuadras, la gente se movía y mucho» 
(Entrevista a Sol Minoldo, Investigadora del CONICET y Coordinadora General 
por parte del Ministerio del Centro de Rastreo de la UNC). De tal manera, en 
esa nueva coyuntura se vuelven más necesarias y prioritarias otras medidas 
de vigilancia epidemiológica, como el seguimiento y el rastreo de casos por 
contactos estrechos. 

Operativos del Programa Provincial de Testeo para la Detección de COVID19
Desde un primer momento el testeo fue establecido por la política provin-
cial como el dispositivo central para la detección de casos. Sin embargo, se 
requirió de una administración rigurosa de la capacidad de testeos ya que 
la cantidad de recursos al inicio de la «primera ola» era limitada y, según las 
entrevistadas del sector público provincial, había una «baja disponibilidad de 
insumos». Durante el mes de septiembre, se crea el «Programa Provincial de 
Testeo para la Detección de COVID19»,19 localmente conocido como «Opera-
tivos Identificar», el cual funcionará bajo la órbita de la Secretaría de Preven-
ción y Promoción de la Salud. La decisión de implementar este programa se 

19 Resolución 976 del Ministerio de Salud.
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fundamentó en la necesidad de descentralizar el abordaje de los casos sospe-
chosos, llevando el testeo cerca de la gente en los barrios. La descentralización 
del trabajo de testeos fue posible por la ampliación de la capacidad diagnós-
tica llevada a cabo en los meses previos y por el desembarco de los test rápidos 
que compró la provincia de manera directa y que permitieron implementar 
estrategias combinadas entre pruebas serológicas y moleculares, además de la 
incorporación de más personal al área. En este sentido, el programa permitió 
plantear diferentes estrategias diagnósticas para distintos escenarios epidemio-
lógicos, ya sea que el territorio en cuestión estuviera en fase de detección de 
casos aislados o de detección de transmisión comunitaria o en conglomerados. 
Identificar, estableció además una estrategia activa de búsqueda de casos en 
aeropuertos, terminales, puestos de ingresos provinciales y barridos en zonas 
marcadas con criterios sanitarios, especialmente en aquellas que conforman 
comunidades cerradas o vulnerables. De este modo, se incorporan a la estra-
tegia de combate de la pandemia los instrumentos de hisopados en puestos 
móviles,20 y se vuelve más visible la necesidad de implementar otros instru-
mentos genéricos a la estrategia de vigilancia, vinculados al seguimiento y la 
detección temprana de casos.

Centro de rastreos
A partir de la primera ola, entre los meses de septiembre a noviembre, se cambia 
la estrategia ante la escalada de casos. Se crea un sistema de gestión de casos 
y contactos estrechos. En esta instancia es que se incorpora el Covid Center 
a cargo de la Universidad Nacional de Córdoba, con el fin de rastrear la ruta 
de contagio hasta 72 horas previas al inicio de síntomas de cada paciente y el 
posterior aislamiento de contactos estrechos para mitigar y controlar los brotes. 
La implementación del Contact center o Contact Tracing (CT), en Córdoba, 
requirió de un esfuerzo de vinculación científico–tecnológica sin precedentes.

Si bien el gobierno provincial había detectado la necesidad de realizar el 
seguimiento de casos y el rastreo de casos por contacto estrecho, la iniciativa 
de los CT estuvo protagonizada por un grupo de investigadores del CONICET21 
que elevaron la propuesta al área de epidemiología del Ministerio de Salud, 
a cargo de la Dra. Gabriela Barbás. Una vez que capturaron la atención del 

20  Con el auge del aumento exponencial de casos durante la primera ola (octubre 2020) se 
alcanzó los 300 puntos de testeos en toda la provincia.

21  El diseño original del centro de rastreos (que luego fue adquiriendo cambios a medida que 
avanzaron los contagios) y las primeras capacitaciones, pruebas de desembarco y pues-
ta en marcha, estuvieron centralmente a cargo de la Dra. Sol Minoldo, investigadora del 
CONICET. En Capdevielle, Cosacov et al. (2022) se desarrolla en extenso esta experiencia.
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gobierno provincial lograron el involucramiento principalmente de la UNC y 
la Fundación Huésped, además de otros actores gubernamentales de la esfera 
nacional. Es importante destacar que la Fundación Huésped aportó su expe-
riencia en rastreo de casos y comunicación de riesgos sanitarios, y también 
estuvo involucrada en el armado de la experiencia antecedente en la provincia 
de Buenos Aires.

Para la puesta en acción de la iniciativa, además de los recursos económicos, 
eran necesarios los recursos humanos, las instalaciones, desarrollo de software y 
el equipamiento tecnológico. Esto ponía del lado de la Universidad una mayor 
participación. La iniciativa finalmente cristalizó en un convenio específico de 
colaboración celebrado el 15 de octubre entre el Ministerio de Salud, encabe-
zado por el Dr. Diego Cardozo, y la UNC, representada por su rector Dr. Hugo 
Juri. El objetivo del mismo fue la implementación de un sistema de rastreo, 
carga de datos y notificación de contactos estrechos de personas con diagnós-
tico COVID19 confirmado. Por parte de la Universidad colaboraron la Facultad 
de Química, la Facultad de Matemática, Física y Astronomía,22 la Escuela de 
Trabajo Social de la Facultad de Ciencias Sociales y el gremio de docentes e 
investigadores (ADIUC), que cedió sus instalaciones para uno de los centros 
de contacto, además de personal administrativo para las tareas de coordina-
ción.23 Las y los estudiantes fueron actores importantes dentro del proyecto 
y llegaron a ser más de 400 personas realizando notificación de contactos y 
acompañamiento, articulando con las diferentes áreas. La propuesta contó con 
los recursos necesarios para su actividad, pero solo pudo alcanzar al aglome-
rado urbano de la ciudad de Córdoba y no al resto del territorio provincial. 

Medidas para ampliar la capacidad diagnóstica  
y la infraestructura sanitaria

Al reportarse el 6 marzo de 2002 el primer caso de infección con el virus SARS–
CoV–2, la provincia de Córdoba contaba con una capacidad instalada que 
requería ampliación para dar respuestas diagnósticas de manera descentrali-
zada. Para ello, fue necesario trabajar en la articulación interinstitucional y 

22  Entre otros recursos, esta facultad puso a disposición al Dr. Miguel Pagano quien diseñó, 
creó, implementó y le dio continuidad en su uso al software para la carga de los datos, el 
cual fue complementado con el sistema de notificaciones a través del Ciudadano Digital 
(CiDi) y la RedMine del Ministerio de Salud provincial.

23  Entre ellas, a la Dra. Malena Muragui quien aceptó darle continuidad al proyecto una vez 
que Minoldo finalizara la etapa inicial y puesta en marcha del mismo.
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asignar mayores recursos humanos y técnicos. Estas acciones se plasmaron, en 
convenios de cooperación interinstitucional para el monitoreo de indicadores 
epidemiológicos, la incorporación de personal para el fortalecimiento de labo-
ratorios y para tareas de detección, rastreo y seguimiento y una fuerte inversión 
en infraestructura. El Ministerio de Salud tuvo un presupuesto 20 % mayor 
en términos reales24 al del año anterior, pasando de ejecutar $ 1 991 742 652 en 
2019 a $ 31 941 050 815 en 2020.25 En una primera etapa, se amplió la capacidad 
diagnóstica del Laboratorio Central, que depende del área de Epidemiología 
del Ministerio de Salud, hasta alcanzar a duplicar las pruebas PCR diarias (7000 
test diarios). Para ello fue necesaria la incorporación de nuevos espacios de labo-
ratorio de la UNC, como de la Universidad Nacional de Río Cuarto (UNRC), el 
INTA de Marcos Juárez, el subsector privado y el CEPROCOR. En una segunda 
etapa, que se inicia entre agosto y septiembre de 2020, se pudo hasta triplicar la 
capacidad diagnóstica de la provincia (hasta 20 000 test por día) con la compra 
al exterior de test de antígenos por parte del ejecutivo provincial. A su vez se 
desplegaron monitoreos contingentes, como el análisis de efluentes cloacales 
en los departamentos de Colón y Punilla, y junto al instituto Vanella y el INTA, 
se realizaron muestreos azarosos para conocer la circulación comunitaria de las 
nuevas variantes. En cuanto a la infraestructura edilicia se adecuaron y remo-
delaron los laboratorios y diferentes áreas técnicas para contener el nuevo equi-
pamiento y adaptarse a las necesidades y normas de bioseguridad exigidas por 
la contingencia. Asimismo, se reubicaron y refuncionalizaron diferentes zonas 
para diferenciar circulaciones técnicas y administrativas y permitir el funciona-
miento del laboratorio las 24 horas. Complementariamente a la ampliación de 
los laboratorios, se fortaleció el sistema de salud orientado al tratamiento de la 
enfermedad. Si bien excede al alcance de este trabajo (hemos señalado que está 
centrado en los dispositivos de prevención de contagios y no en la reorganización 
asistencial del sistema de salud) brevemente mencionaremos que, durante 2020, 
en la provincia se incorporaron al sistema de salud camas COVID19, llegando a 
disponer de más de 2000 camas al finalizar 2020, en todo el sistema, se insta-
laron más de 400 respiradores, gases medicinales en 37 hospitales públicos y 80 
equipos de alto flujo. Se protocolizaron los tratamientos para poder brindar una 

24  Calculado a precios constantes según IPC Córdoba=2014.
25  Este aumento en la cartera de Salud, contrasta con el de otras áreas de gobierno, como 

protección social y asistencia alimentaria y hábitat y vivienda, que tal como se detalla en 
secciones siguientes, mantuvieron o disminuyeron sus partidas presupuestarias respecto 
del año anterior. Incluso, según entrevistas realizadas, ese presupuesto de la cartera de 
Salud, priorizó la prevención y atención de casos covid, vaciándose otras áreas al interior 
del ministerio, como por ejemplo la de Salud Mental. 
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atención más efectiva y rápida y se activaron dispositivos prehospitalarios. En 
el marco de la Red de Emergencia Sanitaria Federal COVID19, el Ministerio de 
Obras Públicas de la Nación, construyó nueve centros sanitarios con módulos 
habitacionales prefabricados.26

Políticas de protección social y asistencia alimentaria

Las medidas gubernamentales orientadas a prevenir los contagios masivos 
y evitar el colapso de los sistemas sanitarios, tuvieron por efecto un agrava-
miento de la situación social y económica. En ese contexto, es posible iden-
tificar un conjunto de iniciativas gubernamentales que buscaron apoyar y 
sostener la alimentación y el sustento económico de la población vulnerable 
y de la economía popular. A continuación, se abordan estas iniciativas agru-
padas en tres ejes de intervención: las destinadas a reforzar los ingresos fami-
liares mediante transferencias monetarias (condicionadas y no condicionadas) a 
individuos y hogares; aquellas que buscaron fortalecer la alimentación familiar 
y finalmente, aquellas que buscaron apoyar a actores de la economía popular 
a través del impulso de espacios de comercialización de sus productos. 

El recorrido realizado a continuación, por los tres ejes de intervención en 
materia de protección social y alimentaria, permite reconocer cómo se organi-
zaron las relaciones intergubernamentales en la implementación de las políticas 
y evidenciar cierta especialización de los diferentes niveles de gobierno en la 
aplicación de dispositivos de política. Como veremos, el Gobierno Nacional 
concentró el grueso de las transferencias monetarias directas a los hogares, sin 
importar si nos referimos a refuerzos de ingresos, complementos de alimenta-
ción o retribución al trabajo. También el gobierno nacional brindó el mayor 
aporte de los recursos recibidos por comedores y merenderos comunitarios. La 
Provincia, por su parte, pareció enfocar su respuesta y sus esfuerzos en lo sani-
tario y a través del PAICor, tuvo un rol central en brindar asistencia alimentaria. 
Pese al contexto de virtualidad escolar, este Programa logró —mediante coor-
dinaciones horizontales con otras áreas de gobierno— continuar usando las 
escuelas como punto de distribución de alimentos con capacidad de articular 
una extensa penetración territorial y adaptarse a cada contexto territorial. Sin 
embargo, el PAICor no llegó a todas las familias que lo requerían, ni a todas 
las zonas del Gran Córdoba. En la asistencia alimentaria, las organizaciones 

26  Según datos oficiales, el Gobierno Nacional invirtió $ 2185 millones, en el Hospital Modular 
de Córdoba, de Bouwer y el Centro Modular de Mina Clavero. https://www.argentina.gob.ar/
noticias/en–cordoba–nacion–invierte–2185–millones–en–obras–para–el–sistema–de–salud
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sociales y, en particular, la práctica social del comedor y la olla comunitaria, 
tuvieron un rol central en la contención social y asistencia alimentaria. Por 
su parte, el Municipio generó un registro propio de comedores y merenderos 
comunitarios de la ciudad y se dio una política de subsidios para este sector.27 
Una estrategia similar siguió con las ferias populares. 

Medidas para aliviar la caída del ingreso de los hogares

Entre las políticas de transferencias monetarias no condicionadas, orientadas 
a aliviar la merma de ingresos, además de la Asignación Universal por Hija/o 
y por Embarazo, el Gobierno Nacional puso en marcha el Programa Ingreso 
Familiar de Emergencia (IFE).28 Esta medida diseñada unos meses después del 
establecimiento del ASPO, compensó solo parcialmente la pérdida de ingresos de 
9 millones de personas. La provincia de Córdoba concentró el 8 % de los benefi-
ciarios (738 729 personas), por detrás de la provincia de Buenos Aires (3 220 662). 

Otro dispositivo nacional de envergadura e impacto en Córdoba, que 
implicó transferencias directas y condicionadas que aliviaron la merma de los 
ingresos, fue Programa Nacional de inclusión socio productiva y desarrollo 
local Potenciar Trabajo.29 Durante 2020, el Gobierno Nacional ejecutó $ 81 
171 millones en este programa, lo que representa un 214,2 % más que en 2019. 
Ese mismo año, el gobierno provincial comenzó a participar activamente de la 
ejecución de este Programa, a partir de una serie de convenios con el Ministerio 
de Desarrollo Social de la Nación, que se tradujeron en transferencias de 
300 millones de pesos a la Provincia. En este marco, se creó una política de 
microcréditos para emprendedores junto con el Banco de la Provincia de 
Córdoba, y se dieron articulaciones con el Ministerio Promoción del Empleo 
y Economía Familiar de Córdoba, a partir de las cuales trabajadores del 
programa participaron en la construcción de viviendas, mantenimiento de 200 
escuelas públicas provinciales y salas cuna de la Ciudad de Córdoba. Incluso 
durante el año 2021, la propia Municipalidad de Córdoba se constituyó en 
unidad de gestión del Programa, articulando el Potenciar Trabajo con tareas 

27  Durante 2021 y 2022, el municipio implementó una transferencia mensual de $ 5000 
pesos para comedores y merenderos registrados a través de la tarjeta activa y un monto 
por única vez destinado a equipamiento y mejoras de infraestructura de estos espacios 
comunitarios.

28  El capítulo 2 del Tomo I ofrece una descripción detallada de este programa.
29  Idem.
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municipales, entre las que se destacan las del Programa Servidores Urbanos, 
al que más adelante referimos. 

Ahora bien, en paralelo a estos programas nacionales, no hubo a nivel provin-
cial un dispositivo destinado a reforzar el ingreso de los hogares o algo equivalente 
al IFE ni al Potenciar Trabajo. El gobierno de la provincia de Córdoba incluso 
suspendió una serie de programas preexistentes a la pandemia que significaban 
un ingreso monetario para los hogares. El 31 de marzo de 2020, a diez días del 
inicio del ASPO, el Ministerio de Promoción del Empleo y de la Economía Fami-
liar de la provincia, suspendió por tres meses los programas Primer Paso (PPP), el 
llamado Por Mí (Xmí, destinado a mujeres), el Programa de Inclusión Laboral 
para Adultos Varones (PILA) y el Programa de Inserción Profesional (PIP). De 
acuerdo a la información de prensa, fueron afectadas 3.700 personas que recibían 
entre 4500 y 9500 pesos mensuales por 20 horas semanales de trabajo (Marella 
y Satoshi, 2020). Esta decisión provocó el rechazo de la Unión de Trabajadores 
de la Economía Popular (UTEP) que expresó su posición mediante un comuni-
cado. La medida del gobierno provincial estaba en contradicción directa con el 
decreto nacional de necesidad y urgencia que prohibía despidos y suspensiones 
en todo el territorio nacional. El argumento de la provincia para justificar la 
suspensión fue la imposibilidad de realizar el entrenamiento laboral que es el 
objetivo de los programas. La suspensión se levantó en junio con el relajamiento 
de las medidas de aislamiento social en la provincia de Córdoba. Así, en un 
contexto de emergencia sanitaria y social, estos programas sociales y de empleo 
tuvieron una ejecución presupuestaria equivalente a solo el 2 % del año anterior 
(Programa PPP), al 1,4 % en el caso del PILA, al 39 % en el caso del Programa Por 
Mí y del 58,2 % en el caso del el PIP.30 

El programa de Servidores Urbanos31 de la Municipalidad de Córdoba, que 
también puede considerarse entre los dispositivos destinados a paliar la pérdida 
de ingresos de las familias, siguió un derrotero distinto. Según información 
de prensa, al inicio de la pandemia eran mil los trabajadores y trabajadoras 
que recibían $ 10 000 mensuales del programa, con una erogación semestral 
de 60 millones de pesos. A partir de mayo, esa asignación pasó a ser de 90 
millones semestrales, lo que implicó la incorporación de 2000 trabajadoras 
y trabajadores más (Leyes, 31 de mayo de 2020). Los trabajadores y las traba-
jadoras del programa de Servidores Urbanos fueron parte importante de la 

30  Datos del presupuesto provincial, calculado a precios constantes según IPC Córdoba=2014. 
31  Este programa fue creado en 2007, buscando responder a los reclamos de trabajado-

res y trabajadoras «naranjitas» o cuidacoches. En años posteriores, incorporó a carreras 
y carreros encargados de juntar material reciclable. Sin embargo, hasta 2020 no era un 
programa de volumen significativo.
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fuerza de trabajo que empleó el municipio para establecer centros de testeo, 
hacer operativos puerta a puerta, asistir a familias aisladas y apoyar los cordones 
sanitarios. Sin embargo, es importante aclarar que este aumento de los montos 
y beneficiarios del programa fue simultáneo al recorte de la jornada laboral 
de los empleados municipales de planta, un plan de retiros anticipados y la 
incorporación masiva de profesionales contratados (Guevara, 9 de septiembre 
de 2020). De modo que es posible plantear que el protagonismo que asumió 
el programa de Servidores Urbanos en la política pública de la Municipalidad 
de Córdoba, expresa una precarización y reestructuración del empleo público, 
en el marco de la «oportunidad» que ofreció la pandemia.

Medidas para fortalecer la alimentación familiar

En el contexto del COVID19 se implementaron un conjunto de medidas para 
reforzar la alimentación de los hogares. Estas se diferenciaron de las descritas 
anteriormente porque emplearon instrumentos que implican una asignación 
de alimentos a las familias antes que ingresos monetarios. En general, estos 
instrumentos son tres y cuentan con diversos mecanismos de implementa-
ción: tarjetas magnéticas que permiten exclusivamente la compra de algunos 
alimentos; provisión de alimentos secos y frescos; asistencia con porciones de 
comidas cocinadas. Como veremos, en la implementación de estas políticas 
es ineludible la importancia de actores de la sociedad civil, tales como orga-
nizaciones sociales e iglesias. Así lo reconocen los actores estatales y por ello 
generan una serie de dispositivos para organizar esta relación.

El Plan Nacional Argentina Contra el Hambre (PACH) creado en enero de 
2020 bajo la órbita del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación, tuvo 
como estrategia prioritaria la Tarjeta Alimentar. Al momento del lanzamiento 
nacional del PACH, en la provincia de Córdoba ya se implementaba una polí-
tica similar, pero con condiciones y montos distintos, la «Tarjeta Social». Esta 
última está orientada al universo de la población bajo la línea de indigencia y 
su asignación no es automática, requiere de una solicitud. Durante todo 2020 
el monto asignado a cada beneficiario o beneficiaria fue de $ 1000 (El Diario de 
Carlos Paz, 20 de enero de 2020). Y así como ya advertimos que, en Córdoba, 
los programas de transferencias de ingresos o empleo resultan incompatibles 
con los nacionales, también los beneficiarios de la Tarjeta Social (provincial) no 
pueden contar con la Tarjeta Alimentar (nacional). En la provincia de Córdoba, 
se entregaron 116.953 Tarjetas Alimentar, que representaron el 8,1 % del total del 
país. Según información de prensa, luego del cruce de padrones los beneficia-
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rios de la Tarjeta Social fueron 61.018 en 2020 (Cadena 3, 19 de mayo de 2020). 
En términos presupuestarios, el Programa provincial Tarjeta Social, ejecutó un 
presupuesto de $ 936 194 198. Esto significa, en términos reales,32 un 30 % menos 
del ejecutado el año anterior. En el contexto de la pandemia el Ministerio de 
Desarrollo Social de la Provincia de Córdoba generó dos acciones de asistencia 
adicionales para quienes tenían la Tarjeta Social. Primero, distribuyó kits sani-
tarios con barbijos, elementos de higiene personal y folletos informativos para 
las familias comprendidas en el programa. Segundo, otorgó un bono de $ 1000 
por única vez en el mes de diciembre.

Además de las tarjetas magnéticas que permiten exclusivamente la compra 
de algunos alimentos, otras medidas (nacionales, provinciales e incluso muni-
cipales) apuntan a la provisión de alimentos secos y frescos o a la asistencia con 
porciones de comidas cocinadas. A continuación, se desarrollan dos disposi-
tivos centrales: el PAICor y los comedores y merenderos comunitarios.

Asistencia del PAICor en el marco de la pandemia
El Programa de Asistencia Integral Córdoba, ampliamente conocido como 
PAICor, es una política alimentaria y de inclusión educativa que se implementó 
desde 1984 y se encuentra bajo la órbita de la Secretaría General de la Gober-
nación. Desde este programa se brindan desayunos, meriendas y almuerzos en 
los establecimientos educativos públicos, de acuerdo al turno de asistencia de 
niños, niñas y jóvenes de sectores populares. El principal objetivo del programa 
es «contribuir a la inclusión y permanencia en el sistema educativo formal y al 
adecuado crecimiento y desarrollo de la población en edad escolar en situación 
vulnerable, brindando asistencia alimentaria y propendiendo a mejorar hábitos 
vinculados a una alimentación saludable».33 Se trata del programa de asistencia 
alimentaria más grande de la provincia, que tuvo durante 2020, un presupuesto 
ejecutado de $ 5 796 653 097, representando el 1,8 % del presupuesto de la 
provincia, al igual que el año anterior. En estimaciones de la propia directora 
Claudia Oliva, entrevistada en el marco de esta investigación, el número de 
beneficiarios creció de 257 000 beneficiarios en 2019 a 309 000 en 2020 y el 
presupuesto ejecutado por el programa aumentó un 6 % respecto de 2019 si 
se lo evalúa a precios constantes. El presupuesto de este programa proviene de 
las arcas provinciales, y —según la directora del programa— alrededor de un 
6 % del mismo proviene de aportes del gobierno nacional. Según el Informe 

32  Calculado a precios constantes según IPC Córdoba=2014. 
33  https://PAICorvirtual.cba.gov.ar/Home/institutional
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de gestión del PACH,34 en 2020, el gobierno nacional transfirió a la Provincia 
de Córdoba 224 521 043 de pesos destinados a este programa. 

El lunes 16 de marzo de 2020, apenas a dos semanas del comienzo del ciclo 
lectivo, las escuelas de todo el país cerraron sus puertas como forma de prevenir 
los contagios ante la pandemia por COVID19. Esto implicó que PAICor tuviera 
que readecuar completamente la modalidad de entrega de alimentos en toda 
la provincia. A partir de la Resolución 008/2020 de la Secretaría General de la 
Gobernación, se instituyó la modalidad de entrega de un módulo o caja con 
alimentos35 por cada persona destinataria, primero cada un plazo de 15 días y 
posteriormente cada 45 días aproximadamente. Los operativos de entrega de 
módulos conllevaron una serie de emergentes constantes a ser resueltos para 
que los alimentos llegaran a cada hogar. Mientras que en algunos casos docentes 
y directivos se involucraron activamente en el reparto de módulos y el soste-
nimiento del programa, en otros fueron las familias, las vecinas, los vecinos, 
la policía o bien voluntarios y voluntarias del COE quienes participaron de los 
operativos de repartos de alimentos. Para estas instancias, desde el programa 
se diseñaron cronogramas de entregas que eran difundidos y comunicados a 
las familias desde las mismas escuelas. 

Comedores y merenderos comunitarios: el rol de las organizaciones sociales
Además del circuito de los comedores escolares, existe una diversidad de orga-
nizaciones de la sociedad civil que brindan asistencia alimentaria. Incluso 
funcionarios estatales y militantes sociales coinciden en que son dos pobla-
ciones diferentes las cubiertas por el PAICOR y los comedores comunitarios.36 

Una parte importante de comedores y merenderos comunitarios gestionan 
sus servicios contando con recursos estatales, mientras que otros lo hacen 
sin dicho apoyo. El PACH tiene un componente dedicado a la transferencia 
a comedores comunitarios37 por el cual la provincia de Córdoba recibió  

34  https://www.argentina.gob.ar/sites/default/files/2021/04/informe_eje_pach_2020.pdf 
35  Cada caja contenía: 5 paquetes de fideos, 1 de arroz, 2 harinas, 2 paquetes de azúcar, 2 

botellas de aceite, 1 kilo de yerba, 1 caja de leche, 2 postres en polvo, 1 gelatina, 1 lata 
de merluza al natural (u otra proteína animal dependiendo del caso), 2 kilos de garban-
zos, 3 paquetes de arvejas, 3 latas de choclo, 2 cajas de puré de tomates, 1 mermelada 
y 1 paquete de polenta.

36  El «Informe de Comensalidad ¿Cómo como con los módulos?» de la Dirección General de 
PAICor (2021) respalda esta apreciación. Según el documento, el 84,7 % de la población 
encuestada afirma que los niños, niñas y adolescentes titulares del PAICor no asistieron 
a merenderos o comedores comunitarios durante la pandemia.

37  La información pública respecto a la ejecución presupuestaria indica que el incremen-
to para 2020 del componente destinado a comedores comunitarios del PACH fue de un 
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—durante 2020—27,6 millones de pesos, lo que implicó un presupuesto 
menor a otras trece provincias argentinas. Situación contrastante con la asig-
nación de recursos del PACH a comedores escolares que tiene a Córdoba como 
la cuarta jurisdicción con más fondos ejecutados durante 2020, solo superada 
por las provincias de Buenos Aires, Tucumán y Chaco (SIEMPRO, 2020). El 
aporte nacional es reconocido unánimemente como el más importante por las 
organizaciones sociales consultadas, aun existiendo programas provinciales y 
municipales destinados al abastecimiento de estos espacios comunitarios pero 
que tienen un impacto menor.

La organización de comedores, merenderos y ollas populares constituye una 
práctica profundamente arraigada en barrios de menores ingresos. Existen 
iniciativas relativamente aisladas y otras que articulan su trabajo con insti-
tuciones de mayor escala, como iglesias, sindicatos, organizaciones sociales 
y partidos políticos. Asimismo, los comedores y merenderos comunitarios 
difieren en su permanencia en el tiempo, algunos esporádicos y otros que se 
sostienen durante décadas. La mayoría de las trabajadoras de comedores y 
merenderos vinculadas a organizaciones sociales que entrevistamos, obtienen 
una remuneración por su trabajo en el marco del programa Potenciar Trabajo 
o de alguno de los programas de empleo provinciales. Las organizaciones han 
reivindicado estas tareas como trabajo, exigiendo un pago por su realización: 
«no es amor, es trabajo», dice Olga del Movimiento Evita.

Es importante señalar que, más allá del pago de las horas de trabajo y la provi-
sión de alimentos «secos», todo el funcionamiento de los comedores y meren-
deros depende del accionar de las organizaciones en el territorio. En general, los 
comedores y merenderos funcionan en domicilios particulares, con algunos casos 
excepcionales que lo hacen en locales comunitarios. La provisión y el manteni-
miento de todas las herramientas de trabajo se encuentra a cargo de las propias 
trabajadoras, quienes también generan diversas estrategias de financiamiento 
para solventar los gastos en alimentos «frescos». Las más recurrentes son la crea-
ción de fondos comunes financiados por aportes provenientes de sus propios 
ingresos y de la venta de mercadería producida colectivamente. 

Apenas decretado el aislamiento, los comedores y merenderos adaptaron su 
funcionamiento a las medidas sanitarias de prevención de contagios. Inicial-
mente algunos espacios comunitarios suspendieron sus actividades, pero en 
pocos días se retomó el trabajo en sintonía con el incremento de la demanda. 
En palabras de una entrevistada: «en los barrios no se paró, los comedores 
no pararon, o sea, nunca, digamos, te diré habremos parado los primeros 15 

50,1 % interanual (SIEMPRO, 2020 b). 
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días» (entrevista a Olga, Movimiento Evita). El contexto de emergencia sani-
taria impuso cambios generalizados en la modalidad de trabajo de estos espa-
cios. La provisión de alimentos comenzó a realizarse a través de «viandas» o 
porciones preparadas y entrega de bolsones de mercadería. El abastecimiento 
de elementos de higiene como barbijos y alcohol para las trabajadoras fue otra 
de las acciones iniciales en el sostenimiento de estos espacios.

Bajo el aislamiento, la demanda de los alimentos se multiplicó en pocos 
días. En ese marco, la mayoría de los espacios dejaron de lado las actividades 
recreativas para concentrarse en el servicio de comedor, con foco en almuerzo o 
cena para todas las edades. De acuerdo al testimonio de militantes de las orga-
nizaciones sociales, la solicitud de asistencia se multiplicó y muchas personas 
lo hicieron por primera vez:

A mucha gente le pasó lo que nos pasó a nosotros históricamente, esto de no po-
der ir a laburar (…), era muy loco cómo los comerciantes, quienes habían tenido 
laburo, quienes eran los tipos que antes de la pandemia nos puteaban a nosotros 
por cortar la calle, salían desesperados (…) Nosotros tenemos una previsión de 
que podíamos tener mucha más cantidad de pobres que de infectados (…) todas 
las asistencias al comedor nuestro han crecido casi el 200 %. Muchas familias que 
antes tenían el acceso a la comida o no se acercaban, hoy se acercan y son parte 
de los centros comunitarios. (Entrevista a Manuel, Barrios de Pie)

Las organizaciones que cuentan con provisión de alimentos por parte del 
Estado coinciden respecto al limitado aporte de estos alimentos para responder 
a la demanda creciente que sufrieron los comedores durante el ASPO. Además 
de las prácticas de autofinanciamiento mencionadas, las campañas de dona-
ciones se multiplicaron durante los primeros meses del aislamiento. Una de 
las más visibles fue la que realizó la Facultad de Ciencias Sociales, la Facultad 
de Ciencias Económicas y el gremio de los docentes e investigadores univer-
sitarios de la Universidad Nacional de Córdoba.38

Ahora bien, quienes sostienen comedores y merenderos, no solo refieren a 
que el aporte estatal es insuficiente en término de raciones, sino pobres en 
términos nutricionales: «Los únicos alimentos nacionales que nos mandan son 
carbohidratos, fideos, arroz, puré de tomate, harina, entonces todos los pibitos 

38  De acuerdo con los organizadores, la campaña logró apoyar a 351 comedores y meren-
deros en la provincia de Córdoba con 530 mil platos de comida y 112 tazas de leche, 
mediante un trabajo conjunto entre trabajadores de la economía popular y trabajadores 
universitarios (Activemos, 2020). En Capdevielle, Cosacov et al. (2022) hay una recons-
trucción más extensa de la experiencia. 
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que están alimentados en nuestros comedores, están alimentados en exceso de 
peso por carbohidratos» (Entrevista a Manuel, Barrios de Pie).

Además de la asistencia alimentaria, comedores y merenderos son espacios 
de referencia de organizaciones sociales, partidos políticos e iglesias que tienen 
relación con distintas áreas del Estado. En ese marco, estos espacios fueron 
mediadores fundamentales en la implementación de las políticas públicas de 
asistencia social y alimentaria en el territorio. Las entrevistas permiten apre-
ciar este rol. Por un lado, fueron fundamentales en la difusión de informa-
ción y en el acceso a los diversos programas implementados para muchas 
personas sin experiencia en el empleo de medios digitales o sin contacto con 
las redes de asistencia estatal. Por otro lado, se constituyeron en un engranaje 
fundamental de la administración de los recursos en la escala más pequeña 
de la política pública. Una entrevistada señalaba que merenderos y come-
dores se transformaron en «un mini ANSES en el barrio (…) más organizadas 
que cualquier trabajador del Estado» (entrevista a Olga, Movimiento Evita). 
Desde estos espacios se asistió en la inscripción al IFE, se generaron disposi-
tivos para difundir información sobre el COVID19, se organizaron cuadrillas de 
salud para llevar a cada lugar los protocolos y asistir a personas contagiadas. 
Asimismo, las militantes y trabajadoras de merenderos y comedores partici-
paron de operativos de rastreo epidemiológico puerta a puerta y una diversidad 
de otros relevamientos, a pedido del gobierno municipal y provincial. Fueron 
referencias fundamentales en el marco de los cordones sanitarios, apoyaron la 
entrega de cajas de mercadería en las escuelas y sostuvieron la asistencia a fami-
lias contagiadas y aisladas. Liliana Montero reconoce que desde el gobierno 
municipal hubo una búsqueda activa de la participación de diversas organiza-
ciones sociales de base territorial, entre las que destacan comedores y meren-
deros, como soporte a los dispositivos sanitarios de respuesta a la pandemia, 
«todas esas instituciones eran las que nos abrían las puertas para que el Estado 
pudiera llegar» (Entrevista a Liliana Montero, Subsecretaria de Planificación 
y Gestión para una Ciudad Inclusiva de la Secretaría de Políticas Sociales de 
la Municipalidad de Córdoba).

La actividad desplegada desde los comedores y merenderos, intensificó las 
relaciones con funcionarios y funcionarias de nivel municipal y provincial 
encargados de llevar adelante los dispositivos presenciales de prevención de 
contagios y asistencia alimentaria. Los vínculos forjados en el trabajo conjunto 
en el territorio les permitieron a militantes y trabajadoras un panorama del 
conjunto de recursos disponibles en cada momento. En el contexto del ASPO, 
comedores y merenderos hicieron más eficiente la asistencia estatal. 
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Medidas para apoyar a actores de la economía popular  
en la comercialización 

Durante 2020, existieron también iniciativas gubernamentales orientadas 
a dar impulso y apoyar la economía popular y, en particular, sus espacios 
de comercialización de productos. Una herramienta de gran valor para el 
reconocimiento y la institucionalidad del sector de la Economía Popular en 
el país, la constituye el RENATEP (Registro Nacional de Trabajadores de la 
Economía Popular), creado durante la pandemia en el ámbito de la Secretaría 
de Economía Social del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación.39 Este 
registro se plantea como una herramienta que busca reconocer y formalizar a 
los trabajadores y trabajadoras de la economía popular de todo el país. Entre 
julio de 2020 y agosto de 2021, hubo un total de 2 830 520 inscripciones. Para 
el caso de Córdoba, el número de inscripciones fue de 110 801 personas. 

Las organizaciones populares tuvieron un rol muy activo en el proceso 
de conformación del registro, promoviendo en los territorios la inscripción  
—bajo modalidad virtual— de militantes, vecinos y vecinas. Este instrumento 
también apunta a la incorporación de les trabajadores al monotributo social y 
es un requisito para acceder al Potenciar Trabajo. Cierto es que, a nivel provin-
cial, de manera previa a la creación del mencionado RENATEP, ya existía desde 
2019 un Registro Provincial de la Economía Popular. Este registro provincial 
arrojaba para diciembre de 2020 una cifra de 5207 inscriptos, en su mayoría 
mujeres (63 %).40 Un funcionario del Ministerio de Promoción del Empleo y 
la Economía Familiar, entrevistado en el marco de este proyecto, asegura que 
se han iniciado acciones para establecer articulaciones con el RENATEP, pero 
que aún no han podido concretarse, duplicándose esfuerzos.

El Registro Provincial, es parte del Programa de Fortalecimiento a la 
Economía Popular,41 destinado a fortalecer a este sector a partir de financia-
mientos, capacitaciones y acompañamiento en la regularización de su situa-
ción jurídica y contable. Una línea dentro de este programa es la compra por 
parte del Estado provincial de insumos y productos elaborados por organiza-
ciones de la economía popular. En pandemia, según una entrevista realizada 
a funcionarios, se gestionó la compra de barbijos a unidades productivas de 
organizaciones de la economía popular para proveer al PAICOR, aunque no ha 
sido posible conocer el monto de dicha operación. Otra línea de apoyo a la 

39  Resolución 408/2020 del 16/6/20.
40  Información extraída del siguiente artículo periodístico: https://www.lavoz.com.ar/ciudada-

nos/en–cordoba–ya–hay–mas–de–cinco–mil–personas–que–trabajan–en–economia–popular/
41  Creado a partir del decreto 231 del año 2019.
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economía popular, es a través del financiamiento de máquinas y herramientas 
mediante el Banco de la Gente. Sin embargo, según las entrevistas a funcio-
narios de este Ministerio, durante 2020 esta línea de asistencia se discontinuó 
y eso se expresa en el análisis presupuestario, que evidencia una reducción del 
presupuesto ejecutado, pasando de $ 94 364 591 en 2019 a $ 10 844 772 en 2020. 

En lo que respecta a las iniciativas que se vinculan a la comercialización de 
productos de la economía popular, los dispositivos nacionales como el Programa 
Mercados de Cercanía y el Plan Federal de Ferias tienen nula o escasa presencia 
en la provincia.42 Tampoco lo tiene la política de subsidios a cooperativas produc-
tivas a través del programa Manos a la obra. Entre las acciones que enuncia el 
Programa Mercados de Cercanía, se encuentra la creación de un registro de 
mercados y la conformación de una red. Si bien el registro muestra, para el 
caso de Córdoba, espacios de comercialización adheridos,43 en conversaciones 
informales con responsables de estas organizaciones, afirman que registrarse no 
implicó el acompañamiento con recursos o subsidios por parte del programa, 
sino más bien, la difusión de los mercados. La explicación de un funcionario del 
Centro de Referencia (CDR) Córdoba del Ministerio de Desarrollo Social de la 
Nación, es que solo reciben subsidio en el marco de dicho programa, aquellas 
organizaciones que tienen personería jurídica. Cabe destacar que solo hemos 
identificado una sola experiencia que reuniera estos requisitos.44 

Es a nivel municipal donde se desarrolló durante 2020 un programa de Ferias, 
pero que no contó con el apoyo ni supuso relaciones interjurisdiccionales, ni de 
nivel nacional ni provincial. En el ámbito de la Municipalidad de Córdoba, de 
modo previo a la pandemia, existía un «Régimen de ferias de emprendedores 
productivos de la economía social».45 La economía social abarca, según la orde-
nanza, una variedad de actividades comerciales y heterogeneidad de formas 
organizativas. De acuerdo a Zárate —actual Director de Economía Social de 
la Municipalidad, asumido en la gestión de Martín Llaryora en diciembre de 
2019— esta ordenanza constituye un antecedente, pero también presenta limi-
taciones al no considerar las actividades vinculadas a la reventa. 

42  En el capítulo 2 y 5 del Tomo I puede encontrarse una descripción de estos programas.
43  Entre los cuales se encuentran los siguientes en la ciudad capital: el Festi Feria Providencia 

Vecina, la Red de Almacenes Populares, el MEPA (Mercado Popular de Alberdi) y El Chañar.
44  La red «Pueblo a Pueblo». A través del siguiente enlace puede visitarse su tienda virtual: 

https://puebloapueblocba.mitiendanube.com/
45  Ordenanza 7883–C–19. Esta normativa distingue dos tipos de ferias: las ferias munici-

pales de la economía social (administradas y coordinadas por la Dirección de Desarrollo 
Comunitario a través de la subdirección de Economía Social) y las ferias autogestivas o 
barriales. Además, precisa los mecanismos a partir de los cuales les feriantes y organi-
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Entre los meses de enero y marzo de 2020 desde la Dirección de Economía 
Social de la Municipalidad, se iniciaron una serie de acciones en el marco 
del nuevo programa de «Paseos Populares»,46 entre las que se destacan ferias 
en espacios céntricos y un censo de feriantes. Este proceso fue interrumpido 
por la pandemia y por el surgimiento de nuevas prioridades y urgencias en la 
agenda de la economía popular. 

Durante los meses del ASPO, la Dirección de Economía Social acompañó 
a los y las trabajadores/as feriantes con la entrega de módulos alimentarios y 
ayudas económicas. Además, el municipio se vio obligado a replantear estos 
proyectos: primero en lo que fueron los paseos virtuales —con un catálogo 
virtual y un mapeo digital de paseos—, y luego con la reapertura presencial de 
los mismos hacia los meses de agosto y septiembre de 2020. Con esta finalidad 
se elaboraron una serie de protocolos consensuados en una mesa de trabajo 
con feriantes y referentes de organizaciones populares. También cabe destacar 
las relaciones intergubernamentales horizontales, con otras áreas del mismo 
nivel de gobierno, tanto al interior de la Secretaría de Políticas Sociales, como 
con la Secretaría de Salud del Municipio. Las relaciones intergubernamentales 
multinivel, en cambio, no tuvieron centralidad en esta política, a excepción 
de la relación con el COE en la formulación de los protocolos. 

Políticas habitacionales en pandemia

La pandemia puso sobre el tapete la desigualdad socio territorial y, al mismo 
tiempo, la intensificó. Volvió dramático el hacinamiento, las condiciones habi-
tacionales precarias y especialmente, el acceso al agua. Mostró la inequidad 
en el acceso a equipamientos urbanos y a la conectividad. En este escenario, 
existieron algunas iniciativas gubernamentales, de nivel nacional, provincial 
y municipal, que buscaron contener la emergencia.

zadores deben efectuar los pedidos de autorizaciones correspondientes para el funciona-
miento de los eventos y ordena la creación de un Registro de Ferias de Emprendedores 
Productivos de la Economía Social.

46  Este Programa apunta a organizar las ferias barriales con infraestructura (tablones, gaze-
bos, baños químicos, instalaciones eléctricas) y una nueva disposición para liberar los 
espacios verdes y los juegos, disponiendo los puestos sobre las veredas o calles, de tal 
manera que todo el espacio público pueda aprovecharse como un «paseo». Asimismo, se 
propone incorporar al circuito económico formal a feriantes, a través del Monotributo So-
cial. Por último, la política apunta también a la reglamentación de la ordenanza dictada 
por el gobierno anterior, y la creación del registro de ferias y de feriantes.
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Iniciativas nacionales en el territorio local

Los dispositivos (programas, normativas e iniciativas) gubernamentales nacio-
nales buscaron intervenir en distintas dimensiones del problema habitacional. 
Un primer eje de intervención se orientó a limitar los efectos de los incrementos 
de precios y la caída de los ingresos de los hogares, en componentes relativos al 
hábitat / vivienda. Estas iniciativas apuntaron al componente monetario y por 
definición se orientaron al mercado formal, movilizando acciones de regu-
lación, como: congelamiento de alquileres; suspensión de desalojos; sosteni-
miento de las tarifas y la prohibición de suspensión o corte de los servicios 
públicos en los hogares. 

A través del Decreto de Necesidad y Urgencia 32047 del 29 de marzo de 2020, 
el Poder Ejecutivo nacional estableció la suspensión de desalojos, la prórroga de 
contratos de alquiler, el congelamiento de precios de alquileres, el plan de pago 
de deudas derivadas de la imposibilidad de pago de alquiler y la bancarización 
para las operaciones de pago. En esta normativa se «invita» a las provincias y 
a la CABA a establecer la mediación previa y obligatoria, en forma gratuita o a 
muy bajo costo, a través de la aplicación del criterio de esfuerzo compartido 
para evitar las controversias entre las partes, vinculadas con la aplicación del 
decreto. También se informa que en el caso de incumplimiento o conflictos 
por no llegar a acuerdos entre las partes se establece la mediación previa y 
obligatoria, antes de acudir al procedimiento judicial previsto en cada juris-
dicción. Para ello, se estableció como espacios de contacto y ejecución a una 
serie de organismos con inserción territorial, como son los Centros de Acceso 
a la Justicia, Defensorías del Pueblo y Defensa del Consumidor.

En Córdoba, la incorporación a la agenda de trabajo de estos organismos 
fue paulatina, dada la necesidad de adaptación de su personal a la modalidad 
de trabajo virtual y de articulación con organismos nacionales. Se crearon 
medios de comunicación a través de líneas telefónicas 0800, WhatsApp y 
redes sociales para la recepción de demandas y el asesoramiento y acompa-
ñamiento. La articulación intergubernamental se basó en la generación de 
espacios de información y formación sobre las medidas establecidas por el 
decreto y las modalidades de acompañamiento y asesoramiento. Así, desde el 
Ministerio de Justicia se desarrollaron espacios de capacitación para profesio-
nales y técnicos de los CAJ, y desde el Ministerio de Desarrollo Territorial y 
Hábitat se generaron reuniones de trabajo con la Defensoría del Pueblo de la 

47  Prorrogado en dos oportunidades a través de los decretos 766 de septiembre de 2020 y 
66 de enero de 2021, extendiéndose su vigencia hasta el 31 de marzo de 2021.



175

Provincia. Sin embargo, la labor derivada de la aplicación de la nueva norma-
tiva, no estuvo acompañada de recursos materiales ni de personal por parte 
de los organismos centrales. 

Es posible sostener que las medidas establecidas por el decreto nacional, 
tuvieron una significativa limitación porque no proveyeron de un marco de 
cobertura y protección a las modalidades informales de alquiler. No obstante, 
fueron éstas las que generaron buena parte de las demandas que se canalizaron 
a través de las instancias de resolución de conflictos habitacionales que la 
normativa establecía. Sumado a esto, a inicios de 2021 frente a la culminación 
del decreto, existió un aumento significativo de la cantidad de demandas y 
pedidos de mediación sobre alquileres formales (por endeudamiento contraído 
por su refinanciamiento, aumento de valores, efectivización de desalojos, entre 
otros) que tampoco fueron contemplados. De tal manera, esta medida del 
gobierno nacional, tuvo limitaciones por no amparar modalidades informales 
de alquiler, como así también por sus alcances temporales. 

Más allá de las tareas desarrolladas por los organismos involucrados, se 
destaca que a nivel provincial no hubo una adhesión al mencionado DNU, lo 
cual implicó serias dificultades para el abordaje del problema de los hogares 
inquilinos en el sostenimiento de los alquileres en la coyuntura de pandemia. 
Datos relevados por la Agrupación Inquilinos Córdoba señalan que, entre 
abril de 2020 y marzo de 2021, en la ciudad capital se iniciaron 426 causas por 
desalojos a pesar de la prohibición estipulada en el decreto. Según Maximi-
liano Vittar —miembro de Agrupación Inquilinos Córdoba entrevistado en 
el marco de esta investigación—, «esto ha significado una omisión por parte 
del gobierno provincial en acciones o dispositivos concretos para las instan-
cias de asesoramiento o mediaciones por conflictos de esta naturaleza». En la 
misma línea, el Coordinador de la Región Centro de los Centros de Acceso a 
la Justicia, Sergio Job, señala que en la justicia local era muy compleja la imple-
mentación de las medidas definidas a nivel nacional, existiendo poca voluntad 
de aplicación en los tribunales locales, donde se advertía cierta premura por 
efectivizar desalojos en litigio. Asimismo, advierte que ha habido casos de 
desalojos a partir de formas no legales.

Otra medida impulsada por el gobierno nacional que también buscó, en 
materia de hábitat y vivienda, limitar los efectos de los incrementos de precios 
y la caída de los ingresos de los hogares, estuvo dirigida al sostenimiento de las 
tarifas y a evitar la suspensión o el corte de los servicios públicos.48 En este caso, 

48  DNU 311/2020.
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el gobierno de la provincia adhirió formalmente a la medida,49 a fin de evitar 
la suspensión de cortes de servicios de energía eléctrica, gas por redes y agua 
corriente, telefonía fija o móvil e Internet y TV por cable, por vínculo radioeléc-
trico o satelital. Un mes más tarde, el Ministerio de Servicios Públicos de la 
Provincia establece la creación de la Mesa de Trabajo Consultiva y de Coor-
dinación bajo la órbita del Ente Regulador de Servicios Públicos (ERSeP),50 a 
los fines de evaluar en forma permanente la implementación concreta de las 
disposiciones establecidas por la nueva normativa. Dicha mesa se integra por 
representantes del Ministerio de Servicios Públicos, de la Empresa Provincial 
de Energía de Córdoba (EPEC), de Aguas Cordobesas SA y de cada Federación 
de Cooperativas (FACE). 

Un segundo eje de intervención del gobierno nacional, retomó la agenda 
preexistente a la pandemia vinculada a reducir el déficit habitacional, mediante 
la facilitación del acceso a la vivienda y el hábitat. Como ya se ha mencionado 
en el capítulo 6 del tomo I, distintas medidas se orientaron al mejoramiento 
habitacional y urbanización de barrios populares. Sin embargo, las crecientes 
tensiones internas del nuevo Ministerio de Desarrollo Territorial y Hábitat 
(MDTyH), hicieron imposible desplegar y concretar muchos de los programas. 
Una mirada desde el nivel subnacional, confirma la dificultad que existió para 
ejecutar los programas de la Secretaría de Integración Socio Urbana (SISU). 
Noelia Feldman, coordinadora de la SISU para Córdoba, mencionaba en la 
entrevista realizada para este estudio que «los tiempos de gestión y burocráticos 
del área central del ministerio no acompañan la urgencia en los territorios, y 
la adjudicación de los fondos para la ejecución de los proyectos se termina de 
efectivizar a fines de 2020, en vinculación al traspaso de la SISU al Ministerio 
de Desarrollo Social».51 

Un aspecto a destacar es la demorada conformación del Comité Ejecutivo del 
Fondo de Integración Socio Urbana, que termina de efectivizarse en diciembre 
de 2020.52 Para la coordinadora local, esto es un avance en la disponibilidad 
de financiamiento propio para el desarrollo de proyectos de integración en los 

49  Dto. 215 del 26 de marzo de 2020.
50  Resolución 36.
51  Noelia Feldman comenta que este traspaso significó mayor dinamismo en la gestión de 

proyectos y disponibilidad de recursos efectivos para el financiamiento de proyectos y la 
incorporación de personal en los equipos técnicos de la secretaría: «cuando se produce 
el traspaso a Desarrollo Social de nuevo, ahí ya con [Daniel] Arroyo [Ministro de Desarro-
llo Social del 10 de diciembre de 2019 al 10 de agosto de 2021], incluso en términos 
de recursos humanos fue más ágil».

52  Res. 2– SISU– Ministerio de Desarrollo Social/4–12–2020.



177

barrios populares porque «se genera una capacidad de financiar proyectos en 
una escala mucho más grande de la que había antes» Para conseguir recursos 
del fideicomiso de la SISU se generaron adecuaciones políticas, administrativas 
y operativas a nivel provincial y municipal. Si bien la provincia de Córdoba no 
adhiere explícitamente a la ley nacional 27453 de Integración Socio Urbana, 
sanciona a finales del año 2020 la ley provincial 10738 que crea el Programa 
de Regularización de Barrios Populares para el territorio provincial, mientras 
que a nivel municipal hay una adhesión formal a aquella legislación.53

De modo que, durante el año 2020, las relaciones intergubernamentales se 
dirigieron a sellar reconocimientos (en un marco de nuevas gestiones e insti-
tuciones) y acuerdos políticos y administrativos (adhesión y/o producción 
normativa, convenios de gestión de recursos y financiamiento, desarrollo de 
dispositivos propios de instancias locales, entre otros) con escasa traducción 
en ejecución de proyectos con financiamiento provenientes de Nación. 

En este período, lo que logra ejecutarse son Proyectos de Obras Tempranas 
(POT) en barrios populares, acordados de manera directa con las organizaciones 
sociales que se constituyen como unidades de gestión y ejecución para realizar 
obras de equipamiento comunitario a partir de trabajo de cooperativas de la 
economía popular.54 Así, estas organizaciones emergen como agentes indis-
pensables para la territorialización de esta política, pudiendo sostener acciones 
de coordinación y acuerdos con los organismos nacionales en el proceso de 
planificación y ejecución de obras de urbanización. 

El rol de las organizaciones sociales en la implementación de las políticas nacio-
nales, también se evidencia en proyectos de instalación de fibra óptica en barrios 
populares financiados por el Ente Nacional de Comunicaciones (ENACOM). En 
efecto, un tercer eje de intervención del gobierno nacional, que es posible deducir 
de un conjunto de medidas, se orientó a disminuir los riesgos de exposición al virus 
de la población de barrios populares y de la población en situación de calle. Así, 
entre las diversas medidas que buscaron colaborar en el sostenimiento y cumpli-
miento del aislamiento, se encuentran aquellas que buscaron garantizar servicios 
de conectividad en barrios populares. Desde el ENACOM, a través de la resolución 
726/2020 se propuso una serie de dispositivos orientados a garantizar el acceso a 
Tecnologías de Información y Comunicación (TIC) en el contexto de la pande-
mia.55 Además, en el marco del Fondo Fiduciario del Servicio Universal (FFSU), 

53  Ordenanza 13053/2020.
54  En términos cuantitativos, en 2020 se inicia solo en dos barrios de la ciudad: Parque Las 

Rosas y 12 de septiembre.
55  Se identifican diferentes dispositivos orientados al acceso de la conectividad y TICs, tales 

como: Prestación básica universal obligatoria (PBU), Programa de acceso a servicios TIC 
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se aprueba el Programa de Emergencia para garantizar el acceso a servicios TIC 
para habitantes de Barrios Populares en el contexto de la pandemia COVID19 y el 
Programa para el desarrollo de infraestructura para internet destinado a villas y 
asentamientos inscriptos en el Registro Nacional de Barrios Populares. 

Estas iniciativas no tuvieron su correlato a nivel provincial, donde no hubo 
reconocimiento de normativas y dispositivos para acompañar abordajes en 
esta línea. Sin embargo, el acceso a la conectividad se constituyó en una 
demanda importante de las organizaciones sociales, reconociendo dificultades 
de acceso a internet56 y a equipamiento de dispositivos digitales por parte de 
los hogares de bajos ingresos y de barrios populares. En este marco, aparecen 
las propias organizaciones sociales traccionando la presentación y ejecución de 
los proyectos. Marcos Galán, presidente de la Mutual Carlos Mujica, a quien 
entrevistamos en el marco de este proyecto, relataba que desde esa organiza-
ción y en articulación con la Unión de Trabajadores de la Economía Popular 
(UTEP), se gestionó un proyecto de obra para redes de fibra óptica y conexión 
a módems domiciliarios para 24 barrios populares de Córdoba, a través de 
los programas aprobados por el ENACOM. El entrevistado destaca las dificul-
tades para concretar estos proyectos, vinculado a la dinámica y el tiempo del 
proceso de evaluación, gestión y disposición de los recursos, sumado a los 
esfuerzos de las organizaciones en la cumplimentación de los procedimientos 
legales y administrativos y la articulación y acuerdos con otros organismos 
estatales del gobierno provincial (como la Agencia Córdoba Conectividad, la 
Empresa Provincial de Energía–EPEC y la Secretaría de Desarrollo Urbano de 
la Municipalidad de Córdoba). Al momento de cerrar esta investigación, aún 
no se han desarrollado las obras de instalación de la red.

a poblaciones de zonas adversas y desatendidas para el despliegue de redes, Fondo de 
Emergencia para asistir a los barrios vulnerables por la pandemia de coronavirus, Progra-
ma para el desarrollo de infraestructura para internet destinado a villas y asentamientos. 
Estos programas se describen en el capítulo 6.

56  Según Informe ¿Qué pasa en Córdoba? Acceso a derechos y desigualdades, impacto de 
la pandemia y estrategias para afrontarla (2021), se advierten diferencias amplias de ca-
lidad y precio en lo que respecta al acceso a internet en los hogares de la ciudad. El ac-
ceso a internet mediante el uso de datos, si bien en promedio alcanza al 15,1 % de los 
hogares, es una modalidad que se advierte principalmente en los hogares de nivel socioe-
conómico bajo (40,6 %) y medio bajo (19,5 %), lo que implica menor calidad del servicio 
y relativamente mayor costo.
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Iniciativas provinciales 

El Gobierno de la Provincia de Córdoba, estuvo especialmente focalizado en 
la prevención, detección y tratamiento de casos de COVID19, siendo limitadas 
las políticas habitacionales desarrolladas. Hacia finales de 2020, la provincia 
crea el Programa de Regularización de Barrios Populares,57 desde el que se 
gestionan y establecen acuerdos de proyectos y recursos directamente en vincu-
lación con la SISU y el Ministerio de Promoción del Empleo y de la Economía 
Familiar. Sin embargo, este avance normativo no se tradujo en ejecuciones 
en el período estudiado. Por otro lado, durante 2020, hubo continuidad de 
algunos dispositivos preexistentes vinculados a proyectos con financiamiento 
internacional y se interrumpieron otros, en el marco de una política de ajuste 
en el sector que ya era previa a la pandemia.58 También son notables, los altos 
niveles de subejecución presupuestaria. Un análisis en términos reales muestra 
que una gran cantidad de programas, tuvieron un presupuesto vigente para el 
año 2020 muy inferior al vigente el año anterior a la pandemia.59 

Iniciativas municipales 

La provisión de agua potable en los barrios populares se constituyó —desde 
2020— en uno de los ejes prioritarios de la Dirección de Hábitat de la Munici-
palidad de Córdoba,60 posibilitada por la transferencia por parte de la provincia 
al municipio, del canon que paga la empresa Aguas Cordobesas, concesionaria 
del servicio.61 El programa depende de la Subsecretaría de Desarrollo Urbano 
y es ejecutado desde la Dirección de Hábitat de la Municipalidad junto al Ente 
Municipal de Agua Potable (EMAP) creado en 2020.62 Según datos oficiales de 
la municipalidad, la primera etapa del programa preveía una inversión aproxi-
mada de 47 300 000 de pesos. La implementación del mismo supuso el esta-
blecimiento de acuerdos y espacios de articulación conjunta entre la Direc-

57  Ley provincial 10738.
58  Según un informe del Observatorio de Trabajo Economía y Sociedad (2020), se viene pro-

duciendo un significativo recorte de recursos en los programas que tienen como finalidad 
mejorar las condiciones de acceso a la vivienda. La participación de estos programas en 
el presupuesto provincial se mantuvo relativamente constante en torno al 2,2 % entre 
2013 y 2017, con una merma progresiva que en 2020 llegó a 1,4 %.

59  En Capdevielle, Cosacov et al. (2022) está detallada esta información presupuestaria.
60  En el 80 % de estos barrios, el servicio de agua es inexistente o irregular. 
61  Ordenanza Municipal 13022/2020.
62 Ordenanza Municipal 13022/20.
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ción de Hábitat Municipal y la SISU de Nación, enmarcados en la adhesión63 
por parte del gobierno local a la Ley de Integración sociourbana de barrios 
populares. En especial, la información sistematizada por el RENABAP fue un 
importante insumo para la definición de los barrios en los cuales intervenir. 
Estas acciones requirieron de la coordinación al interior de las áreas munici-
pales según competencia (Hábitat, Políticas sociales y Redes sanitarias) y de la 
creación de una Mesa de Coordinación entre municipio y provincia, de la que 
participan la Dirección de Hábitat, Políticas Sociales, Participación Ciudadana, 
Ente Municipal de Agua Potable (EMAP) y la Secretaría de Desarrollo Territo-
rial y Hábitat de la Provincia. Durante el año 2020, se programó proveer del 
servicio de agua potable a ocho barrios populares de la ciudad (Cooperativa 
Camoatí, Las Huellitas, Las Tablitas, Los Artesanos, 6 de agosto, Los Corta-
deros sur, Villa La Tabla y Campamento Ferroviario). Sin embargo, solo se 
desarrollaron o iniciaron en los cuatro primeros.64 

Finalmente, otra acción llevada a cabo por el municipio, se orientó a 
contener y garantizar el aislamiento de personas en situación de calle. El 18 de 
marzo el Defensor del Pueblo de la Provincia de Córdoba, solicitó al inten-
dente de la ciudad y al gobierno de la provincia la implementación de medidas 
de prevención y protección de carácter urgente, destinadas a las personas en 
situación de calle. Una de las primeras respuestas del gobierno provincial fue 
la elaboración de un protocolo de atención a personas en situación de calle 
emitido por el COE. Más allá de esta medida regulatoria, la implementación 
de acciones concretas estuvo a cargo del Municipio.

En esos primeros días de aislamiento, el Municipio puso en marcha un opera-
tivo que buscó asistir a las personas en situación de calle dándoles alojamiento, 
comida, ropa y asistencia médica en 5 Centros de Contención Comunitaria 
(CCC) —creados para tal fin en polideportivos65 de la ciudad— y en hoteles 
y pensiones. Las mujeres, las parejas y familias fueron alojadas en hoteles y 
pensiones, mientras que los varones, en los CCC. Este operativo, era referido 
en redes sociales y en notas periodísticas como «Programa de Alojamiento y 
Contención en la Emergencia». Sin embargo, hasta finales de 2020, no tuvo 
una traducción normativa.

63  Ordenanza Municipal 13053, agosto de 2020.
64  Según comunicación institucional de la Municipalidad de Córdoba, a octubre de 2020, se 

ejecutaron 330 conexiones domiciliarias en Los Artesanos, 78 en Las Tablitas, en Coo-
perativa Camoatí y 99 en Las Huertillas, lo que resulta en 593 conexiones domiciliarias.

65  General Bustos, Municipal, General Paz, Carlos Cerutti y Corral de Palos (en Redacción, 
22 de abril de 2020).
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Liliana Montero, Subsecretaria de Planificación y Gestión para una Ciudad 
Inclusiva refiere a que la puesta en marcha del Programa, implicó acciones de 
coordinación con la Cámara Hotelera para que los hoteles que tenían convenio 
con la Municipalidad se mantuvieran abiertos. También, con la Secretaría de 
Salud de la Municipalidad para seguir en cada «paso» las indicaciones sanitarias 
y contar con personal de salud capaz de evaluar la situación de las personas en 
situación de calle. Además, fueron convocados profesionales (abogados, psicó-
logos y trabajadores sociales) de la Municipalidad que habitualmente trabajan 
en los Centros de Participación Comunal (CPC)66 para colaborar. Finalmente, 
se refiere a la convocatoria que hizo el gobierno local a las organizaciones de la 
sociedad civil que ya previamente venían trabajando con esta población. De 
hecho, hasta ese momento, el Municipio no tenía ningún programa destinado 
a personas en situación de calle y es a partir de la pandemia que se desarrollan 
acciones y se crea una Mesa de coordinación permanente junto a 12 organi-
zaciones vinculadas a la temática.67 Asimismo, este Programa se apoyó en el 
Voluntariado Profesional de Emergencia que convocó a estudiantes avanzados 
de universidades públicas y privadas a participar de las acciones de conten-
ción social y sanitaria.68 Según la funcionaria entrevistada, en el Programa 
trabajaron 35 profesionales, 12 funcionarios y casi 80 voluntarios (Entrevista 
a Liliana Montero, Subsecretaria de Planificación y Gestión para una Ciudad 
Inclusiva de la Secretaría de Políticas Sociales de la Municipalidad de Córdoba) 
y contuvo a 896 personas que fueron alojadas en hoteles, pensiones, Centros 
de Contención Comunitaria y albergues municipales durante 2020. 

66  Los Centros de Participación Comunal (CPC) son espacios municipales de descentraliza-
ción administrativa y de desconcentración operativa a pequeña escala.

67  En una nota publicada en el sitio web de la municipalidad se informa que en esa mesa de 
coordinación participaron representantes de las fundaciones Córdoba en Acción, Si, Co-
medor Esperanza, Comedor Beto, Córdoba Voluntaria, Córdoba Health Save y La Cuadra 
(Municipalidad de Córdoba, 25 de abril de 2020).

68  Iniciativa realizada por la Universidad Empresarial Siglo 21 y la fundación Centro de Ini-
ciativa Urbana.
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Conclusiones 

El contexto de excepcionalidad generó un marco de colaboración, aunque no 
exento de tensiones, entre los distintos niveles de gobierno, generando rela-
cionamientos por los que circularon regulaciones, recursos e información. 
Recordemos que, en el caso de Córdoba, la pandemia llegó en un momento de 
sintonía política entre el gobierno de la ciudad de Córdoba y el de la Provincia. 
Incluso —y pese a las históricas tensiones entre el «cordobesismo» y el kirch-
nerismo que ahora estaba nuevamente en el gobierno— las relaciones entre 
nación y provincia, también transitaron sin mayores conflictos el primer año 
de pandemia. Al final del recorrido, es claro que el modo en que interactuaron 
distintos niveles de gobierno, el lugar que tuvieron las organizaciones sociales, 
el sector privado y otros actores relevantes, como las universidades, varía según 
los ejes de política analizados. Estas dinámicas diferenciadas tienen relación 
con las particularidades sectoriales de estos ejes de política, pero también con 
el modo en que se resolvió la necesidad de ampliar las capacidades estatales 
en un contexto de emergencia. Así, en materia de prevención de contagios, 
la pandemia intensificó los vínculos con el sector privado y con el sistema 
científico–tecnológico, mientras que en las políticas de protección social y 
asistencia alimentaria —y en menor medida en las de hábitat y vivienda— se 
apoyaron en las organizaciones sociales para ampliar el alcance. Las organi-
zaciones sociales tuvieron también un rol importante en materia de preven-
ción de contagios en el territorio. Sin embargo, estas no fueron especialmente 
jerarquizadas ni participadas en la estrategia sanitaria oficial.

Entre las instituciones que colaboraron para ampliar las capacidades estatales, 
la Universidad Nacional de Córdoba fue un actor clave tanto en lo referido a 
políticas de prevención de contagios como en materia de protección social y 
asistencia alimentaria. La UNC a través de sus distintas facultades, institutos, 
laboratorios y recursos humanos estuvo fuertemente involucrada en ampliar la 
capacidad de respuesta a la crisis social y sanitaria. Algunas iniciativas, como 
la de asistencia alimentaria, fueron acciones propias articuladas con organi-
zaciones sociales; mientras que en otras colaboró (en algunos casos mediante 
convenios) con el Gobierno de la Provincia de Córdoba, poniendo a dispo-
sición voces expertas, trasferencias y vinculaciones científicas, investigaciones 
y actualizaciones permanentes, voluntarios/as para las tareas en territorio e 
instituciones, instalaciones edilicias, desarrollo tecnológico de softwares y 
personal para el Contact Center. 

La ampliación de las capacidades estatales también se apoyó en volunta-
riados, algo común a los tres ejes de políticas analizados. En ese marco, surgen 
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algunos interrogantes ¿cuánto del aumento de la capacidad estatal se sostuvo en 
una precarización del trabajo de quienes estuvieron, desde distintos ámbitos, 
en el frente de combate y contención de la emergencia social y sanitaria? La 
respuesta a esta pregunta, debería considerar, entre otros, la situación de los y 
las trabajadores/as de la salud, a los y las voluntarias, a los y las trabajadoras de 
la economía popular e incluso a los llamados «servidores urbanos», un conjunto 
de trabajadores y trabajadoras precarizados que cumplieron un rol importante 
a nivel local, en los distintos dispositivos que este trabajo ha descripto. Queda 
también como pregunta planteada ¿Cuántas de estas interacciones con otros 
sectores de la sociedad quedan como capacidad estatal instalada? 

Por otra parte, en las interacciones y relacionamientos reconstruidos, es 
evidente que también varía el desempeño o el accionar del gobierno nacional, 
provincial y municipal en cada uno de los ejes de política. En las políticas de 
prevención de contagios y en las de protección social y asistencia alimentaria 
desplegadas en el Gran Córdoba, destaca la centralidad del gobierno nacional. 
En materia de prevención de contagios, el gobierno nacional dictaminó las 
regulaciones para administrar el ASPO y DISPO a las que el gobierno provincial 
adhirió. Además, contribuyó con recursos económicos e insumos para robus-
tecer la capacidad del sistema de salud de la provincia y elevó permanentemente 
recomendaciones en vigilancia epidemiológica y comunicación de riesgos. 
En materia de protección social y asistencia alimentaria, el gobierno nacional 
concentró el grueso de las transferencias monetarias directas, sin importar si 
nos referimos a refuerzos de ingresos, complementos de alimentación o retri-
bución al trabajo. También fue el responsable del aporte más significativo 
destinados a comedores y merenderos comunitarios. En materia de hábitat 
y vivienda, el gobierno nacional diseñó gran cantidad de dispositivos para 
mejoras habitacionales, de espacios comunitarios e integración socio urbana, 
pero con escasa capacidad de ejecutarlas en los territorios. A esas medidas, 
se sumaron aquellas de tipo regulatorio que, como políticas que buscaron 
atenuar el impacto del aumento de precios y caída de ingresos en materia de 
hábitat y vivienda (congelamiento de alquileres y prohibición de suspender 
servicios públicos) representaron contribuciones coyunturales y parciales 
que omitieron respuestas para las modalidades informales (en el caso de los 
alquileres) y no lograron contener la conflictividad derivada al momento de 
finalizar esos decretos (deudas conformadas por la financiación de los costos, 
actualizaciones de los contratos, etc.), en una coyuntura de profundización 
de crisis económica. 

Por su parte, el gobierno provincial concentró su respuesta y sus esfuerzos 
especialmente en la estrategia sanitaria y, a través del PAICor, tuvo un rol central 
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en brindar asistencia alimentaria, aunque ya vimos que no fue suficiente. El 
PAICor no llegó a todas las familias que lo requerían, ni a todas las zonas del 
Gran Córdoba. En la asistencia alimentaria, las organizaciones sociales y, en 
particular, la práctica social del comedor y la olla comunitaria, tuvieron un 
rol central en la contención social y asistencia alimentaria. En esta materia, 
el gobierno municipal tuvo una política propia de subsidios a los comedores 
comunitarios y sus referentes, que se orientaron a gastos en infraestructura, 
aspecto que no forma parte del aporte principal de los dispositivos nacionales 
ni provinciales. En materia de prevención de contagios, el gobierno local se 
alineó a la estrategia sanitaria liderada por el gobierno provincial y subordinó el 
accionar de sus efectores de atención primaria de la salud, a esos lineamientos. 
En materia de hábitat y vivienda —que es el eje de políticas que presenta 
menos dinamismo y capacidad de ejecución en el período estudiado—, el 
gobierno local desplegó acciones para contener a las personas en situación de 
calle y puso en marcha un programa destinado a ampliar la cobertura de agua 
potable en los barrios populares de la ciudad. 

Finalmente, el análisis ofrecido muestra el carácter siempre cambiante de 
la pandemia como fenómeno epidemiológico y, con ello, el dinamismo que 
asumieron las acciones gubernamentales. La dimensión temporal es en este 
sentido clave y es recuperada por los propios actores entrevistados para explicar 
el despliegue de acciones y demandas. Sus relatos se ordenan en una tempo-
ralidad que, si bien tiene matices, es coincidente respecto de que existieron 
dos momentos durante el año 2020. Durante los primeros meses, existieron 
medidas estrictas de aislamiento con un acatamiento, más generalizado, por 
parte de la población. La creación del Centro de Operaciones de Emergencia 
(COE) centralizó la toma de decisiones para gestionar la emergencia sanitaria en 
el ámbito provincial. Las disposiciones del COE apuntaron fundamentalmente, 
durante estos meses, a controlar y restringir la movilidad a través de diversos 
instrumentos, al cierre de actividades y a la instalación de cordones sanitarios 
cuando se detectaban casos activos en un barrio o zona. Al mismo tiempo, en 
este primer momento, se incrementó la demanda de asistencia alimentaria y 
protección social que requirió una enorme inversión pública para atenderla.

Hacia mitad de año, progresivamente, se instala otro momento, caracterizado 
por la flexibilización de las medidas de aislamiento y una creciente movilidad 
urbana que expresaba el retorno a ciertas actividades. En este nuevo contexto, 
tanto el COE como la estrategia epidemiológica se modificaron. Esta última se 
orientó a ampliar la detección temprana de los casos sintomáticos como asin-
tomáticos, aumentando los testeos y fortaleciendo el rastreo. Mientras que el 
COE, paulatinamente, perdió protagonismo: sus disposiciones dejaron de ser 
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obligatorias para considerarse recomendaciones, dejaron de participar de este 
organismo algunos actores centrales (los expertos/as, el Ejército y Gendar-
mería) y finalmente fue disuelto. Este segundo momento también se distingue 
por el brusco repliegue de varios dispositivos de política social. La retracción de 
estas ayudas, como por ejemplo el IFE, no coincidió con una disminución de 
igual grado en la demanda, pese a la recomposición de los ingresos de muchas 
familias con el regreso de la actividad económica. Este segundo momento fue 
especialmente crítico no ya por el efecto de las medidas de aislamiento, sino 
por la desaparición de muchas de las medidas que habían estado orientadas 
a contener la crisis social por los efectos del ASPO. Ese «desamparo» coincidió 
en Córdoba con el pico de contagios de la «primera ola» que, a diferencia del 
AMBA, recién tuvo lugar en el mes de octubre de ese año. Para ese momento, 
ya Córdoba —como gran parte del país— había pasado a regirse por el DISPO, 
flexibilizando la mayoría de las actividades. Cierto «AMBAcentrismo» en la 
administración nacional del aislamiento y el distanciamiento social, son parte 
de la explicación de la asincronía entre la curva de contagios de Córdoba y las 
medidas dispuestas en materia sanitaria y social. 
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Capítulo 5. 
Políticas alimentarias y de protección social 
implementadas en Mendoza durante 2020. 
Relaciones intergubernamentales y redes  
de política miradas desde el territorio

Mercedes Molina Galarza, Virginia Alonso, Gabriel Liceaga,  
Emanuel Jurado y Victoria Martínez Espínola 

Introducción

A comienzos de 2020 la economía mundial experimentó un cese de actividades 
extraordinario, como resultado de las medidas de aislamiento social establecidas 
para frenar el avance del COVID19. Hasta ese momento, nunca antes una maqui-
naria de producción, circulación y comercialización de bienes y servicios tan vasta 
como la existente a comienzos del siglo XXI había sufrido un freno similar, ni a 
nivel planetario ni en el caso de Argentina. En la provincia de Mendoza, el 12 de 
marzo las autoridades declararon la Emergencia Sanitaria por la pandemia.1 A 
nivel nacional, el 15 de marzo fue anunciado en medios masivos de comunicación 
el cierre de numerosas actividades y la suspensión de clases presenciales. Pocos 
días después, el 19 de marzo, se dictó el Aislamiento Social, Preventivo y Obli-
gatorio (ASPO) en todo el territorio.2 A partir de ese momento, el país entró en 
una larga etapa de sucesivos aislamientos o distanciamientos obligatorios, que se 
extendió hasta el año 2021. Las consecuencias fueron una profunda caída de la 
actividad económica y el empobrecimiento de la población, aunque las medidas 
resultaron exitosas en el objetivo principal perseguido: frenar el avance de la 
enfermedad y salvar el mayor número de vidas posible. En el ámbito estatal, se 
pusieron en marcha una serie de intervenciones en materia de políticas públicas, 
para mitigar los efectos de la crisis. El presente capítulo se propone reconstruir 
y analizar un sector de esas intervenciones: las políticas de protección social y 
asistencia alimentaria desplegadas en Mendoza durante 2020. 

En términos conceptuales, dos categorías ocupan un lugar central en el 
análisis: las relaciones intergubernamentales (RIG) y las redes de política. La 

1  Decreto Provincial 359, 12 de marzo de 2020.
2  DNU 297, 19 de marzo de 2020.
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implementación de políticas públicas habitualmente requiere de una multipli-
cidad de organismos de gobierno, con diversos niveles y escalas de interven-
ción. Las RIG se definen como aquel «importante contingente de actividades e 
interacciones que tienen lugar entre unidades de gobierno de todo tipo o nivel 
territorial de actuación» (Anderson, citado en Agranoff, 1997:127). Operativa-
mente, el concepto de RIG permite trascender el análisis de las pautas de acción 
formalmente reconocidas en las normas que regulan las políticas y poner el 
foco en una variedad de relaciones entre los niveles nacional, provincial y local. 
Desde este enfoque, todo empleado público es un potencial participante en 
los procesos intergubernamentales de toma de decisiones (Agranoff, 1997). En 
su dimensión política, las RIG permiten visualizar cómo las medidas y deci-
siones adoptadas desde un nivel central pueden tener variaciones e impactos 
diversos en los territorios. 

La reconstrucción de las políticas llevada a cabo en esta investigación se 
centró en el análisis de los «dispositivos», es decir, en los emergentes obser-
vables (por ejemplo, los planes y programas sociales) y de los «instrumentos» 
a los que estos recurren en su implementación. Los instrumentos «permiten 
materializar y operacionalizar la acción gubernamental» (Lascoumes y Le 
Galès, 2014:113). Diferentes dispositivos de políticas analizados a lo largo del 
capítulo comprenden instrumentos comunes o genéricos. 

Siguiendo a Zurbriggen (2011), un analizador de las políticas públicas son las 
«redes de política», entendidas como el conjunto de relaciones formales e infor-
males que establecen los actores públicos y privados involucrados en la imple-
mentación de una política en particular. Los actores de la red intercambian infor-
mación y recursos y negocian la toma de decisiones, transformando el impacto 
de las políticas en el nivel microsocial. Así, el análisis del territorio (Haesbaert, 
2011) se vuelve relevante, complementado con una mirada escalar (Di Virgilio 
y Rodríguez, 2011) que permite indagar en las especificidades locales.

Para comprender la política alimentaria, el concepto de seguridad alimen-
taria ha resultado fundamental. La Organización de las Naciones Unidas para 
la Agricultura y la Alimentación (FAO, 2011) define a la seguridad alimentaria 
como el acceso de todas las personas, en todo momento, a alimentos sufi-
cientes, seguros y nutritivos para cubrir sus necesidades nutricionales y prefe-
rencias culturales, para una vida sana y activa. Implica la posibilidad de acceder 
no solo a una cierta ingesta de calorías requerida para la sobrevivencia sino, 
también, a los nutrientes y a alimentos de calidad necesarios para poder llevar 
adelante una vida saludable.

Concebir a la seguridad alimentaria como un derecho implica tomar en 
cuenta el acceso a los alimentos tanto a nivel poblacional como a nivel de 
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los hogares. Ya en la década de 1980, quedó de manifiesto que la seguridad 
alimentaria no dependía de la producción agroalimentaria en el mundo —que 
superaba las necesidades del promedio de la población del planeta— sino del 
acceso a los alimentos, que no estaban disponibles para la porción más pobre 
de sus habitantes (Aguirre, 2004a). En el caso de Argentina, se trata de un 
país productor de alimentos en cantidad suficiente para alimentar a cientos 
de millones de personas al año (Alberti y Muraglia, 2019). No obstante, una 
porción significativa de la población no puede acceder a los alimentos necesa-
rios para no pasar hambre. La evidencia permite afirmar que, desde inicios del 
presente siglo hasta la actualidad, progresivamente se ha instalado en nuestro 
país un patrón alimentario caracterizado por la presencia de alimentos ultra-
procesados y la falta de nutrientes esenciales para una vida saludable (Secre-
taría de Gobierno de Salud, 2019). Este patrón se consolida, forzosamente, 
entre las poblaciones más pobres (Aguirre, 2004b).

El presente capítulo reconstruye las principales políticas de protección social 
y asistencia alimentaria implementadas en 2020, en dos niveles jurisdiccionales 
diferentes, la nación y la provincia de Mendoza. Se toman en consideración 
las relaciones intergubernamentales, los dispositivos e instrumentos genéricos 
puestos en juego, así como las redes a través de las cuales se viabilizaron las 
políticas implementadas. En materia de instrumentos, se destacan las transfe-
rencias de ingresos, tanto condicionadas como no condicionadas, dirigidas a 
los grupos más vulnerables de la población. Los primeros programas de trans-
ferencias condicionadas se remontan, en Argentina, a comienzos de los años 
2000. En ellos, las condicionalidades se han vinculado a la asistencia escolar y 
a la realización de controles preventivos de salud (Cecchini y Madariaga, 2011; 
Molina Galarza, 2008 y 2012; Abramo, Cecchini y Morales, 2019). Desde una 
perspectiva de género, estos programas han asignado prioridad a las mujeres 
en el cobro de la transferencia, al interior de cada grupo familiar (Rodríguez 
Enríquez, 2011; Alonso y Pizarro, 2017). 

Otro de los instrumentos genéricos empleados en los dispositivos anali-
zados son las entregas directas de alimentos, realizadas a través de instituciones 
públicas, como los comedores escolares, y de organizaciones de la sociedad civil 
y organizaciones territoriales, que tuvieron a cargo la gestión de comedores y 
merenderos comunitarios. El otorgamiento de subsidios para unidades produc-
tivas de la economía social, viabilizado a través de transferencias de ingresos, 
constituye también parte de las iniciativas analizadas en las páginas que siguen. 

En cuanto a los datos, se ha trabajado con fuentes diversas. Se emplearon 
datos georreferenciados así como datos provenientes de una encuesta realizada 
en 2021, en el marco de esta investigación, denominada Estructura social de 
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Argentina y políticas públicas en tiempos del covid19. Se llevó a cabo, también, 
una serie de entrevistas en profundidad a funcionarios/as y referentes de insti-
tuciones estatales, así como a referentes de organizaciones de la sociedad civil e 
integrantes de organizaciones territoriales situadas en barrios populares mendo-
cinos. Además, se relevó normativa y otras fuentes oficiales y no oficiales de 
información acerca de los dispositivos estudiados.

La protección social mirada desde Mendoza

Entre los programas implementados desde el nivel nacional para brindar 
protección social a los sectores más vulnerables, se destacan la Asignación 
Universal por Hijo/a; la Asignación por Embarazo; el Ingreso Familiar de 
Emergencia y el programa Potenciar Trabajo. Estos dispositivos, dependientes 
del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación (MDSN), tienen como instru-
mento genérico las transferencias monetarias a sus titulares. A excepción del 
caso de Potenciar Trabajo, estos programas han buscado impactar de manera 
directa en los ingresos de los hogares, sin mediación de los niveles subnacio-
nales, de otras instituciones o de organizaciones sociales. No era esperable 
que las redes de políticas entraran en juego en su implementación, en virtud 
de que las transferencias de ingresos se planificaron desde el nivel central (la 
nación) para llegar directamente a cada familia. Sin embargo, las redes entraron 
en acción en el caso del IFE, en el atípico escenario de aislamiento social que 
instaló la pandemia, como se verá más adelante. 

Tanto la Asignación Universal por Hijo/a para la Protección Social (AUH) 
como la Asignación por Embarazo para la Protección Social (AE) son transferen-
cias condicionadas. El acceso a estas prestaciones está condicionado por la asis-
tencia a la escuela y la realización de controles de salud. En 2020, sin embargo, 
funcionaron como transferencias no condicionadas, debido a la suspensión de 
las clases presenciales y la restricción en el acceso a los servicios de salud por 
la pandemia. El origen de la AUH se remonta al año 2009, mientras la AE fue 
instaurada en 2011. El hecho de que se tratara de programas consolidados en 
años anteriores hizo que, para 2020, ambos estuvieran funcionando de manera 
aceitada y sirvieran de base para asistir a la población mediante instrumentos 
adicionales, destinados a paliar la emergencia alimentaria. 

Los montos de las prestaciones de AUH y AE fueron de $ 2746, en el mes de 
enero, con un aumento nominal que llegó hasta $ 3717, en el mes de diciembre. 
La inflación de 2020 generó una pérdida del poder adquisitivo (en compara-
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ción a 2019) del 0,6 %.3 Respecto de la cobertura, en la región Cuyo la AUH 
abarcaba al 35 % de los/as niños/as y adolescentes en el cuarto trimestre de 
2020 y la cantidad de titulares en Mendoza ascendió a 112 721, en diciembre 
de 2020 (SIEMPRO, 2021). Una fuente de inequidad fue, desde el inicio, el 
tope de 5 hijos/as para percibir la AUH. En el mes de noviembre, este tope fue 
eliminado,4 con lo que se dio un paso más en términos de universalización 
de la cobertura.5

Como ya se expresó, la AUH y la AE son dispositivos para los cuales no 
entraron en juego las RIG ni las redes de política. Ello permitió, durante la 
pandemia, que funcionaran de manera ágil y sin intermediaciones.

Por su parte, el Ingreso Familiar de Emergencia (IFE) fue una prestación 
monetaria no contributiva, de carácter excepcional, destinada a compensar 
la pérdida o reducción de ingresos que sufrieron las familias como resultado 
del aislamiento. Estuvo destinado a personas desocupadas; aquellas que traba-
jaban en la economía informal; monotributistas (sociales y de las categorías 
más bajas) y trabajadores/as de casas particulares. El instrumento genérico 
movilizado fue la transferencia no condicionada de ingresos. Las inscripciones 
se realizaron, mayormente, a través de la página web de ANSES y, excepcional-
mente, en oficinas físicas de esa repartición. 

Si bien fue ideado como una política de alcance universal, de las entrevistas 
realizadas se desprende que la modalidad virtual de inscripción operó como 
un factor condicionante para el acceso al beneficio. Los barrios populares, con 
escasa conectividad, falta de acceso a dispositivos tecnológicos e insuficiente 
alfabetización digital, son los que más limitados se vieron, a pesar de que 
forman parte de aquellos sectores de población hacia los cuales iba dirigida 
la iniciativa. «El IFE no fue en principio destinado a los barrios empobrecidos 
donde nosotros tenemos presencia» es la percepción de un entrevistado, inte-
grante de una organización territorial.

En Mendoza, 356 616 personas, 204 563 (57 %) mujeres y 152 053 (43 %) 
varones, recibieron el primer pago, realizado en abril/mayo de 2020 (ANSES, 
2020). Esto equivale al 17,9 % de la población mendocina, según la proyec-
ción del INDEC. De acuerdo al trabajo de campo, el monto percibido tuvo 
usos diversos. Se utilizó para comprar alimentos, pagar alquileres y servicios, 
y cancelar deudas. También fue invertido con fines productivos o comerciales. 

3	 Esto se explica porque la variación interanual de montos fue por debajo de la variación 
interanual del Índice de precios al consumidor (SIEMPRO, 2021).

4 	 DNU 840, 4 de noviembre de 2020.
5 	 El único grupo poblacional no alcanzado por AUH corresponde a aquella población migran-

te que no cuenta con residencia legal superior a dos años en el país.
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Una estrategia frecuente fue la instalación de pequeños negocios barriales de 
venta de alimentos, durante la etapa de mayor aislamiento. 

Como se apuntó antes, si bien el IFE fue diseñado de modo tal que el 
gobierno nacional llegara con la prestación de manera directa y sin media-
ciones a los hogares, las redes de políticas fueron fundamentales en su imple-
mentación en los barrios populares. Las redes territoriales funcionaron como 
mediadoras para lograr la inscripción, en un momento en que el ASPO restringía 
la movilidad y en los barrios se contaba con un acceso muy limitado a disposi-
tivos (en general, teléfonos celulares). Uniones vecinales, comedores y meren-
deros fueron algunos de los puntos desde donde se realizaron las inscripciones. 
Otra limitación estuvo dada por el escaso nivel de bancarización de la pobla-
ción. Según datos oficiales, solo el 51 % de beneficiarios/as de IFE contaba con 
una cuenta bancaria a comienzos de 2020 (ANSES, 2020). Esta situación había 
sido contemplada en la formulación inicial de la política y no era un requisito 
para acceder al beneficio, ya que se operativizó el retiro del dinero sin tarjeta 
bancaria, por cajero automático. Sin embargo, en los hechos, el límite estuvo 
dado por la escasísima presencia de establecimientos financieros con cajeros 
en los barrios populares. Esta limitación no operó, en general, entre la pobla-
ción beneficiaria de sectores medios. La concentración espacial de estableci-
mientos financieros se pone de manifiesto en la Figura 1. 

Figura 1. Distribución espacial de los establecimientos financieros. Gran Mendoza, 2020

Fuente: Elaboración propia en base a Serrati, P. (2021)
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El Programa Potenciar Trabajo (PT) es un dispositivo de doble direccionalidad, 
creado en marzo de 2020.6 Se dirige, por un lado, a mejorar los ingresos de 
los hogares de personas desempleadas y en situación de vulnerabilidad social. 
En esa dirección, recurre como instrumento genérico a la transferencia de 
ingresos. Busca, por otro lado, mejorar la empleabilidad de las personas y 
generar nuevas propuestas productivas a nivel local, por lo que exige una 
contraprestación en diverso tipo de actividades, incluyendo: tareas de cuidados 
y servicios sociocomunitarios; reciclado y servicios ambientales; construcción, 
infraestructura social y mejoramiento barrial; agricultura familiar y producción 
de alimentos; producción de indumentaria y otras manufacturas; comercio 
popular. También promueve la realización de estudios primarios o secunda-
rios y la formación laboral.

En Mendoza, durante 2020, el número de titulares de PT ascendió a 13 150 
(Ministerio de Desarrollo Social, 2021). De acuerdo con las entrevistas, estas 
personas trabajaron en comedores y merenderos, así como en proyectos produc-
tivos de carpintería, textiles, panificados y construcción, con una contrapresta-
ción de 8 o 12 horas semanales. El monto de la prestación otorgada equivale al 
50 % del salario mínimo, vital y móvil, alcanzando los $ 10 293,75 en diciembre 
de 2020. Ese mismo mes, un bono extra de $ 5000, el bono «Ramona», fue otor-
gado como reconocimiento por la prestación de servicios sociocomunitarios y 
las tareas de cuidado, realizadas principalmente por mujeres.7 

El programa PT prevé la existencia de «unidades de gestión» que tienen 
la responsabilidad de gestionar los proyectos y certificar la participación 
de trabajadores en el programa. Las unidades de gestión son de naturaleza 
estatal (provincias y municipios) y no estatal. Entre estas últimas, se destacan 
organizaciones socioterritoriales que han implementado diversos proyectos 
productivos, laborales y comunitarios. Del trabajo de campo realizado emerge 
que, en Mendoza, en 2020, algunas de las organizaciones que participaban 
del programa han sido el Movimiento Evita, La Dignidad, La Poderosa, la 

6 	 Resolución 121/2020 MDSN.
7 	 Ramona Medina era referente de salud de la asamblea de «La Poderosa» en el barrio «Villa 

31», Ciudad de Buenos Aires. Desde el comienzo de la pandemia, denunció que la falta 
de agua corriente en el barrio hacía imposible sostener la higiene de manos y ambientes 
que se promovía desde esferas gubernamentales. En mayo de 2020 se contagió de CO-
VID19 y falleció, convirtiéndose en un ícono de los efectos agravados que la pandemia 
tuvo en los sectores populares pero, también, de sus luchas y formas de organización. A 
través de este bono, otorgado durante 12 meses a partir de diciembre de 2020, el Go-
bierno buscó reconocer la tarea de las organizaciones sociales y, especialmente, de las 
mujeres, durante la pandemia.
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Corriente Clasista y Combativa, el Frente de Organizaciones en Lucha y el 
Frente Popular Darío Santillán. 

Resulta evidente que las redes de política fueron claves en la puesta en marcha 
y el desarrollo de PT, en la medida en que el vínculo con una unidad de gestión 
ha sido la condición que posibilitó el acceso y permanencia de las personas al 
programa. En tanto gestoras, las propias organizaciones se han visto afectadas 
por el devenir de PT, de acuerdo a lo expresado por algunas personas entrevis-
tadas. Un integrante de una organización social de escala nacional destacaba, por 
ejemplo, que el PT favoreció el crecimiento de su organización y promovió que 
vecinas y vecinos se sumaran a ella. Otras personas entrevistadas dieron cuenta 
de la presencia de ciertas tensiones en los ámbitos barriales y de la economía 
popular, generadas como resultado de que algunos trabajadores accedieran al PT 
y debieran realizar contraprestaciones que no habían sido decididas colectiva-
mente. Una trabajadora de feria sin acceso a PT, por ejemplo, hizo mención a la 
constitución de «otro tipo de identidad» que se encuentra «despegada» de la feria. 

Como cuestión emergente de las entrevistas, puede señalarse que los posicio-
namientos en torno a PT varían entre trabajadores/as que lo perciben y aque-
llos/as que no, así como entre quienes están en el marco de organizaciones 
sociales con una estructura de alcance nacional y quienes forman parte de 
colectivos con anclaje local, sin posibilidades de constituirse en unidades de 
gestión de PT y sin la estructura o las posibilidades que brinda una organiza-
ción de mayor escala. Se infiere, también, la existencia de un posible foco de 
tensión entre organizaciones sociales o de la economía popular y el Estado, 
en relación con la participación política de las personas destinatarias de estos 
programas, aspecto fundamental para comprender la dinámica de los territo-
rios entendidos como espacios definidos por relaciones de poder. 

La seguridad alimentaria mirada desde Mendoza

Los programas de apoyo a la alimentación tienen una larga trayectoria en 
Argentina, que se inicia a comienzos del siglo XX y, en las últimas décadas, 
se vincula con las consecuencias sociales derivadas de la implementación de 
modelos de acumulación neoliberales (Torrado, 2010). Desde el Plan Alimen-
tario Nacional de la década de 1980, en adelante, se decretaron sucesivas emer-
gencias alimentarias y se generaron diferentes programas como respuesta por 
parte del Estado. El Plan Argentina contra el Hambre (PACH) fue creado en 



197

enero de 2020,8 frente a la situación de emergencia alimentaria nacional decla-
rada en 2019.9 Ya en ese momento, cuando aún no había iniciado la pandemia, 
la situación alimentaria en el país era crítica, resultado de un proceso de empo-
brecimiento iniciado en años anteriores. La Encuesta Estructura social de Argen-
tina y políticas públicas en tiempos del covid19 (2021) muestra que, durante 
2020, se redujo la ingesta de alimentos por parte de la población adulta en el 
8,8 % de los hogares, y esa reducción alcanzó a la población de niñas y niños 
en el 2,3 % de los hogares de Gran Mendoza, como consecuencia de la falta 
de acceso a alimentos. 

A continuación, el análisis se enfoca en las acciones estatales vinculadas al 
componente de seguridad alimentaria del PACH, dentro del cual se inscriben 
tres de los dispositivos estudiados: Tarjeta Alimentar, Prestaciones para come-
dores escolares y Prestaciones para merenderos y comedores comunitarios. 
Luego, se abordarán los dispositivos provinciales dirigidos a fortalecer el acceso 
a la alimentación de la población mendocina en situación de vulnerabilidad y 
orientados también por el derecho a la seguridad alimentaria.

Política alimentaria con transferencia de ingresos a las familias

La Tarjeta Alimentar (TA) tiene como instrumento genérico la transferencia de 
ingresos para garantizar el acceso a la canasta básica alimentaria. En su imple-
mentación inicial, en marzo de 2020, se definió como titulares a las madres o 
padres de niños/as de hasta 6 años de edad o con discapacidad, que recibían 
la AUH; a embarazadas que cobraban la AE y a madres de 7 hijos/as o más que 
percibían pensiones no contributivas. La tarjeta fue ideada para la compra 
exclusiva de alimentos. En 2020, el monto ascendió a $ 4000 por mes, en el 
caso de la Tarjeta Alimentar Básica (correspondiente a 1 hijo/a), y a $ 6000 
por mes, en el caso de Tarjeta Alimentar Ampliada (2 o más hijos/as). A nivel 
nacional, el 93,8 % de titulares fueron mujeres.

En el cuarto trimestre de 2020, Mendoza contaba con un total de 72 366 
titulares, lo que equivale al 4,61 % de destinatarias/os sobre el total nacional, 
que ascendió a 1 567 751 personas. La provincia percibió el 4,3 % de la ejecución 
presupuestaria nacional, que equivale a $ 4107,4 millones (SIEMPRO, 2020a). 
En términos reales, a valores constantes del primer trimestre de 2016, la ejecu-
ción presupuestaria nacional acumulada al cuarto trimestre de 2020 «registró 
un incremento interanual real del 1.361 % con respecto a los montos acumu-

8 	 Resolución 8/2020– MDSN.
9 	 Ley 27519/2019.
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lados de 2019 del PNSA» (SIEMPRO, 2020a:18). Es decir, se observó un incre-
mento significativo en relación con los montos destinados en años previos a 
los diversos componentes del Plan Nacional de Seguridad Alimentaria (PNSA).

La puesta en marcha se llevó a cabo en marzo de 2020, en el mismo momento 
en que el país entraba en alerta por el avance de la pandemia por COVID19. 
Al igual que en otros programas cuyo instrumento genérico ha sido la trans-
ferencia de ingresos, en el caso de la TA no intervinieron las redes de política, 
aunque sí lo hicieron las RIG, impactando de manera directa en la entrega 
de plásticos. El reparto de tarjetas bancarizadas había sido previsto, en Gran 
Mendoza, a partir del 16 de marzo, pero las entidades bancarias suspendieron 
la entrega de plásticos para evitar aglomeraciones. Las negociaciones llevadas 
a cabo por el MDSN con los bancos no lograron revertir esta decisión. 

Por su parte, a nivel provincial, la Dirección de Economía Social y Asociati-
vidad (DESyA) de la Subsecretaría de Desarrollo Social había organizado la insta-
lación de una serie de ferias de emprendedores de la economía social y solidaria 
(ESS) en los alrededores de los puntos de entrega de plásticos. La virtud de esta 
iniciativa radica en promover el uso de las tarjetas en espacios de comercializa-
ción de la ESS, de modo que las transferencias de ingresos, que suelen favorecer 
a las grandes cadenas de supermercados, impacten en las economías locales. Pero 
al suspenderse la entrega de plásticos, las ferias también fueron suspendidas, lo 
que provocó malestar e incertidumbre entre la población feriante.

Hacia fines de marzo, el MDSN tomó la decisión de depositar el monto de 
la TA en la cuenta de cada titular de AUH o AUE. De este modo, en un lapso 
de tiempo muy breve, el Estado nacional mostró capacidad para resolver el 
problema de la distribución de plásticos y garantizar que las familias pudieran 
disponer del dinero para la compra de alimentos. Una limitación derivada de 
esta decisión forzosa fue que, al depositarse el monto de programas diferentes 
en una misma cuenta, no ha sido posible realizar un control estatal del gasto de 
TA, que había sido inicialmente ideada para la compra exclusiva de alimentos. 

Por otra parte, el análisis de la distribución espacial de los servicios de venta 
de alimentos —incluyendo desde grandes cadenas de supermercados hasta 
pequeños almacenes de barrio— revela importantes desigualdades territoriales 
que condicionan el uso de la TA así como de otros dispositivos de transferencia 
de ingresos. Si bien la oferta y la dispersión es mayor que lo mencionado para 
los establecimientos financieros, se encuentra una menor oferta de servicios de 
venta de alimentos en los barrios de menores ingresos. Los establecimientos 
de venta se concentran en las zonas cercanas a los distritos cabecera de cada 
departamento y muestran, en cambio, una gran dispersión en los barrios peri-
féricos donde residen los sectores populares (Figura 2). 
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Figura 2. Distribución espacial de los servicios de venta de alimentos. Gran Mendoza, 
2020

Fuente: Elaboración propia en base a Serrati, P. (2021)

En las entrevistas realizadas se mencionan las dificultades relativas a la compra 
de alimentos que derivan de la bancarización del instrumento, incluyendo la 
limitada oferta de puestos de venta en barrios populares, la escasez de esta-
blecimientos con postnet y, en algunos casos, el pago de sobreprecios por el 
uso de tarjetas.

Prestaciones para comedores y merenderos 

El programa de prestaciones para Comedores Escolares, enmarcado en el 
PACH, otorga un refuerzo destinado a complementar los fondos provinciales 
para comedores escolares. La nómina de escuelas que acceden a este programa 
es establecida por la Dirección de Alimentación Escolar de la provincia de 
Mendoza. El instrumento genérico es la transferencia de ingresos a los esta-
blecimientos educativos.

En 2020, las medidas de aislamiento y la suspensión de las modalidades 
presenciales condujeron al cierre de comedores escolares en todo el país. En 
ese escenario, las jurisdicciones provinciales debieron modificar los modos de 
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ejecución de las partidas presupuestarias y el tipo de prestaciones brindadas. 
En el caso de Mendoza, las raciones diarias que hasta ese momento se brin-
daban en las escuelas fueron reemplazadas por módulos alimentarios entre-
gados a los/as estudiantes.

A lo largo de 2020, a nivel nacional, 19 432 escuelas recibieron subsidios para 
refuerzo alimentario. Se destinaron $ 7 350,3 millones a Comedores Escolares, 
lo que implica un incremento interanual de 144,6 % respecto de los valores 
de 2019 (SIEMPRO, 2020b). La provincia de Mendoza percibió $ 207 765 360, 
para 200 escuelas que se encontraban bajo convenio (Dirección Nacional de 
Información Social Estratégica, 2021).

Según el portal informativo de la DGE, durante 2019, la Dirección de 
Alimentación Escolar (DAE) entregó alrededor de 200 000 raciones diarias 
de meriendas y 60 000 viandas de alimentos (Prensa Gobierno de Mendoza, 
2021). Al año siguiente y en medio de la crisis social, los módulos alimentarios 
distribuidos en establecimientos educativos fueron 70 000 al inicio de clases, 
en marzo, y llegaron a 110 000, en diciembre de 2020. Es decir, se verifica una 
caída en el número de estudiantes que accedieron a la prestación.

De una entrevista realizada con un funcionario de la DAE se desprende que 
los módulos se armaron en virtud del presupuesto disponible y no en función 
de las necesidades del estudiantado. En cuanto a las capacidades estatales, se 
observa un déficit en la identificación de la población estudiantil con dificul-
tades para acceder a una alimentación adecuada, que se traduce en un subre-
gistro. En buena parte de los establecimientos, la decisión de a qué estudiantes 
entregar los módulos recayó sobre el personal directivo. Según se expresa en 
las entrevistas realizadas con directores/as de escuelas de Mendoza, quienes 
relatan la multiplicación de las necesidades alimentarias de la población estu-
diantil en pandemia, la cobertura fue completamente insuficiente. Además, 
los productos incluidos en el módulo alimentario fueron escasos y de bajo 
impacto nutricional. Predominaron los alimentos «secos», ricos en hidratos de 
carbono, con escasas proteínas. No se incluyeron frutas ni verduras.

En relación con el proceso a través del cual se realizaron las compras y 
se distribuyeron los alimentos a las escuelas, se trabajó con una modalidad 
descentralizada de compras y distribución, pero con una centralización de 
los pagos. De las entrevistas con autoridades de la DAE y personal directivo se 
desprende que el procedimiento funcionó de manera fluida, «evitando que el 
dinero llegara a las escuelas» y sobrecargara aún más las funciones de dirección. 
Las RIG puestas en acción involucraron al MDSN, responsable de aportar parte 
del presupuesto; a la DAE y a Tesorería, de la Dirección General de Escuelas 
de Mendoza, y al personal directivo de cada establecimiento. En cuanto a 
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la distribución de los módulos alimentarios, esta labor recayó en directores, 
celadores y, en ocasiones, también docentes. A lo largo del año, se sumaron 
a esta tarea algunas dependencias municipales del interior de la provincia, 
en especial en zonas rurales, frente a la sobrecarga de responsabilidades de 
docentes y directivos. 

De manera paralela a Comedores Escolares, el componente de seguridad 
alimentaria del PACH cuenta con prestaciones destinadas a comedores y meren-
deros comunitarios. En ese marco, el programa Abordaje Comunitario tiene 
como objetivo fortalecer los servicios alimentarios en comedores y merenderos 
gestionados por organizaciones sociales. El instrumento genérico empleado es 
la transferencia de ingresos a las organizaciones. En términos de RIG interviene 
el MDSN y, a nivel local, el Centro de Referencia (CDR) Mendoza, dependiente 
del propio ministerio. Recae sobre el CDR el seguimiento y control de las orga-
nizaciones que trabajan en la provincia. Abordaje Comunitario trabaja conjun-
tamente con el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), que 
brinda asistencia técnica y financiera al programa, y realiza también control del 
funcionamiento de los comedores y merenderos, con el propósito de asegurar 
una nutrición adecuada y alimentos de calidad. 

En términos de redes de política, el programa se ejecuta a través de la labor de 
39 organizaciones comunitarias y religiosas distribuidas en el territorio provin-
cial, que brindan servicios alimentarios destinados a población en situación de 
vulnerabilidad social. Algunas de éstas son administradoras de fondos, como 
es el caso de Cáritas Mendoza, que nuclea a un grupo de organizaciones que 
ejecutan los fondos. A su vez, las organizaciones presentan una gran diver-
sidad en cuanto al grado de formalidad y a las formas de inserción territorial.

Tal como sucedió con Comedores Escolares, el contexto de pandemia generó 
cambios en el modo de funcionamiento del programa. Los comedores se 
vieron en la necesidad de cerrar sus puertas y comenzaron a realizar entrega 
de módulos alimentarios a las familias. Solo dos organizaciones en Mendoza 
realizaron entrega de viandas en 2020. La otra transformación giró en torno a 
la digitalización de las formas de gestión y rendición de cuentas del programa. 
A pesar de los desafíos, se señalaron como elementos facilitadores de la adap-
tación los vínculos consolidados durante años de trabajo previo entre el CDR y 
las organizaciones, así como el viraje hacia la comensalidad familiar, iniciado 
también antes de la pandemia.

Un aspecto a considerar en relación con los dispositivos de asistencia alimen-
taria en los que intervienen las redes de política se vincula al grado de discrecio-
nalidad que tienen las organizaciones sociales respecto a la compra de alimentos 
y a la selección de la población asistida. Se trata de una cuestión relevante 
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porque permite caracterizar las distintas formas en las que se materializaron 
las políticas en las comunidades durante 2020. En el caso de Mendoza, se 
estima que la discrecionalidad fue relativa, ya que se realizó con un constante 
asesoramiento del CDR, que llevó a cabo el control del cumplimiento de las 
restricciones del programa y la calidad nutricional de los alimentos adquiridos. 

En general, en las entrevistas con referentes barriales se menciona el impacto 
nutricional de las prestaciones de Abordaje Comunitario como un aspecto 
destacable en relación con los déficits que experimentan las poblaciones a las 
que va dirigido. Sin embargo, aparece como principal debilidad del programa 
la insuficiencia de la cobertura. A lo largo de 2020, el monto ejecutado fue 
de $ 3231,90 millones para el total del país, con un aumento real interanual 
del 50,1 % comparado con el año 2019 (SIEMPRO, 2020b). La provincia de 
Mendoza percibió $ 62,9 millones. Esto representa el 1,94 % del total del país.

Respecto al déficit de la cobertura, en los barrios populares de Gran Mendoza 
se ha observado la proliferación de comedores y merenderos no alcanzados por 
los dispositivos de política pública antes mencionados. Funcionaron, y algunos 
continúan haciéndolo, en condiciones precarias, en espacios físicos no prepa-
rados para esa labor como casas o patios del propio barrio, sin los implementos 
necesarios para cocinar. Muchos de esos ámbitos no cuentan con heladeras para 
refrigerar adecuadamente los alimentos o no tienen electricidad. En buena parte 
de los casos, los alimentos se cocinan con fogón a leña. Cocinar con garrafa es 
una posibilidad que pocos comedores populares tienen, por el alto costo y por la 
falta de acceso a puestos de venta de garrafas. También aparece la falta de acceso 
al agua potable en algunas zonas pobladas de Gran Mendoza.

La principal fuente de recursos de estos comedores y merenderos populares 
han sido las donaciones por parte de vecinos/as, organizaciones o instituciones. 
En el trabajo de campo, informantes claves resaltaron las enormes dificul-
tades de estos espacios para conseguir mercadería, por lo que no han podido 
funcionar de manera estable. En 2020 y en condiciones de extrema preca-
riedad, constituyeron una respuesta social de emergencia en los momentos 
más agudos de la crisis. 

Distribución de alimentos a través de organizaciones sociales

En el período estudiado, las organizaciones sociales con presencia territorial 
gestionaron recursos para complementar la alimentación familiar, de origen 
nacional y provincial. Los instrumentos genéricos puestos en juego desde el 
Estado han sido las entregas directas de alimentos, realizadas de manera perió-
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dica. A nivel nacional, estos recursos se viabilizaron a través del componente 
de Asistencia Alimentaria en Situaciones Críticas y/o de Emergencia, del PACH. 
El mecanismo utilizado fue la compra centralizada por parte de la Dirección 
Nacional de Asistencia Directa y el envío de alimentos a granel a las organiza-
ciones sociales, para el armado de módulos. A nivel provincial, el organismo 
responsable ha sido la Subsecretaría de Desarrollo Social.

En las entrevistas realizadas con referentes de organizaciones sociales reapa-
rece la demanda de alimentos frescos, formulada de manera sistemática y con 
escasos resultados.

La oferta o lo que ponen sobre la mesa no alcanza para ser nutritivo. De hecho, 
llevamos también soluciones al gobierno provincial, les dijimos: tenemos estas 
organizaciones que producen hoy verduras, no es solamente la UST, sino que 
están también otras organizaciones, la UTT, está el MTE Agrario, APEPRO, un 
montón de organizaciones.10 Podríamos acceder a verduras frescas, que el Estado 
pudiera acceder a un costo accesible y distribuirlo también. Bueno, nunca se 
pudo. (Referente de organización social. Entrevista mayo de 2021)

Las organizaciones toman las decisiones relativas a la distribución de los 
recursos entre la población de los territorios donde se encuentran insertas. Es 
relevante el conocimiento que tienen acerca de las situaciones y dificultades 
que enfrenta cada grupo familiar. Por tal razón y como ya se señaló anterior-
mente, son actores decisivos en la implementación de dispositivos centrados 
en la entrega de alimentos y otros recursos esenciales, en la medida en que 
operan como mediadores entre el estado y las comunidades.

Programas alimentarios provinciales

Los programas Comer Juntos en Familia y Derecho Alimentario constituyen 
dispositivos de política alimentaria implementados en Mendoza desde años 
anteriores a la pandemia, bajo la órbita de la Dirección de Contingencia Social 
y Políticas Alimentarias de la Subsecretaría de Desarrollo Social del Gobierno 
de Mendoza. La nación aportó en 2020 un refuerzo presupuestario en el 
marco de las acciones del PACH, para dar continuidad a las acciones del Plan 
Nacional de Seguridad Alimentaria. Para ambos dispositivos, los instrumentos 
genéricos movilizados han sido las transferencias de ingresos y la entrega de 
módulos alimentarios. 

10 	Las siglas corresponden a las siguientes organizaciones: UST, Unión de Trabajadores Ru-
rales Sin Tierra; UTT, Unión de Trabajadores de la Tierra; MTE, Movimiento de Trabajadores 
Excluidos; APEPRO, Asociación de Pequeños Productores.
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En el caso de Comer Juntos en Familia, el objetivo es recuperar la comensa-
lidad familiar y garantizar el derecho a una alimentación saludable. Está diri-
gido a hogares en situación de vulnerabilidad social y déficit alimentario. Al 
igual que el resto de los dispositivos provinciales, Comer Juntos en Familia 
es de carácter focalizado, lo que implica que la población de titulares que 
perciben el beneficio representa una porción —y no la totalidad— de familias 
que reúnen las condiciones para percibirlo. Esto deja abierto el interrogante 
de con qué criterios se ha llevado a cabo la selección. 

Las redes de políticas juegan un rol importante en la implementación de 
este dispositivo ya que involucran, además de la Dirección de Contingencia 
Social y Políticas Alimentarias, a organizaciones sociales, jardines maternales, 
comedores comunitarios y municipios. Todos ellos han contribuido a la vincu-
lación de beneficiarios/as con la Dirección de Contingencia, con anterioridad 
a 2020, y contribuyeron en el momento de la pandemia al reparto de módulos 
alimentarios destinados a aquella población que no se encontraba bancarizada. 

Para el total provincial, la cantidad de titulares con tarjeta electrónica fue de 
1202, en enero, y descendió a 1165 en diciembre de 2020. Los montos han sido 
los siguientes: $ 286 para familias de 2 integrantes; $ 429 para familias de 3 inte-
grantes; $ 572 para familias de 4 integrantes; $ 715 para familias de 5 integrantes; 
$ 858 para familias de 6 y 7 integrantes; $ 1144 para familias de 8 y 9 integrantes; 
$ 1430 para familias de más de 10 integrantes. En las entrevistas, aparece el forta-
lecimiento de la comensalidad familiar como uno de los aspectos destacables 
con que este programa fue pensado en años anteriores. No obstante, se expresa 
también el bajo impacto nutricional que tuvo en 2020, como resultado de los 
exiguos montos transferidos, si se considera que en el mes de marzo la canasta 
básica alimentaria fue calculada en $ 14 317,76 y la canasta básica total, en $ 36 
796,65 (DEIE, 2020). La pobreza por ingresos afectó al 41,5 % de la población de 
Gran Mendoza, en el primer semestre del mismo año (SIEMPRO, 2020c:7).

Por su parte, el Programa Derecho Alimentario cuenta con dos «compo-
nentes». o, en los términos de la presente investigación, dos dispositivos: a) 
el componente Nutrifamilia y b) el componente Tarjeta Ticket. En cuanto a 
las RIG, se implementa de manera coordinada con los dieciocho municipios 
y Áreas Sanitarias provinciales. A diferencia de programas implementados 
en otras provincias del país, tanto Derecho Alimentario como Comer Juntos 
en Familia son compatibles con los programas de protección social y asis-
tencia alimentaria financiados por la Nación (incluyendo AUH, AE, IFE, Tarjeta 
Alimentar, etc.). En cambio, los programas provinciales no son compatibles 
entre sí, es decir que una misma persona solo puede ser titular de uno de estos 
dispositivos locales.
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El componente Nutrifamilia tiene por objetivo atender la malnutrición y 
patologías asociadas que afectan a niños/as de hasta 6 años de edad, emba-
razadas y puérperas asistidas/os en la red sociosanitaria de la provincia de 
Mendoza. Se prioriza a personas con malnutrición,11 lo que incluye a aquellas 
que presentan tanto desnutrición como sobrepeso u obesidad, que se encuen-
tran en situación de riesgo y vulnerabilidad social. En 2020, los montos de 
Nutrifamilia fueron de $ 625 para familias de hasta 3 niños/as, y de $ 865 
familias de más de 3 niños/as. El pago se realizó mediante tarjeta electrónica, 
excepto para zonas alejadas a los centros urbanos, para las cuales se entregó 
una prestación alimentaria directa (módulo), por el mismo monto. Para el 
total provincial, la cantidad de titulares fue de 579, en el mes de enero, hasta 
llegar a 715, en diciembre de 2020. Es el único dispositivo provincial cuyo 
número de beneficiarios creció durante el primer año de pandemia. En cuanto 
al monto ejecutado, este fue de $ 407 475, en el mes de enero, y ascendió a $ 
510 475, en diciembre de 2020, según datos que se desprenden del informe de 
Dirección de Contingencia Social y Políticas Alimentarias (2021).

El otro componente enmarcado dentro del programa Derecho Alimentario 
ha sido Tarjeta Ticket al igual que los dispositivos anteriores, tiene como instru-
mentos genéricos la transferencia de ingresos y la entrega de módulos alimen-
tarios. El objetivo es la atención de personas en situación de riesgo biológico, 
nutricional y con patologías asociadas, sin acceso a alimentación adecuada. 
Benefició a mujeres embarazadas o puérperas, hogares con niños/as y adoles-
centes, personas con discapacidad, adultos desocupados mayores de 50 años 
sin cobertura social y familias numerosas. El monto de las prestaciones corres-
pondientes a 2020 fue de $ 500 y la cantidad de titulares con tarjeta electró-
nica descendió de 7884, en enero, a 7029, en diciembre. Aquellos/as titulares 
que no estaban bancarizados recibieron módulos alimentarios con alimentos 
secos, por un monto similar.

No fue posible acceder a la información acerca de los criterios de selección 
de titulares en los programas alimentarios provinciales, considerando que son 
focalizados y no prevén cubrir a toda la población con necesidad de asistencia. 
Se desconoce, también, qué poblaciones presentan mayores riesgos en términos 
de seguridad alimentaria y qué impacto producen las intervenciones de polí-
tica pública implementadas, de acuerdo a lo expresado por una informante 
clave, referente en cuestiones alimentarias en la provincia. 

11 	Malnutrición y patologías asociadas han sido definidas de acuerdo con los términos de la 
Resolución 2189/10 del Ministerio de Salud y Desarrollo Social de Mendoza. 
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Como aspecto valorable, cabe señalar que, en su diseño, los tres disposi-
tivos provinciales analizados —más el Programa de asistencia a personas con 
enfermedad celíaca— han sido dirigidos a poblaciones diferentes. Ello tiende 
a evitar la superposición de coberturas, que muchas veces caracteriza la coexis-
tencia de programas alimentarios, y posibilita la inclusión de grupos que suelen 
quedar excluidos de las políticas o invisibilizados. 

El programa de Asistencia alimentaria a personas con enfermedad celíaca 
se desarrolla también bajo la órbita de la Dirección de Contingencia Social 
y Políticas Alimentarias de la provincia. El instrumento genérico movilizado 
es la distribución de módulos alimentarios. A pesar de haber reiterado el 
pedido de información pública en numerosas oportunidades, no se ha podido 
acceder a datos referidos a los fondos ejecutados, ni a la cantidad de titulares 
que accedieron a la cobertura a nivel provincial. El principal requisito para 
que las personas con enfermedad celíaca accedan al programa es contar con el 
diagnóstico clínico. Durante la pandemia, esto fue un obstáculo en la medida 
que el acceso a los estudios médicos correspondientes se vio ralentizado en el 
sistema público de salud o no pudo concretarse.

Programas de promoción de la economía social  
y las economías locales

En el ámbito de las Economía Social, Solidaria y Popular (ESSyp), las comer-
cializadoras solidarias son espacios dedicados a la distribución de productos 
para consumo final que han cobrado visibilidad durante los últimos años. 
Estrechamente relacionadas a ellas se encuentran las ferias populares, tanto las 
permanentes como las itinerantes. Cada jurisdicción provincial y municipal 
establece las condiciones y requisitos para la instalación y el funcionamiento 
de ferias, por lo que la articulación entre jurisdicciones es una cuestión rele-
vante en términos de RIG. 

El programa Mercados de Cercanía (denominado Mercados Solidarios, en 
años anteriores) busca fomentar «el encuentro, el intercambio, la visibiliza-
ción, la formación y el desarrollo comercial» de las iniciativas de comerciali-
zación solidarias (Ministerio de Desarrollo Social, 2020a). Es financiado por 
la Secretaría de Economía Social dependiente del MDSN. Los instrumentos 
genéricos previstos incluyen capacitaciones a quienes se desempeñan en este 
tipo de iniciativas; transferencias monetarias (subsidios) destinadas a equi-
pamiento, logística y comunicación; la creación de redes de articulación y la 
publicidad en medios gráficos oficiales, entre otros. El canal de vinculación 
entre el MDSN y las organizaciones es el CDR Mendoza. En 2020, la emergencia 
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alimentaria condujo a que gran parte de los recursos del MDSN fueran rediri-
gidos a programas de alimentación, con lo cual el financiamiento de Mercados 
de Cercanías se vio limitado de manera considerable. 

En la provincia existen numerosas comercializadoras solidarias, locali-
zadas tanto en el área metropolitana como en los departamentos del inte-
rior. Durante las etapas de aislamiento y distanciamiento social, aquellas que 
estaban inscriptas en el Registro de Unidades de la Economía Social y Soli-
daria (RUESys)12 de la provincia pudieron tramitar autorizaciones para que sus 
trabajadores/as circularan bajo la categoría de «esenciales». Esto les permitió 
vender sus productos a través del sistema de reparto a domicilio. En el período 
se verifica un relativo incremento de las ventas, en el marco de una dinámica 
expansiva que tuvo lugar en diferentes puntos del país (Vales, 2020).

Por su parte, la situación de las ferias populares se asemeja a la de las comer-
cializadoras, dada la ausencia de implementación en la provincia de políticas 
públicas que hayan impactado de manera significativa en el sector, durante 
2020. A nivel nacional, el Plan Federal de Ferias, creado bajo la órbita de la 
Dirección Nacional de Políticas Integradoras, dependiente de la Secretaría 
de Economía Social del MDSN, fue ideado para implementarse en «articula-
ción con los gobiernos provinciales y municipales» (Ministerio de Desarrollo 
Social, 2020b). Este dispositivo, sin embargo, no llegó a implementarse en la 
provincia durante el período analizado. 

El aislamiento preventivo impactó drásticamente en el funcionamiento de las 
ferias populares, que fueron suspendidas por completo al inicio de la pandemia. 
Aquellas dedicadas a la comercialización de alimentos que en épocas previas 
contaban con habilitación municipal, pudieron reiniciar sus actividades de 
modo progresivo, a lo largo del segundo semestre de 2020. Las aperturas se 
realizaron de manera controlada, bajo estrictos protocolos supervisados por 
los municipios y por la Dirección de Economía Social y Asociatividad de la 
provincia.13 Las ferias que no contaban con habilitación municipal —algunas 
de las cuales mantienen relaciones tensas con los municipios— quedaron 
al margen de ese proceso de apertura. Muchas de ellas no lograron volver a 
funcionar hasta mediados de 2021. 

Las unidades productivas de la ESSyp también se vieron fuertemente perjudi-
cadas por las medidas de aislamiento. Como respuesta por parte del Estado, en 

12 	Este registro es uno de los instrumentos dispuestos por la Ley de Promoción de la Economía 
Social y Solidaria 8435 de la Provincia de Mendoza, cuya reglamentación data de 2013.

13 	Las aperturas estuvieron reguladas por el Protocolo para Ferias de la Economía Social y 
Popular. (Resolución 1744/2020, MSDSyD, Gobierno de Mendoza).
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noviembre de 2020 se creó el Programa de Ayuda Económica para la Economía 
Social, bajo la órbita de la DESya. Este dispositivo brindó asistencia económica 
directa para la continuidad de emprendimientos de la economía social cuyos 
responsables se encontraban inscriptos en el RUESyS. El instrumento genérico 
empleado fue la transferencia monetaria. Se trata de un subsidio destinado a 
unidades productivas, que se entrega por única vez, por un monto que ascendió 
a $ 10 000 en 2020. Entre noviembre y diciembre de ese año, se entregaron 
alrededor de 100 subsidios, de acuerdo a datos brindados en una entrevista por 
una referente de la DESya. En cuanto a los criterios de selección de las unidades 
productivas beneficiarias, se estima que las redes de política previamente exis-
tentes, a través de las cuales se vinculan las unidades productivas y la DESya, 
operaron en la selección efectuada. En términos de impacto, el subsidio tuvo 
una relevancia económica importante para las pequeñas unidades, pero el 
monto del mismo resultó escaso para organizaciones que poseían un mayor 
grado de desarrollo productivo y/o comercial.

En el plano de las RIG, se observaron algunas articulaciones virtuosas entre el 
CDR Mendoza, dependiente de la Nación, la DESya, dependiente del gobierno 
provincial, y los municipios, en los momentos más agudos de la pandemia, 
para llevar a cabo tareas de asistencia alimentaria y de salud a trabajadores/as 
y familias de la ESSyp.

En síntesis, en términos territoriales, las medidas de aislamiento social 
tuvieron diferentes efectos según se tratase de comercializadoras solidarias 
que pudieran realizar reparto a domicilio, o de ferias populares. En el primer 
caso, se desarrolló o se fortaleció un espacio de redes, que involucró el abaste-
cimiento de productos, por parte de los proveedores, y el reparto a domicilio 
para el consumo final, por parte de las comercializadoras de alimentos. En 
cambio, en el caso de las ferias, las medidas de aislamiento implicaron el cierre 
total durante meses y con ello, su «desterritorialización» temporal, sumado a 
los conflictos y disputas previamente mencionados con algunos municipios. 

Conclusiones

En Mendoza, las políticas nacionales y provinciales desplegadas en el contexto 
de la emergencia sanitaria y dirigidas a dar respuesta en los ámbitos de la 
protección social y la asistencia alimentaria presentan especificidades y 
también, puntos en común con lo sucedido en otros contextos metropoli-
tanos del país. La existencia de programas de cierta trayectoria, como la AUH 
y la AE, fue la base sobre la cual se delinearon otras políticas. Estos programas 
de transferencias condicionadas de ingresos otorgan, como se vio, preferencia 
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en el cobro a las mujeres madres de cada grupo familiar, considerando que son 
ellas las principales responsables de las tareas de cuidado. En la pandemia, el 
cumplimiento de las condicionalidades se vio provisoriamente suspendido. 
En la medida en que los servicios de salud y educación se restablecieron, lo 
que ocurrió de manera paulatina a lo largo de 2021, las condicionalidades 
volvieron a quedar operativas.

En tanto dispositivos dirigidos a la transferencia directa de ingresos, la AUH 
y la AE continuaron funcionando al margen de las RIG y las redes de política en 
2020, tal como venían haciéndolo desde sus inicios. Contar con un padrón de 
titulares de estos programas, quienes, además, constituían un grupo de pobla-
ción bancarizada, fueron cuestiones clave para explicar la rápida respuesta del 
Estado nacional en la implementación de otras iniciativas, como la Tarjeta 
Alimentar. El IFE, por su parte, también contó una porción significativa de 
titulares que se encontraban bancarizados vía AUH o AE, tal como se desprende 
de las fuentes analizadas. Aun así, en el caso de Mendoza, aproximadamente la 
mitad de la población perceptora del IFE no contaba con una cuenta bancaria, 
dejando de manifiesto una situación de marginación respecto a los circuitos 
formales de la economía. Estos programas —AUH, AE, IFE, TA— constituyeron 
los únicos ingresos que numerosos hogares percibieron durante los meses de 
mayor aislamiento, cuando muchas actividades económicas se paralizaron, 
incluyendo los sectores informalizados y aquellos pertenecientes a la economía 
social. Esto dio lugar a procesos de descapitalización y endeudamiento que 
afectaron a familias y unidades productivas. 

El IFE fue inicialmente diseñado como un dispositivo no mediado por RIG ni 
redes de política que, sin embargo, no pudo operativizarse de ese modo en los 
territorios. La inscripción vía web fue un obstáculo real para muchas personas 
que debieron recurrir a sus redes vinculares más próximas, así como a las redes 
de política presentes en el ámbito barrial. Comedores y merenderos comunita-
rios resultaron espacios clave que, frente al escenario de «ventanillas cerradas» de 
los organismos gubernamentales, acompañaron a la población en el proceso de 
solicitud del IFE, asesorándola y facilitando de manera solidaria los dispositivos 
personales que tenían a su alcance. No se descarta que un sector de la población 
haya quedado al margen del beneficio por no haber podido inscribirse. 

El Potenciar Trabajo, por su parte, fue desde un comienzo ideado para 
funcionar en articulación directa con las redes de política, fundamentalmente, 
con las organizaciones que tienen presencia territorial. Como dispositivo, 
presenta una doble direccionalidad: promover proyectos productivos y servi-
cios comunitarios y, en paralelo, complementar los ingresos de los hogares. En 
Mendoza, los proyectos productivos en torno a los cuales se concentraron las y 
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los titulares de PT pertenecen a rubros diversos, incluyendo carpintería, cons-
trucción, textiles y alimentos. En el plano simbólico, una consecuencia quizás 
imprevista del programa es que ha producido un impacto en el reconocimiento 
del trabajo comunitario en comedores y merenderos, realizado mayormente por 
mujeres, a través del salario social. Dicho en otros términos, tanto en el ámbito 
barrial como en términos sociales más amplios, la labor en merenderos y come-
dores ha adquirido más visibilidad y reconocimiento por parte de una sociedad 
en la cual el trabajo de las mujeres ha sido históricamente infravalorado (Molina 
Galarza, 2012; Rodriguez Enriquez, 2012). Los debates públicos que se suscitaron 
en torno a la propuesta de Ley Ramona también favorecieron esta visibilización. 

Otra consecuencia que PT parece haber tenido en el tejido social es el 
crecimiento del número de integrantes de las organizaciones sociales consti-
tuidas en unidades de gestión, tal como emerge de las entrevistas realizadas. 
Esta hipótesis tiene sentido en la medida en que el programa incrementó los 
recursos con que contaban las unidades de gestión en cada uno de los proyectos 
productivos, recursos que dinamizaron las capacidades de las organizaciones. 
Este emergente queda como hipótesis de trabajo para futuras indagaciones y 
requiere de una mayor profundización. 

En términos generales, las transferencias de ingresos han encontrado límites en 
la infraestructura existente en los territorios, incluyendo una distribución espa-
cial desigual de los establecimientos de venta de alimentos y de negocios con 
postnet. También se ha observado una distribución extremadamente desigual 
de establecimientos financieros, requeridos especialmente por la población no 
bancarizada para acceder al dinero transferido. Simultáneamente, se destaca la 
dificultad que encuentran pequeños productores agrícolas y unidades produc-
tivas de la economía social, solidaria y popular para comercializar su produc-
ción. Las acciones estatales destinadas a vincular a consumidores y productores 
en cadenas cortas de comercialización fueron mayormente inexistentes o insu-
ficientes. Este tipo de intervenciones resultan urgentes y ofrecen una enorme 
potencialidad para mejorar las condiciones de compra y venta.

En cuanto a los programas de transferencia de ingresos a nivel provincial  
—Comer Juntos en Familia y Derecho Alimentario con sus dos componentes, 
Nutrifamilia y Tarjeta Ticket— en la formulación inicial se destaca una serie de 
elementos virtuosos. Son dispositivos que se dirigen a poblaciones diferentes 
—grupos familiares con niños, niñas y adolescentes, adultos mayores, mujeres 
embarazadas— y contemplan un espectro de situaciones de vulnerabilidad, que 
incluyen inseguridad alimentaria, malnutrición y patologías asociadas. En ese 
sentido, han sido ideados procurando evitar la multiplicación de coberturas 
sobre una misma población y la simultánea ausencia de cobertura sobre otros 



211

grupos y problemáticas. Esta suele ser una dificultad habitual de los sistemas 
de protección social, vinculada a la falta de capacidades estatales para iden-
tificar a la población objetivo de las diversas iniciativas. La promoción de la 
comensalidad familiar es otro elemento a destacar, en el caso de Comer Juntos 
en Familia. En 2020, sin embargo, los dispositivos provinciales evidenciaron 
limitaciones difíciles de comprender en un contexto de emergencia, ya que 
los montos de las transferencias han sido irrisorios. Además, el número de 
titulares muestra una tendencia a la baja, en la mayoría de los casos. Por estas 
razones, se estima que el impacto nutricional ha sido mínimo. 

Similares reflexiones se desprenden del análisis de los dispositivos cuyo 
instrumento genérico ha sido la entrega de módulos alimentarios (a excep-
ción del programa nacional Abordaje Comunitario). Los módulos se caracteri-
zaron, en general, por contar con alimentos secos, ricos en hidratos de carbono, 
con ausencia de proteínas. Alimentos frescos, que incluyeran lácteos, frutas y 
verduras, han estado mayormente ausentes, lo que es llamativo en un territorio 
dedicado a la producción frutihortícola. En términos de impacto, los alimentos 
distribuidos sin duda contribuyeron a que la población no muriera de hambre 
en la emergencia. En adelante, sin embargo, las políticas alimentarias deberían 
apuntar a modificar los déficits nutricionales que afectan a las poblaciones más 
pobres, a fin de que puedan desarrollar vidas activas y saludables.

A modo de cierre, el análisis de lo acontecido en 2020 supuso, a nivel 
nacional y provincial, el despliegue de políticas sobre dispositivos e instru-
mentos previamente existentes, antes que la innovación en los modos de 
asistencia. En todo caso, se destacan diferencias en los rumbos que tomaron 
la política nacional y la política provincial. Mientras la asistencia nacional 
buscó aumentar la cobertura en la población mendocina y en relación con los 
montos invertidos, los dispositivos provinciales —especialmente aquellos que 
se administraron mediante transferencias monetarias y las prestaciones para 
comedores escolares— redujeron la asistencia. Otra cuestión emergente ha 
sido la centralidad de las redes de política. Las organizaciones sociales apor-
taron capacidades imprescindibles para la instrumentación de las medidas, que 
complementaron las capacidades estatales puestas en juego. Una mirada de 
género a las políticas alimentarias desarrolladas en el ámbito barrial permite 
visualizar el trabajo realizado fundamentalmente por mujeres, que pusieron 
el cuerpo en lugares en donde la asistencia estatal estuvo presente y en aque-
llos en los que estuvo ausente. Así, concluido 2020, con un saldo de hogares 
que disminuyeron la ingesta de alimentos por falta de recursos, y concluida 
la pandemia, la emergencia alimentaria continúa en un escenario de mayor 
complejidad y con múltiples derechos vulnerados.
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Capítulo 6.
Políticas para sostener la vida: las iniciativas  
de contención alimentaria durante la crisis  
de la pandemia (Salta, 2020) 

Andrea J. Villagrán, Laura Navallo y María Paula Milana

Introducción

Este trabajo presenta los resultados del relevamiento y análisis realizado por 
el nodo de la Universidad Nacional de Salta en el marco del proyecto PISAC–
COVID–19–00021: «La implementación de políticas públicas para dar respuesta 
a la crisis desatada por la pandemia COVID19: Una mirada desde las relaciones 
intergubernamentales y las redes de políticas».1

En la Provincia de Salta y al igual que en el resto del país, la declaración de 
la pandemia y la implementación de un conjunto de medidas estatales para 
contenerla impactaron de diferentes modos en una multiplicidad de aspectos 
de la vida social. En este trabajo buscamos aproximarnos a las políticas de 
contención implementadas durante el año 2020, desde un enfoque que prio-
riza los ámbitos de la protección social y la asistencia alimentaria en el Área 
Metropolitana del Valle de Lerma (AMVL). Esta abarca los municipios de Salta, 
San Lorenzo, Cerrillos, La Merced, Vaqueros, La Caldera, Campo Quijano 
y Rosario de la Frontera.2 

1 	 El Nodo Salta está radicado en la Facultad de Humanidades de la Universidad Nacional 
de Salta y tiene como investigadora responsable a la Dra. Andrea Villagrán (ICSOH–CONI-
CET–UNSa). El equipo está integrado por Chávez Andrea, Dimarco Luciana, Flores More-
no Nicolás, Milana Paula, Navallo Laura, Sabio Collado Victoria, Sanjuan Romina, Saravia 
Ariel y Suárez Marta. Este proyecto está financiado por el Ministerio de Ciencia, Tecnología 
e Innovación de la Nación, Agencia Nacional de Promoción de Investigación, el Desarrollo 
Tecnológico y la Innovación, Argentina y el desarrollo de la investigación cuenta además 
con el apoyo del Proyecto PUE Territorialidad y poder (ICSOH–CONICET). Los y las inte-
grantes del proyecto colaboraron con la elaboración de este capítulo a través de la reali-
zación y desgrabación de entrevistas y de la sistematización de diversa información.

2 	 Esto incluye el aglomerado Gran Salta, un espacio geográfico de más de 500 000 habi-
tantes. En otro lugar realizamos una caracterización social y laboral del AMVL. Ver Villa-
grán et al. (2022), en https://tripcovidiigg.sociales.uba.ar/publicaciones/caracterizacion–
social–y–laboral–area–metropolitana–del–valle–de–lerma–salta/ 
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En pos de dar cuenta de las acciones y modos en que se buscó contener los 
efectos adversos en los sectores más expuestos a la crisis, reconstruimos las 
iniciativas de las administraciones estatales en las formas de dar respuestas a 
la pandemia en aquellos ámbitos, destinados a la población definida como 
«vulnerable», sin perder de vista los itinerarios de las organizaciones sociales en 
sus demandas y gestiones hacia los diferentes niveles político–institucionales 
(nacional, provincial y municipal). La propuesta consiste en mostrar cómo se 
entraman políticas estatales con políticas colectivas de sostenimiento de la vida, 
siendo estas últimas las que surgieron como respuestas de autogestión anclada 
a territorios específicos y a las modalidades de administración localizada. En 
otras palabras, nos interesa no solo dar cuenta de estas políticas públicas en 
los diferentes niveles, sino también de las maneras en que éstas se imbrican 
con un conjunto heterogéneo de iniciativas no estatales abocadas a resolver 
la reproducción de la vida desde modalidades territorializadas. La mirada de 
las políticas colectivas nos permite enfocar en la trama de actores interrela-
cionados que impulsaron un conjunto de acciones dirigidas a resolver necesi-
dades, contener situaciones límite, sostener y preservar la vida de sectores en 
situación de suma fragilidad y precariedad durante los momentos más agudos 
de la crisis, a lo largo de 2020. 

En esta dirección, consideramos que las aristas implicadas en la produc-
ción de las políticas que sostuvieron la vida en aquellos momentos pueden ser 
analizadas desde un abordaje de los llamados «espacios sociocomunitarios»3 
y sus servicios prestados, las prestaciones alimentarias a las que accedieron así 
como su rol en las iniciativas asociadas a la protección social. Por un lado, la 
indagación sobre el funcionamiento de las áreas de desarrollo social en sus 
distintos niveles institucionales nos permite relevar cuál ha sido la respuesta 
estatal. Por otro lado, la reconstrucción de los itinerarios de provisión de 
alimentos permite considerar las rutinas de los espacios sociocomunitarios 
así como las dinámicas organizativas que ponen en juego circuitos, redes y 
mecanismos diversos a través de los cuales el abastecimiento de recursos es 
posible. Ello supone tanto la negociación como la confrontación con las agen-
cias estatales y también la creación de redes de colaboración y articulación 
con actores privados, como comerciantes u organizaciones no gubernamen-

3 	 Como categoría estatal, los espacios comunitarios refieren a «comedores comunitarios» y 
«merenderos comunitarios», tratándose de espacios físicos que ofrecen asistencia alimen-
taria gratuita (incluyendo viandas) a personas en situación de vulnerabilidad social, en el 
primer caso durante tres días a la semana al menos con una comida principal; mientras 
que en el segundo caso se concentra en la elaboración de alimentos para el desayuno, 
merienda o copa de leche. 
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tales, que funcionan como donantes de alimentos. Estos atributos confieren 
singularidad y densidad a la trama que se conforma entre políticas públicas 
e iniciativas autogestivas, tornando especialmente significativo su análisis. 

En cuanto a las estrategias metodológicas, recurrimos a información obte-
nida a través de conversaciones y entrevistas con diferentes actores del campo 
de las políticas: funcionarios del gobierno provincial y de distintos munici-
pios del área metropolitana de Salta (Capital, Vaqueros, La Caldera y Campo 
Quijano), generalmente pertenecientes al área de Desarrollo Social. De la 
misma forma, retomamos entrevistas con referentes e integrantes de organiza-
ciones sociales con distinta filiación partidaria (Movimiento Evita, Movimiento 
La Dignidad Confluencia, Polo Obrero/Partido Obrero, Agrupación Seamos 
Libres), organizaciones con trabajo territorial definidas como no partidarias 
(RED Comunitaria Zona Norte), y asociaciones formales con personería jurí-
dica (Asociación Manos/Asociación Latinoamericana para el Desarrollo Social 
y Artístico). El análisis también incluye un conjunto de fuentes documentales 
producidas por las agencias gubernamentales, en ese marco se reflexiona en 
torno a la producción de datos y registros estatales.

En el primer apartado presentamos una síntesis del punto de partida teórico 
y de los lineamientos que orientan el análisis. En el segundo apartado avan-
zamos en la descripción y problematización de un conjunto de políticas 
gubernamentales significativas impulsadas desde las agencias estatales en sus 
distintos niveles —nacional, provincial y municipal— implementadas en 
pos de contener la crisis en Salta durante 2020. En el tercer apartado presen-
tamos un recorte de experiencias abordadas a través de un enfoque etnográ-
fico, poniendo el foco sobre las acciones, espacios y agentes involucrados en 
la dimensión e itinerario práctico de las políticas en su dimensión colectiva: 
las rutinas desarrolladas por las organizaciones sociales en su efectivización, 
el espacio de los comedores y merenderos comunitarios y las personas que 
estuvieron al frente de estos, las tareas que realizaron y cómo se organizaron y 
distribuyeron las mismas. Pretendemos a través de estas descripciones recons-
truir la articulación entre organizaciones sociales, referentes barriales, agencias 
gubernamentales y funcionarios de gobierno. 
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Estado, territorialización de las políticas  
y el sostenimiento de la vida

Retomando los lineamientos conceptuales del Documento de Trabajo N° 1 
del Proyecto PISAC–COVID–19 (Bertranou et al., 2021),4 la propuesta consiste 
en indagar el despliegue de políticas como resultado de «relaciones intergu-
bernamentales» (en adelante RIGs): interacciones o actividades entre entidades 
u organismos que pueden ser enfocadas en diferentes niveles político–insti-
tucionales (nacional, provincial, municipal). A su vez, consideramos que las 
políticas públicas (en adelante PP) construyen los escenarios en que los actores 
desarrollan sus estrategias. Desde esta perspectiva, PP y RIGS se construyen recí-
procamente, teniendo estas últimas una serie de instrumentos para canalizar 
sus acciones: relaciones fiscales, subvenciones, regulaciones, estructuras de 
toma de decisión, fuerzas políticas, acciones burocráticas. Específicamente, las 
PP pueden ser analizadas mediante (1) sus «dispositivos», es decir, mecanismos 
combinables para asistir, contener, y promover en respuesta a una crisis, mate-
rializados en planes, programas, y leyes; y (2) sus «instrumentos», los cuales 
son movilizados por los dispositivos a la hora de implementarse, tratándose de 
instrumentos genéricos que pueden ser utilizados para el mismo o diferentes 
campos de problemas. El desafío radica en desplazar la unidad de análisis 
de los dispositivos hacia los instrumentos, buscando identificar cómo estos 
se movilizan por parte de diferentes dispositivos en una acción conjunta de 
aplicación de políticas. De esta manera, «la idea es “hacer hablar”a los actores 
sobre las regulaciones, incentivos e información que “viajan” en sus instru-
mentos» (Bertranou et al., 2021, p.9). Esta aproximación a los instrumentos de 
la política, además de indagar en la forma en que ésta es coordinada, permite 
dar cuenta tanto de cómo se interviene sobre las condiciones de vida de las 
poblaciones, así como analizar las maneras en que las políticas, inicialmente 
formuladas en el ámbito de agencias gubernamentales, se implementan, al 
tiempo que se modifican, en los territorios.

Por su parte, el nodo Salta se ha esforzado por recomponer los tres niveles 
político–institucionales en el despliegue de ciertas políticas de contención o 
protección social y alimentaria durante la crisis provocada por la pandemia 
(2020) desde una perspectiva territorial y en distintas «escalas» (barriales, 

4 	 Bertranou, J.; Brites, W.; Capdevielle, J.; Chiara, M.; Di Virgilio, M. M.; Guevara, T.; Molina, 
M. M.; Pérez, V.; Rodríguez, M. C.; Soldano, D. & Villagrán, A. (2021). Hacia un enfoque 
para el análisis de la implementación de políticas públicas para dar respuesta a la crisis 
desatada por la pandemia COVID19. Documento de Trabajo nro. 1: Proyecto PISAC–CO-
VID19–00021: «La implementación de políticas públicas para dar respuesta a la crisis 
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locales, regionales). Es decir, partiendo de un abordaje que tensiona las caracte-
rísticas de un campo de políticas con las problemáticas asociadas a un espacio 
social determinado e históricamente producido. Esta mirada requiere llevar a 
primer plano las coordenadas espaciales y temporales en los procesos de cons-
trucción de políticas, considerando momentos, contextos y actores situados 
que no solo son quienes diseñan las PP sino que participan en su implemen-
tación (Di Virgilio y Rodríguez, 2011, en Bertranou et al., 2021, p.22). 

Según esta mirada, las organizaciones y movimientos sociales adquieren un 
papel clave, entendiendo que la relación de diversos actores con las PP puede 
ser abordada teniendo cuenta la dinámica y campo transaccional del Estado y a 
las tramas situadas de interrelaciones y prácticas sociales, lo cual lleva a pensar 
en una estatalidad situada y territorializada (Grimberg, 1997).5 Ello implica 
interrogarse por las formas y configuraciones locales producidas a partir de 
la articulación entre conflicto y negociación, entre gestión y gobierno, entre 
demandas sociales y las respuestas a estas (Manzano, 2009). 

Esta consideración de las interrelaciones, niveles y escalas nos lleva a las deno-
minadas «redes de políticas» (Bertranou et al., 2021, p.17), definidas como un 
grupo de actores colectivos (organizaciones públicas, sociales, y privadas) cuyas 
relaciones relativamente sostenidas les permiten dirigir, coordinar o controlar 
recursos materiales e inmateriales en un ámbito de política pública (para su 
diseño o implementación concreta). Se trata de configuraciones que concen-
tran un conjunto de relaciones formales e informales entre quienes participan 
de estas acciones, bajo un interés común.

De acuerdo a estos lineamientos, es posible abordar las prácticas de un 
conjunto amplio de agentes sociales (movimientos sociales, referentes locales, 
funcionarios públicos, entre otros) a los fines de explicar las acciones que 
devienen políticas para contener la crisis y sostener la vida. Consideramos 
que en esa articulación se producen y hacen políticas.

Ahora bien, ¿a qué nos referimos con políticas de sostenimiento de la vida? 
Siguiendo a Didier Fassin (2018) las «políticas de la vida» evidencian una 
relevante contradicción. Por un lado, involucran el hecho de que el vivir se 
asume como objeto de sacralización, donde se reconoce a la vida como un 
bien supremo, de acuerdo a lo que el autor denomina «biolegitimidad» (2018, 

desatada por la pandemia COVID19: una mirada desde las relaciones intergubernamen-
tales y las redes de políticas». ANPCyT. https://tripcovidiigg.sociales.uba.ar/publicaciones/

5 	 Grimberg (1997) desarrolla la noción de campo transaccional, configurado por las simul-
táneas concesiones estatales a las demandas de las organizaciones de desocupados y 
las sujeciones de éstas a los requerimientos de las políticas públicas (Grimberg, Fernán-
dez Álvarez y Carvalho Rosa, 2009).
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p. 18). Por otro, el valor diferente que se otorga a cada vida y se marca en 
términos cualitativos —a partir de las condiciones de existencia— y cuantita-
tivos, relativos a la duración de estas vidas. Esta desigualdad se materializa en 
los cuerpos y configura las experiencias cotidianas, siempre atravesadas por la 
moral que opera en nombre de evaluaciones abstractas y sagradas de la vida, 
justificando, juzgando, separando, clasificando: produciendo vidas y muertes 
(Fernández Álvarez, 2018). El análisis enfocado en las políticas de la vida, 
defiende Fassin, no solo debe dar cuenta de estas lógicas de muerte o desapa-
rición social y física sino también de la «ética de supervivencia» ejercida por 
quienes se encuentran amenazados por esas muertes. Como plantea Virginia 
Manzano (2020), es importante dar cuenta de esa «ética cotidiana» que hace 
irrumpir lo cotidiano para reclamar colectivamente y enmarcar aspiraciones 
como los derechos (2020, 18).

En esta dirección, nos resulta útil lo que Antonio Carlos de Souza Lima y 
Joao Macedo e Castro definen específicamente como políticas (gubernamen-
tales), en tanto involucran al mismo tiempo Estado y organizaciones: 

Planes, acciones y tecnologías de gobierno formuladas no solo desde organiza-
ciones administrativas de Estados nacionales, sino también a partir de diferentes 
modalidades de organizaciones que están fuera de ese ámbito, pero que ejercen 
funciones de gobierno. Esto implica que la identificación de problemas sociales 
y las formulaciones de planes de acción gubernamentales se dan concretamente 
en múltiples escalas espaciales, con temporalidades variables, en el entrecruza-
miento de amplios espacios de disputa, muchas veces desconectados entre sí en 
apariencia, aunque su implementación más directa pueda estar circunscripta a un 
espacio más restringido, y la evaluación de sus resultados ni siquiera llegue a ocu-
rrir. (Souza Lima y Macedo e Castro, 2015, p. 35. La traducción nos pertenece).

La política entendida en estos términos supone comprender que las mismas 
se realizan por una multiplicidad de agentes sociales, en un escenario donde 
se articulan distintos ámbitos de administración estatal que también involu-
cran organizaciones no gubernamentales. De esa manera el Estado se hace en 
cada una de esas escalas, tornándose difusos los límites sobre lo que puede 
señalarse como propiamente estatal o lo que puede reconocerse como dentro 
o fuera del Estado. Sin embargo, esas prácticas políticas realizadas por una 
diversidad amplia de agentes sociales producen efectos de Estado (Trouillot, 
2001; Steinmetz, 1999).

Como estrategia de análisis, Michel–Rolph Trouillot (2001) sugiere apuntar 
a los efectos que el Estado produce y de esa manera asirlo en esa fluidez que 
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escapa a las instituciones gubernamentales y nacionales. Uno de esos es el 
efecto de legibilidad, vinculado a «la producción tanto de un lenguaje como de 
un saber para el gobierno y herramientas empíricas que clasifiquen y regulen 
colectividades» (2001:151).6 

Este lineamiento nos permite discutir la doble dimensión que opera entre 
agentes sociales que en determinadas instancias resultan destinatarios de polí-
ticas públicas —porque constituyen el potencial sujeto o público de éstas— y 
posteriormente se tornan productores o hacedores de políticas. Las personas 
que se inscriben como destinatarios de cierta política, con el paso del tiempo 
y por la sucesiva participación en diversos programas sociales, se van convir-
tiendo en conocedores, «expertos» de las mismas, capaces de instrumentar y 
producir sus registros. Esta habilidad les permite «demandar» al Estado en 
sus propios términos, porque han incorporado el lenguaje, las herramientas 
y la lógica de la administración pública se les vuelve inteligible y su conoci-
miento, y tales destrezas, devienen condiciones fundamentales para la mate-
rialización de las políticas. El gesto repetitivo de accionar y dirigir políticas 
a un segmento social «dice» respecto al carácter performativo de las políticas 
públicas y del propio hacer del Estado. Pero también, esa dinámica refiere a 
las maneras en que diversos agentes hacen política.

Por su parte, los estudios en clave de antropología política que se ocuparon 
de distintas experiencias en la Argentina reciente y los efectos de las reestruc-
turaciones neoliberales en relación con movimientos y organizaciones de 
desocupados y los procesos de autogestión colectiva del trabajo y la produc-
ción; enfatizan el rol que desempeñan los recursos estatales7 en la produc-
ción de políticas colectivas (en términos de Fernández Álvarez, 2016) o políticas 
en movimiento (Manzano, 2009 y 2013) en tanto se hacen en el día a día y 
que, lejos de presentar contornos fijos, configuran más bien un horizonte de 
futuro impregnado de conflicto, negociación y tensión (Fernández Álvarez, 
2016). Además, destacan que las operaciones de identificación, cuantificación, 

6 	 Al respecto, en las discusiones ya ampliamente recorridas en torno a la formación del 
Estado moderno, se ha reconocido el registro y clasificación de la población como ope-
raciones inherentes a una racionalidad de gobierno, y a la cuantificación, el cálculo y la 
administración como sus instrumentos. Desde una perspectiva preocupada en el gobier-
no de las poblaciones se ha señalado que ciertos saberes expertos desempeñan un lugar 
clave, así como ciertas disciplinas —estadística y demografía— constituyen indiscutibles 
disciplinas de Estado. A modo de ejemplo, la noción acuñada por Foucault (2007) como 
«biopolítica» busca dar cuenta de la administración de la población y al gobierno como 
una acción que opera en el comportamiento de los individuos.

7 	 En sus formulaciones técnicas: planes de desempleo, programas productivos, subsidios, 
entre otros.
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registro, gestión, administración y distribución, atribuidas al ámbito específico 
de las instituciones estatales, donde saberes expertos y técnicas de gobierno 
se imbrican, se convierten en el acervo de habilidades y conocimientos para 
hacer política por parte de las organizaciones sociales en los espacios socioco-
munitarios. Estas modulaciones producen un solapamiento de bordes porosos, 
permeables que vuelven improductivo suponer a priori los límites entre lo que 
quedaría comprendido como propiamente estatal.

La noción de política colectiva permite abordar procesos de transformación 
de políticas públicas y prácticas colectivas reapropiadas en un campo de fuerza, 
ya no tanto desde la óptica del gobierno de las poblaciones sino indagando 
en prácticas que se vinculan a la reproducción de la vida y que evidencian un 
manejo distintivo de los territorios y la vida en común. Desde esta perspec-
tiva es posible dar cuenta cómo se asignan, de manera diferencial, valores a la 
vida desde las prácticas colectivas de «fundar la política», que además involu-
cran relaciones afectivas y éticas que van configurando formas singulares de 
subjetividad, en barrios o localidades específicas (Manzano, 2020:13–14). En 
esta dirección, si el biopoder (Fassin, 2018) se manifiesta en formas no tanto 
de normativización sino como diferenciación, ya sea por la desigualdad social 
o por las formas diferenciadas de subjetivación según las jerarquías sociales; 
entonces las políticas públicas (de protección social, alimentarias, trabajo, bien-
estar, vivienda, tierra, educación, justicia, etc.) tienen consecuencias directas 
sobre la vida individual y colectiva. Las luchas por el acceso a derechos, desde 
este enfoque, pueden ser vistas formando «parte de una política fundada en 
la vida» que se enfrenta a las modalidades de administración de las vidas, en 
términos cualitativos y cuantitativos (Manzano, 2020:16–17). Estas políticas 
fundadas en la vida se ven materializadas en el diverso y complejo repertorio 
de prácticas que se impulsaron y desarrollaron desde el ámbito de los espa-
cios socio comunitarios durante la pandemia por COVID19, donde evitar las 
muertes por contagio del virus y asegurar el acceso a lo elemental estuvieron 
en el centro del trabajo social y colectivo de cuidados que se desplegó.
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Políticas a nivel provincial y municipal.8 Registros  
y Perspectivas de los agentes estatales en Salta

Ahora bien, vistas desde el ángulo de las políticas estatales, la urgencia de tomar 
medidas en un contexto inédito como el del ASPO, así como la agudización de 
un conjunto de dificultades fiscales y de límites del propio sistema de protec-
ción social y de seguridad alimentaria en el país se sumaron a que las gestiones 
en los tres niveles político–institucionales recién iniciaban y debieron adaptar 
sus organigramas y agendas para priorizar estrategias de contención y asistencia. 
A nivel provincial y municipal, la preocupación por realizar diagnósticos y 
registros sobre la situación en la que se encontraban los sectores populares o 
más vulnerables repercutió en la generación de cartografías de intervención 
diferenciadas, con acciones de emergencia singulares.

De acuerdo a quien fuera ministra del Ministerio de Desarrollo Social de 
la Provincia entre fines de 2019 y fines de 2021, Verónica Figueroa, si bien el 
objetivo del ministerio y sus cuatro secretarías9 era «atender a la población 
que se encuentra en mayor situación de vulnerabilidad, eso en lo que respecta 
a la asistencia (…) como de la emergencia» también implicaba avanzar en 
una «propuesta de desarrollo, de salir de la situación de pobreza, de generar 
capacidad instalada y de ir promoviendo un modelo que implique capacidad 
de trabajo» (VF, entrevista, mayo de 2021). Para avanzar en ese modelo de 
desarrollo se había diseñado la Secretaría de Fortalecimiento Sociocomunitario: 

Un área específica donde nosotros hagamos promoción de derechos (…) acciones 
que tiendan al desarrollo, en cada una de las áreas y en cada una de esas instan-
cias, ¿no?, de lo pequeño, de lo local a lo mayor, a lo grande, ¿no?, a lo regional 
(…) Lo que nosotros queremos es acompañar un crecimiento socioeconómico 
con triple impacto (…) Tiene que ver con el ambiente, tiene que ver con lo eco-
nómico y tiene que ver con lo social (…) Pasa que de alguna manera la pande-
mia nos obligó a generar … digamos, a ocuparnos más de la asistencia inmediata 
y crítica, porque la pandemia trajo tanta restricción en la economía que generó 
más pobreza, generó muchas más problemáticas sociales. (VF, entrevista de mayo 
de 2021. Énfasis nuestro)

8 	 En otro capítulo nos concentramos en las políticas de protección social y alimentarias du-
rante la pandemia de COVID19 en todo el país y a nivel subnacional. Ver Soldano 2023 
et al., Cap 5, Tomo 1.

9	 Estas secretarías son las de Primera Infancia, Niñez y Familia; Fortalecimiento Socio Comu-
nitario; Políticas Sociales; Asuntos Indígenas. Por su parte, la Secretaría de Políticas Socia-
les contiene planes y programas de alimentación, además de algunas áreas específicas.



224

La Secretaría de Fortalecimiento Sociocomunitario fue un ejemplo claro de 
cómo en el marco de la pandemia se tejió una compleja trama de RIGs, conlle-
vando la articulación con agentes externos e internos al ministerio, funda-
mentalmente a partir de las llamadas «mesas regionales» en diálogo con los 
municipios:

Desde Fortalecimiento se trabajó todo el tiempo de pandemia con mesas regiona-
les. ¿Qué se hizo? se hicieron regiones y por regiones se trabajaban con los muni-
cipios. ¿Nosotros que buscábamos? de realmente darle la competencia a las áreas 
sociales de cada municipio para que hagan la gestión correctamente en materia 
de alimentación, de programas alimentarios, la bajada, el control, la supervisión, 
potenciar cualquier programa que venga de Nación, potenciarlo a través de los 
municipios. (VF, entrevista de mayo de 2021).

Otro tipo de articulaciones fueron las realizadas con las organizaciones de la 
llamada sociedad civil, diferenciando entre entes abocados al área de niñez o 
adultos mayores (con las que trabajan de manera directa) a los cuales se les 
otorgó subsidios en tanto cogestoras de dispositivos como Centros de Primera 
Infancia (CPI) y hogares o albergues; del resto de organizaciones de la sociedad 
civil o sociales, con las cuales se buscó potenciar su autonomía desde una «arti-
culación permanente» a través de mesas de trabajo.10 Esta capacidad de arti-
culación «por necesidad» es considerada uno de los principales aprendizajes 
en el contexto de aislamiento, como lo ejemplifica la creación de los Comité 
Operativos de Emergencia (COE) locales y el rol de los funcionarios provin-
ciales como facilitadores.

Por la necesidad nosotros logramos los COE, y los COE abrieron como una puerta 
inmensa (…) personas y actores sociales que nunca se hubieran imaginado arti-
cular, articularon todo el tiempo de la pandemia (…) Teníamos que usar lo que 
era local para no trasladarnos tanto (…) Nos hemos convertido en unos grandes 
articuladores». (VF, entrevista de mayo de 2021) 

10 	Un ejemplo fue la Mesa del Agua. En función del modelo de autonomía que propone el 
ministerio, se busca propiciar redes de estas organizaciones «de base» con organismos 
internacionales como la Unión Europea (UE) o la Organización de Naciones Unidas (ONU). 
Esto también incluye articulaciones con entes estatales, como el Ministerio Público, de 
Salud, entre otros, lo que implica identificar previamente las problemáticas y sumar a los 
agentes estatales como «actores esenciales» (VF, entrevista de mayo de 2021).
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En lo relativo a políticas de protección social y alimentaria, las diversas medidas 
estuvieron enmarcadas en la Secretaría de Políticas Sociales del Ministerio de 
Desarrollo Social de la provincia de Salta, cuyos programas se encuentran 
descentralizados desde 2010 y a lo cual se suma el hecho de que desde 2018 
dejó de existir un dispositivo fundamental para su funcionamiento, la Coope-
radora Asistencial. En lo inmediato, se apoyó la continuidad del despliegue del 
Plan Nacional de Argentina contra el Hambre (PACH),11 buscando adaptar sus 
lineamientos a las características de cada territorio. Esto implicó tres cuestiones. 

En primer lugar, la relevancia otorgada al plan (que llegó en 2020 a 77 000 
familias de manera directa, según la ministra VF) como forma de incentivar 
a «comer en casa» de manera nutritiva y saludable desplazó la prioridad que 
podría haberse dado a comedores y merenderos como política estrictamente 
provincial, reconociendo que, si bien estos dispositivos se encontraban en 
una «situación crítica», se sostuvo una asistencia similar a la gestión anterior, 
aumentando levemente: de 450 merenderos a 476, y de 29 comedores a 31. 
Estos espacios fueron cubiertos por el programa provincial de Comedores 
Infantiles, el cual se implementa desde 2010 a través de los gobiernos muni-
cipales y sus secretarías de desarrollo y/o acción social, funcionando como 
resortes de distribución de recursos hacia los espacios sociocomunitarios.12 
Involucra a los distintos niveles de gobierno y a los responsables de comedores 
comunitarios formalizados en un registro creado a tales fines.

Directamente se hace la transferencia de provincia a municipio, y el muni-
cipio, en el caso de Capital, a los referentes de los comedores infantiles y 
en el caso de San Lorenzo y Rosario de Lerma el municipio se encarga de 
comprar los insumos y entrega a los responsables de los comedores. Por 
supuesto, después ellos hacen las rendiciones correspondientes al Área de 
Rendiciones del Ministerio de Desarrollo Social» (SF, Subsecretaría de Polí-
ticas Alimentarias, entrevista, 2021)

11 	El PACH fue creado en enero de 2020 bajo la órbita de la Dirección Nacional de Se-
guridad Alimentaria, dependiente de la Secretaría de Inclusión Social del Ministerio de 
Desarrollo Social.

12 	La cobertura alcanza a 30 comedores: 24 en Salta capital, 2 en San Lorenzo, 3 en Ro-
sario de Lerma, y 1 en la localidad de Metán. Su población destinataria son las infancias 
(2–5 años) en situación de vulnerabilidad social. En la actualidad se trata de 3460 niños/
as que asisten a los comedores. La asignación durante 2020 fue de $ 50 por día por ni-
ño/a, por 20 días hábiles de cada mes, y el presupuesto ejecutado fue de $ 2 076 000,00 
(Informe de gestión de la Subsecretaría de Políticas Alimentarias, Secretaría de Políticas 
Sociales, Ministerio de Desarrollo Social de la Provincia de Salta, 2020).
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En este sentido, si bien se lleva un registro de los comedores y merenderos, 
también consideran si reciben aportes de otros financiamientos como del 
Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD), además del segui-
miento que se les hace del Centro de Referencia cuando se trata de programas 
nacionales; siendo su alcance limitado aunque sostenido a partir de una red 
que va más allá del ministerio provincial:

En términos de inversión, [el PACH] supera ampliamente todo lo que la provincia 
pueda llegar a hacer en materia de merendero, inclusive desde el punto de vis-
ta de calidad nutricional. Un merendero no tiene un aporte nutricional impor-
tante, sino que es una cuestión más de contención social (…) Hemos trabajado 
con ellos [los comedores] la autonomía, ¿en qué sentido?, los hemos ayudado a 
gestionar las excepciones para la luz, el gas (…) Les damos un aporte mensual 
por niño (…) hemos gestionado poder trabajar con ellos las huertas en cada uno 
de esos comedores y los roperitos solidarios (…) les llevamos ropa de decomiso, 
le enseñamos a administrar ese recurso, hemos hecho alianza, por ejemplo, con 
Banco Macro, para (…) que puedan administrar correctamente. (VF, entrevista 
de mayo de 2021)

Cabe mencionar que este dispositivo está vinculado con otro, el Programa 
Comer en Familia, que desde el año 2014 ha buscado acompañar la progre-
siva disminución de los comedores y merenderos y adhesión de los munici-
pios para que les brindaran el recurso financiero a los tutores y así los niños 
pudieran almorzar en sus hogares.13 

En segundo lugar, las condiciones de funcionamiento de la Tarjeta Alimentar 
(requerimiento de conectividad) conllevan la falta de acceso al plan nacional 
por parte de un gran número de familias en la provincia. Así, se precisaba 
recurrir a otros dispositivos para lograr la aplicación de esta política federal, 
articulando con el nivel nacional para cubrir la extensión de kilómetros a reco-
rrer para hacer entrega de dicha tarjeta y garantizar su uso, colaborando en 
la construcción de la base de datos nacional y nominal que debe actualizarse 

13 	Pertenece al ámbito de la Secretaría de Políticas Sociales del Ministerio de Desarrollo 
Social de la Provincia y tiene una importante extensión y cobertura, alcanzando a 29 mu-
nicipios. Está dirigido a la compra de mercaderías y se implementa con la modalidad de 
transferencia dineraria (cuando los municipios tienen problemas de conectividad) o tarjeta 
magnética, por un monto de $ 300 por mes para cada niño/a, entre 2 y 6 años, a través 
de sus tutores. Este monto no fue actualizado desde 2018. En 2020 brindó cobertura a 
2817 niños/as con un presupuesto ejecutado de $ 8 469 000,00.
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cada seis meses, con altas y bajas en la prestación y con diagnósticos sobre los 
gastos relativos a la tarjeta. 

En acuerdo con Nación, que largó su gran master plan de Tarjeta Alimentar (…) 
Eso implica conectividad y también implica generar todo un sistema porque las 
personas no tienen la posibilidad de ir a comprar a un negocio porque no existe 
un negocio (…) Entonces era «bueno, pero acá qué hacemos», bueno, creamos 
el programa Focalizados (…) nos dan fondos para que compremos módulos ali-
mentarios de 27 alimentos [secos y enlatados] y se entregan con el mismo crite-
rio de la tarjeta Alimentar. Nosotros lo ampliamos y lo hicimos extenso a adultos 
mayores. Lo hicimos también extenso a familias vulnerables que tuvieran niños 
por fuera de 7 años. (VF, entrevista de mayo de 2021)

De esta manera, con el Plan Focalizados se buscó cubrir con la entrega periódica 
de módulos (cada 45 días) la seguridad alimentaria de familias pertenecientes a 
toda «comunidad rural que no tenga acceso a una tarjeta» aunque priorizando 
como población destinataria principal las comunidades indígenas y «criollos 
solamente en el caso de una gran vulnerabilidad rural» (CC/VF, entrevistas de 
mayo de 2021).14 En estos casos también se contemplaba la entrega del monto 
relativo a la AUH y otras prestaciones con efectivo en mano. A medida que se 
extiende el acceso al programa nacional, se deja de entregar el módulo.

Si bien no forma parte del recorte territorial de nuestro abordaje, cabe hacer 
una referencia a este tipo de estrategias de intervención en la región del Chaco 
salteño —donde se concentra la mayor cantidad y diversidad de grupos indí-
genas de la provincia y los mayores índices de desnutrición y muertes por 
hambre— que han buscado responder a sucesivas situaciones de emergencia 
sanitaria y nutricional, entre un conjunto más amplio de problemas sociales. 
Durante la pandemia, la efectiva llegada del Focalizados a los grupos en situa-
ción de vulnerabilidad se asentó sobre la posibilidad de capitalizar vínculos 
sociales y redes locales de trabajo comunitario que tuvieron como media-
dores claves a los referentes de las organizaciones sociales (políticas e indí-
genas), tanto en la formulación de las demandas como en la distribución de 
los recursos estatales.15

14 	El 30 % del volumen de las entregas de módulos alimentarios se concentró en pueblos 
originarios: sobre un total provincial de 70 mil, estos representaron 21 mil. La erogación 
presupuestaria fue de $ 524 600 000.

15 	El antecedente inmediato a la pandemia fue la declaración de la Emergencia Alimentaria 
en todo el territorio provincial por 120 días en 2019, en cuyo marco se creó el Programa 
Alimentario Salteño.
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En tercer lugar y retomando las políticas provinciales en el rubro alimentario, 
otro efecto derivado de las articulaciones con el nivel nacional para la aplica-
ción del PACH se dio en el Plan Provincial de Abordaje de las Políticas Alimen-
tarias y su Tarjeta Social / Tarjeta social (AIPAS), cuyo beneficio monetario fue 
reconvertido, pasando de recibir aportes del Ministerio Desarrollo Social de 
la Nación (30 %) a ser financiado en su totalidad con fondos provinciales.16 
Dado que esta tarjeta se otorga luego de una revisión de bases de datos pertene-
cientes a ANSES y la constatación por parte de nación de que los niños y niñas se 
encuentren en situación de vulnerabilidad (cobrando AUH y sin que sus padres 
tengan otro tipo de beneficios previsionales), a nivel provincial se considera que 
el Plan AIPAS ya no es necesario si ya se ha logrado el acceso al plan nacional. 
De acuerdo a la subsecretaría de Políticas Alimentarias de la provincia:

Al implementarse la Tarjeta Alimentar en enero de 2020, Nación deja de aportar 
ese 30 % y queda solamente con el financiamiento provincial. ¿Y por qué deja de 
aportar Nación? porque destina ese monto de dinero a la Tarjeta Alimentar (…) 
Nosotros tenemos (…) un sistema propio que se llama sistema SOFIA (…) y es-
tuvimos haciendo un análisis y con la nueva propuesta quedarían 3800 práctica-
mente. ¿Por qué? porque la mayoría ya tiene el beneficio de la Tarjeta Alimentar 
y otros beneficios (…) antes del periodo de pandemia la población era de 89 000 
y se han ido haciendo filtros, justamente, siempre se hace un cruce de datos cada 
3 meses con el sistema SINTys (Sistema de Identificación Nacional Tributario y 
Social), y ahí se van dando de baja aquellas personas que han podido revertir su 
situación inicial que dio origen a la inclusión en este programa (…) algunos titu-
lares han cambiado su realidad laboral, han podido acceder a un trabajo, entonces, 
bueno, nos queda prácticamente esa población (…) Entonces también… como 
era un monto tan pequeño, tan reducido, nos interesaba más que tengan otro tipo 
de beneficios que realmente impacten en su economía familiar. (SF, entrevista).

16 	Esta política se creó en 2018 y unificó los anteriores programas NutriVida, Tarjeta Social 
y Focalizado B; se instrumenta mediante una transferencia mensual de $ 3200 en una 
tarjeta magnética única. La población destinataria es el sector comprendido entre 40 y 65 
años, en situación de vulnerabilidad. Se trata de la política con mayor cobertura dado que 
alcanza los 60 municipios del territorio provincial. En 2020 tuvo un promedio de 53 137 
familias destinatarias (de 81 907 en enero a 31 044 en noviembre), con una ejecución 
presupuestaria de $ 178 775 620 (Informe de la Subsecretaría de Políticas Alimentarias 
de la Provincia de Salta, 2020).
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Otro programa que debió ser modificado y adaptado a las condiciones socio-
sanitarias fue el Plan Provincial Nutricional y de Protección Integral del Esco-
lar.17 Si bien en su formulación este plan preveía como modalidad de inter-
vención la asignación de un monto de dinero diario por niño/a que asiste a 
los comedores escolares, durante 2020 este programa asumió como estrategia 
la entrega de módulos alimentarios a las familias, empleando para ello a las 
instituciones escolares y los agentes institucionales como mediadores en la 
distribución. Durante 2020 este plan cubrió a 191 escuelas en toda la provincia 
de Salta, con un monto de $ 102 004 020.18 Así, en términos generales, los 
funcionarios consideran que durante la pandemia los comedores.

Nunca interrumpieron la provisión de alimentos. Sí hubo un cambio en la moda-
lidad de entrega de los alimentos, a partir de ahí se utilizaron las viandas [de ali-
mento ya elaborado] en algunos comedores que no podían cocinar porque muchas 
veces sus referentes eran adultos mayores, sí entregaban mercadería. (SF, entrevista)

Finalmente, cabe hacer mención a otra iniciativa de la Secretaría de Políticas 
Sociales del Ministerio de Desarrollo Social de la Provincia, que se sustenta 
con financiamiento propio y se implementa de modo descentralizado con la 
intervención de 60 municipios de Salta. Se trata del programa Pan Casero y 
su objetivo es mejorar la situación socioeconómica de las familias brindando 
alternativas de autoabastecimiento mediante capacitaciones de tipo individual 
y/o grupal. El instrumento de implementación es la transferencia dineraria 
a los gobiernos municipales, que a través de sus áreas o secretarías de acción 
social o desarrollo social tienen a cargo la compra y distribución de harina a 
los grupos conformados para la elaboración de panificados. Durante 2020 se 
ejecutó un monto total de $ 23 696 364, distribuido en asignaciones mensuales 
de $ 1 974 697, las cuales han dependido de las solicitudes de los municipios en 
relación con las problemáticas sociales a abordar (violencia de género y cues-
tiones de salud principalmente), y de sus posteriores informes y rendiciones 
sobre el alcance del programa y las estrategias empleadas. 

17 	Este busca articular capacidades y resortes institucionales diversos. Se implementa a través 
del Ministerio de Educación de Salta en el marco del convenio suscripto entre la Provincia 
de Salta y la Nación por Decreto 3023/10 para la ejecución del Plan Nacional de Seguridad 
Alimentaria, relativo al componente de Funcionamiento de Comedores Escolares.

18 	Informe del Plan Nacional de Argentina contra el Hambre, 2020. 
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A su vez esa distribución determina un tipo de población que generalmente son 
mujeres, hay también hombres, que estén atravesado una situación económica 
difícil… se les entrega esa harina para que ellos elaboren pan para consumo (…) 
La idea es que los municipios, de acuerdo a la problemática que estén atravesando 
las mujeres o los hombres, conformen grupos para que además de recibir este in-
sumo se aborden los diferentes problemas que los están afectando (…) es el único 
programa que no tenemos un padrón definido porque la rendición social se hace 
en otra área del ministerio que es la Dirección General de Rendiciones Sociales y 
Financiera, depende de la Coordinación Financiera del ministerio. (SF, entrevista).

Advirtiendo que estos programas provinciales en su mayoría se conformaron 
por modalidades de asistencia alimentaria que reproducen prácticas preexis-
tentes y otorgan montos desactualizados e insuficientes, estos pueden ser dife-
renciados según se implementen mediante transferencia dineraria a una cuenta 
bancaria o a través de la acreditación en una tarjeta magnética única, ya sea a 
jefes de familia o a referentes socio comunitarios; o implican la provisión de 
módulos alimentarios a la población objeto de cada programa. En el primer 
grupo (Comedores Infantiles, Comer en Familia y el Plan de Abordaje inte-
gral de políticas alimentarias –Tarjeta social Aipas), el uso de la transferencia 
bancaria y de la tarjeta magnética fueron instrumentos orientados a evitar el 
contacto y vínculo interpersonal y con ello la propagación del virus. Dentro 
de este primer grupo, otro tipo de asistencia alimentaria se vehiculizó a través 
de redes intergubernamentales multiescalares donde la transferencia de dinero 
tenía como mediadores a los municipios y como destinatarios a los referentes 
de espacios sociocomunitarios. En el segundo grupo (el Plan Nutricional, la 
Protección Integral Escolar y Focalizados) se continuó con la distribución de 
módulos alimentarios y su entrega directa a las familias.

Municipalidad de Salta

En términos de protección social, la municipalidad de Salta se abocó a inicia-
tivas tales como la creación de refugios para personas en situación de calle y 
la creación del Observatorio Social de la Ciudad. Asimismo, reconfiguró la 
modalidad de distribución y entrega de módulos o «bolsones», que pasaron 
de estar disponibles en una dependencia municipal a ser entregados en los 
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domicilios, lo que permitía, en palabras del secretario de Desarrollo Humano19 
del municipio, relevar problemas y construir diagnósticos socioeconómicos:

Antes una señora de un barrio que quería, necesitaba alimento de un módulo te-
nía que tomarse un colectivo, o dos colectivos (…) Y nosotros innovamos (…) 
la señora se acerca a un CIC (Centro Integrador Comunitario) o una dependen-
cia municipal, nos llama y nosotros se la llevamos a la casa (…) muchísimo más 
acotado que la gestión anterior, le lleva el módulo y pasó a ser medio, y es un 
poco la mirada, ¿no?, no es un medio para ingresar al hogar y verificar qué más 
podíamos hacer (…) la mirada está puesta en ir al encuentro del vecino y eso ya 
es una innovación, te diría, de nuestra gestión, o sea, la intendenta lo planteó 
desde el primer momento, ir al encuentro del vecino, conectividad, innovación, 
rendición de cuentas y sistematización. (SL, entrevista, 2021). 

Así también, como puede advertirse, esta modalidad de distribución hizo 
posible que se capitalizara políticamente «la entrega» de recursos, propiciando 
el contacto personal con la población destinataria. 

Durante 2020 se entregaron 6000 módulos alimentarios por mes en la ciudad 
de Salta. Se recibieron donaciones privadas por parte de Compañía de Cerve-
cerías Unidas, Cerveza Salta por un volumen superior a los 1000 módulos 
alimentario (s). La Cámara Hotelera hizo donaciones de alimentos, sábanas, 
toallas y refugio para personas en situación de calle, y por su parte, una empresa 
privada aportó legumbres (porotos específicamente) para su distribución.

Al igual que al nivel provincial, desde el municipio se ofrecieron instan-
cias de asesoramiento para «facilitar» y «potenciar» el acceso a programas y 
planes nacionales, colaborando en la entrega de Tarjetas Alimentar (27 000 en 
marzo y 4000 durante la profundización de la pandemia) y el asesoramiento 
de 10 000 personas para acceder al IFE. Además, se facilitó la entrega de 300 
tarjetas alimentarias para personas con enfermedad celíaca, y se colaboró con 
el RENABAP a través de la Secretaría de Integración Socio–urbana dependiente 
del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación. 

Se destacan dos dispositivos a cargo de la Secretaría de Desarrollo Humano. 
El programa Más Comunidad sigue la línea del programa provincial Pan 
Casero y consiste en la entrega de harina para la elaboración de panificados. 

19 	«Nos llamamos el área de Desarrollo Humano, ¿por qué?, antes era Desarrollo Social, no-
sotros creemos que… como idea, que tenemos que buscar el desarrollo de las personas, 
de los ciudadanos de Salta, para que el ciudadano desarrollado desarrolle la comunidad, 
desarrolle la sociedad» (SL, entrevista 2021).
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Las tareas se sostienen a partir del trabajo de voluntarios: vecinos, referentes 
barriales, «líderes jóvenes», e integrantes de instituciones religiosas, quienes 
trabajan en los comedores y merenderos con este programa. 

El Plan Unidos fue creado durante la pandemia, implementado en 2020 por 
la Secretaría de Desarrollo Humano y financiado con fondos municipales y 
donaciones provenientes del Banco de Alimentos de Salta, ONG que integra la 
red de Bancos de Alimentos de Argentina.20 Involucrando y utilizando saberes 
en torno a la asistencia que proceden de un repertorio ya conocido, se trata 
de un sistema de comedores populares y ollas barriales que permiten entregar 
raciones de comida a personas en situación de vulnerabilidad. Fue motorizado 
a partir del trabajo de voluntarios (vecinos, referentes barriales, iglesias) que 
asistieron a más de 12 000 personas a través de la entrega de 50 000 raciones 
de comida mensuales.21 Se trató de 39 espacios socio comunitarios que reci-
bieron asistencia por parte de la Secretaría de Desarrollo Humano del muni-
cipio. El registro georeferenciado de espacios socio comunitarios proporcio-
nado por el Observatorio de la Ciudad, dependiente del Municipio de Salta, 
a través del «Mapa de políticas municipales» detalla 40 comedores socioco-
munitarios, aunque presenta datos solo de 24 de estos.

El Plan Unidos es presentado como «una política pública municipal con 
abordaje integral», dado que pretende intervenir en problemáticas vinculadas 
a la órbita más amplia de la protección social. Así, los s agentes municipales 
consideran que, si bien la asistencia alimentaria constituyó la razón prin-
cipal del programa, trabajaron por la «promoción de derechos» (en materia 
de violencia contra la mujer, personas con discapacidad y atención a adultos 
mayores) y por la «soberanía alimentaria» (programa de huertas comunitarias). 

Otro programa, a cargo del Ente de Desarrollo Económico fue el programa 
Comprá en tu Barrio que impulsó un espacio virtual de comercialización, 
surgido en el contexto de aislamiento y distanciamiento social, donde se ofre-
cían productos de todo tipo y cuyos usuarios podían registrarse como vende-
dores o consumidores.

20 	El Banco de Alimentos de Argentina se encuentra conformado por 17 provincias, entre 
ellas Salta, y recibe donaciones de aportantes privados, empresas y personas particula-
res. Se encarga de la clasificación y procesamiento de alimentos y de la distribución a los 
receptores. Ver: https://basalta.org.ar/ 

21 	Ver: https://municipalidadsalta.gob.ar/secretaria–de–desarrollo–humano/el–gobierno–de–
la–ciudad–acompana–a–los–comedores–y–merenderos–a–traves–del–plan–unidos/ 
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Municipalidad de Campo Quijano (Departamento Rosario  
de Lerma, área metropolitana)

La primera e inmediata iniciativa a nivel municipal fue encaminar la solicitud 
de un incremento en cinco veces de la cantidad Módulos Alimentarios que 
proveía el gobierno provincial. Se trató de 1000 unidades, con 9 productos 
cada módulo que se distribuyeron durante los primeros 3 meses —abril, mayo 
y junio—. La cantidad mensual que normalmente distribuía el Municipio, 
en el período pre pandemia, era de 200 módulos por mes. La población de 
Campo Quijano estimada para 2020 era de 13 780 habitantes. A partir de la 
declaración de las medidas ASPO a nivel nacional, se proyectó que el número 
de pedidos de asistencias iba a crecer en virtud de las características generales 
de las ocupaciones y actividades económicas del Departamento, a través de las 
cuales resuelve la vida la población local, marcada por el trabajo temporal e 
informal. Los operativos de distribución de Tarjetas Alimentar de diciembre de 
2019 y marzo de 2022 habían abarcado a 200 y 700 personas respectivamente, 
lo cual ya operaba como un indicador de las necesidades de la población local. 

Como medida de emergencia el Municipio llevó adelante un tipo de asis-
tencia que no contaba con precedentes institucionales ni formalización previa, 
y que consistió en la entrega de montos en efectivo de entre $ 1000 y $ 2500, 
por familia, de acuerdo a los informes técnicos emitidos por la trabajadora 
social del área de desarrollo social. Esta cobertura alcanzó a 30 familias y se 
financió con recursos propios del gobierno municipal.

Al fragor de las demandas sociales y de la crisis creada con la Pandemia, a lo 
largo del año 2020, se tuvieron que realizar reacomodaciones en la organiza-
ción de la gestión municipal. La dirección de acción social en el Municipio, 
integrada a la Secretaría de Desarrollo y Acción Social, se constituyó como 
área específicamente orientada «al control de los insumos que llegaban, como 
es la distribución, al registro de beneficiarios, a las planillas (…) abocado a la 
entrega de insumos, para colaborar con merenderos y comedores, insumos 
que son no perecederos». También esa área, según comentó en la entrevista la 
Secretaria de Desarrollo y Acción Social municipal, Sandra Legal, tuvo a cargo 
las capacitaciones para la manipulación de alimentos y nutrición saludable. 

Los funcionarios municipales, tanto la Secretaría como el Director de Desa-
rrollo y Acción social, en las entrevistas realizadas enfatizaron en el trabajo y 
esfuerzo de articulación institucional llevado adelante para gestionar la situa-
ción de crisis, se refirieron al continuo desarrollo de capacitaciones bajo moda-
lidad virtual sobre huertas familiares y comunitarias así mismo señalaron el 
desarrollo de capacitaciones sobre el uso de posnet para los comercios. Desta-
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caron particularmente el trabajo con dependencias gubernamentales provin-
ciales, y entre ellas sobresalió la experiencia de formación de mesas de trabajo 
con referentes y funcionarios de distintos municipios en el marco de la inicia-
tiva de la Secretaría de Fortalecimiento Sociocomunitario del Ministerio de 
Desarrollo Social de la Provincia.

En el caso del trabajo articulado con la Secretaría de Fortalecimiento Socio 
Comunitario de Provincia se implementó el programa Anafe en Casa que fue 
extensivo a 30 beneficiarios de distinta situación socio económica, mientras que 
el programa de microemprendimientos, enfocado en personas de situación de 
vulnerabilidad económica, tuvo 3 beneficiarios. Así también, desde la Subse-
cretaría de Políticas Alimentarias de la Provincia se implementó el Programa 
Apacheta que incluyó a 12 beneficiarias del programa Pan Casero de Quijano. 

Por su parte, el trabajo interinstitucional con el INTA, dependencia del 
gobierno nacional con presencia y trabajo de intervención en la jurisdicción 
del departamento de Rosario de Lerma, hizo posible la distribución de Packs 
de Semillas de Estación para promover las huertas familiares. Este contó con 
25 beneficiarios de diferentes situaciones socio económicas que recibieron 
capacitaciones. A partir de un convenio entre el Gobierno de la provincia y 
una empresa privada proveedora de gas envasado, se implementó el programa 
de Garrafa Social, a través del cual las personas en situación de vulnerabilidad 
económica pudieron adquirir las garrafas de gas natural envasado a un precio 
mucho menor que el de venta en comercios. Este programa distribuye entre 
45 a 50 garrafas una vez por semana en Quijano.

Otra iniciativa de articulación a distintos niveles, involucró el trabajo con 
un Centro para la Primera Infancia (CPI), ubicado en el Barrio San Jorge, que 
se llama Rincón de Sueños Sta. Rita. Este CPI desarrolla sus actividades con 
subsidio del Ministerio de Desarrollo Social de la Nación, en convenio con el 
Ministerio de Desarrollo de la Provincia y bajo la gestión municipal. Trabaja 
con niños de 1 a 4 años y tiene 62 beneficiarios de familias en situación de 
vulnerabilidad social. 

Según la información registrada en el municipio, en Campo Quijano hay 8 
espacios socio comunitarios, entre merenderos y comedores, distribuidos por 
distintos barrios.	
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Municipalidad de La Caldera (departamento La Caldera)

En La Caldera, que contaba con una población de 10 551 (hab) en 2020, poco 
antes de la pandemia se había iniciado un trabajo articulado desde las áreas 
municipales (Acción Social y Medio Ambiente) con el Hospital zonal y la 
Policía Comunitaria para hacer un «relevamiento socioambiental» o «inte-
gral», mediante una encuesta sobre las «necesidades de la gente» (habitacio-
nales, trabajo, luz, agua) que permitió identificar la población destinataria 
de medidas de emergencia durante la pandemia. Otra manera de identificar 
beneficiarios de políticas fue de manera personal, en tanto se les solicita a 
quienes acudían al municipio que redacten una nota sobre sus necesidades 
(de terreno, vivienda, trabajo).

Dado que el municipio contaba con un gran porcentaje de trabajadores 
municipales cuyo sueldo dependía de la coparticipación, la consecuente dismi-
nución de la recaudación tras las medidas de ASPO propició un conflicto con 
el pago del salario del 80 % de los trabajadores municipales y del aumento 
pactado antes de la pandemia. Hubo cortes del puente de acceso a la loca-
lidad y protestas frente a la intendencia22 a lo cual se sumó la agravación de 
la problemática habitacional, en un contexto de fuertes inundaciones durante 
febrero y marzo de 2020, lo cual obligó a comenzar a gestionar módulos habi-
tacionales, ampliaciones y viviendas del Instituto Provincial de la Vivienda 
(DS, intendente de La Caldera, entrevista, julio 2021). 

En términos generales, con las medidas de aislamiento se debió realizar una 
reconfiguración de la proyección de sus políticas: 

Mucho de eso… de lo que habíamos planificado, no pudimos avanzar por el he-
cho de la pandemia (…) tuvimos que hacer una reestructuración, volver a plani-
ficar desde lo social, desde la asistencia social a las personas aisladas, ver cómo lo 
apoyamos desde lo social, ¿no?, con algún recurso que teníamos nosotros como 
municipio y también con ayuda de la provincia. (DS, entrevista)

Recursos municipales, provinciales y nacionales fueron combinados para la 
contención y asistencia de los aislados (bolsones de mercadería, garrafa social, 
plan acompañar, tarjeta alimentar, IFE, programa Pan Casero), gestionados en 

22 	Las gestiones administrativas desde la intendencia de La Caldera para pagar los sueldos 
de sus trabajadores consistieron en solicitudes de ayuda financiera a Provincia, tanto prés-
tamos como anticipos de coparticipación: aquello que se denominó «Ayuda financiera CO-
VID» (que generó conflictos porque se pensaba que era para lo sanitario, cuando estaba 
destinada a afrontar problemas económicos de los municipios).
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su mayoría por el municipio. Gestiones del intendente de la Caldera en el área 
de Asistencia Crítica (Ministerio de Desarrollo Social) para el acceso a recursos 
tales como módulos alimentarios, chapas, colchones, frazadas; y Ministerio 
de Producción de la Provincia para gestionar Microcréditos provinciales para 
invertir en negocios (gastronómicos y de venta de mercadería), de los cuales se 
tiene registro y se realiza un seguimiento (muy pocos están habilitados/regu-
larizados). Se iniciaron pequeñas obras de adoquinado, defensas del río, etc.; 
con fondos provinciales, buscando generar fuentes de trabajo con contratación 
abreviada–temporal para «padres de familia» identificados en el relevamiento.

En cuanto a las prestaciones alimentarias en el municipio asociadas a espa-
cios socio comunitarios, se identificaron tres comedores o merenderos, aunque 
de acuerdo al intendente se trataba de «comedores puestos por agrupaciones 
políticas» como el Movimiento Evita, y beneficiarios de la garrafa social; 
aunque según el funcionario, dado que en el municipio no habría desnutri-
ción, la función de un comedor debería ser integral y superadora de la cober-
tura alimenticia (DS, intendente de La Caldera, entrevista, julio 2021). 

Otra política de contención municipal en La Caldera remite a la articula-
ción con agencias gubernamentales nacionales, con el programa Pro–Huerta 
(entrega de semillas) y capacitaciones con INTA y Subsecretaria de Agricul-
tura Familiar, además de proyectos elaborados con su asesoramiento técnico 
(sistemas de riego para huerta en escuelas rurales, núcleos húmedos, etc.), 
con seguimiento de sobre el proceso de sembrado. Aquí es notable la dimen-
sión territorial asociada al «potencial agrícola–ganadero» de este municipio 
y su vinculación con lo rural (el área municipal de Asuntos Rurales ofrece el 
tractor y arados, se solicita el combustible) incluyendo la reivindicación del 
trabajo de la tierra en conjunto, el «sentido de pertenencia» con «bases origi-
narias», «comunitario» (como la agrupación que encabeza la gestión muni-
cipal). En esta dirección, se organizó una Mesa de Asociativismo y Economía 
Social local, y una feria con los productores de La Caldera, luego de la cual 
se creó la cooperativa de lana «Arte lana» a fines de vincular la producción 
artesanal y productiva de quienes viven en el campo (peleros, almohadones, 
bolsas de negocios, etc.) con habitantes del pueblo y turistas. Se resalta el apoyo 
municipal a tres cooperativas locales mediante la compra de sus productos, el 
dictado de capacitaciones y la realización de ferias, pensadas como una manera 
de contrarrestar los efectos del aislamiento y la falta de afluencia de turistas 
turismo (DS, intendente de La Caldera, entrevista, julio 2021).



237

Municipalidad de Vaqueros (Depto. La Caldera)

La acción inmediata para contener la crisis desatada tras las medidas de ASPO 
desde el gobierno municipal se focalizó en la gestión, a través de la Secretaría 
de Cultura de la provincia, y por su intermediación al Ministerio de Desa-
rrollo Social de la Provincia, de módulos alimentarios. 

Acá en Vaqueros, en todos los municipios se reparten los bolsones para la gente 
de escasos recursos y los que tienen, están anotados, por esa situación económica 
en la que viven, entregan ese tipo de bolsones, pero además en esta pandemia se 
hizo una excepción para los artistas (…) consultaba en la parte de rentas, siem-
pre, digamos, preguntándole al intendente, para que no se les cobre impuesto. 
(CP, entrevista, 2021)

Para su distribución, en Vaqueros se usó como base el relevamiento a artistas 
y artesanos locales realizado desde la Secretaría de Cultura del Municipio, a 
cargo de Claudia Pastrana. Junto con la distribución de bolsones, desde esa 
área del gobierno municipal se ofreció asesoramiento para completar solici-
tudes, formularios y gestionar el acceso a programas culturales tales como el 
plan «Reactivar Cultura». También, el gobierno municipal ofreció avales para 
la presentación de proyectos para el Fondo Ciudadano de Desarrollo Cultural, 
dependiente de la Secretaría de Cultura de la Provincia. Otro tipo de iniciativas 
municipales apuntaron a contribuir con la comercialización de los productos 
artesanales locales, mediante la promoción y difusión de los productos locales, 
a través de la organización de muestras virtuales de artesanos de Vaqueros en 
la página de la Municipalidad y por medio de un convenio con la página web 
«Sugeridos». Así también se gestionaron vacantes para la exhibición y comer-
cialización en el Mercado Artesanal de Salta.

Por otro lado, el municipio tuvo en funcionamiento su comedor, con cola-
boración de instituciones religiosas, desde el cual se preparaban viandas para 
distribuir en los hogares más vulnerables: 

Tenemos muchos merenderos y tenemos el comedor principal de la municipali-
dad y la ayuda que se les da a todas las personas adultas que no tienen familias, 
que se llevan la comida directamente a la casa, que son un montón. También la 
iglesia Aparecida creo que da más de 100 viandas diarias a gente necesitada, más 
las viandas que la municipalidad (…) Todos los días hace (…) para no amon-
tonar gente… se les reparte casa o por casa la comida, a los abuelitos, a la gente 
sola, a los que no tienen nada, digamos, se les da de comer. (CP, entrevista 2021) 
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Las políticas de la vida y los cuidados. Miradas desde  
el quehacer en los espacios comunitarios

La trascendencia y notoriedad pública que adquirió el planteo sobre la 
centralidad de los «espacios comunitarios» en la contención de la crisis de la 
pandemia en 2020 estuvo entrelazada con la demanda que realizaron las orga-
nizaciones y los movimientos sociales por el reconocimiento de sus servicios 
como «trabajo».23 El reclamo indicaba que las personas al frente de estos espa-
cios eran actores «esenciales», de «la primera línea», que estaban «poniendo el 
cuerpo» y respondiendo a las urgencias y necesidades de los sectores populares, 
fundamentalmente en el primer período de Aislamiento Social Preventivo y 
Obligatorio (en adelante ASPO). Estas reivindicaciones obtuvieron respuesta 
a partir de junio de 2020 con la presentación del proyecto de Ley Ramona24 
que apuntó a que las tareas de cuidado y la prestación de servicios sociocomuni-
tarios tuvieran una retribución económica no remunerativa. Las cifras oficiales 
reconocen que en el momento de la discusión del proyecto de ley 2379/2020, 
60 000 personas en todo el país realizaban esas tareas y se les otorgó un bono de 
$ 5000 (pagado como complemento dentro del Programa Potenciar Trabajo).

Esa iniciativa de reconocimiento formal puso en evidencia que parte de la 
efectividad de las políticas de contención de las necesidades y urgencias en 
los grupos más vulnerables descansaba sobre la capacidad de trabajo de una 
red de personas y organizaciones territoriales que cotidianamente sostenían 
los espacios comunitarios, porque mantenían contacto diario y permanente 
con las realidades de los sectores populares.

Los espacios socio comunitarios, que funcionaron mayoritariamente en 
viviendas particulares, cumplieron roles más abarcativos que la provisión de 
alimento. En muchos casos fueron acondicionados y refaccionados para cons-
tituirse en refugios de mujeres y niños implicadas en situaciones de violencia 
de género —los recursos para esas refacciones y para el acondicionamiento 

23 	Entre otros antecedentes, esa demanda remite a la larga historia de las luchas feministas 
por la legitimación y reconocimiento de las tareas de cuidado como trabajo (no remune-
rado), enmarcadas en la discusión en torno a las esferas productivas y reproductivas de 
la vida.

24 Proyecto de Ley Ramona 2379/2020. Mayo de 2020. Reconoce tareas de cuidado y ser-
vicios sociocomunitarios, en el marco del programa nacional de inclusión socioproducti-
va y desarrollo local, «potenciar trabajo» creado por la resolución 2020–121–APN–MDS, 
abocados y abocadas a la atención de merenderos y comedores comunitarios, el pago de 
una asignación de reconocimiento de carácter no remunerativo. Las cifras oficiales reco-
nocen que en el momento de la discusión del proyecto de ley, 60 000 personas en todo 
el país realizaban esas tareas.
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pudieron provenir de programas estatales de fortalecimiento socio comuni-
tario, por el propio programa Manos a la Obra e incluso a través del Poten-
ciar Trabajo—. En distintas oportunidades estos se transformaron en puntos 
estratégicos para el uso común de acceso a Internet, servicio imprescindible 
para realizar tareas escolares o cualquier tipo de gestión o trámite virtual, como 
el IFE o los permisos de circulación. También, la infraestructura de Centros 
Culturales (cuando el movimiento u organización social disponía de una 
sede propia, como SUM o edificio cedido) pudo ser empleada como sede para 
que se desarrollaran campañas de vacunación para COVID19 dirigida a grupos 
vulnerables y de riesgo, como la población transgénero y travesti con VIH. 
Asimismo, tales lugares también se habilitaron para ferias de venta e inter-
cambio de productos, fuesen estos nuevos o usados, a la vez que se constitu-
yeron en el domicilio y locación legal de cooperativas de trabajo y producción. 

Esta observación se torna significativa en relación con estudios que desde 
diferentes encuadres han venido planteando que en Argentina la irrupción y 
consolidación de los movimientos sociales en general, y de desocupados en 
particular, con las crisis producto de la escalada de privatizaciones y desocu-
pación en los años 90, y luego en 2001, permiten observar que las experien-
cias de riesgo fundan prácticas colectivas de contención, cuidado y afecto. Es 
decir que existen conocimientos, experiencias y mallas aceitadas para gestionar 
colectivamente los cuidados (Manzano, 2020). Esa gestión colectiva de los 
cuidados tiene una larga trayectoria y repertorios de acciones extendidos y 
aprendidos que ante la urgencia pudieron ser activados. En ese sentido en 
cuanto se decretó el ASPO, se abrieron espacios comunitarios y se promovieron 
redes para acercar alimento y proveer de ayudas a quienes pudiesen estar en 
situaciones de necesidad. Se crearon espacios nuevos y se incrementó expo-
nencialmente la demanda en los comedores y merenderos existentes, junto a 
ello también se hizo visible el problema del acceso a los insumos para aprovi-
sionar a estos espacios comunitarios.

Los números, los registros y los espacios comunitarios

Puesta en agenda pública la centralidad de los espacios socio comunitarios y 
de los servicios brindados por estos, su cuantificación, registro y formaliza-
ción despertó controversias. 

En el caso de Salta, se tornó particularmente elocuente la discordancia, 
tensión y superposición de registros disponibles sobre merenderos, come-
dores y espacios socio comunitarios. Se pudo constatar que el registro nacional 
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(dependiente de la Secretaría de Desarrollo Social de la Nación) funcionaba 
de modo paralelo y en tensión tanto con los registros que se realizan desde el 
Ministerio de Desarrollo Social de la Provincia y con el de cada municipio, a 
la vez que tampoco guardaban correspondencia con aquellos elaborados desde 
las propias organizaciones sociales y agrupaciones que llevaban adelante trabajo 
socio comunitario en territorio. 

Esta observación amerita una reflexión y análisis que excede los alcances de 
este trabajo, pero aún así es atinado advertir que la no correspondencia supone 
no solo una diferencia cuantitativa, es decir respecto al número de espacios 
inscriptos y/o relevados, sino también invita a preguntarse cómo juegan o qué 
lugar ocupan estos registros en relación con las políticas públicas desplegadas 
para contener la crisis y sostener la vida en el contexto de la pandemia. Tal es 
la importancia y valor que se le atribuyen a los registros que desde ámbitos 
estatales y no estatales, apenas iniciada la Pandemia se implementaron en 
todo el territorio nacional. En tal dirección es insoslayable que los registros 
ante todo funcionan como instrumentos implicados en el diseño y ejecución 
de las políticas estatales y que se tornan recursos políticos claves tanto para la 
administración y gestión gubernamental como para la autogestión y las polí-
ticas colectivas, razón por la cual atender a sus condiciones de producción, a 
las disputas que generan, a sus usos estratégicos y a los debates que suscitan 
es imprescindible. 

Referentes de organizaciones sociales plantearon que en Salta se autogestio-
naron más de 200 espacios sociocomunitarios. Al respecto puede consultarse 
un registro elaborado en 2020 entre la Unión de Trabajadores de la Economía 
Popular, la Corriente Clasista y Combativa, Movimiento La Dignidad (MLD), 
y el Movimiento Evita (ME), en el cual relevaron 200 comedores en Salta 
Capital. Ver imágenes 1 y 2 y Tabla 1.25 

25 	El mapa y las tablas ilustran la distribución de espacios socio comunitarios en la ciudad y 
el área metropolitana de Salta, y referencian a las organizaciones sociales a cargo de la 
gestión de ellos en 2020. Gráficos y tablas son de elaboración propia en base a la infor-
mación proporcionada por funcionarios/as de gobierno a nivel provincial y municipal y por 
referentes de organizaciones sociales. Así también se emplearon documentos públicos 
de las agencias gubernamentales. El procesamiento de la información ha sido realizado 
por Marta Suarez.



241

Tabla 1. Tabla Distribución y registro de espacios socio comunitarios 
 

Niveles Área/entidad Comedores Merenderos
Espacios 
socio  
comunitarios

Ubicación Cobertura

Nacional RENACOM/PACH. 31 153 184  Sin referencia. 4453 personas en 
comedores. 9961 
en merenderos.

Provincial Desarrollo Social 
de la Provincia de 
Salta.

31 476 507 Sin referencia. Sin datos.

Municipal Municipalidad de 
la ciudad de Salta.

40 sin datos. 68 Sin referencia. Sin datos.

Municipalidad de 
La Caldera.

Sin datos. 3 Sin datos. Sin referencia. La Caldera.

Organizaciones sociales, movimientos y asociaciones

1. Movimiento La Dignidad 
(MLD).

Sin datos. Capital 13. 
Area Metro-
politana: 6, 
provincia 65.

Sin datos. Capital, Atocha, 
San Lorenzo 
Cerrillos, Ro-
sario de Lerma 
Vaqueros, La 
Caldera.

50 familias (200-
300 personas) por 
merendero.

Área metropolita-
na: 1200-1800 
personas.

Provincia: 13.000- 
19.500 personas

2. Seamos Libres (SL). Sin datos. 4 ollas popu-
lares.

5 espacios so-
cio comunita-
rios. 1 Centro 
cultural.

Capital. 
Centro, Zona 
sudeste: Norte 
grande,  Area 
metropolitana: 
Campo Quijano 
y Rosario de 
Lerma.

Almuerzo: 400 
viandas por me-
rendero. Promedio 
5 raciones por 
familia. 

8000 personas en 
total.

Meriendas: 150-
200 raciones.

3. Movimiento Evita (ME). Sin datos. Sin datos. Capital: 35 
comedores y 
merenderos.

Zona norte, sur, 
este, oeste y 
sudeste de la 
Ciudad.

2019: 150-200 
personas por día.

Provincia: 150. 2020:  A partir de 
marzo de 2020 
entre 350 y 500 
(adultos y niños). 
17 000 aprox.

Donaciones de 
ropa y alimentos 
para merenderos y 
comedores (zona 
Sudeste).

4. Polo Obrero (PO). 15 comedo-
res en toda 
la provincia.

Sin datos. Sin datos. Capital 13 
comedores.

1500 personas
10 raciones por 
familia, 340 
familias.

Continúa en página siguiente.
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5. Red Comunitaria de Zona 
Norte (RCZN). 

Sin datos. Sin datos. 40-50 
comedores y 
merenderos 
(se duplicaron 
en 2020).

Zona norte de 
la ciudad (B° 
17 de Octubre).

Hasta 300
niños/as por día. 
(merienda y a 
veces cena, 1500 
personas).

Comedor B°17 
de octubre: 70 
adultos mayores, 
turno noche.
100-147 bolso-
nes.

6. Asociación Manos. Sin datos. Sin datos. 1 Centro socio 
culturales. 1 
Punto territo-
rial. 1 Radio 
escuela.

Zona Su-
deste, barrio 
Solidaridad, 
asentamiento 
Gauchito Gil, 
Zona Norte.

Total organizaciones                  293 Espacios autogestionados

Fuente: Elaboración propia

Imagen 1. Mapa de distribución de espacios socio comunitarios por zona, barrio  
y organización o institución

Fuente: Elaboración propia
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Imagen 2. Mapa de localización de espacios socio comunitarios en línea

Fuente: Elaboración propia

En cuanto al modo en que se llevan adelante los espacios, el MLD se ocupó de 
merenderos en diferentes municipios del área metropolitana —incluyendo 
las diferentes zonas de la ciudad capital—, con una cobertura de aproxima-
damente 50 familias (200–300 personas, distribuyó 4 y 6 raciones para los 
miembros de cada familia por merendero), llegando a 65 merenderos en toda 
la provincia.26

La organización Seamos Libre (SL) tiene a su cargo 4 merenderos que 
hacen «ollas populares», además de cinco espacios sociocomunitarios y un 
centro cultural, denominado Pata Pila y ubicado en la ciudad. Estos espacios 
se ubican en el centro de la capital, Zona Norte (Juan Manuel de Rosas), y 
Zona Sudeste (Norte Grande), además de otros municipios del área metropo-
litana como Campo Quijano y Rosario de Lerma. Cada merendero producía 
aproximadamente 400 viandas, con 5 raciones de comida por familia, alcan-
zando a cubrir un total de 8000 personas (2000 personas por merendero). 
En cuanto a las meriendas, se estima un promedio de 150–200 raciones, ante 
todoen Rosario de Lerma, no así para zona sudeste y norte, donde las raciones 
se contabilizaron en 80. 

26 	Se mencionan los barrios Floresta, Villa Mitre, Barrio Mosconi, Juan Manuel de Rosas y am-
pliación JM de Rosas, Angelelli, Villa Lavalle (merendero y olla popular), San Benito (me-
rendero y olla popular). Barrio Bancario, Villa Los Sauces, Villa 20 de febrero, Finca Valdivia 
Estación Alvarado, Villa Sara, Atocha. En cuanto a otros municipios del área metropolitana, 
el MLD está presente en San Lorenzo, Cerrillos, Rosario de Lerma, Vaqueros, y La Caldera. 
La cobertura en el caso de la ciudad de Salta se estima en 2600–3900 personas. 
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El Movimiento Evita (ME) contaba con 35 comedores y merenderos en 
Capital, mientras que a nivel provincial la cantidad ascendía a 150. La cober-
tura incluía entre 150 y 200 personas por día, en 2019 y a partir de marzo de 
2020 ascendió a 350–500, con un total de 17 000 personas aproximadamente. 

En lo que atañe al Polo Obrero (PO), contaba con 15 comedores distribuidos 
entre Capital, las diferentes zonas, San Lorenzo y Campo Santo.27 A ellos 
asistían aproximadamente 1500 personas. En el caso del comedor Romina, 
de Campo Santo, la cobertura se incrementó de 100–130 personas en 2020, 
a 170 en 2021. Se trataba de 340 familias en total, con aproximadamente 10 
raciones para cada una. 

Por su parte, la Red Comunitaria de Zona Norte (RCZN) articulaba su trabajo 
con más de una veintena de entidades estatales y organizaciones sociales, con 
una antigüedad de 14 años de trabajo en la zona. La red vinculaba a diversos 
actores e instituciones públicas que intervienen en abordajes de violencias de 
género, la integran referentes/as de comedores y merenderos y policía comu-
nitaria, iglesia, bomberos, capacitadores del INADI, técnicas del Observatorio 
de violencia contra las mujeres, psicólogas comunitarias del Centro de Salud 
Nº 55, Asociaciones como Manos, Colectivos culturales como Minga, refe-
rentes del Plan ENIA (plan nacional de prevención del embarazo no inten-
cional en la adolescencia) con su dispositivo de base comunitaria Polo Inte-
gral de la Mujer, Fundación Proyectar y abogadas del grupo Alfa. Durante 
2020 desarrollaron acciones conjuntas, impulsaron colectas y solicitudes de 
donaciones tanto de dinero como de alimentos e insumos de limpieza y sani-
tización, para los comedores comunitarios. Acompañaron gestiones para la 
contención y asistencia a mujeres y niños en situación de violencia de género. 
Sus comedores y merenderos, ubicados en la zona norte de la ciudad (Barrio 
17 de octubre), se duplicaron en 2020, siendo aproximadamente entre 40 y 
50, en algunos casos los merenderos se encargaban de la merienda diaria de 
hasta 300 niños/as (incluyendo a veces cena), mientras que en el comedor del 
Barrio 17 de octubre entre 300 a 340 niños, con seis o siete raciones por familia 
y la atención de 70 adultos en la cena. La cobertura aproximada fue de 1500 
personas aproximadamente. Además, en el inicio de la pandemia repartieron 
entre 100 a 147 bolsones.

27 	Los comedores se encuentran en zona sudeste (Barrio Norte Grande, San Benito, Gauchi-
to Gil, San Calixto, La Paz), zona sur (Barrio Limache), zona oeste (Barrio Asunción), zona 
este (Barrio Mirador), zona norte (Barrio El Huaico) y localidades del Área Metropolitana 
como San Lorenzo (Barrio Nueva Esperanza) y Campo Santo.
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Finalmente, la Asociación Manos, que cuenta con un centro sociocultural 
ubicado en la zona sudeste de la ciudad (Barrio Solidaridad y Asentamiento 
Gauchito Gil), una radio escuela en la sede central de la asociación y un 
punto territorial en la zona norte, durante 2020 se encargó de donaciones y 
alimentos para merenderos y comedores de la zona sudeste. Así mismo, esta 
organización asumió la gestión del proyecto «Colectivizando Cuidado» con 
financiamiento del Ministerio Nacional de las Mujeres, Género y Diversidad.

Por su parte, el Registro Nacional de Comedores Comunitarios de la 
Sociedad Civil (RENACOM) fue creado en agosto de 2020, como componente 
de la seguridad alimentaria y la inclusión, en el marco del Plan Nacional de 
Argentina contra el Hambre (PACH). El RENACOM buscaba registrar y acre-
ditar la existencia y funcionamiento de los «efectores» (espacios físicos como 
comedores y merenderos comunitarios) donde se brindan servicios gratuitos 
de asistencia alimentaria a personas que se encuentren en situación de vulne-
rabilidad social. La finalidad fue «tener una visión objetiva y estadística» de 
estos espacios, para asignar recursos públicos al sector a modo de subsidios 
para realizar prestaciones alimentarias.

Según el informe de gestión del Plan Nacional Argentina contra el Hambre 
(2021), elaborado con datos proporcionados por la Dirección Nacional de 
Seguridad Alimentaria, en 2020 Salta tuvo 31 organizaciones ejecutantes 
(comedores populares) de fondos procedentes de esta dependencia, con un 
alcance estimado de 4453 personas. Respecto a los merenderos, se registraron 
153 espacios, con 9.961 asistentes y el monto asignado en 2020 fue $ 68 111 313. 
El registro recibió la inscripción de 597 organizaciones. Ver Tabla 1.

El entretejido de las políticas para el sostenimiento de la vida

En el apartado anterior pudo mostrarse el alcance y la magnitud del trabajo que 
se llevó adelante a través de los espacios socio comunitarios que han cubierto 
reticularmente las distintas zonas y barrios de la región metropolitana de Salta, 
extendiéndose hacia los distintos puntos geográficos y concentrándose en 
áreas particularmente vulnerables. Ahora bien, esa labor de contención de la 
crisis desde los espacios sociocomunitarios implicó una enorme movilización 
de capacidad y fuerza de trabajo. Las acciones que desde los espacios socio 
comunitarios se desplegaron articularon distintas instancias, tareas, momentos 
y rutinas de actividades, a través de las cuales se activaron ciertas redes de 
relaciones que involucran la interacción con distintos actores —estatales y 
no estatales— así como itinerarios que contemplaron las gestiones adminis-
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trativas, las negociaciones y acuerdos interpersonales o interinstitucionales 
como también la disputa y confrontación directa a través de la denuncia y los 
reclamos públicos. En cada caso los vínculos y contactos de los que se dispo-
nían en los espacios socio comunitarios, es decir la cercanía con funciona-
rios o militantes ubicados en espacios de toma de decisiones, en ministerios 
o secretarías del gobierno nacional, así como la posibilidad de tener «llegada» 
al círculo inmediato del mandatario provincial, o de la intendencia municipal, 
delinearon los recorridos de las demandas y los posibles accesos a recursos.

Según pudo relevarse a través de conversaciones informales y entrevistas con 
dirigentes de organizaciones y referentes de los espacios comunitarios antes 
mencionados, la rutina de funcionamiento implica una secuencia organizada 
de tareas para llevar adelante las instancias que posibilitan que los espacios 
puedan dar respuestas a las demandas y que dispongan de lo necesario para 
sostenerse en el tiempo. Tareas todas que se desarrollan de modo voluntario 
y requieren la disponibilidad de distintas cantidades de horas a la semana. 
Entre ellas es fundamental realizar el abastecimiento–aprovisionamiento, que 
comprende a todas las labores implicadas en la consecución de los recursos 
(«mercaderías», insumos o dinero para la compra de estos). Así como conse-
guir elementos de higiene o materiales para acondicionar la infraestructura 
de los espacios comunitarios, pisos, baños, techos, y paredes. El segundo tipo 
de tareas atañe a la administración, regulación y distribución de las entregas 
de comida elaborada o meriendas. Involucra el fraccionamiento así como la 
administración y el cálculo de las porciones y cantidades a distribuirse. En 
relación con las formas de resolver el aprovisionamiento y las entregas de las 
raciones, entre las 6 experiencias que aquí retomamos, encontramos una serie 
de estrategias comunes, pero también diferencias, que ponen de relieve la 
complejidad en el funcionamiento de esos espacios y el precario —pero flexible 
y resistente— trabajo de producción de esa «estructura» de sostenimiento.

El abastecimiento y aprovisionamiento

Gestión de recursos (dinero y mercadería) que provienen del estado, princi-
palmente nacional, en algunos casos municipal o provincial. Esto aparece bajo 
la forma de gestión, engloba a todos los trámites ante oficinas o dependencias 
estatales (de los distintos niveles de gobierno), presentaciones formales por 
escrito o mediante plataformas de internet con la respectiva documentación 
respaldatoria y el seguimiento de los trámites (que implica la concurrencia 
periódica o la presentación eventual de documentación). Un aspecto asociado 
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a esto es la especialización de estas funciones dentro de las organizaciones 
sociales, ya que la interacción con las dependencias estatales y sus burocracias, 
exigen el manejo de herramientas específicas necesarias para llevar adelante 
las gestiones, entre éstas el conteo permanente, el relevamiento y el registro 
periódico de información (tal como nombres completos, número de docu-
mento, domicilio y edades de los niñxs e integrantes de los grupos familiares 
que asienten los espacios) y la familiarización con las lógicas, procedimientos 
y lenguajes de la administración estatal. 

El acceso a los recursos y alimentos requiere también poner en acto prácticas 
no solo de gestión sino también estar dispuestos a la confrontación, tales como la 
denuncia pública de los incumplimientos en las entregas o la discrecional distri-
bución de las ayudas. El despliegue de la fuerza organizativa y el ejercicio de 
presiones desde las movilizaciones, escraches, marchas callejeras, cortes de rutas, 
acampes y «la toma» de las entradas o veredas de edificios y dependencias esta-
tales, para demandar ser incluidos en registros, repartos y acceder a cupos de 
programas estatales, es parte inherente de la rutina de las organizaciones. Esto ha 
sido condensado en distintas conversaciones con militantes, a través de la expre-
sión de la que hacían uso, sosteniendo hemos tenido que «arrancarle al Estado» 
(refiriéndose así a la tarea de reclamar y forzar al Estado y sus funcionarios a 
entregar aquello que si no fuera por «la lucha» y la «pelea» no les hubiera sido 
dado). A través de estas acciones el hacerse beneficiario de los recursos estatales 
es significado como un triunfo y una conquista colectiva, fruto de la acción, 
connotación muy distinta a la que conlleva la idea que circula socialmente sobre 
los sectores populares como «pasivos» receptores de ayudas. 

La consecución de donaciones y aportes por parte de agentes privados 
(personas particulares, principalmente de productores y comerciantes de 
ferias de frutas y verduras y del mercado de abasto —Cofruthos— de Salta), 
son tareas que se llevan adelante casi exclusivamente por las mujeres de las 
organizaciones. Ello requiere una logística específica, de la conformación de 
grupos y de la distribución de turnos semanales, de recorrer los puestos de las 
ferias o mercados, visitar los comercios y además organizar el traslado de las 
frutas, verduras y demás productos, que en muchos casos representan bultos 
de gran volumen y peso.

La generación de recursos propios se lleva adelante principalmente mediante 
la realización de «rifas, bingos y venta de empanadas y panificados». Todo ello 
a los fines de conseguir el dinero para comprar todo aquello que no se puede 
conseguir por donación o gestión. En ese sentido hay un criterio común que 
distingue tipos de productos y circuitos de acceso a estos. Así los alimentos 
«secos» (legumbres y arroz, polenta o fideos provienen principalmente de las 
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«entregas» del Estado donde tiene el predominio el Ministerio de Desarrollo 
Social de la Nación por la magnitud que distribuye, aunque también los estados 
provincial y municipal pueden proporcionar «secos». Las frutas y verduras, 
en cambio, se garantizan a través de las donaciones que realizan comerciantes 
o productores rurales (dependiendo del tipo de organización), y se obtienen 
mediante entregas semanales generalmente. En el caso de las organizaciones 
sociales que realizan trabajo «militante» tanto en zonas rurales como urbanas 
se han desarrollado estrategias particulares para que los productos del «campo», 
de familias campesinas y pequeños productores rurales, pudieran abastecer a 
los barrios populares de los cordones urbanos.

La carne vacuna o el pollo son los productos a los que se accede casi exclu-
sivamente a través de la compra con dinero al que accedió por medio de las 
«ayudas estatales» (provinciales o municipales en modalidad de transferencias, 
tarjetas sociales o acreditaciones bancarias) o por recursos generados por las 
propias organizaciones/comedores/merenderos, a partir de la venta de empa-
nadas, rifas, etc. La compra también supone arreglos y negociaciones puntuales 
con algunos proveedores y para ello se despliegan «estrategias de compra» para 
abaratar costos o colaborar con otras organizaciones. Se establecen «acuerdos» 
con cooperativas de producción avícola o ganadera o con pequeños produc-
tores rurales de la provincia. 

Gestión, administración y distribución 

La organización y la administración de recursos para el manejo de los espacios 
socio comunitarios implica cálculos muy ajustados para cubrir las demandas, 
distribuir las cantidades y las raciones sin desbalancear los componentes ni la 
calidad nutricional (tratando de equilibrar las cantidades de verduras, cereales 
y carne). Ello pone en evidencia que en el caso de muchos espacios socio 
comunitarios opera no solo la preocupación por ayudar a satisfacer el hambre 
sino la importancia de prestar atención a la alimentación en términos nutri-
cionales. Allí se involucran saberes aprendidos sobre la administración en su 
dimensión cuantitativa, distribuir para que alcance para todos, pero más allá 
de ello requiere también cuidar la calidad nutricional imprescindible para 
que la comida distribuida aporte más que lo mínimo de la ingesta calórica. 
Como mencionamos, en estos espacios, y en las personas que están al frente de 
ellos, circulan saberes prácticos y expertos, que incorporan ciertos principios 
y lineamientos en torno a la alimentación y los modos de «equilibrarla». En 
tal sentido, las tareas de gestión y administración requieren decidir y resolver 
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cómo hacer para que rinda mejor lo que se tiene, es decir para que alcance 
para todos, fundamentalmente en aquellos momentos donde se duplica o 
triplica la demanda, pero hacerlo en base a balances y evaluaciones nutricio-
nales. Así, por ejemplo, hubo entrevistados que sostuvieron que la decisión 
de abrir nuevos merenderos o comedores cuando la crisis se agudizó fue muy 
difícil, que fue problema, porque implicó quitarles recursos a los espacios 
existentes y redistribuir.

Otra decisión importante se pone en juego respecto a la organización de las 
rutinas y la frecuencia de distribución de las entregas de comida, evaluando 
si es más conveniente hacerlo todos los días, dos o tres veces por semana, o 
solo los fines de semana. Esa evaluación supone sopesar junto con la nece-
sidad de la población que concurre a los espacios socio comunitarios la dispo-
nibilidad de recursos y de fuerza de trabajo disponibles para cocinar, servir y 
limpiar, para atender los comedores y merenderos. Así, se entablan diferencias 
entre comedores que ofrecen almuerzo y cena, los que solo sirven almuerzo o 
solo cena, los que distribuyen merienda, y las ollas populares que se realizan 
solo los fines de semana. La tarea específica de «revolver la olla», de cocinar 
propiamente dicho, es una de las que demanda más tiempo y trabajo. Algunas 
organizaciones realizan el cálculo de que para los merenderos o comedores se 
requiere al menos 4 personas por cada 50 comensales o asistentes. El procesar 
y elaborar las comidas, en muchos casos también implica encender y alimentar 
las cocinas a leña, —ello cuando no se cuenta con garrafas de gas envasado— 
y trasladar agua desde alguna fuente cuando no cuentan con agua corriente. 

A modo de cierre

A partir de las políticas de protección social y alimentaria implementadas en 
la pandemia durante el año 2020 se pueden plantear algunas reflexiones en 
torno a los modos en que se buscó «contener» a la población vulnerable en 
Salta. La dimensión «política» de estas prácticas (estatales y no estatales) como 
señalamos, descansa en el trabajo social y articulado de diversos agentes sociales 
que no necesariamente desempeñan o desempeñaron funciones estatales. En 
este sentido, se trata de acciones que traspasan los límites y bordes del Estado 
configurando una zona permeable donde las políticas de contención dan cuenta 
de un tejido amplio, heterogéneo y diverso de acciones que hicieron posible 
que la vida pudiera sostenerse, fuera resguardada y protegida. Vida entendida 
no solo en el sentido del sostenimiento biológico de esta —evitar la muerte— 
sino también involucrando condiciones de vida en términos de un umbral de 
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bienestar que involucra éticas cotidianas, éticas de supervivencia y la asigna-
ción diferencial de valores a la vida para fundar la política (Manzano, 2020).

Lo antes señalado también permite afirmar que la efectividad de las políticas 
descansó sobre la «capacidad» de trabajo de una red de personas que desde 
articulaciones y organizaciones sostuvieron cotidianamente espacios y activi-
dades que abarcaban integralmente órdenes distintos de la vida, tales como la 
alimentación o el refugio y que se extendían por todos los puntos cardinales 
del área metropolitana de Salta. Para ello estos espacios debieron abastecerse, 
conseguir, demandar y distribuir recursos. Esto también significó una exper-
ticia para «tocar distintas puertas» gestionar y pedir, ayudas estatales y pedir 
donaciones, desarrollar estrategias colectivas para obtener distintos bienes que, 
por las vías de las ayudas estatales, resultaban de difícil acceso o para actuar 
allí donde, podríamos decir, las políticas públicas estatales no podían dar 
respuestas al menos con la inmediatez que reclamaba la situación de urgencia. 
Fue precisamente en las zonas y espacios en donde había cierta «ausencia» o 
demora estatal, en las fisuras e intersticios de la malla estatal institucional, 
donde ganaban terreno y fuerza la autogestión de las políticas, desplegándose 
en éstas capacidades de articulación, negociación y gestión para la pronta 
atención de problemáticas.

Con ello sostenemos que las políticas colectivas, en términos prácticos, y en 
las situaciones que hemos analizado para el contexto de la crisis desatada por la 
pandemia, permiten problematizar tanto los bordes porosos del Estado, como 
así también los límites de las políticas públicas y de las capacidades estatales. Se 
habilita así la reflexión en tres órdenes, en lo que respecta a los modos en que 
se llevan a cabo políticas gubernamentales desde el ángulo de la tramitación 
por la vía de dependencias estatales, a través de las demandas, negociación e 
interacción entre Estado y organizaciones sociales (entendidas como denuncias 
públicas, ocupación del espacio público, marchas y cortes de ruta) y fundamen-
talmente mediante la realización de políticas colectivas que emplean resortes, 
espacios y dominios múltiples para garantizar que las vidas se sostuvieran. La 
noción de relaciones intergubernamentales (RIGs) y redes de políticas, posibi-
lita advertir que para que las políticas se lleven a cabo suceden interacciones o 
actividades —entre entidades u organismos— a distintos niveles. En algunos 
casos las articulaciones, colaboraciones y el trabajo en red entre agencias guber-
namentales y actores no estatales, fue clave para que las urgencias pudieran 
atenderse. Un punto de mira abierto, en tal dirección, es advertir cómo sucedió 
la capitalización estatal de los recursos y capacidades del trabajo comunitario y 
autogestivo para hacer efectiva la contención de la crisis, dado que, como grafi-
camos numéricamente, la vida ha sido sostenida fundamentalmente a través 
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de las acciones desplegadas en los espacios socio comunitarios, sus redes de 
cuidados y las políticas integrales cuyo alcance desbordó el aseguro de acceso 
a alimento. Esto pudo visualizarse en tanto se enfocó en los instrumentos de 
las políticas y en el modo en que las organizaciones sociales hicieron uso de 
estos en interacciones con los territorios y —sus demandas específicas—. En 
el otro extremo de esa trama, se advierte como lo estatal se desdibuja en la 
malla creada por las múltiples articulaciones entre actores diversos, el origen 
de los recursos o el marco institucional en el que las acciones se inscriben no 
puede verse ni reconocerse como «Estado» en el ámbito de las acciones terri-
torializadas. Ese ha sido un terreno particularmente propicio para las disputas 
por la capitalización político partidaria a pequeña escala. 

Hemos llamado la atención sobre el alcance de las políticas de protección 
social y asistencia alimentaria y el modo en que se sostuvieron a partir de la 
potencia y el agenciamiento político de agentes locales claves, de amplia trayec-
toria en los territorios (referentes barriales, líderes comunitarios, referentes de 
movimientos sociales) y, sobre esa trama de relaciones es posible observar la 
manera en que se articulan las redes intergubernamentales: políticas nacio-
nales directamente instaladas en los territorios sin mediación de los gobiernos 
provinciales, o bien acciones estatales provinciales sin relación de ningún 
tipo con el gobierno nacional o aquellas estrictamente municipales. En otras 
instancias, se observa que ciertas políticas sirven de prisma para analizar las 
complejas relaciones, escalas de articulación y ejercicios de poder que se esta-
blecen entre todas y cada una de esas escalas de gobierno y sobre las que se 
teje las redes intergubernamentales. Esta tendencia a la articulación con otros 
entes y la falta de financiamiento en aspectos críticos de la reproducción de 
la vida es entendida desde ciertas concepciones morales que se atan a la idea 
de las funciones del Estado y el «asistencialismo», para lo cual se sugieren 
tareas de contraparte a fines de retribuir con trabajo los recursos con los que 
el Estado asiste a las personas:

VF: una contraparte, ¿me entiendes?, algo que nos haga a todos sentirnos más dig-
nos también, ¿no? A nosotros no nos gusta el asistencialismo, la asistencia es ne-
cesaria, el asistencialismo tiene una connotación negativa ¿porque?, porque tiene 
que ver con esto de la dignidad, yo creo que todos creemos, necesitamos sentirnos 
útiles, necesitamos tener un rol en la sociedad, y si a vos te dan una ayuda, pero 
vos podés dar a cambio algo de esa ayuda, es mejor. (Entrevista a la Ministra de 
Desarrollo Social de Salta)
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Hemos advertido que las respuestas gubernamentales en el orden del Estado 
provincial tuvieron un impacto de baja intensidad, en la medida en que no 
hubo mayores innovaciones para contener la situación, se usaron los disposi-
tivos e instrumentos previamente implementados con variaciones en el modo 
de llevarlos a cabo y no se hicieron erogaciones presupuestarias a la altura de 
las circunstancias (plan focalizados, comer en familia, tarjeta social Aipas, Plan 
Provincial Nutricional y de Protección Integral del Escolar). Salvo excepciones, 
como las articulaciones con las instituciones educativas, la capacidad de coordi-
nación ha sido marcadamente débil. En el orden de las respuestas municipales 
es en donde cobra relieve la multiplicidad, la novedad y también la capacidad 
de articulación y coordinación con distintos ministerios y áreas de trabajo, 
aunque en todos los casos la base de la contención de la situación se afirmó 
sobre la provisión de módulos y bolsones alimentarias proporcionados por 
los gobiernos provincial o nacional. Llamamos la atención respecto a que en 
algunos de los municipios con perfil rural o encuadrados como periurbanos, 
hubo articulación con las dependencias estatales nacionales con injerencia 
sobre las problemáticas de la agro producción, INTA y Subsecretaria de Agri-
cultura Familiar, casos en donde la contención apuntó a promover o fortalecer 
producción y autoabastecimiento de alimentos y también fortalecer circuitos 
de comercialización. En otros casos las políticas estuvieron en el extremo de 
una carencia total de institucionalidad, implementándose como una respuesta 
rápida con modalidades sin precedentes, ese es el caso de la entrega personali-
zada de dinero en efectivo a familias en situación de vulnerabilidad —previo 
informe técnico de trabajadores sociales—. Las innovaciones estuvieron plan-
teadas también en el orden de la heterogeneidad de agentes que pudieron 
coordinar y complementar esfuerzos, caso donde se destaca el accionar del 
Municipio de Salta capital que recibió aportes de recursos de agentes privados 
—a través del Banco de alimentos— y que se afirmó sobre las capacidades del 
trabajo territorial de voluntarios y organizaciones religiosas. 

Con estos avances de investigación pudimos observar una compleja trama 
de «entre», es decir, advertir la densidad de una zona gris donde suceden 
las articulaciones entre espacios organizativos y se expresan, así mismo, las 
desarticulaciones entre los distintos niveles de gobierno. Esta «articulación» y 
«desarticulación» entre espacios organizativos y niveles de gobierno evidenció 
la fragilidad o debilidad institucional estatal que se acentúa en contraste con 
la extendida y aceitada capacidad para dar respuestas, organizar, planificar y 
responder a las cuestiones sociales que emergió desde las organizaciones con 
arraigo territorial (gestión, administración y organización). Así, observamos 
desarticulación entre los niveles de gobierno y a la vez las diversas estrategias 
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de articulación política territorial, ya sea por zonas, barrios, interinstitucional, 
intersectorial, entre productores y consumidores de alimentos, entre organiza-
ciones y comerciantes. Articulaciones que enlazaron regiones muy distantes, 
por ejemplo, productores rurales del Valle Calchaquí y merenderos y come-
dores de las zonas norte o sudeste de la ciudad. Podemos sostener, entonces, 
que las políticas de contención a nivel territorial en los momentos más críticos 
de 2020 descansaron y se afirmaron sobre la capacidad de (movilizar) trabajo 
de «militantes», «compañeras y compañeros», «voluntarios», y «beneficiarios» 
de programas sociales trabajo, que resulta una política colectiva.

Las respuestas dadas a la pandemia por estos agentes sociales articularon y 
actualizaron aprendizajes, experiencias y conocimientos específicos (saberes 
de la lógica práctica y del saber experto también). Repertorios de prácticas 
latentes y constitutivas de otras «crisis» (la precariedad, el riesgo y la incer-
tidumbre no son excepcionales). También se afirmaron sobre tramas y redes 
donde ya existían compromisos y obligaciones mutuas localizadas, así como 
solidaridades y tensiones. En ese encuadre, las políticas colectivas emergieron 
como las políticas posibles hechas en la combinación práctica de saberes especí-
ficos, experiencias previas (del hacer y resolver), que en muchos casos devi-
nieron en políticas de contención integral.
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Capítulo 7. 
Políticas sanitarias y de protección social  
y asistencia alimentaria en tiempos  
de COVID19. Aportes para comprender  
a las relaciones intergubernamentales  
desde la ciudad de Santa Fe

Diego Beretta, Ana María Bonet, Joaquín Gorrochategui, María Eugenia 
Marichal, Sofía Marzioni, Germán Rossler y Daniela Soldano 

Introducción 

La ciudad de Santa Fe, capital de la provincia homónima, es hoy la octava 
más grande del país en cantidad de población —estimada en 417 224— según 
datos del Censo 2010. Se encuentra situada en el centro de la Argentina, en 
la zona agrícola y ganadera conocida como «pampa húmeda» y cerca de la 
confluencia de los ríos Salado y Paraná, por lo cual ha sido históricamente 
una ciudad portuaria. Constituye un centro comercial, político y adminis-
trativo de importancia para la región, aunque viene aumentando su gravita-
ción industrial. Los servicios inmobiliarios, la industria manufacturera y el 
comercio explican la mayor parte de la actividad económica santafesina (García 
Conde y Marzioni, 2021). 

Posee, asimismo, una gran presencia del empleo público, propia de las 
funciones administrativas correspondientes a su rol institucional de capital 
provincial y cuenta con una desarrollada infraestructura de educación básica, 
técnica y superior y de salud. Por lo demás, en términos generales, comparte 
las tendencias demográficas y de urbanización salientes en el país y en la región, 
esto es: disminución y dispersión de la población rural e intensa urbaniza-
ción, reconfiguración de la migración (que pasó de ser rural–urbana a urbana–
urbana), encarecimiento del suelo y la vivienda, multiplicación de los asenta-
mientos populares, agudización de la segregación y fragmentación socioespacial 
(Kessler, 2016). En este sentido, interesa destacar que la ciudad de Santa Fe 
no ha logrado escapar a las dinámicas «desigualadoras» del orden urbano 
capitalista contemporáneo, configurándose como un espacio con profundos 
contrastes entre las zonas céntricas y las de borde en cuanto a las condiciones de 
vida que experimentan sus residentes. La calidad de la infraestructura urbana, 
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el acceso a los servicios públicos básicos y a los efectores públicos de salud y de 
educación, la frecuencia y el estado del transporte público, la disponibilidad 
de espacios verdes y de centros culturales, entre otros aspectos, son diferentes 
en unas y otras (Soldano, 2019). 

Pensar Santa Fe en clave de RIGs es importante para una agenda de estudios 
subnacionales no solo por su importancia económica y su demografía sino 
por las novedades que los cambios en su cultura y matriz política trajo a la 
escena de la política social en las últimas décadas, en el marco de los procesos 
de reforma impulsados por una coalición política progresista que la gobernó 
entre 2007 y 2019 (Beretta y Soldano, 2022, Soldano, 2021). En efecto, en 
su carácter de capital provincial, reúne en un mismo territorio a los distintos 
niveles de gobierno por lo que deviene en un mirador elocuente de los encuen-
tros y desencuentros de las políticas nacionales provinciales y municipales y de 
las capacidades del régimen local para hacer política pública «con» y «desde» 
los recursos y reglas que «viajan» en esos dispositivos. 

No obstante, hasta hace poco tiempo, el gobierno de la ciudad de Santa 
Fe tenía escasa rectoría de la agenda social local, la que era gobernada por el 
gobierno provincial. En efecto, desde la transición democrática y durante 24 
años, la provincia de Santa Fe estuvo gobernada por el Partido Justicialista, que 
no sin avatares y reconfiguraciones internas, alternó en la conducción a políticos 
tradicionales y gobernadores restauradores (Lascurain, 2011). En 2007, con la 
derogación de la Ley de Lemas,1 el Frente Progresista Cívico y Social (FPCys) 
derrotó al Justicialismo asumiendo por primera vez en la historia del país un 
gobernador socialista guiado por una agenda de fortalecimiento del Estado y los 
derechos de la ciudadanía llevando a otra escala de gobierno la experiencia de la 
ciudad de Rosario.2 Con el inicio del nuevo gobierno se da inicio a un proceso 
de innovación en la gestión de la cuestión social, que destaca tanto en el plano 
de coordinación intergubernamental y la intersectorialidad. 

Con el objetivo de disminuir los desequilibrios socioeconómicos y políticos 
de su macrocefalia histórica entre la capital y Rosario el resto de los Depar-
tamentos el nuevo gobierno impulsa una nueva organización del territorio 
constituido desde ese momento por cinco regiones, cada una con una ciudad 
denominada «nodo» como centro de información, articulación y distribución 
de recursos y atribuciones. (Bifarello, 2014). Asimismo, impulsa un Plan estra-

1 	 La Ley de Lemas o doble voto simultáneo —sancionado en el año 1990 e implementado 
desde 1991— le permitió al peronismo retener el gobierno provincial a pesar de haber 
sido superado por otros candidatos en tres elecciones. (Mutti, 2004; 2005).

2 	 Se trató de los gobiernos de Hermes Binner (2007–2011), Antonio Bonfatti (2011–2015) 
y Miguel Lifschitz (2015–2019).
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tégico participativo provincial y crea nuevos ministerios que intersectan sus 
acciones en un espacio clave de la gestión: el gabinete social. 

Derivado de la coincidencia política con el gobierno provincial, la escala 
municipal asume un progresivo liderazgo de ciertos asuntos de la agenda 
social local, más allá de los servicios urbanos básicos, tomando la iniciativa 
en acciones culturales, de integración socio urbana, de infancias y de turismo 
local, entre otras. 

La pandemia por COVID19 irrumpe en la provincia y la ciudad capital en 
el inicio de una nueva gestión política, con cambio de color político. El 
gobierno peronista de Omar Perotti sucedía a 12 años de gestión del FPCys 
y el del socialista Emilio Jatón sucedía al gobierno del radical de Juntos x el 
Cambio, José Corral. Ello implicó que el decreto del ASPO irrumpiera en un 
escenario institucional de fuertes reacomodamientos. Mientras que el sector 
de la salud por sus componentes más rígidos en términos de infraestructura y 
recursos humanos sindicalizados mostró cierta inercia o automaticidad en las 
respuestas, el caso de la protección social y de la asistencia alimentaria dejó en 
evidencia la transformación de la institucionalidad construida en los años del 
FPCys. Desde 2020 y hasta el presente y más allá de algunas iniciativas inte-
resantes propuestas por el gobierno municipal en materia de apoyo a la ESSyp 
y otros dispositivos socio urbanos no analizados en esta investigación, no ha 
recuperado su lugar de centralidad en la agenda pública provincial. 

En este capítulo se analizan las políticas de prevención de contagios masivos 
y de protección social y asistencia social alimentaria que tuvieron lugar en la 
ciudad de Santa Fe durante el año 2020. A tal fin se identifican los disposi-
tivos implementados por los gobiernos nacional, provincial y municipal en 
el territorio de la ciudad. Se propone que estos deben ser comprendidos en 
el marco de institucionalidad socio estatal en la que se asientan, en relación 
con el grado de innovación (o inercia) de los instrumentos movilizados y a las 
características de las RIGs horizontales y verticales movilizadas.3

3 	 La reconstrucción de los dispositivos se realizó a partir del relevamiento de fuentes nor-
mativas, documentos oficiales y web gubernamentales, y a partir de entrevistas a actores 
estatales y mediadores de la sociedad civil. 
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La prevención de contagios masivos frente al COVID19  
en el contexto del sistema de salud santafesino

Para comprender el derrotero de las políticas sanitarias en la provincia de Santa 
Fe en el contexto de COVID19 es necesario hacer historia dado que la jurisdic-
ción se destaca en el concierto nacional por la robusta institucionalidad que 
desarrolló tempranamente, a partir del proceso de centralización del sistema 
de salud en la década de 1930. En efecto, fue la mano de los gobiernos conser-
vadores del radicalismo antipersonalista de Manuel de Iriondo (1937–1941) y 
Joaquín Argonz (1941–1943) que la provincia anticipa la fuerte expansión del 
sistema de salud que impulsará Perón,4 con la creación del Departamento de 
Salud Pública en 1939 y del Ministerio de Salud y Trabajo en 1941, el primero 
de este tipo en el país. En ese marco, la Municipalidad de Santa Fe cedería 
por parte de la de su estructura sanitaria a favor del Estado provincial. En 
septiembre de 1940, el Concejo Deliberante de la ciudad a través de la Orde-
nanza 3983, aprobó el convenio con el cual cedió la infraestructura sanitaria 
existente y en construcción, las partidas presupuestarias y el personal corres-
pondiente a su ámbito. Si bien el plazo programado para la vigencia de la 
cesión era de veinte años, este se mantiene hasta el presente. 

Desde entonces y hasta el presente, la ciudad capital nunca recuperó agencia 
en este campo, limitándose a funcionar como una suerte de «caja de reso-
nancia» de demandas particularistas de actores asentados en el territorio y, en 
el mejor de los casos, en un canal de intermediación institucional para viabi-
lizar demandas hacia el nivel provincial. 

Esta ausencia de rectoría se modificó parcialmente a partir de fines de 2007 
con el inicio de la gestión municipal del FPCys, cuando se construye —hacia 
2011— el primer centro de atención primaria municipal «Nuevo horizonte» 
en el marco de un proceso de presupuesto participativo y se jerarquiza la 
cuestión sanitaria en el organigrama con la creación de la Secretaría de Salud 
Municipal (SSM). Desde esta área se impulsaron algunas iniciativas de política 
innovadoras tales como el sistema de internación domiciliaria. Sin embargo, 
este proceso de jerarquización no fue acompañado de un fortalecimiento de 
sus capacidades ni la hizo tributaria de una mayor asignación presupuestaria. 

4 	 La expansión de la estructura sanitaria nacional durante el gobierno de Juan Perón cam-
bió de modo definitivo la vida política y la infraestructura de servicios del Estado nacional. 
La inversión pública se expresó en una gran cantidad de construcciones en infraestructu-
ra asistencial lo que posibilitó la clara hegemonía de la autoridad sanitaria nacional en el 
escenario de las actividades e inversiones del sector salud (Gorrochategui, 2021).
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Por el contrario, se mantuvo como un área marginal y atada a vaivenes. De 
hecho, se desjerarquiza en 2017 y rejerarquiza en 2019. 

La política sanitaria de la capital depende casi en su totalidad de la provincia. 
De los 44 centros de salud que conforman el primer nivel de atención en la 
ciudad, además del que se acaba de nombrar que depende funcionalmente 
de la Municipalidad, 42 son provinciales, y otro se encuentra organizado bajo 
el régimen SAMCo.5 

Cuando en marzo de 2020, con el objetivo de demorar el ingreso y transmi-
sión del virus y robustecer al sistema de salud, se decreta el ASPO los gobiernos 
de la provincia y la ciudad inician un conjunto de medidas que procuran imple-
mentar y administrar sus indicaciones. Ello, como se adelantó, tuvo lugar en 
un escenario movilizado por los cambios de equipos y estructuras de gestión.

Las medidas provinciales frente al COVID19

En el inicio de la pandemia, el gobierno provincial impuso la obligación de 
cuarentena a las personas provenientes del exterior del país, incluyendo el 
otorgamiento de licencias excepcionales a empleados públicos que volvían de 
viajar, así como licencias preventivas a mayores de 60 años que liberaron de 
la asistencia al trabajo a personas incluidas en grupos de riesgos. Asimismo, 
adhirió al DNU 260 a través del Decreto 0213 por el cual se suspendían los 
espectáculos públicos, se incorporan acciones preventivas en medios de trans-
porte público de pasajeros, campañas comunicaciones, suspensión de clases 
e implementación de las licencias a progenitores de niños en edad escolar.

Mediante el decreto 270, el día 20 de marzo, el gobierno provincial adhirió 
al Aislamiento social, preventivo y obligatorio (ASPO) dispuesto por el Decreto 
Nacional 297, declaró el asueto administrativo hasta el 30 de marzo y deter-
minó cuáles deberían ser consideradas funciones y empleos esenciales. Dicha 
norma determinó la obligatoriedad de permanecer en las residencias habi-
tuales o en la residencia en que se encontraran las personas y la posibilidad 
de salir solamente para realizar compras básicas, trabajos esenciales o excep-

5 	 El régimen de Servicios de Atención Médica de la Comunidad (SAMCo) fue implementado 
en 1967 mediante la ley 6312 como una adaptación provincial del régimen Servicios de 
Atención Médica Integral de la Comunidad (SAMIC) aprobado poco tiempo antes por el 
gobierno de facto encabezado por Juan Carlos Onganía. A pesar de su fracaso en el ám-
bito nacional, situación que derivó prácticamente en la desaparición del régimen como 
modo de organización hospitalario, en la provincia de Santa Fe se encuentra vigente hace 
más de medio siglo. 
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tuados. Asimismo, ordenó el control en forma permanente de rutas, vías y 
espacios públicos para garantizar el cumplimiento del ASPO al Ministerio de 
Seguridad de la Nación, el cuál debía coordinar su accionar con sus pares de 
las jurisdicciones provinciales. 

Para el cumplimiento de las medidas restrictivas, durante los primeros meses, 
el gobierno provincial instaló más de 130 controles viales en todo el territorio 
santafesino en coordinación con las fuerzas federales, los municipios y las 
comunas. Además, se dispusieron 26 puestos de control vehicular en los límites 
con las provincias de Buenos Aires, Córdoba, Chaco, Entre Ríos y Santiago 
del Estero. El gobierno nacional reforzó a las fuerzas federales (Gendarmería, 
Policía Federal, Prefectura Naval y Policía Aeroportuaria) incorporando camio-
netas, patrulleros, motos y furgonetas para ser desplegadas en el territorio de 
la provincia de Santa Fe. 

Pese a las medidas tomadas, el virus no tardó en llegar a la provincia, siendo 
el 14 de marzo el día que se detectó el primer caso en la ciudad de Rosario 
en un ciudadano proveniente de un viaje de Inglaterra. Días más tarde, el 21 
de marzo una mujer proveniente de sus vacaciones en Brasil se convirtió en 
el primer caso positivo de la ciudad de Santa Fe. En solo 9 días la provincia 
de Santa Fe pasó el centenar de casos positivos y la primera víctima fatal se 
registró el 1 de abril, un hombre de 64 años residente en la ciudad de Rosario. 

No obstante, la ciudad de Santa Fe se mantuvo con un bajo nivel de conta-
gios hasta fines del mes de julio, situación que la distinguió por un tiempo 
de las localidades aledañas. 

Durante 2020 se dictaron sucesivos decretos que adhirieron a las prórrogas 
del ASPO y fueron incorporando modificaciones y ampliaciones en las activi-
dades y servicios considerados esenciales. De este modo quedó en evidencia 
un alineamiento fuerte del gobierno provincial respecto del gobierno nacional 
que incluso se mantuvo en períodos en que la provincia presentó una situa-
ción sanitaria y epidemiológica más aliviada que otras jurisdicciones como 
CABA o provincia de Buenos Aires.6

6 	 En abril se dispuso la obligatoriedad del uso de tapabocas; se aprueban las salidas recrea-
tivas durante el ASPO excepto el gran Santa Fe y el Gran Rosario; se autoriza la atención 
programada de profesionales de la salud y se habilitan actividades económicas (obras 
privadas con no más de 4 obreros, talleres y lavaderos de autos, comercios minoristas 
de venta de mercaderías en conglomerados de menos de 5 mil habitantes). En mayo 
el gobierno provincial asignó fondos a municipios y comunas en el marco del programa 
Atención a gobiernos locales – emergencia COVID19 creado por la ley 13978. A finales 
de abril, se autorizaron las salidas y caminatas recreativas en las ciudades de Santa Fe y 
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Promediando 2020 la administración nacional del aislamiento se mostró 
más permeable a las heterogéneas situaciones sociales y epidemiológicas de las 
diferentes jurisdicciones, reconociendo que en el país existían «dos realidades 
epidemiológicas» que debían ser abordadas de forma diferente. Se buscó, así, la 
regulación diferenciada de zonas con y sin transmisión comunitaria del virus. 
El Decreto 520 del 7 de junio estableció que regía el «Distanciamiento Social, 
Preventivo y Obligatorio» —en adelante DISPO— para todas las personas que 
residan o transiten en los aglomerados urbanos y en los partidos o departa-
mentos de las provincias argentinas con los parámetros epidemiológicos y 
sanitarios establecidos. 

El territorio santafesino quedó incorporado al régimen DISPO cuando buena 
parte de los conglomerados más poblados del país permanecieron bajo el ASPO. 
El Decreto provincial 576/2020 determinó que la totalidad de los diecinueve 
departamentos que conforman la provincia quedaban incluidos en el nuevo 
régimen. Esto fue prorrogado en sucesivas oportunidades hasta que, a raíz 
del crecimiento exponencial de casos, el 12 de octubre de 2020, a través del 
Decreto 792/202, quedaron incluidos en el régimen ASPO los departamentos de 
Rosario, La Capital, General López, Caseros, Constitución, San Lorenzo, Las 
Colonias y Castellanos en la provincia de Santa Fe. Esta situación se mantuvo 
hasta los últimos días de noviembre de 2020 cuando el mejoramiento de la 
situación epidemiológica permitió volver al régimen DISPO. 

En síntesis, el gobierno provincial generó una serie de decretos para regular, 
restringir, adecuar actividades y aprobar protocolos durante todo el año bajo 
estudio, según los movimientos y vicisitudes de la situación sanitaria. 

En relación con las medidas específicas del sector salud, el gobierno provin-
cial intentó mejorar la infraestructura disponible con el fin de evitar su colapso 
a causa de la pandemia. A través de fondos propios, del gobierno nacional 
y de las propias localidades se adecuaron hospitales, se amplió la capacidad 

Rosario. En mayo, el gobierno provincial habilitó nuevamente actividades deportivas, reu-
niones familiares y/o personas vinculadas afectivamente. Dichos movimientos de personas 
para encuentros familiares debían registrarse en la aplicación móvil COVID19 de la pro-
vincia. Al mes siguiente, se vuelven a limitar las reuniones familiares solo a los días sába-
dos, domingos y feriados. En el mes de junio, también se exige el aislamiento obligatorio 
por 14 días a las personas que ingresen al territorio santafesino proveniente de ciudades 
con circulación comunitaria del COVID. El 22 julio, debido a los debates públicos sobre 
el incumplimiento de las diversas medidas restrictivas, el gobierno provincial autoriza el 
uso de la fuerza pública a través de la policía federal para que pongan a disposición de 
la justicia a las personas que no utilicen el tapabocas, que incumplan el límite horario de 
actividades en espacios habilitados, o a los empleadores que no provean de elementos 
de protección personal o no realicen correctamente los controles de ingreso. 
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de camas de terapia intensiva y boxes de aislamiento, se compraron respira-
dores, se construyó un hospital modular en el Gran Rosario y se crearon más 
de 200 centros de aislamiento. Además, se instalaron dos centros de análisis, 
uno en Rosario y otro en Santa Fe; y se formalizó en convenio con el CUDAIO 
el programa de donación de plasma de recuperados de COVID. Con respecto 
al personal de salud, se inició una convocatoria a profesionales para estar en 
disponibilidad durante la pandemia, se realizaron acciones de capacitación y 
se otorgó un bono especial de $ 3000 en los primeros meses. 

En medio del derrotero de decretos que modificaban las disposiciones tanto 
del APSO como del DISPO, en el gobierno provincial renunció de manera inde-
clinable el Ministro de Salud Pública Carlos Parola el 15 de junio. De esta 
manera asume Sonia Martorano en el marco de una serie de cambios institu-
cionales de la cartera de Salud. 

Por otro lado, otro grupo de dispositivos fueron diseñados desde el nivel 
provincial para hacer frente a la prevención y atención de la salud en el 
marco de la pandemia. Uno de esos dispositivos estuvo dado por el call 
center, creado el 13 de marzo de 2020 por el gobierno provincial como una 
unidad de atención central que garantiza el autorreporte de síntomas, la 
realización de un triage telefónico por parte de profesionales médicos, el 
seguimiento de casos confirmados y el rastreo de contactos estrechos. El 
equipo que constituye el call center se presentó como un equipo central 
de cuidado, asesoramiento, promoción, prevención y atención en salud, de 
ciudadanos e instituciones de la Provincia de Santa Fe, a través del uso de 
herramientas virtuales. 

En su sede —las instalaciones del «Molino Franchino Fábrica Cultural», 
espacio cedido por el Ministerio de Cultura, trabajaban 7 coordinadores, 
179 operadores, 78 médicos, 9 integrantes del equipo de salud mental y 25 
personas integrantes del equipo del Ministerio de Educación. Hacia fines 
de octubre de 2020, el call center había recibido más de 600 000 llamadas, 
habiéndo detectado el 65 % de los casos positivos de Coronavirus a través 
de este mecanismo. Gracias a ello se pudo realizar detección precoz, indi-
caciones de aislamiento, derivaciones de los mismos con asistencia a los 
sistemas alternativos de internación (centros de aislamientos). Además, se 
pudo contactar con contactos estrechos de estas personas que se encuentran 
en aislamiento.7 No obstante, se presentaron algunas dificultades derivadas 
tanto de la sobresaturación del sistema del temprano «cierre» de los centros 

7 	 Entrevista al director de salud de la región Santa Fe, julio 2021.
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salud.8 En este contexto de efectores, manteniendo solo «prestaciones esen-
ciales» y sin un rol definido, la acción pública reforzó la tradicional matriz 
hospitalo–céntrica del sistema. 

Asimismo, la provincia coordinó la gestión de la emergencia sanitaria a través de 
un Comité para el diseño y seguimiento de las medidas vinculadas a la pandemia, 
y de Comités Departamentales, para articular el intercambio de información y 
evaluación de la situación sanitaria y social y colaborar y coordinar con el diseño, 
operatividad y seguimiento de las acciones en los ámbitos locales. Los comités 
coordinaron el armado de unidades de internación y centros de aislamiento. 

El Comité de Expertos provincial, similar al nacional, estaba constituido por 
figuras del espacio científico, organizaciones científicas, ex ministros, socie-
dades médicas, entre otros como infectólogos. Su funcionamiento ha gene-
rado lecturas diversas. Mientras que los actores provinciales sostienen que se 
trató de un espacio clave de planificación, la mirada municipal sostiene que 
lejos de funcionar como un espacio real de intercambio entre los diferentes 
niveles de gobierno, el Comité de Expertos sirvió, más bien, para legitimar las 
decisiones del gobernador y que, como resultado de su mal funcionamiento, 
empezó teniendo 240 personas y terminó con 40. 

Otro dispositivo que se puso en marcha a los fines de mejorar la oportunidad, 
calidad y capacidad diagnóstica de la red de laboratorios. En este ámbito, se 
destacó un proyecto entre el Proyecto del Laboratorio Industrial Farmacéu-
tico (LIF) de la provincia y la Facultad de Bioquímia y Ciencias biológicas de 
la Universidad Nacional del Litoral en el marco del Programa Nacional de 
Desarrollo de Proveedores (PRODEPRO). Concretamente, este procuró el «Desa-
rrollo de métodos analíticos multivariados (NIR/PLS) para la determinación 
de principios activos en materia prima y productos semielaborados de espe-
cialidades medicinales vinculadas al COVID19 del Laboratorio de Producción 
Pública de Medicamentos». 

Finalmente, la provincia puso en marcha un Programa de voluntariado, coor-
dinado desde la Secretaría de Estado de Igualdad y Género y el Ministerio de 
Desarrollo Social, se orientó a «promover y facilitar la participación solidaria 
de los ciudadanos y las ciudadanas, y de las organizaciones de la sociedad civil, 
en prácticas de contención y ayuda a los grupos con altos niveles de vulnera-
bilidad y riesgo, como así también funcionar como un espacio para que las 
personas interesadas en realizar acciones solidarias puedan llevarlas a cabo 
dentro de un contexto institucional». 

8 	 Entrevista al director de salud de la región Santa Fe, agosto de 2021. 
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Asimismo, desde el inicio de la pandemia se implementaron acciones de 
comunicación destinadas a informar a la población sobre el tema. El Minis-
terio de Salud publicó diariamente un parte de la situación epidemiológica 
de Santa Fe a partir de los datos por el Sistema de Gestión COVID19 Santa Fe 
(SGCSF), Subsecretaría de Innovación Pública – Secretaría de Tecnologías para 
la Gestión, que de daba a conocer durante el año 2020 mediante conferencia 
de prensa con autoridades y funcionarios de la cartera. Asimismo, se imple-
mentaron acciones de comunicación en educación sanitaria (recomenda-
ciones para disminuir la exposición al virus: uso de tapabocas, distanciamiento 
social, lavado frecuente de manos, reuniones sociales en los hogares en espa-
cios abiertos y ventilados según ASPO o DISPO) y publicación de información 
sobre el COVID19 (formas de transmisión, síntomas, variantes y mutaciones), 
restricciones según fase ASPO o DISPO y desarrolló un sitio web específico.9

Las medidas municipales 

Desde el inicio del ASPO y dentro del marco de sus escasas competencias regu-
latorias en materia sanitaria, la Municipalidad de Santa Fe procuró orientar 
su estrategia hacia acciones de promoción de los cuidados en salud, comen-
zando por el control en los espacios públicos ubicados en el cordón noroeste 
de la ciudad, uno de los territorios de mayor vulnerabilidad socioeconómica, 
y desplegando acciones de identificación de personas con síntomas compati-
bles con COVID19 para su referencia ante el centro de salud correspondiente. 

En sintonía con los otros niveles de gobierno, la Municipalidad también 
autorizó el cese de la obligación laboral para su personal con hijos en edad 
escolar y a los que integraban los grupos de riesgo. En el mismo sentido, 
dispuso el cierre de los jardines municipales y del Liceo Municipal «Antonio 
Fuentes del Arco».

Para fortalecer su presencia territorial, el gobierno de la ciudad procuró coor-
dinar su accionar con los representantes de las asociaciones vecinales mediante 
un espacio institucional creado para tal fin y ejecutar junto a distintas orga-
nizaciones sociales medidas de acompañamiento de personas en situación de 
vulnerabilidad y/o de calle. 

9 	 Se trata del sitio www.santafe.gob.ar/coronavirus. Según el Decreto 0293, todas las me-
didas dispuestas por el Comité de Coordinación deben ser comunicadas desde esta pla-
taforma. La Secretaría de Comunicación Social del Ministerio de Gestión Pública, en coor-
dinación con el área de prensa y comunicación del Ministerio de Salud, es la encargada 
de difundir las resoluciones del Comité.
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Asimismo, desde el inicio de la pandemia, montó una posta informativa de 
salud en la Terminal de Ómnibus cuyas acciones se dirigieron a la verificación 
en colectivos que arribaban a la ciudad y el suministro de información sobre 
prevención y cuidados. Para el caso de personas que llegaban del exterior e 
ingresaban por la terminal se las incorporaba en un listado para su monitoreo 
por parte del gobierno provincial. 

Previo a la disposición del ASPO, la municipalidad convocó al comité de 
gestión de riesgo para instalarlo como espacio interinstitucional encargado 
del monitoreo de la pandemia y la discusión de las principales medidas. No 
obstante, las primeras medidas fueron convergentes a las disposiciones de los 
gobiernos nacional y provincial. Es así que en la última quincena de marzo se 
dispone el cierre de gimnasios, peloteros, cines, salones de fiesta, shoppings, 
canchas de fútbol 5, paddle y similares. También se decide restringir al 50 % 
la ocupación de espacios en bares y restaurantes y se suspende la entrega de 
turnos y la atención para el otorgamiento de licencias de conducir y las audien-
cias en el tribunal de faltas. En este marco, el municipio se dispuso a habi-
litar casi 20 bares y restaurantes para que puedan continuar trabajando con 
el formato de delivery, con el objetivo de disminuir la circulación de personas 
en la vía pública. 

Si bien el gobierno municipal no posee fuerzas de seguridad, si puso a 
disposición la Guardia de Seguridad Institucional (GSI), con un poco más de 
230 agentes municipales que los dispuso en puesto fijos y en recorridos por 
los espacios públicos a los fines de informar, verificar y promover el cumpli-
miento del ASPO. 

El pico en el nivel de contagios, en el mes de septiembre de 2020, ocasionó 
el colapso del dispositivo provincial de seguimiento de casos confirmados y 
contactos estrechos. Ante este panorama crítico, la Dirección de Salud local 
puso en marcha una estrategia de seguimiento mediante la implementación 
de un dispositivo de rastreadores integrado por dos médicos y siete enfer-
meras. Mediante la articulación directa con la Región de Salud, a cargo de 
suministrar la información sobre los casos positivos, el equipo de rastreadores 
realizó el seguimiento de aproximadamente 30 personas por día. La estrategia 
se mantuvo activa hasta enero de 2021, momento en el que se redujo de modo 
significativo el nivel de contagios. 

La mirada del gobierno local sobre la capacidad de la provincia para gestionar 
la pandemia enfatiza los problemas de comunicación. Según la perspectiva 
de un agente de alto rango de la ciudad, el 0800 demoraba en responder y las 
personas con dificultades respiratorias graves no llamaban 107. Estas impre-
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cisiones en los mensajes generaban que aquellos que no tenían síntomas muy 
definidos, no llamaban, ni se aislaban.10

En este contexto, el gobierno de la ciudad diseñó e implementó su propia 
estrategia de comunicación, incluyendo un pestaña específica denominada 
«Coronavirus» en su página web institucional, que incluía un seguimiento 
diario de la noticias en relación con el virus, la publicación de los decretos y 
regulaciones específicas de competencia municipal y la información necesaria 
para el programa de voluntariado.11

Por otro lado, se diseñaron acciones comunicacionales para la difusión en 
medios masivos y en la producción de contenidos para acercar, especialmente en 
el momento de ASPO, una serie de programas pedagógicos, culturales y de entrete-
nimiento. Además, se realizaron algunas campañas específicas consorcios de edifi-
cios, comercios y vecinales, dejando a disposición un número de whatsapp para 
consultas. Sumado a las estrategias comunicaciones de provincia y municipio, hay 
que destacar también la que «bajaba» de nación, confluyendo en el territorio un 
sin número de datos, medidas y acciones que había que respetar, aunque no en 
todas las localidades del país, y una canasta de variados hashtag en la redes sociales. 

En definitiva, los tres niveles de gobierno implementaron en el mismo 
territorio de manera fragmentada, solapada y a veces hasta contradictoria 
acciones y estrategias de comunicación que en ciertos momentos generaron 
mayor incertidumbre. 

Otro conjunto de dispositivos, estuvieron destinados a disminuir la exposición 
de las personas al virus limitando la circulación y promoviendo el distanciamiento 
social y modificación de los hábitos. Entre estos, además de las ya mencionadas, 
se encuentran una serie de intervenciones urbanísticas llevadas adelante por el 
gobierno municipal, dada su mayor cercanía con los ciudadanos. Así, por ejemplo, 
en abril de 2020 la Municipalidad puso a disposición del personal de salud pública 
de Santa Fe las bicicletas de préstamo. Al mismo tiempo, durante algunos días 
y en horarios restringidos, peatonalizó algunas zonas céntricas. Las calles fueron 
también el locus de intervenciones culturales realizadas por artistas callejeros 
que buscaron concientizar sobre el distanciamiento y las medidas preventivas a 
tomar en los espacios públicos durante la habilitación de las salidas recreativas. 
Por último, se pusieron en juego medidas de urbanismo táctico, tales como la 
señalización de juegos de plazas, asientos de transporte público y de espacios de 
espera con cintas blancas y rojas con el logo de «peligro». En el mes de abril de 

10 	Entrevista a agente municipal, agosto de 2021.
11 	Ver https://santafeciudad.gov.ar/coronavirus–santa–fe–capital/



267

2020, cuando se dieron los primeros pagos del IFE, en las instituciones bancarias 
se pintaron líneas para marcar las distancias requeridas en las filas. 

El municipio jugó, asimismo, un rol importante en la identificación de los 
territorios específicos en los que era necesario desplegar el Dispositivo Estra-
tégico de Testeo para Coronavirus en Territorio de Argentina (DETeCTAr) para 
la búsqueda activa de personas con síntomas, la confirmación de los casos, el 
seguimiento, el aislamiento y el rastreo de los contactos estrechos. Salvo en 
algunas ocasiones esporádicas, se recurrió al auxilio del Ministerio de Salud de 
la Nación. La estrategia activa y focalizada en los territorios a través de visitas 
domiciliarias para la detección temprana de casos suponía la interacción y coor-
dinación de las distintas jurisdicciones, era en definitiva el gobierno provincial 
quién definió en qué territorios desarrollar esta estrategia. 

Asimismo, se organizó un «sistema de apoyo o soporte» para las personas y 
las familias en situación de riesgo. Aquí se destaca el acondicionamiento de un 
Centro de Alojamiento en el Club de Campo de UPCN, mediante un convenio 
entre la entidad y la Municipalidad (que, finalmente, no tuvo mayor relevancia: 
desde la municipalidad estiman que se utilizó un 10 % de las camas disponi-
bles). El gobierno municipal se despegaba, así, de la estrategia provincial con 
la denominación abogando, asimismo, por los testeos rápidos. 

También se puso en marcha el programa de voluntariado «Santa Fe Capital 
Unida» para acompañamiento y asistencia tanto presencial como telefónica a 
adultos mayores, integrantes de grupos de riesgo, personas con discapacidad 
y en situación de calle que requieran ayuda. En algunos casos, dicho disposi-
tivo articuló con la Dirección Provincial de Adultos Mayores. El acompaña-
miento fue realizado por voluntarios procedentes de distintas organizaciones 
que recibieron capacitaciones sobre cuidados.12 En este plano, y atendiendo 
al objeto de este estudio, es relevante señalar que aún en un contexto de alta 
incertidumbre, el gobierno local desplegó una alta capacidad de movilización 
de los recursos relacionales de la sociedad civil y de articulación entre estos y 
las necesidades de la población. 

Finalmente, el gobierno local implementó un dispositivo el Comité Muni-
cipal de Gestión de Riesgo, a los fines de monitorear las acciones y definir 
el rumbo de las políticas sanitarias de la ciudad en adecuación a las medidas 
nacionales. El comité intentó dar una imagen de consenso entre los diferentes 
actores de la política santafesina. Se realizaron reuniones periódicas para 
analizar y monitorear medidas. No obstante, tuvo alta discontinuidad avan-

12 	Entrevista al director de Derechos y Vinculación Ciudadana de la Municipalidad, mayo de 
2021.
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zada la pandemia, por lo que varios concejales solicitaron informes sobre su 
funcionamiento y pidieron garantizar su funcionamiento sostenido. 

Las políticas de protección social y asistencia alimentaria  
en la ciudad de Santa Fe

Suele decirse que Santa Fe es una ciudad resiliente fruto de su capacidad de 
respuesta a severas emergencias hídricas que sufrió a lo largo de su historia. 
Entre éstas, la de 2003 originada en el desborde del río Salado que inundó a 
un tercio de su territorio, constituyó un momento de expansión y fortaleci-
miento tanto de las organizaciones de la sociedad civil y los cuidados comu-
nitarios como de las capacidades estatales en materia de gestión del riesgo. 
(Beltramino y Berros, 2021; Marucci, 2021)

El denso y heterogéneo entramado asociativo ocupado históricamente de la 
asistencia alimentaria, las infancias y la vivienda popular se activó con extrema 
rapidez frente a la amenaza de la pandemia cuando el aislamiento social impidió 
la continuidad de los trabajos informales vinculados al cuidado, servicio domés-
tico, oficios y venta callejera. que proveían de ingresos a un amplio sector de la 
población vulnerable (Aguirre, 2020; De Sousa Santos, 2020; Pautassi, 2020). A 
la irregularidad en las fuentes de estos ingresos se sumó el cierre de las escuelas, 
que en muchos casos contaban con comedores escolares en los cuales se proveían 
de desayuno, almuerzo o merienda. Durante los primeros meses de 2020 este 
cierre generó que gran parte de la población infantil estuviera privada del plato 
diario que recibía en el establecimiento educativo.

En esa coyuntura, el flamante gobierno de Perotti respondió con los dispo-
sitivos que databan de 2008, basados en transferencias monetarias a personas y 
a comedores comunitarios. Por su parte, el municipio continuó con la entrega 
de bolsones de verduras y alimentos secos financiada con sus propios recursos. 
En los apartados que siguen se describen a grandes rasgos estas intervenciones.

Las transferencias monetarias a hogares e instituciones  
como estrategia estatal de contención social

Durante las primeras semanas de marzo de 2020, estaba teniendo lugar en la 
ciudad de Santa Fe, el operativo de entregas de la tarjeta Alimentar, principal 
política del gobierno nacional en esta materia. En un gran predio que funciona 
como centro cultural se montaron stands de organismos de distintos niveles del 
Estado, una feria de productores de organizaciones sociales y populares y una 
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cadena de supermercado local y se brindaron charlas de educación nutricional.13 
Pero el 16 de marzo, debido a la disposición de las medidas de aislamiento, se 
suspendieron de forma total estos operativos de entrega de plásticos previstos 
en todo el país (Dirección Nacional de Información Social Estratégica, 2021).

Para encarar la coyuntura, el gobierno de la provincia contaba con dos dispo-
sitivos clave: las transferencias monetarias con financiamiento destinadas a 
familias y a las comedores y merenderos comunitarios, denominadas: Tarjeta 
Única de Ciudadanía (TUC),14 que desde 2008 reemplazó a los tickets y cajas 
de alimentos y la Tarjeta Institucional Alimentaria (TIA), respectivamente. 

De acuerdo al informe de Gestión del Gobierno de la provincia de Santa Fe, 
más de 147 000 familias vulnerables recibieron prestaciones de la TUC, represen-
tando alrededor de 956 millones de pesos anuales (Secretaría de Asuntos Estra-
tégicos, 2021). Al momento de asumir el nuevo gobierno provincial la trans-
ferencia era de 300 pesos, monto que fue aumentado al cambiarse el método 
de pago, estando a cargo del Banco provincia y del sistema de Billetera Santa 
Fe, para que tuviera el beneficio del 30 % de descuento de este programa. La 
titularidad de esta tarjeta es incompatible con la Tarjeta Alimentar, por lo cual, 
luego de las entregas de esta última, el padrón de titulares de TUC disminuyó 
de 180 000 a 122 000. 15

Por su parte, un documento realizado por Defensoría del Pueblo de Santa 
de Fe (Levín, 2021) señala que no existen bases de datos consolidadas que 
permitan evaluar la incidencia del programa en relación con la calidad de 
la alimentación de titulares de la TUC, por desactualización de las fichas de 
seguimiento de las familias. En 2020 se reforzó en $ 700 el monto de las TUC 
de aquellas personas destinatarias mayores de 65 años y menores de entre 0 y 
6 años de edad, ampliándose luego el criterio de edad hasta los 12 años, que 
fueran titulares de la Tarjeta o convivientes de alguna persona titular de la 
misma. Con este refuerzo, el monto de la Tarjeta llegó a los $ 1000 mensuales. 
A partir de agosto de 2020, se aumentó a $ 3000 mensuales la transferencia 
destinada a las personas con necesidades alimentarias específicas, por ejemplo 
celiaquía (Levín, 2021:108).

13 	Comienza la entrega de la tarjeta alimentar en la capital de la provincia. https://www.san-
tafe.gob.ar/noticias/noticia/267087/

14 	La TUC se describe en el eje «Desarrollo integral del territorio con inclusión» (incluido en 
el capítulo 2: Cuidado e inclusión, junto con las temáticas de Fortalecimiento del Sistema 
de Salud y Seguridad).

15 	Entrevista al director provincial de Alimentación (Ministerio de Desarrollo Social de la pro-
vincia de Santa Fe). Septiembre de 2020. 
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Respecto de la TIA, se destaca el hecho de que el gobierno provincial trans-
firió fondos por 500 millones de pesos a 750 instituciones que brindaban 
asistencia alimentaria, la gran mayoría situadas en las ciudades de Rosario y 
Santa Fe. De ese universo, unas 500 instituciones estaban formalizadas y en 
condiciones de recibir las transferencias.16 

En el campo de la asistencia es menester destacar la actuación de la Direc-
ción Provincial de Programas Alimentarios que destinó su presupuesto de 60 
millones de pesos mensuales casi por completo a apoyar a los comedores comu-
nitarios. En materia de articulaciones, desde dicho organismo se manifestó 
haber realizado actividades conjuntas con la Agencia Santafesina de Seguridad 
Alimentaria (organismo descentralizado del Ministerio de Salud) brindando 
capacitaciones al personal a cargo de los comedores comunitarios sobre cues-
tiones de higiene en la manipulación segura de alimentos, el problema del 
consumo de carbohidratos y grasas, la necesidad y modalidades para incluir 
proteínas y fibras de origen vegetal y animal a las preparaciones, luego de las 
cuales éste obtenía un carnet de «manipulador de alimentos» en forma gratuita. 

En contraste con la ciudad de Rosario donde la Dirección articuló con el 
Mercado Popular y otras experiencias de economía social más instituciona-
lizadas, la coordinación con la capital santafesina fue casi inexistente en el 
período analizado. 

Según datos del Ministerio de Desarrollo Social de la provincia hacia febrero 
de 2021 se habían asignado al Programa de Asistencia a Comedores Comuni-
tarios $ 49 237 307 en forma de raciones de comida y bolsones de alimentos, 
copas de leche y transferencia directa de recursos a organizaciones. (Resolución 
087/2021). Los recursos se entregaban a las organizaciones sociales con un criterio 
de reparto amplio incluyendo agrupaciones religiosas, sindicales y sociales.

Un punto crítico para la actuación estatal fue la ausencia de información 
diagnóstica. La gestión realizó la distribución de fondos a partir de un releva-
miento «muy artesanal» de los comedores existentes en la ciudad, georeferen-
ciando unos 50, número que ascendió a 300 durante la pandemia. De hecho, 
en ocasiones, la generación de información crítica supuso la participación de 
los militantes de movimientos sociales. El siguiente testimonio da cuenta de 
la factura del relevamiento:

16	 Entrevista al director provincial de Alimentación (Ministerio de Desarrollo Social de la pro-
vincia de Santa Fe). Septiembre de 2020.
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Dos compañeros del Movimiento Evita hicieron recorridos en sus autos particulares 
y aun sin tener el contrato que los vinculara con el organismo, lo hicieron porque 
vienen de la militancia. Se encontraron con una situación de mucha precariedad 
y las dificultades que se enfrentan para el armado y manteniendo de un comedor, 
pero así también destaca «lo bueno» que hallaron que era el trabajo sostenido de las 
cocineras y voluntarias, verdaderas trabajadoras esenciales que no son reconocidas, 
resaltando la importancia de la discusión que generó la Ley Ramona.17

En el plano de la gestión de la información, el monitoreo y la evaluación, 
la experiencia santafesina revela una muy baja capacidad estatal. De hecho, 
la vinculación institucional con el RENACOM y con el RENATEP fue práctica-
mente nula en tiempos de pandemia, a pesar de ser la provincia de Santa Fe 
la segunda con más inscriptos luego de Buenos Aires.18

Asimismo, la provincia también ejecutó el Programa Social Nutricional 
(PRO.SO.NUT.) destinado a niños y niñas de 2 a 12 años de edad, que apunta 
a brindar raciones y copa de leche, declarando una inversión de más de 346 
millones de pesos en el año 2020 (Secretaría de Asuntos Estratégicos, 2021). 

Finalmente, hacia 2020 el Ministerio de Desarrollo Social de la Nación 
amplió las partidas presupuestarias para la asistencia alimentaria a comedores 
escolares y comunitarios. En relación con los primeros, el Ministerio de Educa-
ción de la provincia lanzó un instructivo para implementar un sistema de 
viandas o módulos alimentarios que respetara el distanciamiento social, reali-
zándose convenios por un monto de 199 687 831 de pesos para 1837 escuelas 
(Dirección Nacional de Información Social Estratégica, 2021).

El papel de los comedores y merenderos 

Uno de los principales emergentes de la crisis social producto de la pandemia 
fue el agravamiento de las necesidades alimentarias que derivó tanto en el 
aumento de personas asistentes a comedores y merenderos como la prolifera-
ción de locales con grados variables de formalidad destinados a brindar dicha 
asistencia en el territorio. 

17 	Entrevista a líder de organización La Poderosa, octubre de 2020.	
18 	Del total de organizaciones que se habían inscripto en este Registro en 2020 (10 741) 

unas 856 corresponden a la provincia de Santa Fe, siendo superado por Buenos Aires 
con 4475 organizaciones registradas (Dirección Nacional de Información Social Estraté-
gica, 2021). No se cuenta con información a nivel de la ciudad.
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A modo de mapeo, además de los gobiernos provincial y municipal. en la 
ciudad de Santa Fe actuaron las siguientes organizaciones: Banco de Alimentos 
de Santa Fe, CONIN, CARITAS, Planta de Alimentos Sociales de la UNL19 y orga-
nizaciones sociales de alta gravitación en los barrios populares de la ciudad, 
tales como: La Poderosa, Movimiento de los Trabajadores Excluidos, Red de 
comedores celeste (Protegerte), Los sin Techo, Bachillerato Popular (La Vuelta 
del Paraguayo), Manzana Solidaria (Playa Norte), Agrupación Las Martas (en 
Centro Cultural El Birri).

El dato es relevante para este estudio de RIGS, dado que los mismos se rela-
cionan estrechamente con las tramas socioterritoriales de actores de la ciudad y 
su papel creciente en la intermediación de los dispositivos de políticas públicas. 
En este proceso de comunitarización de los cuidados, los locales informales 
crecieron exponencialmente. Según sus referentes, tuvieron que aprender los 
«mecanismos de autogestión», en un contexto de exigencias de organización 
jurídica para acceder a la ayuda así como de discrecionalidades inherentes a 
una distribución sin reglas claras.20

Una referente de la asociación civil Protegerte21 explicó que mientras antes de 
la pandemia asistían aproximadamente 200 personas a los merenderos de la zona 
de Alto Verde, en 2020 llegaron a atender entre 600 y 700. La Directora de la 
Planta de Alimentos Sociales de la UNL comentó que debido a la gran demanda 
reforzaron la producción de raciones y que no cerraron nunca sus puertas, a 
excepción de una semana debido a contagios en el personal.22 Así, por ejemplo, 
en la localidad de Recreo, pasaron de entregar 200 raciones en 2019 a 2000 en 

19	 Se considera a la Planta de Alimentos de UNL (a pesar de pertenecer a una Universidad 
Pública) en este grupo debido a que recibe apoyo del Banco Credicoop y se financia en 
parte con aportes de donaciones del Programa de Asociado Solidario (personas individua-
les o empresas). https://www.unl.edu.ar/extension/alimentos–nutritivos/

20	 Entrevista a referentes de comedores barriales, septiembre de 2021.
21 	La asociación civil dispone de unidades que funcionan como cocinas móviles (al estilo 

Food Truck) que se desplazan por distintos barrios de la ciudad de Santa Fe y por Rosa-
rio para brindar merienda o copa de leche y en algunos casos, cena, con una frecuencia 
de una a dos veces por semana en cada barrio. El merendero de Alto Verde funciona en 
el club Excursionistas los días domingos. La red de merenderos móviles abarca también 
Los Alisios, Los Espinillos, La Vía Muerta, Santa Rosa de Lima, Villa Centenario, Villa Elsa, 
Cayastá, El Bañado. El cálculo aproximado de la entrevistada es que alcanzan unas 6500 
a 7000 personas en total.

22 	UNL ya entregó más de 200 mil raciones de alimentos nutritivos. https://www.unl.edu.ar/
noticias/news/view/unl_ya_entreg %C3 %B3_m %C3%A1s_de_200_mil_raciones_de_ali-
mentos_nutritivos#.YlCKHOdBzIU
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2020, mientras que el Banco de Alimentos pasó de entregar 100 000 kilos (en 
períodos pre pandémicos) a 400 000 kilos de alimentos en la pandemia. 

Desde la perspectiva de las organizaciones comunitarias dedicadas a la 
alimentación, la percepción de la TIA mencionada en el apartado anterior 
les permitió ampliar la cartera de los proveedores —incluyendo a medianos 
y pequeños con precios más bajos a los de las grandes cadenas— y comprar 
algo de carne, verdura y elementos de limpieza».23

El testimonio de un referente del Movimiento de Trabajadores Excluidos es 
elocuente de la explosión de la demanda alimentaria. 

En Las Lomas atendíamos a 40 asistentes y ahora (abril 2021) a 900. Esto creció 
en pandemia, al cerrarse los comedores de la escuela y otros espacios religiosos o 
comunitarios que cerraron en algún momento. Entre los 7 espacios de merende-
ros y comedores en los que trabajamos en los barrios de Las Lomas, San Panta-
león, Alto Verde, La Tablada Nueva, Santa Marta, 12 de octubre, Varadero Sarsotti 
atendemos ahora a 2400 personas aproximadamente por día que están anotadas.

Ahora bien, el aumento en la población que demandaba alimentos, sumado 
a la coyuntura de las medidas de aislamiento social, generaron un conjunto 
de desafíos de logística y coordinación cotidiana para elaborar los platos y 
servirlos, que fueron sorteados conforme a la experiencia acumulada en la 
gestión de crisis, las dimensiones, escala y configuración institucional de cada 
organización. En ese sentido, pueden identificarse tres grupos: el de las OSC 
relativamente formalizadas, el de las instituciones vinculadas a movimientos 
sociales de escala nacional y los comedores y merenderos informales. 

El primero remite a las organizaciones locales con ciertos niveles de forma-
lidad en su constitución y con estabilidad de trabajo en el tiempo y en el terri-
torio, que contaban con redes preexistentes y con experiencia en gestión de 
crisis, acumulada principalmente a partir de los episodios de la gran inunda-
ción de 2003. Su anclaje en territorio les permite tener mapeadas las necesi-
dades de los barrios, a la vez que cuentan con contactos informales con agentes 
estatales de distintos niveles a quienes solicitan organizadamente los recursos, 
operando como mediadores territoriales. Su conformación estable y trabajo 
previo les permite contar con relaciones de confianza previamente construidas 
sobre las que se apoyaron para poder reclutar voluntarios, recabar y gestionar 
donaciones particulares y, especialmente, captar y gestionar asistencia del 
Estado, principalmente en los niveles municipal y provincial. Sin embargo, 

23 	Entrevista a líder de organización La Poderosa, octubre de 2020.
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las organizaciones sociales entrevistadas que se pueden ubicar en este nivel de 
gestión, desconocían la existencia del RENACOM, no contaban con canales de 
comunicación directos con el nivel nacional, ni reconocían haber percibido 
otros subsidios para financiar el trabajo interno.24

Un ejemplo elocuente de este tipo de OSC es la mencionada red de Come-
dores Celestes (Protegerte) que implementó un protocolo de distribución 
de viandas —de no consumo en el local— a un representante por familia, 
llevando un registro de las personas y raciones entregadas. El trabajo prestado 
para la organización y preparación de la comida es totalmente voluntario. Los 
voluntarios son vecinos y vecinas de cada barrio que «se enteran por el boca a 
boca» y se acercan a colaborar. Trabajan entre 7 a 8 personas por merendero. 

La estrategia de convocatoria a voluntarios fue una práctica extendida. La 
planta de alimentos, por ejemplo, reclutó a 5 estudiantes para hacer frente al 
aumento de producción durante 2020, mientras que El BASFE cuenta con solo 
cuatro empleados a sueldo y 65 voluntarios. 

En segundo lugar, se identifican las organizaciones sociales de la ciudad con 
alguna trayectoria y que se inscriben en movimientos sociales de escala nacional 
tales como La Poderosa, el Movimiento de los Trabajadores Excluidos CTEP y 
el Movimiento Evita. Estas organizaciones funcionaron a modo de «sede» local 
que contaba con un aparato organizativo jerarquizado nucleado en Buenos 
Aires desde donde se gestionaban directamente recursos del Ministerio de 
Desarrollo Social de la Nación. La mercadería que semanalmente «traían los 
camiones de Nación» proveía la mayor parte de los insumos para preparar las 
comidas preparadas en los comedores comunitarios. Estos recursos nacionales 
fueron complementados con las prestaciones ofrecidas por la TIA gobierno 
provincial. A diferencia del grupo anteriormente mencionado, estas organi-
zaciones con estructura nacional se encontraban registradas en el RENACOM 
y, al contar con vínculos de gestión centralizados, conocían y tenían acceso 
al plan Potenciar trabajo, mediante el cual lograron acceder a subsidios para 
remunerar a las personas a cargo de las cocinas. Es decir, no se apoyaron sola-
mente en el voluntariado.

24	  No reconocían en forma directa, es decir que respondían negativamente ante la pregun-
ta sobre si habían recibido financiamiento del Estado. Sin embargo, en la mayoría de los 
casos en el transcurso de la entrevista expresaban que los comedores contaban con Tar-
jeta Institucional de la provincia y/o habían accedido a mercadería repartida por el Ejército 
durante la primera etapa de la pandemia.
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La Poderosa, por ejemplo, recibe financiamiento de organizaciones interna-
cionales (BID, UNICEF),25 mediante el cual logró adquirir equipamiento (cocina 
industrial, horno industrial, heladera industrial) e incluso compraron el lugar 
donde funciona su centro cultural comunitario y asesoran para la generación 
de ollas populares barriales.

El comedor está inscripto en el RENACOM y accedieron a planes Potenciar 
Trabajo. Si bien rechazan el voluntariado como base para su funcionamiento, 
los referentes entrevistados explicaron que el inicio de la pandemia —como 
en 2003 en ocasión de las inundaciones— hubo que aceptarlos y activarlos, 
así como gestionar donaciones.26 

Estos dos primeros grupos pueden ser localizados en el territorio porque se trata 
de organizaciones preexistentes a la pandemia, con cierta organización jurídico 
administrativa Se encuentran constituidas como personas jurídicas, requisito 
que las habilita a solicitar y recibir fondos estatales (por ejemplo, acceder a la 
TIA) y, en algunos casos, incluso, competir por fondos privados internacionales.

Un tercer grupo de instituciones nació como efecto de la pandemia. Se trata 
de espacios informales para dar alimentos que proliferaron en los barrios al 
compás de la crisis de forma intermitente y en algunos casos, itinerante, en 
condiciones de infraestructura muy precaria. Los espacios se generaban en 
algún terreno de particulares que era puesto a disposición por vecinos para 
oficiar de comedor o merendero. El trabajo de preparación era sostenido por 
lazos solidarios tejidos a escala del barrio bajo la modalidad de «ollas populares» 
o «copa de leche» basado en el trabajo voluntario. La entrevista realizada a una 
empleada del Banco de Alimentos SF brinda una pauta que permite captar la 
expansión de este tipo de espacios informales. Comenta que de trabajar con 
36 organizaciones en forma estable (previo a la pandemia) en 2020 llegaron a 
tener demanda de 112 organizaciones, y que debieron «flexibilizar» excepcio-
nalmente algunos de los criterios de inscripción, ampliando los plazos para 
complementar la documentación, decisión que se toma a nivel de la Red 
Nacional de Bancos de Alimentos.27 

Más allá de las particularidades de cada tipo de gestión en lo relativo a la 
extensión y amplitud de las redes generadas, su grado de institucionalización 

25 	UNICEF visitó nuestra Asamblea Poderosa de Barrio Chalet, 3 noviembre, 2021. https://
lapoderosa.org.ar/2021/11/unicef–en–la–poderosa–chalet/

26 	La UNL donó entre 1000 y 2000 raciones de la Planta de Alimentos, «muchas organiza-
ciones donaban pulpa picada, verduras», recibieron aportes de la Asociación de Psicólo-
gos, de artistas (así, Los Canticuénticos).

27	 En principio requieren de personería jurídica pues precisan respaldo por cuestiones de 
responsabilidad (por la trazabilidad de los alimentos).
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y la capacidad de negociar y obtener recursos del Estado, los merenderos y 
comedores de la ciudad exhiben un conjunto de regularidades. 

En primer lugar, se destaca el rol protagónico de las mujeres en las tareas de 
cocina y servicio. Se trata de mujeres que van adquiriendo progresivamente 
«expertise» en la organización de las tareas cotidianas para brindar asistencia 
a grandes grupos con recursos limitados. A la vez, la gestión de los recursos 
dinerarios o en especie (redes para obtenerlos, logística y decisión sobre su 
uso) suele ser compartida con varones o monopolizada por estos. 

En segundo término, de identifican regularidades en relación con el tipo de 
alimentación ofrecida. La oferta es homogénea, en torno a guisos o comida de 
«olla» con preparaciones monótonas. Se trata de preparaciones rendidoras para 
múltiples comensales compuesta básicamente por la mercadería envasada/ seca 
provista a través de los módulos alimentarios ofrecidos por el Estado: harina, 
aceite, fideos, arroz, polenta, salsa de tomate enlatada, yerba. Es interesante 
resaltar las formas de autogestión de los comedores más informales para proveerse 
de dos componentes claves desde el punto de vista nutricional (percibidos como 
tales) que no son provistos por los módulos del Estado: carne y leche.

En tercer lugar, con alguna excepción, se repite el contexto de infraestruc-
tura y utilería insuficiente y precaria: ollas grandes, anafe o mechero (provisto 
de gas envasado), fogón a leña, tablones a modo de mesadas. Asimismo, 
es frecuente (especialmente en el tercer tipo de organizaciones) la carencia 
de acceso al agua potable, escasez o ausencia de energía para cocinar, falta 
de medios de refrigeración y de espacios de conservación adecuados. Estas 
carencias limitan las posibilidades de cambio en el modelo alimentario hacia 
formatos más saludables. 

El tema del contenido nutricional de los alimentos ofrecidos genera preocu-
pación en las organizaciones sociales entrevistadas. La Poderosa, por ejemplo, 
ha incorporado una nutricionista en su equipo. Sin embargo, en la mayoría de 
los casos se reconoce que debido a las restricciones en el aprovisionamiento y 
los costos de transporte, logística e infraestructura, se torna muy difícil incluir 
variedad de alimentos y más micronutrientes en las raciones (vegetales, frutas, 
carnes, lácteos). Según un referente del MTE se trata de un problema de falta 
de acceso, no de aceptabilidad cultural. «Es mito que la gente no toma las 
verduras, si hubiera disponibilidad las tomaría»28

Los funcionarios de la Dirección de Alimentación de la provincia, también 
expresaron preocupación por las consecuencias nutricionales de la composi-
ción estándar de los módulos alimentarios ofrecidos. Sin embargo, alegan las 

28 	Entrevista a referente del MTE, septiembre de 2021.



277

mismas restricciones logísticas y de almacenamiento y distribución que iden-
tifican las propias organizaciones. 

En relación con la posibilidad del autoabastecimiento de los comedores 
comunitarios mediante la instalación de huertas que lo complementen, solo 
dos de las entrevistadas relataron experiencias al respecto: Proyecto Revuelta 
y Manzanas Solidarias.29 En ambos casos, no obstante, se deja en claro que 
la huerta no logra alcanzar una producción significativa para abastecer a la 
alimentación comunitaria y lo cosechado se reparte entre vecinos que trabajan 
en el espacio. Sin embargo, es valorada positivamente por otras funciones que 
cumple en tanto espacio de cuidado y contención comunitaria especialmente 
para las infancias. Suele albergar talleres y capacitaciones, momentos de recrea-
ción y juego compartido, convirtiéndose también un espacio de refugio ante 
situaciones de vulnerabilidad y violencia. Las OSC entrevistadas cuentan que 
reciben semillas del programa PRO–Huerta del INTA, siendo el único dispo-
sitivo nacional (además de la Tarjeta alimentar) que es reconocido e identi-
ficado en territorios locales. En relación con este tema, los entrevistados del 
MTE ponen de relieve un aspecto complejo de los territorios donde habita la 
población vulnerable que se suma a la cadena de desventajas y desigualdades 
que signan sus vidas. Se trata, explica, de tierras no productivas porque hay 
basurales a cielo abierto y múltiples riesgos ambientales. 30 

El BASFE posee una característica distintiva en relación con otros bancos de 
la red nacional (que operan mayormente con mercadería seca/envasada) en 
tanto ha logrado conseguir en comodato un puesto en el Mercado Central 
de Santa Fe, y tiene acceso directo a frutas y verduras de los puestos que no 
están en condiciones óptimas para su venta pero sí para su consumo. Ante la 
consulta por la posibilidad de sumar una huerta explican que sería un despro-
pósito pues suele «sobrar la verdura que rescatan en el mercado» ya que la 
oferta de hortalizas no tiene gran demanda (como si los productos envasados) 

29 	A pesar de que la provincia de Santa Fe (globalmente considerada) es la segunda provin-
cia que mayor cantidad de huertas registra en el programa Pro Huerta: 142 comunitarias 
y 1420 escolares. Solo superada por la provincia de Buenos Aires (620 comunitarias y 
1702 escolares) según el Informe de gestión del PACH (2021).

30 	Los problemas de contaminación ambiental que generan los basurales clandestinos, de-
rivados de la falta de servicios de recolección es un asunto reconocido como crítico por 
las instituciones. Las referentes entrevistadas destacan el trabajo de limpieza comunitaria 
que con esfuerzo y voluntariamente sostienen los vecinos. Ver «Trabajadores de la basura 
en cuarentena: exclusión y riesgo». Abril 29, 2020. Nota a Laura Sterli, militante del Mo-
vimiento de Trabajadores Excluidos e integrante de la Federación Argentina de Cartoneros, 
Carreros y Recicladores. https://periodicas.com.ar/2020/04/29/la–problematica–de–traba-
jadores–de–la–basura–en–cuarentena/
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y por ser perecederos tiene una logística más compleja. Por lo cual manifes-
taron que, para evitar el desperdicio, están considerando generar un compost 
y/o encontrar la forma de deshidratar la verdura para sopas.

Políticas vinculadas a la producción y comercialización  
de la economía popular 

Desde el recambio de autoridades en 2019 la ciudad de Santa Fe viene desarro-
llando un importante avance en la institucionalización de la Economía Social 
Solidaria y Popular (ESSyp) ya que esta adquiere un rango de Secretaría bajo 
la denominación de Integración y Economía Social (SIES).31 

Cuando se decreta al ASPO desde esta dependencia se desarrolla uno de los 
dispositivos de mayor impacto y visibilidad durante 2020: el Mercado Santa-
fesino. Dicho programa consistió en el armado de canastas con alimentos no 
perecederos, verduras, carne vacuna y de cerdo y panadería en el que partici-
paban cooperativas y emprendimientos para su comercialización virtual. De 
acuerdo con el Director de Ferias Populares del Municipio, el programa surge 
como una medida de emergencia con el propósito de acompañar el ingreso 
económico de 10 unidades productivas paralizadas por el ASPO, que abarcaban 
a más de sesenta familias. 

Además, se procuró impulsar la producción agroecológica local, articulando 
con dos organizaciones de importante trayectoria en el cordón frutihortícola 
de la ciudad, la Unión de Trabajadores de la Tierra (UTT) y la «Verdecita». 

Los bolsones se ofrecían semanalmente y las personas interesadas podían 
realizar su pedido a través de las redes sociales, el teléfono, o Whatsapp. El 
municipio colaboraba con su propio personal en la logística de la recepción, el 
armado y la distribución, en conjunto con dos representantes de cada unidad 
productiva. Asimismo, se pusieron a disposición los vehículos para realizar 
el reparto durante los días viernes y sábados. El máximo de pedidos en una 
semana fue de 352 y su distribución en el territorio de la ciudad se concentró 
en el área de centralidad. 

Este programa de comercialización logró mantenerse durante los primeros 
nueve meses de la pandemia. Posteriormente, con la flexibilización de las 

31 	Durante la anterior gestión municipal la ESSyP tenía rango de dirección bajo la denomi-
nación de Economía Social. Fue creada en el año 2013 con el propósito de fortalecer las 
pequeñas unidades productivas desarrollando sus capacidades de inserción comercial, 
promoviendo el encadenamiento productivo solidario y generando capital social (Cuvertir-
no y Cherner, 2015).
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restricciones durante la fase DISPO, la cantidad de pedidos semanales dismi-
nuyó progresivamente hasta alcanzar el piso de 100 bolsones. En octubre de 
2020 el municipio decidió suspender la iniciativa tal como estaba planteada, 
con miras a fortalecerla institucionalmente a partir de una ordenanza que cree 
un ente autárquico del Mercado Santafesino, el desarrollo de una plataforma 
de comercialización virtual y la dotación de un espacio físico para promover 
un consumo justo y solidario. En el momento de redacción de este trabajo, 
el proceso aún está en marcha. 

La SIES produjo una importante reasignación de su presupuesto para otorgar 
asistencia alimentaria a los feriantes populares y sus familias, realizándose ocho 
operativos de entrega de 2000 bolsones. Estos no provenían de las unidades 
productivas que integran el Mercado Santafesino sino del propio erario muni-
cipal en articulación con la provincia. El entrevistado destaca de este modo: 

No hay un programa construido en términos provinciales para el sector de la eco-
nomía social, solidaria y popular. No lo hay, no existe. No es que yo creo que no 
existe, no existe en realidad. Así que la articulación con el gobierno provincial 
desde esta área fue específicamente la asistencia alimentaria. 

Además de esta asistencia alimentaria que se brindó de forma individual a 
los feriantes, se sumó la ayuda financiera instrumentada a partir de subsidios. 
Se otorgaron $ 70 000 a 5 asociaciones, las cuales decidían con autonomía 
cómo distribuir el dinero entre sus integrantes.

En la fase del DISPO se realizó la reapertura de las ferias barriales con proto-
colo. Para esto la SIES articuló directamente con la Secretaria de Control y 
Convivencia Ciudadana y la Dirección de Salud. El desarrollo y ampliación 
de las ventas encontró una fuerte restricción en el hecho de no poder usar 
la Tarjeta Alimentar debido a la falta de infraestructura adecuada por parte 
de la mayoría de los feriantes, en especial, por no tener posnet. Solo cuatro 
feriantes contaron con este dispositivo de cobro porque ya eran clientes del 
Banco Credicoop y este se los otorgaba de forma gratuita.32 

Las relaciones con los productores locales capaces de proveer productos 
frescos (frutas y verduras) a los comedores comunitarios cercanos quedó 
depositada en los contactos personales y los de la militancia. De hecho, la 
UTT en Santa Fe, que habían conformado una cooperativa, no logró proveer 
a las organizaciones debido a una ruptura interna en el movimiento. En rela-

32 	Entrevista al director de Ferias Populares del Municipio, mes de junio de 2021.
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ción con la provisión de carnes, se contactan con APYME SF pero también fue 
difícil sostener los acuerdos. 

Finalmente, un aspecto relevante para este estudio en torno a RIGs es la falta 
de articulación con los programas nacionales «Mercados de Cercanía» y «Plan 
federal de ferias», así como tampoco vinculaciones con otros municipios y 
comunas del área metropolitana de Santa Fe.33

Reflexiones finales 

La prevención de los contagios durante la pandemia COVID19 muestra como 
principal tendencia que la gestión sanitaria provincial no desplegó ninguna 
estrategia autónoma de la nacional. El gobierno provincial refuerza la tradi-
cional matriz hospitalocéntrica del sistema en la medida que se concentró en 
la ampliación de la capacidad instalada de los hospitales de alta complejidad 
sin asignar un rol definido a la atención primaria de la salud. Por su parte, el 
gobierno de la ciudad, al carecer de una estructura sanitaria propia, no logró 
incidir sobre la estrategia provincial y su intervención fue de carácter subsi-
diario ante el colapso de los dispositivos provinciales durante el pico de la 
crisis y en gran medida, limitándose a coordinar la asistencia social a grupos 
de riesgo con voluntarios y organizaciones sociales.

El caso estudiado nos acerca a un escenario de coordinación jerárquica 
vertical. Es así, que más allá de algunos dispositivos municipales, como la 
estrategia local de comunicación o el programa municipal de voluntariado, 
alentado por su posición de cercanía y proximidad, las principales acciones 
«bajaron» a partir de una regulación dura y con una impronta centralizadora 
en el proceso de la hechura de las políticas. Dicho escenario de coordina-
ción, fue puesto en cuestión especialmente desde el gobierno municipal al no 
permitir tener en cuenta las singularidades territoriales. No obstante, debido 
a las débiles capacidades institucionales en un contexto complejo e incierto, 
fueron las relaciones jerárquicas las que primaron en la ciudad. Por otro lado, 
las instancias formales e institucionalizadas que se intentaron conformar como 
los «comités», tuvieron una corta vida al comienzo de la pandemia, decre-
ciendo su protagonismo y capacidad de decisión y coordinación a medida 
que fue pasando el tiempo. 

En definitiva, el caso considerado da cuenta de una implementación carac-
terizada por una configuración híbrida de dispositivos en la que prevalece la 

33 	Ver los capítulos 4 y 5 del Tomo 1 de esta obra. 
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impronta de las políticas nacionales, pero, a la vez, signada también por una 
convergencia de iniciativas públicas que devela tensiones, conflictos y diferen-
cias en las estrategias sobre cómo afrontar las consecuencias de la pandemia. 

En materia alimentaria, este estudio centrado en ciudad capital de Santa 
Fe, ha dejado en evidencia cómo en paralelo al lanzamiento de ambiciosos 
programas alimentarios nacionales como el PACH, que en sus objetivos 
pretenden alcanzar seguridad y soberanía alimentaria, se concentran en los 
hechos en la implementación de una transferencia no condicionada (tarjeta 
alimentar) pero no contemplan articulaciones con las transferencias subnacio-
nales (la TUC y TIA, en este caso) y con el resto de las políticas alimentarias y de 
acceso a servicios urbanos y sociales básicos. De este modo, los sectores vulne-
rables continúan vinculados a mecanismos de asistencia alimentaria de emer-
gencia, sostenidos con recursos exiguos e insuficientes para adquirir alimentos 
nutricionalmente adecuados para un grupo familiar y en el trabajo voluntario 
o remunerado informalmente a través de programas como el Potenciar Trabajo. 

En efecto, las graves deficiencias nutricionales que sufren los sectores más 
vulnerables de la población, que redundan en serios riesgos a la salud, tienen 
que ver no solo con cuestiones de acceso (recursos para adquirirlos) o de 
aceptabilidad cultural, sino que se vinculan a las problemáticas estructurales 
de larga data. La falta de infraestructura adecuada para preparar y conservar 
alimentos, el acceso al agua y energía para lavarlos y cocinarlos, son constantes 
que se replican tanto en los comedores y merenderos comunitarios como a 
nivel individual. En síntesis, las deficiencias nutricionales ponen de relieve la 
interdependencia de los derechos humanos a la alimentación adecuada, a la 
vivienda, al agua y a los servicios públicos básicos.

En este contexto complejo, por su anclaje territorial y proximidad con las 
personas asistidas, las organizaciones sociales de la ciudad funcionaron como 
espacios críticos para la reproducción de la vida, gestionando recursos públicos 
en combinación con voluntariado y donaciones de particulares. Con todo ello, 
procuraron cubrir necesidades básicas tales como el apoyo a la escolarización 
(virtualizada en pandemia), la atención a las situaciones de violencia, y gestión 
de trámites en ANSES y otras instancias administrativas virtuales. En suma, la 
situación estructural e histórica de comunitarización de los cuidados para los 
sectores más vulnerables ha sido reforzada durante la pandemia de COVID19 
dejando algunos aprendizajes para esta investigación. 

En términos de Oszlak y Orellana (2001) tres serían los déficits de capacidad 
institucional en relación con la asistencia alimentaria en comedores comuni-
tarios. En primer lugar, déficits en la capacidad financiera y física de las agen-
cias ejecutoras nacionales y provinciales que no pueden ser subsanados con 
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mayores dotaciones de recursos financieros, debido a que encuentran un límite 
en la infraestructura y acceso a servicios básicos de las personas que reciben la 
asistencia. En segundo término, déficits relacionados con la estructura orga-
nizacional interna vinculada al bajo nivel de articulación horizontal inter-
ministerial (por ejemplo, del área de Desarrollo Social con el área de Educa-
ción, a cargo de comedores escolares, áreas de Trabajo o Agroindustria) como 
vertical (entre niveles nacional, provincial y municipal). Y, en tercer lugar, 
déficits relacionados con relaciones interinstitucionales muy débiles, debido al 
desconocimiento de la existencia del RENACOM, la deficiencia en los registros 
provinciales de espacios de alimentación comunitaria, y en general la falta de 
articulación entre niveles de gobierno y las organizaciones sociales e institu-
ciones. Todo lo cual genera, en algunos casos, superposición de recursos, a la 
vez que escasez en otros. 

Finalmente, en materia de ESSyp, se destaca la iniciativa del Mercado Santa-
fesino con innovaciones en materia de articulación con feriantes y produc-
tores frutihortícolas del cordón de la ciudad y plataforma de comercialización 
virtual, que aún exhibiendo un alto grado de dependencia a las autoridades 
municipales mostró un camino a profundizar en materia de institucionaliza-
ción y sostenibilidad del mundo cooperativo popular.
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Capítulo 8.
Políticas para mitigar los efectos de la crisis  
por el COVID19 en Posadas, Misiones.  
Un análisis de la cuestión alimentaria

Myriam Barone y Walter Brites  

Introducción

Este artículo analiza el desarrollo de las políticas de asistencia alimentaria desti-
nadas a los sectores populares del área conurbana de la ciudad de Posadas, 
Misiones, durante las medidas de confinamiento del año 2020. Avanza 
también, desde un punto de vista exploratorio y descriptivo, sobre algunos 
efectos producidos por las mismas en las estrategias reproductivas de los 
hogares, así como en las prácticas cotidianas, realizadas por los pobladores 
para afrontar las situaciones de incertidumbre, producidas en el marco de la 
pandemia del COVID19.

En términos generales, podemos plantear que las acciones de confina-
miento implicaron que los programas de asistencia alimentaria, aumentaron 
cuantitativamente las raciones destinadas a los beneficiarios, los recursos y las 
modalidades, con vistas a paliar la situación específica. Por el contrario, las 
indagaciones realizadas con los responsables de los programas —en el marco 
de estas políticas—, no detectaron cambios cualitativos, como podrían ser: 
la incorporación de mayor diversidad en los componentes de la dieta (utili-
zación de mayor proporción de verduras y/o comidas solo en base a estas; 
tampoco utilización de frutas de la zona, entre otras), involucramiento en la 
gestión y/o implementación por parte de la población beneficiaria (consulta 
acerca del nivel de satisfacción de los comensales, alimentación específica para 
ciertas patologías (mal nutrición), entre otros. Los argumentos en ese sentido, 
siempre apuntan a las limitaciones sorteadas como funcionarios del estado 
en ese contexto de pandemia, afirmando que el único objetivo era garantizar 
«algún tipo de alimentación diaria». 

En el ámbito geográfico bajo estudio, las políticas alimentarias fueron acom-
pañadas de políticas de control desde diversas instituciones: sanitarias, orga-
nismos de seguridad (Policía Provincial, Gendarmería Nacional, Prefectura 
Nacional), organismos de fiscalización del transporte público, etc. Las acciones 
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producidas para garantizar el aislamiento de la población, reforzó los meca-
nismos de segregación socioespacial, acentuando las desigualdades urbanas. 

Revisando el contexto de implementación de las acciones que garantizaban 
la alimentación a esta población, es necesario tener en cuenta que los gobiernos 
locales redefinieron las políticas nacionales de atención de la pandemia COVID19 
de acuerdo a las situaciones y necesidades particulares, de modo que el contexto 
de pandemia y sus efectos sobre el territorio condicionó (de alguna manera) la 
formación de una agenda de políticas territoriales, a veces aggiornada o no a lo 
establecido por el Estado nacional. Las otras cuestiones a tener en cuenta son: 
la evolución en el tiempo de la pandemia, las necesidades sentidas de la pobla-
ción, las demandas y reclamos, los intereses económicos y políticos sectoriales, 
los conflictos etc., que sin lugar a dudas reconfiguraron las prioridades en la 
construcción de agendas en las políticas territoriales de formas diversas. A ello 
se le suma, la condición de Posadas, como el paso fronterizo más utilizado con 
Paraguay (unida a través del Puente Roque González de Santa Cruz) sobre todo 
con actividades comerciales ligadas a la compra de productos alimenticios, vesti-
menta, etc., lo que añadió una serie de cuestiones diferenciales.

Interfaces Estado–Sociedad: políticas sociales en pandemia

La presencia, persistencia y duración de la informalidad en diversos sectores 
de la economía provincial1 (tanto legal como ilegal), propician rasgos de 
dependencia en la población. Los empleos precarios, inestables y con remu-
neraciones insuficientes para cubrir necesidades básicas, requieren necesaria-
mente de la implementación de políticas sociales, que intenten revertir algunas 
de las consecuencias estructurales, agudizadas continuamente por las distintas 
coyunturas de crisis (2001, 2018, 2020, etc.). 

Tal como lo plantean para el escenario argentino Burkun y Vitelli (2005) y 
estableciendo una analogía de relaciones, podemos explicitar también que en 
el Estado provincial existe una sociedad fragmentada en diversas economías, 
la más perjudicada, sin lugar a dudas, es aquella integrada por los grupos de 
desocupados perceptores de mínimos asistenciales, jubilados, pensionados, y 
trabajadores de bajos ingresos y no calificados, donde el Estado sostiene un 
consumo básico (área de la economía social). 

1 	 Recordamos que Misiones se encuentra entre las provincias argentinas del NEA que poseen 
una alta tasa de pobreza, embarazo adolescente, etc. y que las políticas sociales implemen-
tadas en su territorio en su gran mayoría responden a lo establecido a nivel nacional.



287

Desde el año 2003, las distintas políticas sociales fueron organizadas de manera 
centralizada —a nivel país— e implementadas en las distintos estados provin-
ciales, en base a tres ejes centrales: seguridad alimentaria, desarrollo local y 
economía social, ambas administrados por el Ministerio de Desarrollo Social, 
y la Asignación Universal por Hijo para Protección Social (2009) administrado 
por la Administración Nacional de Seguridad Social (ANSES) que se enmarca en 
la lógica de las prestaciones típicas de la seguridad social, pero en este caso desti-
nadas a trabajadores informales (Krmpotic, 2011). Ello, a primera vista, plantea 
una escasa capacidad de autonomía para introducir cambios o adecuaciones 
relacionadas con el contexto en el cual se desarrollan las mismas. No obstante, 
Misiones, implementó una serie de acciones para garantizar la alimentación, 
tomando como base a estas políticas centralizadas, pero estableciendo una serie 
de características distintivas. En ese sentido, estamos en condiciones de plantear 
que la implementación de las políticas, desatan un proceso de intercambio y 
redefinición en el que se ajustan las necesidades y expectativas de la población, 
en articulación con las intenciones de los poderes gubernamentales encargados 
de las políticas. De modo que, las denominadas lógicas de arriba hacia abajo y 
de abajo hacia arriba tienen la potencialidad de desatar sinergias incrementales 
que hacen evolucionar a las mismas. Aguilar Villanueva (1996a) expresa que se 
requiere tener en cuenta «no solo lo que el gobierno dice y quiere hacer. También 
lo que realmente hace y logra, por sí mismo o en interacción con actores polí-
ticos y sociales, más allá de sus intenciones» (p. 25). De este modo, la política 
es un curso de acción (Anderson, 1984) y debe ser vista de modo procesual, en 
movimiento e interacción dinámica con la población. 

Consideramos que las nociones de interfaz social y agencia (Long, 2007) son 
cruciales para entender las relaciones establecidas a partir de estas políticas, 
entre el sector gubernamental y el social. Las interfaces típicamente ocurren 
en donde se cruzan diferentes, y a menudo conflictivos, mundos de vida o 
campos sociales. Es decir, en situaciones o arenas en las cuales las interacciones 
giran en torno a problemas de puntos de vistas sociales, evaluativos y cognos-
citivos. Por ello la noción de «interfaz» como punto de entrada, puede abordar 
el rol de las políticas en el proceso de reconfiguración de los significados y de 
las relaciones que se dan en el contexto de los encuentros e intercambios que 
acontecen entre los actores que forman parte de una interfaz (Long, 2015; p. 
90). En este sentido, el concepto de interfaz socioestatal constituye una pers-
pectiva analítica que contribuye a dar cuenta de la creciente complejidad que 
adquieren las relaciones sociedad civil–estado (Hevia y Isunza Vera, 2010).
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El abordaje de la interfaz posibilita conocer las prácticas, los discursos 
y los mecanismos indirectos que se articulan entre diferentes individuos y 
organizaciones con los proyectos políticos de diversos actores tanto dentro 
como fuera del ámbito estatal (ver figura 1). En opinión de Long (2015), la 
noción de interfaz puede caracterizarse en función de diferentes elementos: 
1. como una entidad organizada compuesta por relaciones e intencionali-
dades entrelazadas; 2. como un espacio de conflicto, incompatibilidad y 
negociación; 3. como un espacio de enfrentamiento entre diferentes para-
digmas culturales; 4. donde los procesos de conocimiento son centrales; 
5. donde el poder es el resultado de luchas de sentido y de relaciones y 
acciones estratégicas, 6. como un espacio compuesto por múltiples discursos.  
 

                                           
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Figura 1. Más allá de las relaciones intergubernamentales: la interfaz socio–estatal 

Fuente: Elaboración propia
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En el contexto de COVID19, es oportuno señalar que: «.la política desde arriba 
requirió de actores secundarios, contingentes, pero que garantizaron aspectos 
que hacen a la integridad física y la afiliación, en la preocupación por los otros 
mediante un mínimo de interacción social y de control sobre el entorno» 
(Barone y Krmpotic, 2021:304). La complejidad del entorno social, polí-
tico, económico y administrativo, así como las variaciones entre las distintas 
arenas de poder, influyen en el comportamiento de los programas políticos y 
no siempre se obtienen los mismos resultados.

En el marco de esta perspectiva sobre la implementación es importante recu-
perar un «modelo transaccional», en el que corrientemente, la implementa-
ción es vista como evolución e interacción (Majone y Wildavsky, 1979)2 o, 
en el que la implementación es vista como un juego que involucra a distintos 
actores (Bardach, 1980).3 Ideas que recuperan algunas premisa del incremen-
talismo: las políticas no siempre se implementan tal como se planificaron. El 
incrementalismo se puede entender como «un modelo de toma de decisiones 
en el cual el cambio en la política es logrado a través de pequeños pasos incre-
mentales que permiten a los tomadores de decisiones ajustar las políticas a 
los aprendizajes de los éxitos y fracasos» (Birkland, 2005, p.216; citado por 
Rebeco y Pavez, 2014).

Una política no sería entonces, la simple decisión deliberada de los actores 
gubernamentales como la gran decisión en la cúspide del Estado. «Hay que 
incorporar las muchas y diversas decisiones de todos los actores participantes, 
gubernamentales y extragubernamentales, que en sus diversas interacciones 
han preparado y condicionado la decisión central, le dan forma y la llevan 
después a la práctica, haciéndola y rehaciéndola, con el resultado muy probable 
que los resultados finales no se asemejen a las intenciones y planes originales» 
(Aguilar Villanueva, 1996b:25). 

2 	 El modelo de interacción de la implementación contiene interesantes implicaciones evo-
lutivas. Los resultados no son predecibles, se mantiene un elemento de sorpresa y es 
probable que las consecuencias sean distintas de las que pretendía cualquier participante 
individual. Así el hecho de explicar el fracaso de unas políticas por la calidad de la idea de 
las políticas parece que funciona muy bien como el de explicarlo por las fuerzas sociales 
que captan y corrompen el proceso de implementación (Majone y Wildavsky, 1979:269).

3 	 Por juego (s), entonces hay que entender aquí las estrategias y técnicas de interacción 
la interacción estratégica, por medio de las cuales entran en relación recíprocas acto-
res independientes, poseedores de diversos recursos que el programa o la política con-
templa como componentes necesarios para la producción del evento deseado (Bardach, 
1977:58). Se trata, por consiguiente, de las relaciones que determinan de hecho la orien-
tación; la eficacia, y el alcance de una política. 
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Ahora bien, nuestro interés radica en considerar cómo se conjugaron estas 
cuestiones con las políticas alimentarias, entendiendo que las mismas fueron 
diseñadas en el contexto de la crisis económica del año 2019 e implementadas 
durante la pandemia del COVID19, que también generó otra crisis o agravó la 
existente. Recordemos que los sistemas de protección laboral, cubrieron funda-
mentalmente a los/las trabajadores/as asalariados/as formales (ATP4), dejando 
en una situación de desprotección a un gran porcentaje de las personas traba-
jadoras, particularmente a quienes trabajan en la informalidad y por cuenta 
propia. Para este segundo grupo, el Gobierno Nacional implementó el IFE.5 

Las medidas sanitarias adoptadas como respuesta al Coronavirus (cierre de 
fronteras, restricciones al movimiento de personas y mercancías, medidas de 
aislamiento, entre otras), provocó interrupciones en estas políticas, limitando 
el acceso de las personas a fuentes de alimentos suficientes, diversas y nutri-
tivas. Una situación que también generó necesidades sentidas entre diferentes 
grupos sociales, así como reclamos y demandas aún en contexto de crisis.

Pandemia y confinamiento en Posadas: efectos diferenciales

El aglomerado urbano más importante de la Provincia de Misiones, lo cons-
tituye el Gran Posadas (383 418 habitantes), conformado por la ciudad de 
Posadas y la extensión de su mancha urbana hasta el municipio de Garupá 
(78 197 habitantes). El crecimiento demográfico y residencial de las últimas 
décadas, desató un proceso de conurbación, mediante la habilitación de 
nuevos barrios de viviendas sociales, ampliación de infraestructuras, servicios 
urbanos y la emergencia de nuevos barrios populares y/o asentamientos, en 
el eje suroeste de la ciudad.

Como es ampliamente conocido, la pandemia afectó diferencialmente a las 
ocupaciones laborales y a los ingresos de las familias. Mientras los trabajadores 
en relación de dependencia (generalmente sectores medios–bajos) contaron 
con diferentes mecanismos de protección, como un ingreso mensual estable, 
o el trabajo en ocupaciones que pudieron realizarse de manera remota; los 
sectores en situación de pobreza o de bajos ingresos, padecieron efectos más 
devastadores o desproporcionados, como la interrupción casi total de los 
trabajos temporarios o a destajo (changas), inseguridad alimentaria, preva-
lencia de estrés y otras enfermedades.

4 	 Programa de Asistencia de Emergencia al Trabajo y la Producción.
5 	 El Ingreso Familiar de Emergencia se entregó a trabajadores informales y monotributistas 

de las primeras categorías durante la emergencia por COVID.
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Por otro lado, a diferencia de otras regiones del país, Misiones se encuentra 
en una región que limita con Paraguay y Brasil, siendo el 90 % de sus fronteras 
internacionales. El cierre total y estricto de las fronteras, sumado a los rigu-
rosos controles en el límite con la provincia de Corrientes incidió en las cifras 
relativamente bajas de contagios por COVID, en relación con otras provincias 
de la Argentina. Como referencia hacia finales de 2020 Misiones no superaba 
los 60 casos diarios.

Las restricciones de circulación establecida en el marco del DNU, el Aisla-
miento Social Preventivo y Obligatorio (ASPO), afectó las rutinas relacionadas 
con las movilidades y desplazamiento en la ciudad y su área conurbana. La 
imposibilidad de libre circulación fue quizás la cuestión sentida como más 
adversa por la población, más allá del cierre de escuelas e instituciones educa-
tivas, cierre parcial de organismos gubernamentales, reducción del horario de 
atención al público en comercios, disminución del transporte público, cierre 
de espacios públicos, etc.

Durante el primer mes de pandemia, la ciudad estuvo preparada para un 
escenario probablemente adverso: presencia de personal de seguridad en las 
calles (especialmente policía provincial y gendarmería), despliegue de vehículos 
de gran porte, operativos policiales de control de documentos, circulación de 
personas restringidas solamente para aquellas que desarrollaran actividades 
esenciales, montaje de hospitales de campaña en instalaciones deportivas, etc. 
Un escenario que reforzó la idea propiciada por las autoridades nacionales y 
provinciales, a través del grupo de «expertos» científicos y epidemiólogos, de 
«quedarse en casa». Como efecto urbano, esta situación seccionó a la ciudad 
durante los primeros tres meses de restricciones, la idea de movilizarse «en 
cercanías» y sin posibilidades de uso del transporte público, potenció los 
procesos de segregación socioespacial.

El cierre del principal paso fronterizo, el puente internacional, Posadas–
Encarnación afectó principalmente el intercambio comercial entre ambas 
ciudades. Ello benefició al sector comercial de Posadas, que experimentó 
un acelerado incremento en las ventas, entre enero y noviembre de 2020, 
los comerciantes aseguran que las mismas crecieron un 50 % en compara-
ción con 2019.6 Recordamos que aproximadamente 28 000 personas de esta 
ciudad cruzaban a diario a Encarnación, principalmente para hacer compras 
en diversos rubros (alimentación, textiles, bazar, ferretería, pinturas, etc.). 
Aunque esta situación también afectó a las familias de Posadas que veían 

6 	 https://www.lanacion.com.ar/politica/pandemia–provincia–mas–se–beneficio–cierre–fron-
teras–nid2557074/
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incrementados su poder adquisitivo, mediante la compra de productos que, 
en Posadas, poseen un costo más elevado.

La inhabilitación del Puente Internacional, fue el hecho político, social y 
económico más importante, tanto para posadeños como encarnacenos, divi-
diendo a la opinión pública local. Para dimensionar, hacia el año 2017 el 
Tráfico Vecinal Fronterizo por el puente ascendía a 7 093 882 movimientos 
migratorios anuales entre Posadas y Encarnación (Brites, 2018). A pesar de los 
múltiples reclamos de la población de las dos ciudades, desde las autoridades 
gubernamentales, tanto a nivel nacional, provincial y local de la Argentina, 
alegaron que la prevención de los contagios y la protección de la infraestruc-
tura del sistema sanitario de Posadas, exigía esa determinación. El puente 
estuvo cerrado por 500 días, situación inédita desde su inauguración en el 
año 1990 y su reapertura está condicionada hoy por un cupo de pase diario 
de 890 personas.

Políticas alimentarias en sectores populares

En un contexto de prepandemia, Posadas estuvo bajo los términos de la ley 
provincial de Emergencia Alimentaria (ley XIX, 73) promulgada con fecha 12 
de septiembre de 2019, por un lapso de veinticuatro meses.7 A nivel nacional 
la promulgación de un marco normativo similar, garantizaba la transferencia 
de fondos necesarios para implementar la misma. Esta ley establecía políticas 
y estrategias con el objetivo de garantizar, con carácter de urgente, el derecho 
a la alimentación, la seguridad alimentaria y nutricional de la población en 
situación de vulnerabilidad. Recordamos que el contexto en el cual fue tratada 
y aprobada, lo constituía la compleja situación (inicio de la presidencia del Dr. 
Fernández) que ubicaba a la población en un pico intolerable de indigencia y 
pobreza, quienes no contaban siquiera con ingresos suficientes para acceder a 
los bienes y servicios necesarios para llevar una vida digna. 

En el aglomerado Gran Posadas, durante el primer semestre (2019) el Insti-
tuto Provincial de Estadísticas y Censos (IPEC, 2020) publicó que el 27,1 % de 
los hogares eran pobres (32 337), la pobreza alcanzaba al 38,1 % de las personas 
(141 233), mientras un 3,9 % de hogares eran indigentes (4644), llegando así 
a un 5,1 % de personas (4644) en situación de indigencia. Si bien las cifras 

7 	 En la primera sesión presencial de 2021 la legislatura provincial prorrogo hasta el 12 de 
septiembre de 2023 la vigencia de la Ley de Emergencia Alimentaria, que fuera sancio-
nada en 2019.
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nacionales eran más significativas, éstas eran alarmantes en un contexto de 
falta de empleo, devaluación y crisis económica acuciante.

En el marco de la mencionada ley provincial se implementó el Programa 
Provincial de Seguridad Alimentaria y Nutricional, en el ámbito del Ministerio 
de Desarrollo Social, la Mujer y la Juventud, del Ministerio de Salud Pública 
y de la Secretaría de Estado de Agricultura Familiar. El principal insumo utili-
zado fue el relevamiento de prestación social y nutricional en efectuado en 
el marco de la Vice Gobernación (Consejo Multilateral de Políticas Sociales) 
en el Gran Posadas. El mismo fue desarrollado por profesionales de esa área, 
del CONUPROMI (Colegio de Nutricionistas de la Provincia de Misiones) y 
COPROSSMI (Colegio de Trabajadores Sociales de la Provincia de Misiones). 

Las modalidades relevadas fueron comedores y merenderos que ofrecían 
este servicio a partir de asistencias alimentarias varias: comida ya elaborada, a 
partir de la cocina centralizada, o insumos (víveres secos por lo general, leche 
en polvo, etc.) que las distintas organizaciones sociales responsables elaboraban 
o distribuían de acuerdo con sus posibilidades (contar con fogón, espacio, 
etc.). Durante ese período, la población ya contaba con acceso a la Tarjeta 
Alimentar y el programa Hambre Cero (este último programa provincial de 
recuperación nutricional) con los cuales se articulaban acciones. 

En el marco del relevamiento, se detectaron en funcionamiento 74 espacios 
alimentarios, 44 gestionadas por comisiones barriales, 30 por organizaciones 
sociales. A partir de esa información y frente al difícil panorama social, el 
gobierno provincial amplió la cobertura, mediante el aumento de la cantidad 
de raciones (cocina centralizada) aumentó el volumen en la compra de víveres 
e inauguró un ticket para verduras y frutas frescas, por un monto de $ 400 para 
los poseedores de tarjeta, a ser utilizadas en las Ferias Francas8 de la ciudad. El 
mismo fue implementado por el electo vicegobernador Dr. Carlos Arce,9 el 
24 de octubre de ese mismo año, indicando que estas acciones eran producto 
de la implementación de la ley mencionada anteriormente (misionesonline, 
2019). Además, se confirmó la ampliación del listado de beneficiarios de las 
Tarjetas Alimentar.

En síntesis, el marco de complejidad explicitado en párrafos anteriores y a 
meses de iniciadas las primeras acciones producidas en el marco de la ley de 

8 	 Ferias francas: conjunto de puestos móviles o fijos que funcionan en espacios públicos 
o privados cedidos por la Provincia, Municipios y/o particulares en Misiones, destinados 
exclusivamente a la venta minorista de productos alimenticios, frutihortícolas, de granja, 
panificados, regionales y productos elaborados por pequeños productores familiares.

9 	 Este se encontraba electo como vicegobernador pero recién asumió en el cargo el 10 de 
diciembre de 2019.
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emergencia, se dictó el Decreto Nacional 297/20, de emergencia epidemio-
lógica y sanitaria, que dispuso el aislamiento social, preventivo y obligatorio 
(ASPO). La provincia de Misiones y los municipios del Gran Posadas, adhi-
rieron en todos sus términos al mismo. Los primeros casos de COVID19 en la 
ciudad de Posadas fueron detectados el 27 de marzo de 2020. 

Si bien, las autoridades plantearon en todo momento, la decisión de no 
interrupción de las acciones alimentarias, lo cierto es que la paralización casi 
absoluta de todos los estamentos del estado provincial, municipal y por ende 
de los trabajadores considerados no esenciales (tanto públicos como privados), 
sumado a la paralización del sistema de transporte público, provocaron una 
pausa y demora en las acciones planificadas en relación con la alimentación. 
Los más perjudicados fueron los pobladores de los sectores populares urbanos 
(como el gran Posadas) quienes de forma abrupta vieron interrumpido sus 
ingresos monetarios (la mayoría trabajadores/as informales) permaneciendo en 
sus domicilios —salvo aquellos que contaban con precarios medios de movi-
lidad (bicicleta, motocicleta, etc.), y observando las dificultades en el abasteci-
miento en los espacios alimentarios (comedores, merenderos, entrega víveres, 
etc.)—. Las ferias francas, lugar en el cual se proveen de alimentos frescos a 
bajo costo, también dejaron de funcionar.

El deterioro de las condiciones de vida de la población, a partir de las cues-
tiones económicos y sociales anteriores–posteriores al momento más crudo de 
la pandemia, fueron retratado en los datos del IPEC. Para el último trimestre 
de 2020, la pobreza e indigencia multicausal alcanzó al 33,6 % y 14,8 % de 
los hogares del aglomerado Gran Posadas, respectivamente. Esto significó un 
incremento de la pobreza de 2,8 puntos porcentuales.

La decisión política frente a este contexto, fue la de proseguir en forma 
urgente con las acciones alimentarias, retornando las mismas a fines de marzo 
de 2020, especialmente la cocina centralizada y la distribución de víveres. En 
síntesis, al sistema de protección alimentaria, producto de la crisis económica, 
se le solapo la crisis sanitaria producida por el COVID19, agravando las dispari-
dades sociales y de carencias estructurales (Kessler, et al., 2020).

En el marco de ese contexto, interesa revisar en los próximos ítems, algunas 
de las características más relevantes de las diferentes acciones alimentarias.
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El sistema de cocina centralizada

La cocina centralizada es una modalidad que se implementó en Posadas por 
primera vez en mayo de 2005, fue evolucionando a través del tiempo y en 
las diferentes gestiones, de modo que se puede plantear la existencia de una 
capacidad instalada. Durante los primeros meses de tránsito de la pandemia 
y el aislamiento social, se produjo un incremento de espacios alimentarios, 
contabilizándose un total de 134 comedores en el gran Posadas, un aumento 
cercano al 50 %. De esta forma se intentó garantizar el alimento en los sectores 
más vulnerables, aumentando la cantidad de raciones para llegar a mayor 
cantidad de población en distintos puntos de la ciudad, sobre todo a los 
adultos mayores y niños.

De acuerdo a información suministrada por el Ministerio de Desarrollo 
Social, la Mujer y la Juventud, hacia el mes de mayo de 2020 un total de 134 
comedores comunitarios recibían 325 800 porciones de comida por mes a 
través de las tres cocinas centralizadas que posee el Ministerio. En Posadas, 
las cocinas funcionan a diario en los barrios Santa Rita, Itaembé Miní y 
Mercado Central, lugares desde donde se trasladan las ollas a otros barrios y 
asentamientos de la ciudad.10 De acuerdo al protocolo, en los comedores la 
modalidad era retirar las porciones a modo de vianda para compartir en sus 
hogares. Las 325 800 porciones mensuales se distribuían de la siguiente forma: 
en los 33 comedores de Emergencia Alimentaria se llevan 59 400 por mes (11 
880 raciones por semana). Otras 139 500 raciones van a los 54 comedores de 
Seguridad Alimentaria (27 900 por semana) y 126 900 raciones se distribuían 
en otros 47 comedores (25 380 por semana) (MDSMyj, 2020).

De manera paralela a las acciones implementadas por el Ministerio de Desa-
rrollo Social provincial, la Municipalidad de Posadas también ha implemen-
tado el sistema de Cocina Centralizada Municipal ubicada en la Chacra 32–33. 
Desde la cocina se y distribuye alimentos a distintos comedores y merenderos 
ubicados en los barrios: barrios de A4, Santa Rosa, La Tablada, Los Lapachitos, 
Barrio Aeroclub, San Isidro, San Marcos, San Onofre, Chacra 246, y Chacra 
146. La mayor parte de ellos son asentamientos informales, y la asistencia 
alimentaria se complementa con acompañamiento y contención por parte 
de la Coordinación de Control y Gestión municipal y también se articulan 
tareas con la Coordinación de Tierra y Hábitat Municipal.

10 	Las ollas con la comida son entregadas los lunes, miércoles y viernes o los martes y jue-
ves, dependiendo del establecimiento.
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Figura 2. Evolución de la asistencia alimentaria en el proceso de Pandemia COVID19 
años 2019/2020

Fuente: Elaboración propia.

El programa Hambre Cero

Desde hace más de 10 años, el Programa de Recuperación Nutricional Hambre 
Cero, de Emergencia Alimentaria, que depende del Ministerio de Desarrollo 
Social, la Mujer y la Juventud, a través de la Subsecretaría de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales, detecta la población objeto a partir del trabajo 
de los promotores territoriales. Estos realizan el seguimiento de los beneficia-
rios. El programa está destinado a niños, niñas y adolescentes de 0 a 18 años, 
discapacitados todas las edades y adultos mayores de 60 años en estado de 
desnutrición. 

El programa fue relanzado a principios de 2020, contaba con 5947 beneficia-
rios empadronados. Tras una tarea conjunta de la subsecretaría con los muni-
cipios de toda la provincia, el Ministerio de Salud y organizaciones sociales 
se logró actualizar el padrón. Actualmente cuenta con un total de 7029 bene-
ficiarios inscriptos.

Las familias beneficiarias, mes a mes reciben 2 kilos de leche en polvo 
fortificada, tickets de Ferias Francas por medio del Programa de Emergencia 
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Alimentaria por un monto de $ 400 y la Tarjetas Social Alimentaria por $ 
650. Con las tarjetas las familias pueden comprar alimentos en los comercios 
y con el ticket productos misioneros en las ferias francas. En opinión de un 
funcionario: «se busca que la alimentación sea integral e incluya leche, frutas, 
verduras y carnes».

El programa asiste a más de 1000 familias solo en la ciudad de Posadas.11 
Desde el comienzo del aislamiento social y obligatorio, el equipo de Recupe-
ración Nutricional Hambre Cero y los nutricionistas del ministerio han visi-
tado a las familias para conocer la situación en la que se encontraban cada 
una y detectar que aspectos que debieron ser reforzados. 

Durante el último año, el programa Hambre Cero reestructuró la moda-
lidad de atención mediante la entrega de módulos alimentarios, en operativos 
por zonas de la ciudad (delegaciones de Itaembé Miní, Miguel Lanús, Chacra 
32–33, Villa Urquiza, Las Dolores, Villa Cabello y Santa Rita), garantizando 
la entrega de leche, carne y verduras para las familias/tutores. Por otro lado, 
se avanzó en el seguimiento escolar de niños/as.

La Tarjeta Alimentar

A inicios de 2020, y al igual que en el resto del país comenzó en Misiones la 
distribución de las Tarjeta Alimentar, como marco del Plan Argentina contra 
el Hambre, con el objetivo de mejorar los ingresos de las familias en situación 
de vulnerabilidad y facilitarles la compra de alimentos de la canasta básica. 
El programa estuvo destinado a quienes tengan hijos de hasta seis años que 
recibían Asignación Universal por Hijo (AUH), embarazas a partir de los tres 
meses que cobran la asignación por embarazo y personas con discapacidad que 
reciben la AUH. El beneficio fue de $ 4000 pesos para las familias que tengan un 
hijo, y de hasta $ 6000 pesos para quienes tengan dos o más menores a cargo.

En el Gran Posadas durante el primer año de pandemia han sido aproxi-
madamente 29 000 las familias beneficiarias de las tarjetas Alimentar.12 Para 
algunos beneficiarios entrevistados, las asistencia por medio de las tarjetas han 
sido un complemento de ayuda para la compra de productos alimentarios 
básicos y muchas familias han sumado tal ingreso a los provenientes de otras 
ayudas sociales. Así en la opinión de una entrevistada. «En mi casa somos 6, 

11 	Sobre un padrón de 7160 beneficiarios en toda la provincia.
12 	Sobre un universo de 91 367 familias asistidas en toda la provincia con este instrumento 

(una cobertura poblacional de 162 657 destinatarios).
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no es mucho pero suma, se puede comprar mercaderías para ir tirando en el 
mes» (entrevista).

Transcurrido un año de pandemia, el gobierno nacional reestructuró el 
Plan de las Tarjetas Alimentar, ampliando tanto el poder de compra de ese 
instrumento, como la población objetivo, por lo que se incorporó a las fami-
lias con hijos de hasta 14 años inclusive. Además, del monto en $ 6000 para 
quienes tienen un hijo, se incrementó a $ 12 000 para quienes tengan dos o 
más hijos, y se extendió el beneficio de $ 12 000 mensuales para las madres 
que tengan siete o más hijos que perciban una Pensión No Contributiva. Para 
el Ministro de Desarrollo Social, la Tarjeta Alimentar: «Es una política que 
apunta a garantizar la seguridad alimentaria de la primera infancia, mejorar 
la calidad nutricional e impulsar la compra en comercios locales» (Entrevista, 
Daniel Arroyo en misionesonline.net).

Programa IFE

Las medidas de aislamiento implementadas para mitigar la propagación del 
COVID19 afectaron las posibilidades de la economía de generar ingresos. Si bien 
estas restricciones de desplazamiento eran para toda la población en general, 
existió un amplio sector de la misma para el cual fue imposible generar los 
únicos (o gran parte) de sus ingresos. El 23 de marzo, a través del Decreto 
310/2020, se creó una prestación denominada Ingreso Familiar de Emer-
gencia (IFE), liquidado a través de la Administración Nacional de la Seguridad 
Social (ANSES), destinada a aquellos sectores más vulnerables de la población. 
El mismo fue abonado por primera vez entre abril y mayo, por segunda vez 
entre el mes de junio y julio de 2020.

El mismo consistía en una prestación monetaria no contributiva de carácter 
excepcional, destinada a compensar la pérdida o grave disminución de ingresos 
de personas afectadas por la situación de emergencia sanitaria declarada por el 
Decreto 260/2020. Esta medida tenía como objetivo a los hogares compuestos 
por trabajadoras/es informales, desocupados/as y monotributistas de las cate-
gorías más bajas, es decir, aquellos sectores de la población con mayor grado 
de vulnerabilidad en términos socioeconómicos. 

El monto de cada uno de los pagos del IFE ascendía $ 10 000 (59,3 % del 
Salario Mínimo Vital y Móvil), y podía cobrarlo un integrante del grupo fami-
liar que se encontrara bajo condiciones de exclusión o precariedad laboral y en 
condiciones de vulnerabilidad, comprendido en el grupo etario de 18 a 65 años.
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El IFE era compatible con la percepción de ingresos provenientes de la Asig-
nación Universal por Hijo o por Embarazo para Protección Social, de asig-
naciones familiares correspondiente al subsistema contributivo para personas 
inscriptas en el Régimen Simplificado para Pequeños Contribuyentes, de asig-
naciones familiares para los trabajadores y trabajadoras del Régimen Especial 
de Contrato de Trabajo para el Personal de Casas Particulares y del programa 
PROGRESAR.

Si bien, no contamos con datos para la ciudad de Posadas o el Gran Posadas, 
si podemos explicitar que la proporción de beneficios liquidados en relación 
con la población total a nivel país fue del 19,5 %; porcentaje de cobertura que 
aumenta considerablemente si contemplamos que la prestación es por hogar, es 
decir, cubre a más de una persona en promedio. En la provincia de Misiones, 
estos beneficios fueron del 29,9 % (Anses, 2020). Escenario complejo, si consi-
deramos que sus causas no obedecen exclusivamente a la situación extraordi-
naria de la pandemia, sino que presenta rasgos estructurales. Cifras similares 
se observan al analizar beneficiarios/as IFE de población en edad de percibir 
la prestación (18 a 65 años inclusive). El promedio nacional es del 31,6 %, con 
guarismos más elevados en Misiones de 36,8 % (Ídem).

La pandemia desde la perspectiva de los sectores populares

La Pandemia de COVID19 generó impactos sociales y económicos en Posadas, 
pero con efectos diferenciales en los distintos sectores sociales. Como es de 
forma frecuente, las mismas muestran su mayor crudeza en los sectores popu-
lares de la población, especialmente en aquellas familias que viven en condi-
ciones de pobreza, donde prevalece el desempleo y/o están insertas en sectores 
de la economía informal o no registrada. Las medidas de confinamiento, una 
de las formas más utilizadas para disminuir los contagios, contribuyeron al 
incremento del número de pobres, profundizando las condiciones de vulne-
rabilidad social.

Durante los primeros meses de pandemia el impacto del confinamiento 
fue desigual para la población, según la situación de empleo y los niveles de 
ingresos. La crisis económica de arrastre de los últimos años (caída de los 
empleos, inflación, pérdida del poder adquisitivo, etc.), golpeó fuertemente la 
calidad de vida de los sectores populares, quiénes se encontraron con una crisis 
inesperada y multidimensional que afectó las fuentes de ingreso (el trabajo del 
día a día) y las estrategias de subsistencias.
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Esto agravó las situaciones de desigualdad y pobreza, tornándose más 
evidente entre aquellas familias de ingresos bajos, a pesar de las políticas y 
ayudas gubernamentales implementadas: Ingreso Familiar de Emergencia 
(IFE), Tarjeta Alimentar; Asistencia alimentaria en barrios populares, etc. Puede 
interpretarse a estas acciones como «medidas compensatorias» para afrontar 
el impacto de la caída de las actividades económicas, pues en el segundo 
trimestre de 2020 la incidencia de la pobreza multicausal y la indigencia 
multicausal en el Gran Posadas, escaló en su punto más alto (desde 2015), 
según se puede observar en la siguiente figura, publicado por el IPEC 2021.  

Figura 3. Evolución de la tasa de pobreza e indigencia multicausal. 

Fuente: IPEC, 2020

Sin embargo, claramente la coyuntura estaba directamente relacionada a la 
situación laboral del jefe/a del hogar y por lo tanto el efecto mitigador fue 
muy significativo en un contexto adverso e incierto. Si bien, el cobro del IFE 
se sustanció para muchos de estos, lo cierto es que su cobro se materializó casi 
60 días posteriores a la ASPO.
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En varias de las entrevistas realizadas, se observan situaciones similares, a 
las expresadas por una vecina del asentamiento Nestor Kirchner: a la situa-
ción social y económica compleja de los años anteriores, la pandemia sumó 
mayor incertidumbre a las difíciles condiciones de vida: «vino de golpe esto 
que supuestamente eran 15 días y después 15 días y después otros 15 días y 
así llegamos a fin de año con el tema de la cuarentena de no poder salir,  
… económicamente me afectó mucho no poder salir a trabajar» (Entrevista, 
asentamiento). Remarca en su discurso la idea de los tiempos laxos, que las 
disposiciones gubernamentales extendían regularmente cada 4 semanas, sin 
precisar una fecha de finalización del confinamiento.

Los pobladores de los barrios más alejados de la zona céntrica de la ciudad 
de Posadas, dependen exclusivamente de las posibilidades de movilidad que 
les otorga el transporte público de pasajeros (específicamente el sistema inte-
grado de colectivos). Sin la misma, debido a las restricciones impuestas a la 
movilidad (pues ella fue destinada solamente para los trabajadores esenciales), 
y sin contar con otros medios propios como bicicletas, ciclomotores, etc., 
vieron acentuados los efectos del confinamiento. Por lo tanto, un sin fin de 
actividades que permitían mejorar el acceso a bienes, como por ejemplo la 
compra de alimentos y artículos de limpieza, en los supermercados o mayo-
ristas, que cuentan con ofertas o mejores precios, no fue posible. Esto los obligó 
a comprar en las cercanías de sus hogares (pequeños comercios) los elementos 
de primera necesidad, a precios más elevados (demanda–oferta–especulación). 
Aunque se debe precisar que las posibilidades de ahorro, para efectuar compras 
de esta población eran muy escasas, pues las condiciones económicas de los 
años 2018/2019 afectaron sustantivamente sus ingresos. 

Sin embargo, no todo pudo resolverse en el entorno de proximidad, de esta 
manera lo explica otra vecina: 

Acá hay varios kioscos, kiosquito, digamos que venden así de todo ahí, no es un 
supermercado que vende carne verdura todo lo necesario todo lo básico (…), 
pero el consumo diario si acá en el barrio hay varios kioscos. (Entrevista asenta-
miento N. Kirchner)

Este fragmento, analizado en el marco de la Pandemia, requiere considerar la 
localización de los barrios populares en el contexto del espacio urbano. Pues 
uno de los problemas más percibidos y evaluados como negativos por parte 
de la población que reside en estas áreas, refiere a la distancia existente entre el 
barrio y el casco céntrico de la ciudad, la dependencia que tienen en relación 
con el transporte público y todo lo que ello implica. Una entrevistada señala 
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lo siguiente: «acá vivimos bastante lejos tenemos unos 30 o 45 minutos más o 
menos de acá en colectivo hasta transferencia13 y de ahí … ni contar que hay 
que tomar otro colectivo» (Entrevista, asentamiento).

El tiempo que deben disponer para el viaje se debe no solo a la cantidad de 
kilómetros a recorrer sino también a que una serie de arterias, calles y avenidas, 
se encuentran en mal estado y saturadas de forma caótica por el tránsito en 
horas claves (a la mañana, mediodía, tarde). Pero también a la forma en la cual 
está diagramada el sistema de transporte urbano del Gran Posadas.

Es lógico que la pandemia haya afectado las labores institucionales de forma 
generalizada, pero aquellas relacionadas con las acciones asistenciales de forma 
directa, produjeron estragos relevantes en esta población. Tal es el caso del 
Jardín Maternal «Proyecto de Luz», del barrio A–414 que atendía a unos 120 
niños de 0 a 3 años (primera infancia), acción focalizada en las familias que 
poseen jefatura femenina y con trabajos informales, como el trabajo doméstico 
o en cooperativas del barrido y limpieza comunitaria. En los primeros meses, 
suspendieron la atención y luego redujeron a menos de la mitad (protocolo 
de atención establecido: x cantidad de niños por m2, distanciamiento social, 
etc.), afectando drásticamente las labores de los progenitores y la posibilidad 
de que estos niños accedieran a una alimentación nutritiva. Con el transcurso 
del tiempo, las instituciones elaboraron diversas estrategias para llegar a los 
mismos. Así lo manifiesta la directora de la institución: «Quedaron 50 niños del 
total de 120, aquellos con mayores necesidades. Unas 50 familias recibieron a 
domicilio la vianda para todos los niños (menores a 12 años) presentes en cada 
vivienda». Si bien la informante, no dio precisiones de los tiempos institucio-
nales, en los primeros meses la totalidad de estas instituciones no habilitaron 
sus instalaciones, por las directivas emanadas del Gobierno Provincial y Muni-
cipal. Esta falta de continuidad de los espacios de contención y cuidado de 
niños/as, en los barrios por el cierre de centros de día y organizaciones sociales 
con espacios educativos, de recreación, y de formación, fue una constante que 
perjudicó seriamente a las familias y sus hijos en la ciudad de Posadas.

En general la población que reside en los asentamientos y grandes complejos 
habitacionales ubicados en la zona sur de Posadas (como A–4, San Isidro, 
Fátima, etc.), padecieron mayores controles y restricciones en la circulación 
de personas. Esto motivó como única opción la asistencia alimentaria. El 
Estado movilizó tropas pertenecientes al Ejército Argentino, Prefectura Naval 

13 	Se refiere a la Estación de Transferencia de colectivos de Villa Lanús: lugar donde se com-
binan las diferentes líneas de colectivo para llegar al microcentro.

14 	Barrio de viviendas destinado a familias relocalizadas por los efectos de la represa Yacyretá.
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y Gendarmería Nacional en distintos puntos de accesos a la ciudad. Además 
de realizar los controles para limitar la circulación, estos fueron destinados a la 
entrega de viandas para el almuerzo y cena en los barrios y asentamientos más 
vulnerables. En la zona sur de Posadas, esta función fue desarrollada por el Ejér-
cito Argentino, con sede en El Porvenir II, Nestor Kirchner y otras barriadas.

Sé que varios soldados estaban apostados en los barrios A–4 y San Isidro y, en la 
noche, debían trasladarse a El Porvenir II y Nestor Kirchner para realizar la entre-
ga de alimentos. Se preparaba, por lo general, guiso (de porotos, lentejas, fideos, 
arroz o cualquier otro acompañamiento. También debían prevenir y «pacificar» 
en caso de que ocurriera algún levantamiento o que se iniciaran los saqueos …. 
En estas zonas se cuenta con mayor número de vecinos afiliados a la CCC15. (En-
trevista vecino de A–4)

Los medios periodísticos, también reflejaban esta situación otorgándole una 
connotación altruista, un acto de entrega por parte del personal del ejército. Por 
otra parte, publicaban que, en 10 barrios, durante el primer año de pandemia 
se entregaron más de 1 300 000 porciones de comida, o sea 5000 raciones 
diarias. Las cocinas de campañas eran provistas por la cocina centralizada de 
la ciudad de Posadas y luego distribuida en los diferentes barrios asignados por 
las autoridades del Ministerio de Bienestar Social, la Mujer y la Juventud.16

15 	La agrupación CCC, es la Corriente Clasista y Combativa.
16 	Se publicó en un diario digital bajo el título de: El Ejército Argentino entregó durante el 

primer año de pandemia 1 300 000 porciones de comida en los barrios más carenciados 
de Posadas. https://misionesonline.net/2021/03/16/el–ejercito–argentino–posadas/
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Figura 4. Miembros del Ejército Argentino entregando viandas en Posadas durante 
Pandemia

Fuente: diario Noticias de la Calle 

De modo general, como señalan Barone y Krmpotic (2021), las medidas de 
aislamiento y distanciamiento social preventivo y obligatorio por un lado 
limitaron algunas de tales capacidades como la integridad física, la salud y el 
control sobre el entorno, aunque de manera simultánea recrearon condiciones 
para el desarrollo de otras, como la razón o inteligencia práctica, la afiliación o 
sociabilidad y los sentidos y creatividad. Un contexto, donde la incertidumbre 
y la especulación se retroalimentaban.

La presencia diaria del personal de seguridad provocó en ocasiones malestar 
entre los vecinos, que se sentían intimidados por estos, pues el relato popular 
los ubica como parte necesaria en la ejecución de los desalojos de tierras y 
viviendas. Recordamos que estos son particularmente vulnerables y objeto de 
discriminación, racismo y xenofobia. Sumado al aislamiento, la imposibilidad 
de trabajar, y las cuestiones imposibles de resolver desde el barrio, sobre todo lo 
relacionado con trabajo y salud, conformaban un cuadro poco alentador. Los 
rumores continuos sobre las necesidades de las familias, de que se iba a romper 
la cuarentena, de hacer un corte de ruta, una manifestación, etc., hacía que 
organismos del Estado redoblaran esfuerzo para asistir a los barrios e imple-
mentaran ayudas sociales de contención. El reparto de alimentos directos, la 
entrega de viandas y el diálogo con las familias atenuaba este malestar.
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Un referente de la CTD Aníbal Verón17 comentaba que a nivel territorial 
trabajan tanto de barrios del sur de Posadas como en la zona oeste (Villa 
Cabello), que además de la movilización y demandas reivindicativas sobre 
fuente de trabajo, también administran y gestionan comedores y merenderos. 
Este menciona, que con el inicio de la Pandemia aumentó de forma alarmante 
la necesidad de alimentación en los barrios populares, y así lo expresa:

Aumentó muchísimo, hasta se triplicó…en el merendero se les servían en el lugar, 
después ya venían con la jarra. Y muchos decían, esta leche tomaremos ahora y a 
la noche (…) Entonces se incrementó mucho (…) las familias de venir 50 pasa-
ron a 100 en muchos lugares se desbordó. (Entrevista referente)

Uno de los problemas derivados del acatamiento total o parcial de las disposi-
ciones de aislamiento por COVID19, es justamente la falta de acceso a alimentos, 
debido a la falta de ingresos, pero también a la escasez o elevados precios en 
los comercios del barrio, e insuficiente cantidad o demoras en la entrega de 
mercadería para la elaboración de la comida diaria.

En opinión de un líder comunitario del barrio Sesquicentenario la pandemia 
generó más pobreza, pero no una desorganización de las bases barriales. En 
el territorio los vecinos estaban pendientes unos de otros, y la solidaridad 
aumentó. La gente se conectaba más por WhatsApp y se crearon grupos de 
mensajería para informar novedades, acerca de quién tenía síntomas o padecía 
COVID19y familias con contactos estrechos que no podían salir del domicilio y 
quiénes necesitaban mandados, alimentos o productos de primera necesidad. 
En la misma dirección, un referente del barrio Aeroclub afirmaba: «En el barrio 
donde yo vivo tuvimos que asistir a un montón de familias. En lo alimentario, 
le llevábamos bolsa de mercaderías, carne, pollo, algunas verduras, cosas de 
limpieza. Lo básico de higiene personal… alcohol, paracetamol, ibuprofeno». 

Las distintas organizaciones generaron estrategias para sortear el contexto 
adverso del confinamiento. Un contexto que además generó desafíos y opor-
tunidades en interacción con las políticas. El Movimiento de Trabajadores 
Excluidos (MTE), por ejemplo, con ramificaciones en 9 o 10 asentamientos de 
Posadas, han gestado en el contexto de pandemia un polo textil y un polo de 
panificados, además de talleres de comida y alternativas de desarrollo produc-
tivo. Acciones que se vieron fortalecidas para dar respuesta a la crisis.

17 	Se trata del movimiento de desocupados surgidos en la última década en Argentina: la 
Coordinadora de Trabajadores Desocupados (CTD)–Aníbal Verón (AV).
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Conclusiones

Esta investigación analizó la manera en que las medidas de confinamiento 
implantadas durante la primera etapa de la pandemia por COVID19, desató 
en los sectores populares de la ciudad de Posadas repercusiones significativas 
en las condiciones de existencia y las prácticas reproductivas de los hogares. 
El confinamiento puso en crisis un conjunto de prácticas que posibilitaba 
—aunque de forma insuficiente— la subsistencia diaria de las familias exce-
diendo —en muchos casos— sus capacidades de respuestas. Además, avanzó 
en la consideración de cómo muchos más hogares pasaron a depender casi 
exclusivamente —en un corto periodo de tiempo— del asistencialismo estatal 
en materia alimentaria. Una situación que se desarrolló bajo condiciones de 
control e incertidumbre incrementada.

En un contexto de aislamiento y crisis, las políticas alimentarias priorizaron 
una cobertura cuantitativa en detrimento de una mejora cualitativa, sobre todo 
en relación con la asistencia alimentaria de los grupos vulnerables. Las limi-
taciones del «quedate en casa», las restricciones o paralizaciones en las activi-
dades comerciales y laborales, redundaron en el aumento de las condiciones 
de pobreza y vulnerabilidad, que amenazaron la posibilidad de sostener la 
subsistencia y la reproducción. 

Durante el período de pandemia, se agudizó la inseguridad alimentaria 
en estos sectores. La pérdida de las escasas actividades laborales informales 
(que venían de arrastre de los años precedentes), atentó contra la posibilidad 
concreta de complementación o suplementación de las fuentes alimentarias, 
y esto se agravó en las poblaciones con niveles educativos más bajos (mujeres 
y jóvenes). Cuestiones que atentaron contra el ingreso de los hogares.

Las sucesivas y crecientes situaciones de vulnerabilidad y empobrecimiento, 
enfatizadas por la imposibilidad del salir a trabajar —como forma sanitaria de 
evitar los contagios—, aumentó las sensaciones de inseguridad y fragilidad, 
redefiniendo los riesgos y los temores de cara a la adversidad. En muchos casos, 
el confinamiento acentuó la vida en enclaves delimitados, aunque posibilitó 
la generación de nuevas redes de sociabilidad en el territorio, modalidades 
organizativas diversas, redes de relaciones intracomunitarias y clientelísticas, 
aproximaciones a organizaciones sociales y referentes barriales; de modo que 
la subsistencia de los hogares dependió de la posibilidad de articularse a un 
campo de relaciones territoriales y extra–territoriales.
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Capítulo 9. 
Asistencia, reclamos y silencios en las relaciones 
intergubernamentales y redes de políticas  
alimentarias y protección social en Entre Ríos 
durante el ASPO 2020

Andrés Dapuez, Maximiliano Camarda, Ezequiel Orso, Gabriel Weidmann

Este capítulo está dedicado a las trabajadoras  
y trabajadores de la salud

Introducción

En este capítulo analizaremos anomalías en las redes intergubernamentales 
durante el primer año de la pandemia, en general, y durante el período de 
ASPO, en particular. En ese marco, nos focalizamos en la comunicación en las 
redes intergubernamentales en las que participaron funcionarios estatales de 
los tres niveles (nacional, provincial y municipal) y líderes de organizaciones 
y movimientos sociales. Si bien la noción de anomalía tiene una importancia 
clave en la epistemología de Thomas Kuhn, quien la define como una «viola-
ción de las expectativas inducidas, que gobiernan la ciencia normal» y que 
detectadas empíricamente pueden servir para impulsar un cambio de para-
digma (Kuhn, 1970:52), los actores que las descubrieron, en el marco de sus 
gestiones de gobierno, prefirieron interpretarlas dentro de sus marcos teóricos 
previos. De esta forma, las fallas en la comunicación de las redes interguberna-
mentales fueron resueltas, por los funcionarios, como silencios intencionales 
o errores de comunicación política, dentro de sus reflexiones sobre la práctica 
de gestión. Como sospechas o errores aleatorios estos silencios son aquí rein-
terpretados en términos de la antropología del estado, principalmente como 
eventos que permiten distinguir entre insiders y outsiders a quienes adminis-
tran la producción social y simbólica de la indiferencia en una determinada 
burocracia (Herzfeld, 1992).

Como lo mencionamos anteriormente, las anomalías se presentaron como 
ausencia de comunicación, como silencios, que, a veces despertaron sospe-
chas. Las mismas fueron rápidamente normalizadas por los funcionarios, como 
emergentes de «la interna del gobierno». Sin embargo, es posible que dichos 
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silencios intencionados, o no intencionales, puedan mostrar algo más que una 
fisión permanente al interior de la alianza gobernante. Si bien es probable que 
el virus COVID19 llegara a prácticamente cada rincón del planeta, las experien-
cias y respuestas estatales y sociales a la pandemia no fueron las mismas en cada 
lugar. Como lo sostienen Fassin y Fourcade en el volumen Pandemic Exposures,

[t]enemos que recordar que, a pesar del alcance global del virus, la pandemia pa-
reció ser escasamente registrada en lugares plagados con cataclismos en desarro-
llo, tales como Haití, Yemen y Sudán, los cuales son tomados en este volumen 
{2021}, pero también en el Medio Oriente y África Central. Tenemos también 
que recordarnos a nosotros mismos que el hecho de concentrarnos en el virus 
produjo sus propios puntos ciegos, oscureciendo la mucho más grave y mucha 
más ordinaria situación que enfrentan los pobres en cualquier lado. Para ellos el 
COVID no cambió nada, o muy poco. (Fassin y Fourcade, 2021:5)

De la misma manera, las respuestas estatales y sociales a la crisis sanitaria plan-
teada por el COVID19 variaron radicalmente en países con muy baja pobreza 
como por ejemplo Suiza y Nueva Zelanda, entre otros.1 Por otra parte, el 
conjunto de las medidas implementadas para coordinar la emergencia COVID19 
parece haber sido influido más por fantasías de control biopolítico que por una 
sola razón epidemiológica, homogénea y universal. Los repertorios imaginarios 
del estado, de lo que es y debe ser un estado para cada sociedad, importaron 
más que las soluciones homogéneas y protocolizadas, a veces contradictorias 
y siempre cambiantes.

Al respecto de los estados de emergencia impulsados por el COVID19 Trnka 
ha mostrado cómo los ciudadanos podrían encarnar momentáneamente al 
estado, en un momento determinado, y abandonar dicha sobreactuación 
cuando consideran que el peligro hubo aminorado, 

[l]as indagaciones académicas de los estados de emergencia remarcan cómo 
el imaginario de las crisis (cf. Koselleck 2006; Roitman 2013) es empleado 
injustificablemente para expandir el poder estatal (Foucault 2004; Agamben 2005, 
2020; Chomsky 2020), muchas veces describiendo a la ciudadanía como débil o 
engañada por la propaganda estatal. Tales representaciones se arriesgan a eclipsar 

1 	 En noviembre del año 2021, en un evento académico, un colega suizo manifestó iróni-
camente, cuando le preguntáramos sobre las casi nulas restricciones al movimiento y el 
muy breve cierre de las escuelas (14 días) que habían tenido en ese país durante la pri-
mavera de 2020, que «en Suiza preferimos contagiarnos antes que dejar de comerciar y 
educarnos».
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cómo los ciudadanos pueden no solamente desear estados de emergencia (Fassin 
2012; Appadurai 2020) sino también actuar como sus adeptos, infractores, críticos, 
árbitros, y ejecutores. (Trnka 2021:368–369)

En el caso argentino, una buena parte de la aplicación del estado de emer-
gencia COVID19 seguramente se debió a un intento de sobrerrepresentar las 
capacidades del estado (nacional, provincial y/o municipal), y de sus articula-
ciones intergubernamentales. Estas consistieron en la proyección de una serie 
de soluciones a la crisis, y en este caso solamente nos detendremos sobre la 
alimentaria, que la pandemia y después el ASPO y la DISPO produjeron. 

Sin tener demasiado en cuenta la enorme diversidad de los contextos sociales 
para las que las medidas se tomaban, dicha sobrerrepresentación del estado y 
de sus instrumentos y/o dispositivos, produjo también procesos interguber-
namentales ambiguos, que a veces se materializaron en ausencia de sentido y 
de comunicación. Estos silencios o puntos ciegos en los procesos interguber-
namentales seguramente son respuestas a sobrerrepresentaciones anteriores; 
es decir, se relacionan directamente a respuestas concretas para un contexto 
en el cual la crisis COVID19 no existía, en este caso en el marco de la denomi-
nada «protección social y alimentaria». 

Estos puntos ciegos o silencios de la política deberían ser en sí mismos 
objetos de investigación para quienes se interesan en saber por qué las rela-
ciones intergubenamentales y las redes de política a veces no tienen el efecto 
esperado o funcionan de otra manera a la prevista.2 

Muchas veces las soluciones provistas por el estado, a la emergencia, fueron 
producto de decisiones lentas, insensatas o tardías. Otras, presupusieron como 
parcialmente ineficaces a un conjunto de políticas alimentarias y sociales 
que le precedían. Si bien ex post crisis podemos identificar algunas de estas 
respuestas que el estado dio en contraste a las que debió dar, para entender 
la elección e implementación de los instrumentos y dispositivos de política 
es necesario recuperar el horizonte tentativo y limitado en el que se concre-
taron. A las medidas acertadas que retrasaron el desarrollo de la curva de los 
contagios debemos sumarle un alto costo en vidas humanas, social y econó-
mico. En definitiva, no se trata en este capítulo, de evaluar la efectividad del 

2 	 La reiteración del conocido Error 404 en páginas web del Ministerio de Desarrollo Social, 
por ejemplo para conocer la cantidad de beneficiarios de Potenciar Trabajo durante los 
meses de 2022 y hasta junio 2022 es considerado aquí también como un silencio oficial. 
Véase si, por ejemplo, el siguiente link ha sido restituido con posterioridad: https://www.
datos.gob.ar/dataset/desarrollo–social–potenciar–trabajo/archivo/desarrollo–social_6e-
9de963–cf95–4555–87af–84f1126e346b
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accionar coordinado desde el estado sino, y como lo sostienen Oliver–Smith 
y Hoffman, de describir cómo «los desastres desenmascaran la naturaleza de 
una estructura social» determinada (2002: 9) o de «exponer» situaciones que 
hasta el momento de la pandemia habían quedado como puntos ciegos de 
nuestra visión (Fassin y Fourcade, 2021:5). 

En conclusión, se trata de contrastar a una gestión de la pobreza (y de la 
pobreza alimentaria o indigencia) que precedió al descubrimiento del COVID19 
con una «administración de la pobreza» (Agudo Sanchíz, 2015) que siguió, y 
que, en cierta medida, fuera también el resultado del manejo de la crisis de 
protección social y alimentaria. En este último periodo, las medidas guberna-
mentales aplicadas a través de las instituciones estatales como la escuela, los 
ministerios de desarrollo de los tres niveles (nacional, provincial y municipal) 
perdieron protagonismo ante organizaciones sociales que, en comunicación 
directa con el ejecutivo nacional, pudieron gestionar recursos con mayor auto-
nomía y potenciaron su poder político.

El sentido de las anomalías

Una de las características del funcionamiento de la alianza gobernante Frente 
de Todos fue la creación de compartimentos estancos a su interior. Desde su 
asunción, el poder ejecutivo nacional dividió a los organismos del estado 
siguiendo una lógica distributiva por la cual coexistirían funcionarios de 
distintas procedencias partidarias e ideológicas. Sin embargo, la cadena de 
mandos, al responder cada funcionario a sus líderes partidarios, se rompió en 
numerosas ocasiones. Representantes de movimientos sociales, del Partido 
Justicialista, del Frente Renovador, Proyecto Sur, Somos, Movimiento Nacional 
Alfonsinista, Partido de la Concertación FORJA, Partido Comunista, Partido 
Comunista (Congreso Extraordinario), Partido del trabajo y el Pueblo, Unidad 
Socialista para la Victoria, Partido Solidario y Nuevo Encuentro, entre otros 
sectores de la coalición como La Cámpora, pasaron a formar parte del estado 
nacional administrando, o intentando hacerlo, una crisis económica aguda, y 
luego una crisis sanitaria y social, en las que las decisiones de política distaron 
mucho de ser tomadas verticalmente y acatadas inmediatamente. Existen varios 
ejemplos de medidas que nunca fueron implementadas. 

Al inicio de la pandemia, no obstante, los resultados en términos de cohe-
sión social fueron, al comienzo de la gestión de la crisis sanitaria, satisfacto-
rios o muy buenos. El presidente de la nación pareció haber encontrado un 
modo de cohesionar no solamente a su coalición sino también a la sociedad 
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argentina con los anuncios referentes al ASPO y a otras medidas de lucha en 
contra del COVID. Dicho de otra manera, la cohesión social lograda con las 
medidas en contra del COVID19 resolvió por unos meses problemas de internas 
en el gobierno nacional que emergerían con más fuerza durante 2021 y 2022. 
Al aplicar al conjunto de la sociedad medidas draconianas y biopolíticas de 
cuidado y confinamiento, sin embargo, se relegó a la «economía» a un segundo 
lugar priorizando la salud pública, la preservación de la «vida» y, finalmente, 
pero no menos importante, la cohesión del gobierno. No solamente, la coali-
ción gobernante respondió positivamente a la redefinición radical, en una 
dicotomía, de los repertorios liberales y corporativistas de las organizaciones 
y partidos que la constituían en una dicotomía. La sociedad argentina por 
un periodo de unos pocos meses apoyó la elección de la «vida» por sobre la 
economía, elección que el presidente formulara de la siguiente manera el 23 
de marzo de 2020: «Muchos me decían que iba a destruir la economía con 
la cuarentena. Si el dilema es la economía o la vida, yo elijo la vida. Después 
veremos cómo ordenar la economía» (Fernández, 2020).

Este tipo de sobrerrepresentación de las capacidades estatales se apoyó en 
un consenso implícito, basado en falsas dicotomías, falsas porque ninguna 
de las opciones le asegura a quien la elige estar a salvo de una pérdida parcial 
o total. Si bien una falta cubre a la otra y, retrospectivamente, un silencio, a 
otro, era sabido que se trataba de minimizar pérdidas económicas y de vidas, 
sin la pérdida total de uno de los ámbitos asegurara automáticamente una 
ganancia total en el otro. 

En todas las entrevistas en profundidad realizadas para esta investigación, 
con la excepción de una sola con uno de los líderes de la CGT Entre Ríos, detec-
tamos, por parte de los funcionarios con los que conversamos, la conciencia 
plena de los significados de estos silencios oficiales. 

Todos sostuvieron que la ayuda desde el estado nacional se canalizó, primero, 
por un carril políticamente afín, siendo muy difícil para los otros funcionarios 
de los otros subgrupos electorales no solamente, en algunos casos, conseguir 
apoyos similares, sino también hasta recibir la misma información para poder 
solicitarlos. Ya sea en el ejecutivo nacional o de los otros estados (municipal 
y provincial) los canales de información presentaron silencios programados. 

Asimismo, un líder de un movimiento social afín al presidente sostenía 
al respecto que ellos tenían la seguridad de que iban a ser siempre quienes 
primero recibieran los recursos en cuestión desde el Ministerio de Desarrollo 
Social, antes, o en el peor de los casos, al mismo tiempo que los secretarios de 
desarrollo de la provincia y de las municipalidades. En este sentido, el apagón 
informático del sintys (Sistema Integrado de Información Social) durante los 
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primeros meses del ASPO no solamente agudizó el desconcierto, sino que trans-
formó al silencio programado en una herramienta para gestionar y coordinar la 
pandemia, segmentando distintas interfaces de la implementación de política. 

Para centrarnos en la gestión intergubernamental de la pobreza, es decir de 
las redes de políticas alimentarias y protección social en Entre Ríos durante 
el ASPO 2020, necesariamente debemos dejar de lado otras redes de políticas. 
Tiempo después, no solamente las internas en el gobierno se comenzaron 
a manifestar, durante el mismo ASPO, sino que, como forma de gobierno la 
sospecha y el silencio se instauraron dentro del ejecutivo nacional y repercu-
tieron en las relaciones intergubernamentales con los otros estados. Los aliados 
como forma de obtener más poder en el estado, réditos políticos y electorales 
claros y debidos priorizaron su identificación partidaria y el reconocimiento 
que de esta realizarían los beneficiarios de la ayuda prestada.

Como resultado de estas prácticas de producción de indiferencia y silencio al 
interior del estado, comúnmente denominadas «internas» por los mismos funcio-
narios estatales, los movimientos sociales tuvieron que incrementar su trabajo, 
su participación y efectividad en la resolución de los problemas concretos que 
los barrios más vulnerables presentaron. En palabras de Hirsch y Mastrángelo,

En todos los casos, los movimientos y organizaciones sociales están tratando con los 
desafíos cotidianos que la pandemia impuso. Mientras el Estado ha implementado 
diversas políticas públicas para responder a las demandas de los ciudadanos, muchas 
fueron frustradas por prácticas burocráticas ineficientes.(2021)

En esta investigación, por otra parte, exponemos que las «prácticas burocrá-
ticas ineficientes», los silencios oficiales y las anomalías en las redes intergu-
bernamentales, deberían ser reinterpretadas como un cambio de paradigma 
estatal más que como errores aleatorios. 

Crisis en la crisis

Visakovsky y Zenoby notaron que «crisis» es parte del léxico diario de los 
argentinos; también, que la invocación de términos tales como «solidaridad» 
y «cuidado» en el contexto de la campaña nacional de prevención sirvieron 
para restaurar un «pasado afortunado» en el que se indica un tiempo previo a 
la crisis económica disparada durante el gobierno de Mauricio Macri (Visako-
vsky y Zenobi 2020:380). La crisis del COVID19 permitió para Di Virgilio y 
Perelman «interpretaciones sobre la experiencia urbana preexistente y desa-
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fiándonos a recrear el futuro de las ciudades» (2021:9). Nostalgia y creación, 
inherentes a toda crisis, parecen normalizarse cuando vemos el correlato de 
las series estadísticas de las mismas. 

Si se toma como inicio a los datos del segundo semestre de 2017, los porcen-
tajes de pobreza comenzarán a crecer desde el piso del 17,9 % de los hogares 
y 25,9 % de las personas bajo la línea de pobreza (3,5 % y 4,8 %, hogares y 
personas considerados como indigentes) hasta el segundo semestre de 2021 
en donde se puede encontrar una reversión de la tendencia al alza. El porcen-
taje de pobreza cae desde su máximo, en el segundo semestre de 2020, de un 
31,6 % y un 42 % a un 31,2 % y un 40,6 % de hogares y personas bajo la línea de 
pobreza, en el primer semestre de 2021. Los datos del INDEC, Encuesta Perma-
nente de Hogares, grafican esa suba sostenida desde este segundo semestre de 
2017 en el siguiente cuadro:

Tabla 1. Pobreza e indigencia. Total 31 aglomerados urbanos (2016–2019) 
 
Indicador 2° semestre 

2016 
1° semestre 
2017 

2° semestre 
2017 

1° semestre 
2018 

2° semestre 
2018 

1° semestre 
2019 

% Pobreza 

Hogares 21,5 20,4 17,9 19,6 23,4 25,4 

Personas 30,3 28,6 25,7 27,3 32,0 35,4 

% Indigencia 

Hogares 4,5 4,5 3,5 3,8 4,8 5,5 

Personas 6,1 6,2 4,8 4,9 6,7 7,7 

Fuente: INDEC, Dirección de Encuesta Permanente de Hogares. 

El incremento de los índices de pobreza e indigencia se debió, seguramente, 
a crisis económica previa, más a la provocada por las medidas de restricción 
de la circulación y confinamiento, tomadas por el ejecutivo nacional en el 
marco del Aislamiento Social Preventivo y Obligatorio (ASPO). Los índices 
de indigencia en este periodo, sin embargo, no son los más altos de la serie 
arriba graficada. Estos tocan su mayor valor en el primer semestre de 2021.
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Tabla 2. Pobreza e indigencia. Total 31 aglomerados urbanos (2019–2021 
 

Indicador 2º semestre 
2019 (1) 

1º semestre 
2020 

2º semestre 
2020 (2) 

1º semestre 
2021 

2º semestre 
2021 

% Pobreza 

Hogares 25,9 30,4 31,6 31,2 27,9 

Personas 35,5 40,9 42,0 40,6 37,3 

% Indigencia 

Hogares 5,7 8,1 7,8 8,2 6,1 

Personas 8,0 10,5 10,5 10,7 8,2 

Fuente: INDEC, Dirección de Encuesta Permanente de Hogares.

La leve tendencia a la baja, entre el segundo semestre de 2020 y el primer 
semestre de 2021 con respecto a la categoría hogares (pasa del 31,6 % a un 
31,2 %) y personas (pasa de un 42,0 % a un 40,6 %), parece mantenerse una 
vez que las restricciones de la ASPO y la DISPO desaparecen. La tendencia a la 
baja de la pobreza e indigencia se consolidan a partir de estos periodos. Según 
el Cuadro 4.3. «Pobreza en hogares y personas. Regiones estadísticas y 31 aglo-
merados urbanos», publicado por el mismo INDEC, la ciudad de Concordia pasa 
de un 26.5 % de hogares y un 36,1 % bajo la línea de la pobreza en el segundo 
semestre de 2017 a un 40,7 % de hogares y un 51,1 % de las personas bajo 
esa línea estadística en el segundo semestre de 2019. Para el primer semestre 
de 2020 los valores son un 40,6 % y 52,2 % de hogares y personas pobres, 
respectivamente. Para el segundo semestre del mismo año 2020 se nota un 
leve descenso. Los valores pasan a 39,3 % y 49,5 % de hogares y personas bajo 
el nivel de la pobreza en Concordia. En el primer semestre de 2021 vuelven a 
subir: 44,4 % y 56,1 %, hogares y personas pobres para bajar aproximadamente 
un 4 % en el segundo semestre del mismo año. 

En la jurisdicción estadística denominada «Gran Paraná» por el INDEC, el 
segundo semestre de 2017 indica un 12,1 % y 18,6 % de hogares y personas 
pobres. El primer semestre de 2020: 26,6 % y 36,3 %; mientras que en el 
segundo semestre: 30,4 % y 40,9 % para bajar a 27,8 % y 37,0 % durante el 
primer semestre de 2021 y al 21,8 % y 29,8 % de hogares y personas pobres en 
el segundo semestre de 2021. Estos porcentajes, en tanto que índices, y como 
emergentes observables de políticas públicas pueden ser considerados como 
«instrumentos de políticas» económicas, alimentarias y de desarrollo social, 
según la definición de este libro. 

Sin embargo, la generalización y abstracción estadística, es decir su distancia 
con respecto a los fenómenos sociales meso y micro y la poca o nula infor-
mación que proveen al analista de la interacción entre los distintos niveles de 
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política, los vuelven muy útiles para graficar un estado general de redes inter-
gubernamentales de política, pero con la consiguiente pérdida heurística. Para 
contrarrestarla, y por ende para ganar en pormenor de estas interacciones, nos 
remitiremos a dos casos: a la construcción de un presupuesto doméstico en 
particular y a un comedor escolar, en los cuales veremos cómo las interfaces 
de las distintas políticas, dispositivos e instrumentos dirigidos a asistir a los 
pobres durante la crisis del COVID19 durante el periodo abril–diciembre de 
2020 crearon reclamos, silencios y opacidades, principalmente en la asistencia 
alimentaria y del mantenimiento cotidiano de la vida. 

Entre Ríos: Pobreza y pobreza alimentaria (indigencia)  
en tiempos de pandemia

Durante la pandemia las escuelas y los comedores populares incrementaron 
su importancia como instituciones encargadas de paliar las crisis alimentarias. 
En este caso, el estado crítico que sobrevino a las políticas de confinamiento y 
limitación de movilidad de la población. Durante el ASPO 2020 y para garan-
tizar la alimentación de los menores, las escuelas permanecieron abiertas, pero 
solo como nodos de distribución de alimentos. Aunque cerraron sus aulas y 
cocinas y se modificó la modalidad de la asistencia alimentaria, pasando de una 
alimentación in situ de los menores vulnerables hacia una entrega de bolsones 
alimentarios para el consumo familiar, la demanda de alimentos se incrementó. 

En este sentido, una directora de escuela en una zona altamente vulnerable 
de la ciudad de Paraná nos comentaba a principios de 2021 que en,

…marzo del año pasado [2020], estos 40–60 comieron hasta mayo o junio y ahí 
empezó a aumentar la matrícula de niños que iban al comedor. ¿Por qué? Porque 
ahí se suspende el plato servido en mesa y se les da viandas preparadas. O sea que 
los cocineros iban, cocinaban y se les repartía en «tupper», por familia, la cantidad 
de hijos que tenían. Hay familias que tienen dos niños, tres niños y otros que 
tienen entre 7 y 8 hijos. Entonces se cocina según un listado, y empezaron, cada 
vez, mes a mes, a ir más familias a buscar la vianda. Hasta que, aproximadamente 
en junio, julio del año pasado, no me acuerdo bien en qué fecha, la Dirección de 
Comedores Escolares de nuestra provincia decide que no se repartan más viandas, 
que los cocineros eviten ir a cocinar en los comedores porque no se garantizaba 
ni el distanciamiento, ni el uso de barbijo, ni la sanitización de manos… y em-
piezan a dar los módulos de mercadería.
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En ese breve párrafo podemos encontrar momentos precisos en los que un 
dispositivo de política se articula con tres instrumentos: los comedores esco-
lares que alimentan a un número determinado de estudiantes suspenden la 
comensalidad de los menores para entregar viandas de comida, primero, y 
luego, para dejar de cocinar y entregar bolsones de comida «seca» a un número 
creciente de beneficiarios. La política alimentaria se reasigna, así, a otras prio-
ridades. El mismo dispositivo, articulándose en tres instrumentos totalmente 
distintos (un comedor en el cual los estudiantes comparten un plato caliente y 
un postre; una entrega diaria de un contenedor de plástico o tupper con comida 
caliente desde el comedor al encargado de retirarlo; y una entrega mensual de 
una bolsa con comida para ser procesada) sufre una transformación debido al 
cambio de orientación que desde el gobierno provincial se le imprime. 

En este proceso de distanciamiento social, el alimento dispensado no solo 
sufre transformaciones en sí mismo. Si bien pasa de estar caliente y en una 
mesa compartida por los estudiantes, a caliente y dispuesto en un recipiente 
para ser transportado a la mesa familiar y frío y no cocinado para ser prepa-
rado por los padres, sus cantidades también se modifican. La masividad de 
las entregas de bolsones son producto de la interface entre las políticas del 
ministerio de desarrollo nacional y el provincial, sumado a la instrumenta-
ción que de dicho dispositivo realiza la Dirección de Comedores Escolares de 
la provincia de Entre Ríos. 

En una primera instancia las porciones de comida deben incrementarse 
de 50–60 por día a 200 raciones. Este cambio ocurre cuando el comedor es 
cerrado y se comienzan a distribuir tuppers hacia el exterior de la escuela. En 
julio de 2020 y también según la misma fuente, se suspende la entrega de la 
comida procesada en tuppers y se comienza a entregar módulos de comida 
envasada. Cada uno de los módulos consiste, en julio de 2020, en un kilo 
de arroz, un paquete de fideos de ½ kilo, una caja de puré de tomates, una 
botella de aceite de 900 cc, y un paquete de fideos tallarines por ½ kilo, por 
niña o niño en edad escolar. Luego del primer mes, en agosto, se le suma: una 
lata de choclo, una lata de arvejas, y una lata de lenteja. También comienza a 
formar parte del módulo, en este caso en concepto de merienda y desayuno 
(desayuno que antes también se tomaba en la escuela): una caja de leche en 
polvo por 900 gr; un pote de mermelada por 400 gr., un paquete de cacao 
por 180 gr, un paquete de galletitas de agua por tres unidades, una cajita de 
flan, y 1 kilo de azúcar.

Desde junio hasta diciembre la cantidad de módulos alimentarios a repartir 
se incrementa debido principalmente a la demanda de comida, alcanzando 
a más de 200 en diciembre de 2020. En 2021 se le agrega al popularmente 
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denominado «bolsón» alimentario que entrega la escuela dos kilos de fruta 
de estación y tres kilos de verdura (zanahoria, papa y cebolla). En este año la 
totalidad de los 370 alumnos del nivel inicial reciben el bolsón de alimentos.

El alimento como instrumento de política

En otra entrevista, la misma directora de escuela describe al ASPO en sus impli-
cancias más críticas y con respecto a la alimentación e indirectamente a la 
educación. Específicamente, nos comenta que la agudización de la precari-
zación de las condiciones de alimentación de sus alumnos influyó negativa-
mente sobre sus escasas posibilidades de aprendizaje. Su principal preocupación 
en esos tiempos, sostiene, fue garantizar una alimentación mínima para que 
pudiera asegurarse de la escolarización de los alumnos. Cuando funcionaba el 
comedor ella y sus colegas controlaban que los estudiantes estuvieran, sino todo 
lo «bien alimentados» que pudiera desearse, por lo menos que atendieran a las 
clases como consecuencia del desayuno y del almuerzo que ellos proveían en 
el comedor. Es decir, que «algo comieran» y estuvieran «atentos» en las clases. 

Si bien en dicha escuela y en escuelas de zonas vulnerables las clases se 
suspenden totalmente después de declarado el ASPO, siendo imposible esta-
blecer una modalidad virtual por la carencia de dispositivos y conectividad, una 
vez que los alumnos vuelven a las aulas ella nota que muchos no han comido 
nada la noche anterior o están en ayunas. Preguntada por las razones a las que 
ella adjudica dicha subalimentación de sus estudiantes, la directora responsa-
biliza al sistema de entrega de bolsones de comida y a la alimentación de los 
niños en hogares problemáticos y con carencias de cuidado. Con respecto al 
ASPO, sostiene que aunque nunca se notara una disminución de la cantidad 
de personas circulando dentro de los barrios vulnerables, en contraposición 
a los otros sectores de la ciudad, la necesidad de alimentar a los menores sí 
creció exponencialmente. En este sentido se confirma el planteo de trazado de 
límites a la circulación dentro de los barrios populares o sectores vulnerable, 
dejando la aplicación de la política de confinamiento en los hogares, dentro 
de casas o departamentos, a los barrios de mayor poder adquisitivo. 

Durante los primeros meses de su distribución, la directora de la escuela 
recuerda inconvenientes como peleas entre los padres, falta de utilización de 
barbijos, y otras irregularidades por las que se tuvo que llamar a la policía en 
varias oportunidades. La directora también nos cuenta que «por una serie 
de inconvenientes» a la tarjeta SIDECREER con la cual se hacían las compras 
desde 2020 «ya no las maneja el director de la escuela». Se trata de una tarjeta 
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de débito que forma parte del programa provincial SIDECREER por la que se 
asigna un monto mensual a cada comedor escolar. Si bien como se mencionó 
antes la escuela ha llegado a entregar 200 raciones de comida, los estudiantes 
son 370 y todos reclaman la misma prestación. La forma de racionalizar que 
encontró la directora es reducir las raciones de los grupos de hermanos. En 
sus palabras «le repartimos a la familia que tiene tres, le damos dos, al que 
tiene cuatro le damos dos, al que tiene cinco le damos tres, vamos viendo, y 
vamos, mes a mes, tratando de solucionar las situaciones de enojo que se dan».

Ya en agosto de 2020 y una vez que la «Dirección de Comedores Escolares 
de nuestra provincia decide que no se repartan más viandas» se comienza a 
entregar una vez por mes «módulos de mercadería». Los mismos constan de: 

Tabla 3: Módulos de mercadería entregados por la Dirección de Comedores Escolares

Cantidad Tipo de alimento

1 kilogramo Arroz

½ kilogramo fideos de sopa

½ kilogramo fideos tallarines

una caja 500 litros puré de tomates

900cc aceite vegetal

320 gramos lata de choclo

350 gramos lata de arvejas

350 gramos lata de lentejas

900 gramos caja de leche en polvo

400 gramos mermelada

180 gramos cacao

336 gramos galletitas de agua

40 gramos preparación en polvo para flan 

1 kilogramo azúcar

Con posterioridad se agregaron dos kilogramos de frutas y tres de verduras de 
estación a la entrega del «bolsón alimentario». Desde su instauración durante 
la ASPO, el bolsón se convirtió en un instrumento privilegiado de política así 
como de relaciones intergubernamentales. Su origen (en este caso provincial, 
pero también los hubo municipales o entregados por organizaciones sociales), 
sin embargo, presentó, en numerosas oportunidades, fuertes disputas no sola-
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mente para capitalizar el reconocimiento de los beneficiarios. En el caso que 
más hemos estudiado, a través de entrevistas con representantes de la CTEP, la 
coordinación con el gobierno nacional, específicamente con el ministerio de 
desarrollo social, fue en los primeros tiempos del ASPO no solamente ardua 
sino también por momentos inexistente. Según se nos manifestara en varias 
oportunidades y por varios representantes de distintas organizaciones sociales, 
secretarios de la municipalidad de Paraná y de la gobernación, la asistencia 
alimentaria durante las primeras semanas de la ASPO no solamente no se vehi-
culizó por los canales oficiales sino que su ausencia se caracterizó por el silencio 
oficial y la incertidumbre de las fechas de entrega. 

La noticia del sobreprecio en la compra de alimentos por parte del Ministerio 
de Desarrollo Social no solamente hizo que se detuvieran las compras sino que 
paralizó las entregas desde el Ministerio de Desarrollo Social de la nación por 
casi un mes y medio.3 Este silencio no programado incrementó el protago-
nismo de las organizaciones sociales. Las mismas tuvieron que improvisar rifas y 
ollas populares para recaudar recursos, búsquedas alternativas de comida (sobre 
todo en Paraná canalizadas hacia el Banco de Comida de la ciudad de Santa Fe) 
y modos de organización en los mismos barrios populares para atender la nueva 
emergencia. Sin embargo, las transferencias monetarias se constituyeron en un 
fuerte apoyo que permitiera no solamente sortear las dificultades que la improvi-
sación en la gestión trajera, sino también instaurar un raro caso de acumulación 
de reservas monetarias que se transformó, en algunos casos y por unos pocos 
meses, en inversión social de capital en infraestructura familiar.

Una unidad doméstica como objeto de estudio
La historia esta familia, emigrados a fines de los años noventa desde la ciudad 
de Santa Elena al cerrar el frigorífico en el que trabajaba la madre de Marina, 
Carolina (59), al mismo tiempo que actuaba como represente gremial, muestra 
ciclos de precarización laboral, pobreza y recuperación parcial del ingreso. 
Estos últimos ciclos de recuperación no solamente se produjeron gracias al 
emprendimiento ladrillero al que se dedicaron parcialmente sino que se debió 

3 	 Las compras cuestionadas fueron de aceite comestible, fideos, azúcar, lentejas y arroz, 
tramitadas en cinco expedientes y por un total de 543 408 400 de pesos. La denuncia 
de la Procraduría de Investigaciones Administrativas sostuvo que habrían sido adjudicadas 
a «un grupo reducido de empresas» que en su mayoría cotizaron por encima del precio 
testigo proporcionado por la Sindicatura General de la Nación». El juez federal Sebastián 
Casanello descartó la comisión de delito sobreseyendo a Daniel Arroyo, por ese entonces 
ministro de Desarrollo Social y a otras 17 personas. Telam (2021).
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también al trabajo constante de vinculación con diversos organismos estatales, 
ONGs, y organizaciones sociales. 

La producción de vínculos sociales y consecución de subsidios fue funda-
mental no solamente para la subsistencia de este grupo, y de los individuos que 
lo componen, sino también para el aprovechamiento electoralista y clientelar 
de varios intermediarios de la representación política. En pocas palabras, este 
caso de una unidad familiar consolidada en la pobreza, y que por periodos 
emerge de las líneas estadísticas de la misma, a partir de distintos subsidios 
estatales (municipales, provinciales y nacionales; periódicos o no), ha logrado 
una cierta estabilidad en un borde estadístico de la pobreza. Desde ese límite se 
sumerge o emerge, dependiendo de variables macroeconómicas como el precio 
del dólar, los diseños estadísticos de las líneas de pobreza e indigencia, los calen-
darios electorales, creación y distribución de nuevos subsidios (por ejemplo, 
para atenuar las consecuencias de la violencia de género) y la acumulación 
de ayudas y salarios temporales que la misma familia gestiona para ganarse la 
vida. Este tipo de unidades domésticas situadas no casualmente en las fronteras 
móviles de la línea de pobreza han sido sistemáticamente premiadas o casti-
gadas por políticas públicas que, a veces han priorizado la distribución como 
modalidad política clientelar entre los más vulnerables (Murillo et al., 2021), 
y otras veces se han ensañado con ellas por medio de políticas de austeridad, 
a veces como instrumentos antiinflacionarios, para deprimir el consumo de 
los alimentos básicos, a veces como mecanismos para rebajar el precio de la 
hora de trabajo en el mercado informal.

Entre los instrumentos para el «gobierno a la distancia» (Rose y Miller, 
2010:279) es importante destacar índices y parámetros econométricos que 
buscan representar o influir en la actividad económica. El salario mínimo, 
vital y móvil4 actúa como un monto clave para la economía argentina fijando 
un umbral de ingresos, no solamente para muchos trabajadores sino que 

4 	 El salario mínimo, vital y móvil se define en la Ley Nacional de Empleo 24013 como «la 
menor remuneración que debe percibir en efectivo el trabajador sin cargas de familia, 
en su jornada legal de trabajo, de modo que le asegure alimentación adecuada, vivienda 
digna, educación, vestuario, asistencia sanitaria, transporte y esparcimiento, vacaciones 
y previsión». Esa Ley establece que «todo trabajador mayor de dieciocho (18) años, ten-
drá derecho a percibir una remuneración no inferior al salario mínimo, vital y móvil que se 
establezca, conforme a la ley y por los organismos respectivos. Debe cumplir tres funcio-
nes: ser la menor remuneración que debe percibir en efectivo el trabajador sin cargas de 
familia por su jornada laboral; asegurarle al trabajador alimentación adecuada, vivienda 
digna, educación, vestuario, asistencia sanitaria, transporte, esparcimiento, vacaciones 
y cobertura previsional; y ajustarse periódicamente de acuerdo con las variaciones del 
costo de vida. El sueldo básico es además inembargable, salvo por deudas alimentarias; 
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también se lo utiliza para determinar cuantitativamente el resto de los sala-
rios y numerosos subsidios. Los salarios de los docentes, los haberes de los 
jubilados, algunos créditos bancarios, las becas PROGRESAR y otros programas 
y subsidios que otorgan los distintos niveles del Estado en la Argentina a las 
poblaciones vulnerables se rigen por ese parámetro. 

En 2020 el gobierno nacional tomó también como base el monto del salario 
mínimo en la Argentina para determinar la cifra que otorgaría a los trabaja-
dores imposibilitados de ejercer su actividad durante el período de aislamiento 
social, preventivo y obligatorio (ASPO). Cerca de 1,6 millones de trabajadores 
del sector privado recibieron el pago del salario complementario correspon-
diente al Programa de Asistencia al Trabajo y la Producción (ATP), a través de la 
Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES). El Consejo Nacional 
del Empleo, la Productividad y el Salario Mínimo, Vital Y Móvil estableció 
para enero 2020 al SMVM en $ 16 875 y resolvió modificar los valores de dicho 
concepto a partir del 1° octubre de 2020, en $ 18 900. Otro parámetro impor-
tante para determinar y modificar las situaciones de pobreza e indigencia es 
la Canasta Básica Total y la Canasta Básica Alimentaria, respectivamente. 

Según el Instituto Nacional de Estadística y Censo de la República Argen-
tina, el ingreso básico por familia de cuatro miembros que viven por encima 
de la pobreza era para septiembre de 2020 de ARS$ 45 000; unos US$ 341; lo 
que daría un estimado de ARS$ 11 250 o US$ 86 mensuales por persona para 
que esta persona quede por encima de la línea de pobreza según el mismo 
INDEC. De acuerdo con la línea de ingresos básicos elaborada por el INDEC, las 
personas que aludiremos en este estudio de caso no son pobres. Cuando reali-
zamos las entrevistas presupuestarias, en septiembre de 2020, cada miembro 
de esta familia recibía un ingreso mensual, en promedio, de US$ 117 o ARS$ 
15 332 (sin mencionar los ingresos en especie como los arriba mencionados u 
otros ingresos monetarios que no se tuvieron en cuenta aquí).5

y el valor se define periódicamente en negociaciones tripartitas entre Gobierno, cámaras 
empresarias y sindicatos.

5 	 El precio del dólar estadounidense oficial era en ese momento de 2020 ARS$ 80. Sin 
embargo, los actores no pudieron comprar un solo dólar a este precio. Se trata de un dó-
lar para operaciones oficiales de importaciones y exportaciones. El dólar estadouniden-
se oficial más impuestos y retenciones se vendía en septiembre de 2020 a ARS$ 132. 
Legalmente una persona puede comprar solo hasta US$ 200 a ARS$ 132, por mes. No 
todos los habitantes están posibilitados para dicha compra, dependiendo la misma de su 
capacidad impositiva. Mis cálculos son a ese precio del dólar. Finalmente, está el merca-
do informal de dólar Blue o ilegal, donde cotizó en ARS$ 147 aproximadamente para ese 
mes. Un salario de clase media, como el mío, de investigador adjunto de CONICET, para 
septiembre 2020, era de ARS$ 59875: unos US$ 454 al tipo de cambio de ARS$ 132 
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Las transferencias monetarias como instrumento de política
En el siguiente apartado describimos un presupuesto mensual de una unidad 
doméstica en un claro contexto de pobreza y desigualdad social. Su ubicación 
en el marco estadístico debería limitar el alcance del análisis, relacionándolo 
con los otros casos comparables. Así se podría graficar el comportamiento de 
otros hogares con otros niveles de ingreso durante el mismo periodo. Dicho 
análisis comparativo, y la posterior ubicación en los marcos estadísticos, permi-
tirá al lector comparar las asistencias que tuvieron durante el ASPO, DISPO y 
en tiempos de pos pandemia las unidades domésticas de los distintos estratos. 
Sin entrar en esa comparación, en las siguientes líneas describo, en cambio, 
los ingresos monetarios de una unidad doméstica cuyo presupuesto ya antes 
de la pandemia era constituido por aproximadamente un 70 % de transferen-
cias monetarias, en su mayoría de parte del estado nacional. Además, recibe 
ingresos en forma de alimentos, provistos por un comedor comunitario. De 
lunes a viernes, los 7 integrantes de esta unidad doméstica comen en o reciben 
comida de un comedor comunitario, en donde se les brinda el almuerzo y 
la merienda. Algunos días la comida también es suficiente para llevarla a sus 
hogares y cenar.

Ubicada en una zona de «ladrillerías artesanales» en la periferia de la ciudad 
de Paraná, Argentina, esta unidad doméstica extendida consta de 7 miem-
bros. Si bien las tareas de la ladrillera también implican esporádicamente a los 
otros integrantes de la unidad, solamente un varón de 39 años (que acá deno-
mino Lautaro) se dedica exclusivamente a la producción y venta de ladrillos, 
mientras que un varón de 18 años, también en 2020 (Lucas), realizaba estos 
trabajos con menor frecuencia. En septiembre de 2020, su principal ingreso 
mensual provino de transferencias monetarias. El resto, de la venta de ladri-
llos que manufactura Lautaro. Los 7 viven en 3 «casas», o en tres habitaciones 
independientes, distribuidas de la siguiente manera:

Marina (38 años), Lauro (39), Orne (13) y Santi (14) viven en una casa de 
chapa, plástico y chapas de madera. El ingreso total de la UNIDAD A es de ARS$ 
61 367; aproximadamente de US$ 465 por mes. En un hogar contiguo vivne 
el hijo mayor de Marina, Lucas (18), con su novia, Clara (17). Se trata de 
una precaria «casa» de cartón y plástico. El Ingreso de esta unidad doméstica 
es de ARS$ 27 832 o aprox. US$ 211 por mes. En otra «casa» vive la madre de 
Marina, denominada acá como Carolina (58). El ingreso total de esta unidad 

por dólar. Transcribo esas cifras para dar aclarar que el hogar extenso que estoy presu-
puestando no debe ser considerado como ejemplo de indigencia.
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doméstica es de ARS$ 18 128; aproximadamente US$ 138 para el mismo mes de 
septiembre de 2020.

Los ingresos regulares de los tres hogares suman ARS$ 107 327, aproximada-
mente US$ 813 al mes. Unos, ARS$ 15 332 per cápita por mes. En noviembre de 
2021, su principal ingreso provino de las transferencias de efectivo.

En noviembre de 2021 Marina (39), Lauro (40), Orne (14) y Santi (15) siguen 
viviendo en una casa de chapa, plástico y chapas de madera. Sin embargo, están 
construyendo una nueva casa de ladrillos cerámicos alrededor de la anterior. 
Han invertido una buena parte de sus ingresos en materiales de construcción. 
Recuerdan el momento de la entrevista anterior (por whatsapp) y en general 
toda la época de la ASPO, como momentos muy difíciles, económicamente 
hablando. A noviembre de 2021 manifiestan estar muchísimo mejor.

Marina percibe en noviembre de 2021: 1 Transferencia en efectivo denomi-
nada Potenciar Trabajo ARS$ 16 000; US$ 92 (a idéntica conversión); 2 trans-
ferencias en efectivo de la AUH para sus hijos ARS$ 15 000; US$ 86; 2 Trans-
ferencias Alimentarias en Efectivo (Tarjeta Alimentar) ARS$ 9000; US$ 52; 
Retribuciones variables por limpieza de casas por hora: aproximadamente 
ARS$ 12 000 por mes; US$ 69, y 1000 ladrillos de su exmarido, en concepto 
de pensión alimenticia y manutención de los hijos: ARS$ 13 000; US$ 75.

Su pareja Lautaro recibe por mes: 1 Transferencia en efectivo denominada Poten-
ciar Trabajo ARS$ 16 000; US$ 92, 2 Ingresos variables por producción y venta 
de ladrillos de su «ladrillera»: ARS$ 30 000 aproximadamente por mes; US$ 173.

De este modo el ingreso total de la primera unidad doméstica es de ARS$ 111 
000; US$ 639 mensuales, el cual sirve para el sustento de 2 adultos y 2 adoles-
centes, también por encima de la línea de pobreza establecida por el INDEC 
para ese mes de septiembre 2021. 

Si bien estos datos consignados solamente poseen importancia heurística, 
se pueden ubicar perfectamente en el marco estadístico de la indigencia y 
pobreza de la provincia de Entre Ríos entre septiembre de 2020 y 2021. En 
el caso de esta unidad doméstica, el ASPO no implicó un empobrecimiento. 
Aunque nuestros informantes señalaron en repetidas oportunidades que «la 
pasaron mal» durante las primeras semanas del ASPO y que la incertidumbre 
fue enorme, el malestar se debió principalmente a la restricción de la circula-
ción y, por lo tanto, a la imposibilidad de hacer «changas» cuando lo consi-
deraron necesario. Asimismo, la venta de ladrillos también registró una inte-
rrupción súbita. El periodo, sin embargo, fue corto, desde fines de marzo hasta 
principios de junio. Al incrementarse los ingresos (via transferencias moneta-
rias excepcionales y via incremento en las entregas de alimentos) esta familia 
extendida pudo realizar algunos ahorros e inversión. 
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Durante el periodo del ASPO el proyecto de Marina de construir una casa 
de materiales se hizo realidad. En este asentamiento muchas otras familias 
parecen haber seguido la misma suerte durante los últimos 2 años. Hasta 2019 
la mayoría de las habitaciones estaban hechas con cartón, aglomerado, chapas 
de zinc y maderas mientras que hoy en día son construidas con ladrillos cerá-
micos, que los habitantes encuentran mucho más prácticos y baratos que los 
que se fabrican en el barrio. A fines de 2020 se incrementaron los moradores 
del asentamiento. La venta de derechos (informales) de uso del suelo contri-
buyó también no solamente a poblar el asentamiento con nuevos vecinos sino 
también a capitalizar la antigüedad y el acceso a redes de políticas. De esta 
manera, las parcelas, algunas de ellas vendidas a $ 50 000 (precio julio 2020) 
constituyeron una fuente de ingresos extraordinarios para quienes, como en 
el caso de Marina, buscaban mejorar su habitabilidad. 

La producción de silencios en las redes intergubernamentales 
durante el ASPO y DISPO

Como tan acertada y elegantemente dijera Arjun Appadurai en un brevísimo 
texto sobre el estado de excepción COVID19:

Aquellos de nosotros que practicamos la antropología necesitamos observar, nu-
trir y movilizar este nuevo momento de posibilidad para la sociedad, en contras-
te con el estado como el único sitio confiable para una política de supervivencia. 
Es por eso que vivimos en un estado de excepción, no porque el soberano esté 
apoderándose de un exceso de poder en todo el mundo. (Appadurai, 2020:354)

En los casos que arriba descritos se nota, a primera vista, una segmentación 
de los procesos intergubernamentales por medio del silencio y del proceso 
complementario de sobrerrepresentación de las capacidades estatales que prefi-
gura otra transformación social del estado. La conciencia de la debilidad del 
estado ha abierto en Argentina y en otros países la posibilidad para su reforma 
como posibilidad radical para la sociedad toda.

Por lo que pudimos investigar en Paraná, la asistencia a los sectores más 
vulnerables fue un ámbito en el que compitieron distintas fuerzas políticas, 
movimientos y organizaciones sociales por el reconocimiento de los más nece-
sitados. Las organizaciones y movimientos sociales más afines al ejecutivo, 
Movimiento Evita, CTEP, entre otros, al contar con más recursos para distribuir 
lograron un mayor protagonismo asistencial. Dicha competencia benefició a 
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los pobres e indigentes, quienes en algunos casos lograron acumular recursos y 
capital durante el ASPO para enfrentar la larga crisis económica que le seguiría. 

Desde el punto de vista del estado, pareció instaurarse un nuevo tipo de 
gobierno a la distancia (Rose y Miller, 2010), esta vez implementado por medio 
de terminales en los movimientos sociales afines al presidente. Si bien es muy 
temprano para saber si esta nueva modalidad estatal perdura en el tiempo, y a 
las elecciones, su novedad residió en la producción de silencio como by–pass a 
las redes de política intergubernamental que la burocracia tradicional preveía. 
Estos silencios y la nueva formación estatal que los produce se han consoli-
dado durante la pandemia. Dicha formación que no tiene solamente en este 
poder ejecutivo a su causa eficiente. Encontramos un precedente en el incre-
mento de las transferencias a los movimientos sociales que se diera durante el 
ministerio de Carolina Stanley en Desarrollo Social. En las crisis económicas, 
como en la de 2001 y las que le seguirán, emergen silencios programados o no 
programados por los cuales se resuelve una buena parte de la administración 
a la distancia de la pobreza y de la indigencia. Normalizarlos, en el sentido 
epistemológico del término, sería un grave error. 
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Capítulo 10. 
Las políticas orientadas a dar respuesta  
a la pandemia en los niveles subnacionales:  
hábitat y vivienda, transporte y movilidad,  
y protección social y asistencia alimentaria  
en Río Negro y San Carlos de Bariloche

Tomás Guevara y Julieta Wallace

Introducción

Este capítulo ofrece una descripción de las políticas desplegadas por la 
provincia de Río Negro y la ciudad de San Carlos de Bariloche para hacer 
frente a la crisis sanitaria desatada por la pandemia de COVID19. Específica-
mente, se aboca a tres ejes de política pública: hábitat, transporte público y 
transferencias de ingresos y asistencia alimentaria. La reconstrucción de estas 
iniciativas es producto de un relevamiento de normativa de nivel nacional, 
provincial y municipal, información periodística y entrevistas semiestructu-
radas con funcionarios e informantes clave que estuvieron involucrados en la 
toma de decisión de esas iniciativas.

El análisis está acotado al año 2020 en que se declara la pandemia, por lo 
que no avanza en la evaluación de los impactos y los resultados de las polí-
ticas identificadas, sino que se centra en la definición por parte del Estado de 
la forma de abordaje de una determinada problemática. Las políticas públicas 
son, en definitiva, «tomas de posición» por parte del Estado sobre cómo 
resolver alguna cuestión socialmente problematizada (Oszlak y O’Donnell, 
1976). Para desplegar dichas políticas públicas, el Estado despliega cierto tipo 
de dispositivos, entendidos como «manifestaciones concretas tomadas por las 
autoridades» (Paz–Noguera, 2020). 

A partir de estos dispositivos, se pueden identificar redes de políticas (RP) y 
relaciones intergubernamentales (RIG) que se tejen alrededor de los mismos, 
donde se involucran no solo los diferentes niveles del Estado, sino también 
instituciones de la sociedad civil, organizaciones de base y actores sociales y 
económicos que son portadores de intereses y miradas diversas sobre las cues-
tiones abordadas. 
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Río Negro y San Carlos de Bariloche en contexto

Río Negro es una provincia de la región norpatagónica, que limita al norte con 
las provincias de Neuquén, La Pampa y Buenos Aires, al sur con la provincia 
de Chubut, mientras que de oeste a este se extiende desde la frontera con Chile 
hasta el Océano Atlántico. Es la cuarta provincia en extensión, con algo más de 
200 000 km2, mientras que es de las provincias menos pobladas con alrededor 
de 750 000 habitantes, lo que arroja una densidad bruta muy baja, de menos 
de 3,5 habitantes por km2. Al igual que el resto de la Patagonia, fue un terri-
torio donde se asentaban pueblos originarios como los tehuelches, mapuches y 
otros, preexistentes a la conformación del Estado Nacional. Incorporado como 
Territorio Nacional en las campañas militares del siglo XIX, se provincializó en 
1955 y contó con su primera Constitución provincial en 1957.1 

Su territorio es muy heterogéneo, así como su configuración productiva, 
aunque en términos generales la principal actividad de la provincia es la agri-
cultura y la ganadería (Malvicino et al., 2020). Hacia el noroeste se encuentra 
la zona de explotación hidrocarburífera, que forma parte de la formación Vaca 
Muerta con producción de gas y petróleo, y se extiende progresivamente hacia 
el este, compitiendo con los valles irrigados del Río Negro donde tradicional-
mente se desarrolló la fruticultura de la pera y la manzana, principalmente. Esta 
actividad se encuentra atravesando una profunda crisis en las últimas décadas 
(Bandieri y Blanco, 1991; Ramírez, 2019), que llevó a la reducción de hectá-
reas cultivadas, pérdidas de unidades productivas y a una progresiva concen-
tración de la cadena en las empresas exportadoras. Existen zonas de desarrollo 
ganadero bovino, en el territorio ubicado entre los ríos Negro y Colorado, así 
como la tradicional ganadería ovina en la región sur que ocupa gran parte del 
territorio de la provincia, donde tuvo un desarrollo temprano la industria de 
la lana, hoy en decadencia. Por su parte, la zona atlántica cuenta con desarrollo 
de la industria pesquera con un puerto de aguas profundas en San Antonio 
Este, así como un gran desarrollo turístico de playa y sol en localidades como 
El Cóndor, Las Grutas y Playas Doradas. Finalmente, el turismo es la prin-
cipal actividad en la región andina que cuenta con alrededor de la mitad del 
territorio del Parque Nacional Nahuel Huapi dentro de la provincia y con 
una riqueza paisajística donde abundan lagos, bosques y montañas y un gran 
desarrollo del turismo de nieve, con preeminencia del Centro de Deportes 
Invernales «Dr. Antonio Lynch» en el Cerro Catedral.

1 	 Para una revisión de la conformación histórica de la provincia ver (Cañuqueo et al., 2020).
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San Carlos de Bariloche es la principal ciudad de la región andina de la 
Provincia de Río Negro. Es una ciudad intermedia de alrededor de 140 000 
habitantes que nació como Colonia Agrícola Pastoril en 1902 y se desarrolló al 
calor de las relaciones comerciales y productivas a ambos lados de la cordillera 
de Los Andes. Desde las primeras décadas del siglo XX, en el marco de políticas 
de control territorial que implicaron la creación de la Dirección de Parques 
Nacionales y el Parque Nacional Nahuel Huapi,2 la ciudad quedó enclavada 
en territorio del Parque Nacional y el perfil de la ciudad se orientó hacia el 
turismo de élite. Progresivamente, las actividades económicas complementa-
rias, como la forestal y la agrícola, fueron desplazadas, afectadas por el cierre 
de los intercambios con Chile, y los usos del suelo se concentraron en diversas 
modalidades de gastronomía, hotelería y otras infraestructuras y equipamientos 
vinculadas al turismo como actividad central de la base económica local.

A partir de la década de 1940, la extensión de los derechos laborales y la 
masificación del turismo implicaron que la ciudad fuera virando de un perfil 
de turismo de élite a un turismo social, incorporando sectores medios y popu-
lares, en un recorrido similar al de otros destinos turísticos como Mar del Plata 
(Vargas y Núñez, 2020). Desde entonces, la ciudad desarrolló una amplia gama 
de oferta para diferentes tipos de demandantes y niveles socioeconómicos. En 
este marco, la ciudad experimentó un crecimiento urbano acelerado durante 
la segunda mitad del siglo XX, multiplicando su población más de cinco veces 
desde 1960. Si bien desde 2000 el crecimiento parece desacelerarse, todavía 
hoy es superior a la media provincial y nacional. El ejido urbano fue incor-
porando los viejos lotes pastoriles y subdividiéndolos, en una modalidad de 
loteos que fue común al resto de las ciudades del país (Di Virgilio et al., 2015), 
aunque en este caso orientados a una demanda externa, de sectores medios 
y medios–altos de otros centros urbanos que adquirían lotes como inversión 
o para segunda residencia. Así, entre 1940 y 1970 se lotearon más de 4 000 
hectáreas en el eje oeste de expansión, entre el Cerro Otto y el Lago Nahuel 
Huapi (Abalerón, 1992).

Este crecimiento estuvo desfasado de la extensión de los servicios e infraes-
tructuras necesarios. Como consecuencia, la ciudad presenta graves restric-
ciones en materia de acceso al suelo urbano, la vivienda y servicios básicos 
como agua potable, gas, cloacas y recolección de residuos y sustentabilidad 

2 	 El Parque Nacional Nahuel Huapi fue creado en 1934, abarca alrededor de 700 mil hec-
táreas de las provincias de Río Negro y Neuquén. El ejido de San Carlos de Bariloche 
quedó completamente rodeado por el Parque Nacional, y fue incorporando tierras de esa 
jurisdicción hasta su extensión actual de más de 27 mil hectáreas. 
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del transporte público (Niembro et al., 2021). Todas estas son características 
que van a profundizar el impacto de la pandemia de COVID19 en la ciudad 
como veremos a continuación. 

En materia socioocupacional, si bien existen una incipiente diversificación 
de la estructura productiva,3 una porción importante de la actividad econó-
mica está vinculada al turismo de forma directa o indirecta. Las estimaciones 
difieren, ubicándose entre un 20 % del empleo directo e indirecto (Kozulj, 
2016; Pantano et al., 2015) y un 45 % (Abalerón, 2007). Asimismo, estos datos 
son coincidentes con los que aporta el Observatorio de Empleo y Dinámica 
Empresarial del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social, que arroja 
un 21,1 % de trabajadores registrados en hotelería y gastronomía, el rubro más 
identificado con la actividad turística para el Área Económica Local Barilo-
che.4 Según el mismo relevamiento, el ingreso promedio en 2019 se ubicaba 
en torno a los $ 42 000, un 10 % por debajo de la media nacional. Los estu-
dios muestran asimismo el comportamiento estacional de la actividad econó-
mica que tiene sus picos de actividad en las temporadas invernal y estival. Esta 
situación ha generado una relativa vulnerabilidad en la inserción laboral de 
buena parte de la fuerza de trabajo (Kozulj, 2016), que debe complementar 
los ingresos laborales de las temporadas altas con otros empleos, emprendi-
mientos o changas durante las temporadas bajas. 

Ambas características, dependencia del turismo y vulnerabilidad en la inser-
ción laboral, van a ser muy relevantes para entender los efectos de la pandemia 
en Bariloche, así como en otras localidades de la Provincia como El Bolsón 
y el resto de la región andina, pero también la zona atlántica, en localidades 
turísticas como Las Grutas, Playas Doradas y El Cóndor. Otras actividades 
no fueron tan afectadas como la fruticultura, la ganadería, la minería o los 
hidrocarburos, que siguieron desarrollándose con menos restricciones y recu-
peraron cierta normalidad más rápidamente.

El turismo fue una de las primeras actividades afectadas por las medidas de 
restricción y de las últimas en volver a habilitarse en 2020. El Decreto 297/2020 
del Poder Ejecutivo Provincial del 19 de marzo estableció las primeras restric-
ciones para el ingreso al territorio rionegrino, lo que empezó a poner obstáculos 

3 	 Se puede mencionar en este sentido una fuerte presencia de la administración pública de 
nivel nacional, provincial y municipal, un importante sector de ciencia y tecnología lide-
rado por la empresa INVAP SE y algunas actividades como la producción de chocolates, 
microcervecerías y productos gourmet.

4 	 Si bien es un área que excede el ejido de Bariloche y abarca la ciudad de El Bolsón, en-
tre otras localidades, Bariloche es la principal ciudad y la que marca el pulso de la zona 
andina de Río Negro.
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para el funcionamiento de la actividad. La débil inserción ocupacional de gran 
parte de la población vinculada al turismo hizo que vieran rápidamente afec-
tados sus ingresos por el cierre de actividades y la recesión económica que se 
generó a partir de esas medidas. Esto requirió de un abordaje particular tanto 
en las medidas de asistencia alimentaria, como una ingeniería especial para el 
caso de las políticas de sostenimiento del empleo y transferencia de ingresos 
que no se adecúan a los regímenes de empleo temporario tan masivos como 
sucede en San Carlos de Bariloche. Como resultado, buena parte del período 
de estudio está atravesado por conflictos con los gremios que agrupan a estos 
trabajadores, en particular el gremio gastronómico y hotelero UTHGRA, las 
cámaras patronales, y los diferentes niveles del Estado. 

Pandemia y federalismo

Como pocas veces en los últimos años, la pandemia significó un enorme desafío 
para un país organizado como República Federal, donde las competencias 
de salud y educación —las dos principales en función de la pandemia— son 
competencia exclusiva de las provincias. El rol del Estado nacional en dichas 
áreas se limita a lineamientos generales, que incluso no son obligatorios en 
muchos casos si no cuentan con la adhesión expresa de las Provincias. 

Esto significó que había, potencialmente, veinticuatro estrategias sanita-
rias diferentes en el territorio argentino para hacer frente a la crisis sanitaria. 
Al inicio de la pandemia, casi la totalidad de las jurisdicciones se encolum-
naron detrás de las definiciones del Gobierno Nacional. Río Negro no fue 
la excepción, y se encontró siguiendo los lineamientos nacionales y partici-
pando activamente, a través de la propia Gobernadora u otros funcionarios, 
de las diferentes instancias de gestión de la crisis sanitaria planteados desde el 
nivel federal. A lo largo de 2020, fueron comunes las videoconferencias que 
contaron con la participación de la Gobernadora Arabela Carreras en dife-
rentes oportunidades. Por ejemplo, en diciembre de 2020 se anunció junto a 
la Universidad Nacional de Río Negro el lanzamiento de la carrera de medi-
cina, con sede en la ciudad de San Carlos de Bariloche. 

Justamente, el concepto de RIG busca dar cuenta de un conjunto de activi-
dades e interacciones que tienen lugar entre diferentes unidades de gobierno 
de todo tipo o nivel territorial de actuación (Agranoff y Gallarín, 1997). Como 
señala Gibson y Gibson (2004) en un país federal existe la prerrogativa de no 
adherir por parte de las provincias y de convertirse en un punto de veto de 
las decisiones del gobierno federal.
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Así, el desgaste de la población en relación con las medidas de aislamiento y 
distanciamiento, la aparición de manifestaciones contra las medidas de restric-
ción y la voluntad de hacer «control de daños» en relación con las medidas 
tomadas por el nivel federal, generaron grandes incentivos para que las provin-
cias comiencen a diferenciarse en sus estrategias y en algunos casos manifes-
tarse abiertamente en contra. De hecho, en algunos casos fue manifiesto cómo 
la diferenciación pública en materia de medidas para paliar la crisis sanitaria 
tuvo como finalidad la búsqueda de acumulación política por parte de algunos 
gobernantes. Entre otros temas de conflicto entre el gobierno nacional y las 
provincias se pueden mencionar la gestión de la virtualidad o presencialidad 
en las escuelas, las restricciones a las actividades económicas, las restricciones 
a la movilidad, la distribución de subsidios al transporte, etc.

Uno de los principales ejes de diferenciación de las entidades de gobierno 
federal y provincial en el caso de Río Negro, como veremos en el apartado 
siguiente, estuvo relacionado con la forma de gestionar los conflictos territo-
riales, en particular en la región andina. El Gobierno provincial de Arabela 
Carrera y en general el partido Juntos Somos Río Negro, con el senador Were-
tilneck a la cabeza, sentaron posición contra cualquier ocupación de tierra, 
ya rural o urbana, y cargaron las tintas sobre el Gobierno Nacional al que 
acusaron por inacción, cuando no connivencia con los ocupantes (Cenetenera, 
31/08/2020). En particular, las críticas se centraron en el accionar del Instituto 
Nacional de Asuntos Indígenas y la cartera de Seguridad (Di Natale, 6/9/2020) 
En este trabajo nos vamos a abocar más específicamente a los conflictos susci-
tados por las ocupaciones de tierras en el ámbito urbano, pero el análisis 
requiere incorporar los conflictos en áreas rurales como parte del contexto.

Un segundo eje de conflictividad estuvo relacionado con el impacto de las 
restricciones en los sistemas de transporte de pasajeros. Si bien afectó a todos 
los sistemas, tanto transporte automotor de larga, mediana y corta distancia, 
ferroviarios y aéreos, la principal polémica se dio en torno a los subsidios a 
los colectivos urbanos e interurbanos. El sistema de subsidios, heredado desde 
hace años, venía arrastrando una serie de complejidades que lo volvían inefi-
ciente y se evidenciaba una desigualdad en la asignación de recursos entre el 
Área Metropolitana de Buenos Aires y el resto del país. Si bien la situación 
mejoró con la implementación del sistema SUBE, que permitió un control más 
eficiente del gasto y una focalización de los subsidios, los problemas persistían 
a fines de 2015 cuando se produjo el cambio de gestión de gobierno. La gestión 
de Cambiemos hizo un eje de política la reducción del déficit fiscal, dentro 
de lo cual tenían una importancia preponderante los subsidios económicos, 
al transporte y a la energía. En 2018, el gobierno de Macri reformuló en gran 
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medida el sistema de subsidios, reduciendo su dotación y buscando transferir 
esta responsabilidad a las provincias en el marco de «pactos fiscales». Como 
consecuencia, en diferentes ciudades del país, entre ellas Bariloche, el sistema 
de transporte público de pasajeros sufrió una fuerte crisis, que fue posterior-
mente profundizada por la pandemia, dado que no se compensó totalmente 
la quita de subsidios nacionales con recursos de nivel provincial o municipal.

Un tercer eje de conflictividad entre las jurisdicciones fueron los impactos 
de la pandemia y de las medidas de restricción en la actividad económica. 
Como dijimos, el sector turístico fue uno de los más golpeados, por lo cual los 
destinos turísticos de todas las provincias sufrieron fuertemente las restricciones 
a la actividad durante casi todo 2020. En el caso de Río Negro, el impacto se 
sintió en la zona atlántica, pero fundamentalmente en Bariloche cuya tempo-
rada más fuerte es la invernal. La gobernadora, oriunda de Bariloche, se posi-
cionó claramente en defensa de las cámaras empresariales vinculadas a la acti-
vidad y se unieron en la demanda de subsidios y ayudas al Gobierno Nacional. 
En junio de 2020, la Legislatura de Río Negro, a instancias del oficialismo, 
declaró a la región andina «zona de desastre económico y social» para visibi-
lizar la crisis que atravesaba el sector. En declaraciones públicas, se planteaba 
una pérdida de $ 10 000 millones por la temporada turística de invierno, 
afectando a más de 45 000 empleos (Andrade, 30/6/2020). Asimismo, buena 
parte del año 2020, como veremos, estuvo atravesada por el conflicto con los 
trabajadores temporarios del sector turístico que demandaban acceso a alguno 
de los programas de emergencia implementados, y que los habían excluido 
dada la particularidad de su régimen laboral. Recién hacia diciembre de 2020 
la actividad comenzó a normalizarse con la llegada de turistas a la provincia, 
por lo que a inicios de 2021 la situación tendió si no a normalizarse, al menos 
a reactivarse (Manzoni, 2/11/2020).

En este capítulo, entonces vamos a trabajar tres aspectos puntuales de estos 
ejes de conflicto que se desarrollaron durante el año 2020: ocupaciones de tierras 
en el ámbito urbano, crisis de financiamiento del transporte público y políticas 
de sostenimiento del empleo, transferencia de ingresos y asistencia alimentaria.

Ocupaciones de tierra en ámbitos urbanos

No existen datos oficiales sobre déficit habitacional en la provincia de Río 
Negro, ni en la mayoría de las ciudades. La única ciudad que cuenta con un 
relevamiento propio es la ciudad capital, Viedma que, junto a la ciudad de 
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Carmen de Patagones, conforman un aglomerado que es incluido en el rele-
vamiento periódico de la Encuesta Permanente de Hogares. 

Según un informe del Foro de Análisis Económico de la Construcción (2017) 
basado en dicha encuesta existía en el aglomerado Viedma–Patagones un déficit 
de 6.238 viviendas, entre las viviendas precarias, hacinamiento y cohabitación. 
Siguiendo la metodología propuesta en un informe de la Fundación Banco 
Municipal (2016), el déficit habitacional en el tercer trimestre de 2021 en el 
aglomerado Viedma–Carmen de Patagones ascendía a 1,6 % de las viviendas 
irrecuperables —déficit cuantitativo— y 7,7 % de las viviendas recuperables 
—déficit cualitativo— totalizando un déficit de 9,3 % de las viviendas.

Por su parte, la ciudad de San Carlos de Bariloche presenta un déficit habi-
tacional que afecta a al menos 10 000 hogares (25 %) según Guevara et al. 
(2016), que se basan en información del censo 2010: 3.500 hogares viviendo 
en barrios populares con problemas de regularización dominial y de acceso 
a servicios básicos y 6.500 hogares viviendo en condiciones de hacinamiento 
(exceso de personas por habitación). Un total de 28 barrios, que agrupan algo 
más de 3000 hogares, están incorporados al régimen de regularización domi-
nial e integración sociourbana de la ley 27453 de 2018. Asimismo, existen al 
menos 10 000 hogares que requieren regularización dominial de los terrenos 
donde viven, a través de la Ley Provincial 3396 que adhiere a la ley 24374 
denominada «Pierri».

De acuerdo con datos de una encuesta reciente elaborada durante el año 
2021,5 el 6,9 % de los hogares del departamento de Bariloche, que incluye 
la ciudad homónima, Dina Huapi, El Bolsón y algunas localidades pequeñas 
como El Manso, El Foyel, etc. vive en asentamientos. En relación con la 
tenencia de la vivienda, el 34,4 % de los hogares son inquilinos y el 11,9 % 
son ocupantes.

Si se toma la totalidad de barrios populares de la ley 27453 en Río Negro, 
observamos que ascienden a alrededor de 150, donde viven más de 9000 
hogares en condiciones de precariedad habitacional. 

Pese a la dispersión de estadísticas, se puede vislumbrar que la situación habi-
tacional en Río Negro, en particular en Bariloche, reviste cierta complejidad. 
Ante este panorama, el año 2020 había comenzado con conflictos por nuevas 
ocupaciones de suelo incluso antes de la pandemia en la ciudad de Bariloche. 
Entre otros casos se pueden mencionar: la Manzana 287 en el barrio 2 de 
abril del eje de expansión sur de la ciudad, lotes y espacios verdes del barrio 

5 	 En el marco del Proyecto PISAC COVID19 N° 21 financiado por la Agencia Nacional de 
Promoción Científica y Tecnológica.



337

CooViGast y espacio público en el barrio San Francisco IV, ambos en el eje 
oeste de expansión de la ciudad. Se contabilizaron al menos diez ocupaciones 
simultáneas en diferentes puntos de la ciudad antes de las medidas restric-
tivas de marzo de 2020. Esta situación fue reflejada por los medios desde el 
mes de enero y febrero, y se expresó en concentraciones en el Centro Cívico 
y reuniones concurridas al Consejo Social de Tierras local.6

En términos generales, es posible afirmar que la pandemia profundizó la 
crisis habitacional en varios sentidos en todo el territorio rionegrino. El confi-
namiento y las restricciones forzaron a la población que ya se encontraba en 
situación deficitaria a estar más tiempo en la vivienda, porque estaban impe-
didos de trabajar, porque tenían que trabajar remotamente, porque no había 
escuela o estaban impedidos de realizar otras actividades que estaban prohi-
bidas. Esta situación generó conflictos recurrentes en materia de convivencia, 
lo que se reflejó en las estadísticas de denuncias sobre violencia familiar y de 
género. Asimismo, la merma en los ingresos de la población impidió realizar 
las mejoras que cotidianamente realizan los hogares en el proceso de autocons-
trucción progresiva de sus viviendas (Di Virgilio et al., 2012), profundizando 
la precariedad y el deterioro de las viviendas. 

Otra dimensión relevante de la crisis habitacional remite a la situación de 
los hogares inquilinos que se vieron imposibilitados de seguir pagando su 
alquiler debido a la crisis socioeconómica y a la merma en los ingresos. Esto 
llevó a reiterados reclamos por parte de la Unión de Inquilinos de Río Negro 
(Diario Río Negro, 17/4/2020). 

En el caso particular de Bariloche es una ciudad que presenta precios elevados 
de alquiler en relación con los ingresos medios de los habitantes, lo que suele 
ser relacionado con la demanda externa que distorsiona el funcionamiento del 
mercado inmobiliario, debido al turismo y a las migraciones por amenidad 
(Guevara et al., 2017). La crisis socioeconómica derivada del COVID19 motivó 
en muchos casos mudanzas no previstas y/o endeudamiento de los hogares 
con los propietarios de las viviendas que alquilaban. En no pocas situaciones, 
las mudanzas implicaron reducción en el tamaño de vivienda alquilada, un 
empeoramiento en las condiciones de localización y accesibilidad y/o un paso 
a la informalidad urbana, por la decisión de comprar, ocupar o alquilar una 
vivienda o un lote en un barrio informal. En el caso del departamento de 
Bariloche, el 37,7 % de los inquilinos afirmó haber tenido aumentos desde 
marzo 2020 cuando los mismos estaban prohibidos, mientras que el 23 % 

6 	 Consejo de participación ciudadana en relación con el hábitat creado por la Ordenanza 
1595–CM–2006. 



338

tuvo problemas para pagar el alquiler, el 12,5 % se vio forzado a cambiar de 
vivienda y el 2,8 % fue desalojado durante la pandemia. Estos datos eviden-
cian las limitaciones de las regulaciones intentadas por el gobierno Nacional, 
como veremos a continuación.

La respuesta estatal fue disímil ante la situación habitacional. El Gobierno 
Nacional tomó decisiones que favorecieron fundamentalmente a dos universos 
poblacionales: por un lado, a la población que vive en los barrios populares 
identificados por la ley 27453; y, por otro lado, a los inquilinos formales. 
También es necesario destacar el Plan Nacional de Suelo Urbano, si bien su 
lanzamiento fue previo a la pandemia del COVID19. No obstante, el control en 
la implementación de muchas de estas medidas es jurisdicción de las provin-
cias y municipios, con lo cual su eficacia dependió estrictamente del proceso 
de territorialización de las políticas públicas (Rodríguez et al., 2016). Si bien 
existieron gestiones para ejecutar programas con posibles impactos habitacio-
nales como el Argentina Hace o el Programa de Integración Socio Urbana, 
no tuvieron ningún nivel de ejecución durante el período de estudio y solo 
se avanzó en la firma de convenios marco y algunos convenios específicos. 
Dentro de las obras presentadas, la mayoría estaban referidas a mejoras en 
espacio público, pavimento de rutas y otras obras con impacto en la actividad 
turística. Recién en 2021 se firmaron convenios relativos a barrios populares 
como redes de agua en los barrios Arrayanes y Eva Perón y redes de gas en los 
barrios Nueva Jamaica y Wanguelen (Diario Río Negro, 7/11/2021). 

En relación con los inquilinos, la sanción de la ley nacional 27551 fue motivo 
de gran expectativa, pero sobre todo se buscó el impacto del decreto que 
congeló los alquileres temporalmente y prohibió los desalojos. Se registró en 
el caso de Bariloche alguna conflictividad en relación con el no cumplimiento 
de esta normativa, que fue reflejada en los medios periodísticos y en declara-
ciones de la Unión de Inquilinos de Río Negro. 

En este sentido, los instrumentos a través de los cuáles se canalizaron las RIG 
(Agranoff y Gallarín, 1997) en este período en materia habitacional fueron bási-
camente subvenciones y especialmente regulaciones para los barrios populares e 
inquilinos, identificados como los dos universos más vulnerables en esta materia. 

Cuando se analiza las medidas de nivel provincial en relación con el COVID19, 
vemos que están limitadas a cuestiones sanitarias, de movilidad, subsidios 
al transporte, asistencia alimentaria y otras temáticas afines, pero no hubo 
una sola medida en el relevamiento de normativa realizado que tuviera un 
componente específicamente habitacional. Para dar cuenta de esta situación 
nos basamos en las ediciones especiales del Boletín Oficial de la Provincia de 
Río Negro que compilan toda la normativa relacionada con la pandemia. De 
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hecho, durante el año 2020 que es el período de análisis, el discurso público 
de las autoridades provinciales estuvo centrado en la defensa irrestricta de la 
propiedad privada frente a lo que se veía como un avance de las ocupaciones, 
tanto rurales, protagonizadas por comunidades mapuches, como urbanas, 
protagonizadas nuevas ocupaciones urbanas en las periferias de las principales 
ciudades de la provincia, como Viedma, Cipoletti, Bariloche y El Bolsón. Dado 
que las ocupaciones rurales también se registraron en la zona andina, toda esta 
zona fue especial foco de atención de debates y discursos que llegaron incluso 
al plano nacional. La mirada del Gobierno Provincial sobre los conflictos 
territoriales buscó estigmatizar a los actores involucrados y tuvo un abordaje 
punitivo, promoviendo la judicialización y los desalojos como única respuesta. 
No obstante, si bien en Bariloche se desactivaron algunas de las ocupaciones 
urbanas surgidas en este período, la mayoría de ellas siguieron desarrollándose. 

En particular, la ocupación masiva de un predio de propiedad del INTA 
en la ciudad de El Bolsón en la zona denominada Mirador del Azul alcanzó 
repercusión nacional, por el lugar donde se realizó la toma, por el tamaño 
de la misma y por la participación de algunos referentes vinculados a organi-
zaciones de base territorial nacionales como el Movimiento de Trabajadores 
Excluidos. Esta visibilización del conflicto permitió poner en escena los posi-
cionamientos del Gobierno Provincial y gobiernos municipales en la materia. 
El Intendente de la ciudad, Bruno Pogliano (Diario Jornada, 20/8/2020), del 
partido provincial Juntos Somos Río Negro (JSRN), y otros referentes como la 
Gobernadora Arabela Carreras y el Senador Alberto Weretilncek, ambos del 
mismo partido, fueron eficaces en imponer un discurso público que asociaba 
ocupaciones urbanas y rurales a una misma lógica y como una avanzada frente 
al derecho de propiedad privada en la región y llamaban al Gobierno Nacional 
a tomar medidas (Braslavksy, 30/8/2020). El Intendente de Bariloche, Gustavo 
Gennuso, si bien tuvo posicionamientos públicos más moderados, siguió la 
misma línea y promovió la judicialización de todas las ocupaciones que se 
asentaban sobre terrenos municipales (Diario Río Negro, 30/3/2020).

Después de meses sin resolución, el Gobierno Provincial intentó desactivar 
la conflictividad a través de un proyecto de Ley de Suelo Urbano que buscaba 
generar alguna respuesta institucional ante la demanda habitacional. Esta ley 
se aprobó recién hacia el fin del período de estudio, por lo que su implemen-
tación no puede ser evaluada y se inició lentamente en el año 2021. En conso-
nancia con la línea discursiva planteada, se incorporó en la ley cláusulas para 
excluir a aquellas personas involucradas en ocupaciones y con causas penales 
por usurpación en trámite, lo que, si bien es de dudosa constitucionalidad, 
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fue efectivo para reforzar la posición de la Gobernadora y el partido gober-
nante en la materia (La Tecla Patagonia, 4/11/2020).

El Estado Municipal por su parte se vio desbordado por la situación habi-
tacional y se limitó durante buena parte del período de estudio a judicializar 
las ocupaciones. La conflictividad llegó a tal punto que detonó la salida a 
mediados de año del Presidente del Instituto Municipal de Tierras y Viviendas, 
José Mella, organismo encargado de la aplicación de la política habitacional 
municipal. Si bien su reemplazante Javier Giménez mostró una mayor aper-
tura al diálogo con las organizaciones y los procesos del territorio, no aportó 
mayores soluciones a la problemática.7 El Concejo Municipal, por su parte, 
trató de canalizar algún tipo de respuesta institucional. En particular, se 
presentaron sendos proyectos con algunos meses de demora, uno del principal 
bloque opositor del Frente de Todos, presentado en febrero incluso antes de 
la pandemia y posteriormente adaptado al contexto, y otro del bloque oficia-
lista de JSRN, presentado a mitad de año. Ambos bloques lograron consen-
suar un único proyecto que creó un Programa Hábitat Bariloche (PHB) para 
atacar la situación de emergencia habitacional durante un año, con fuentes de 
financiamiento provenientes de un remate de lotes municipales, entre otras. 
La ordenanza recién se votó en la última sesión del año 2020, por lo que su 
implementación tampoco puede ser evaluada para este trabajo. No obstante, 
entre las restricciones a la movilidad planteadas por la pandemia y la respuesta 
institucional de la Ley de Suelo urbano provincial y el PHB a nivel municipal, 
la conflictividad social se redujo ostensiblemente hacia fin de año y desde 
principios de 2021. 

Crisis en el financiamiento del sistema  
de transporte público urbano

Como decíamos en la introducción, la situación del transporte público de 
pasajeros venía de una situación crítica desde el año 2018 cuando la gestión 
Cambiemos modificó el esquema de subsidios en el marco de los pactos fiscales. 
Las RIG en este sector de política pública estuvieron marcados fundamental-
mente por las subvenciones, es decir, el esquema de financiamiento por parte 
del nivel federal, a los sistemas de transporte urbano, de nivel urbano o local la 
mayoría. En algunas provincias los sistemas de transporte son de competencia 
provincial, mientras que en otros hay sistemas enteramente municipales, según 

7 	 https://www.rionegro.com.ar/un–exintendente–de–ramos–mexia–asume–el–instituto–de–
tierras–de–bariloche–1475883/ 
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el régimen municipal de cada provincia. En el caso de Río Negro, donde rige 
un régimen municipal que consagra la autonomía municipal plena, los sistemas 
de transporte urbano de pasajeros son regulados por los propios municipios, 
con excepción de aquellas líneas interurbanas. En el caso de Bariloche, por 
ejemplo, esto implica que exista una sola línea que está bajo la órbita provin-
cial, que es aquella que conecta la localidad con Dina Huapi.

Esta situación de crisis del financiamiento del sistema de transporte pública 
se inscribió, además, en tendencias más generales, que eran preexistentes a 
la pandemia, e incluso a la reforma de los subsidios de 2018. En las ciudades 
grandes, dada las mayores densidades de población que registran y la consi-
guiente congestión, casi «naturalmente» se observa una mayor participación 
del sistema de transporte público en el conjunto de viajes registrados y la rela-
ción entre pasajeros y kilómetros transportados es más eficiente. Por su parte, 
en las ciudades pequeñas, justamente por su escala, los sistemas de transporte 
público no son viables económicamente y además la escala de la ciudad permite 
que otros medios sean más eficaces y accesibles, como el automóvil particular, 
la bicicleta o el peatonal. 

En cambio, en las ciudades intermedias, por su propia escala, la ciudadanía 
demanda la existencia de un sistema de transporte público de pasajeros pero 
existen serias dificultades para financiarlo de forma sustentable (Bossio et al., 
2016). Entre otros motivos se señala el mal estado de la red vial, los recorridos 
intrincados producto que fueron generándose sin planificación ni estudio 
para dar respuesta a una demanda creciente, la creciente expansión de baja 
densidad de muchas de estas ciudades. Estas características suelen arrojar una 
relación entre kilómetros recorridos y pasajeros transportados que es subóp-
tima. Pese a ello, el tamaño de las ciudades hace prácticamente el funcio-
namiento de la ciudad sin contar con un sistema de transporte público. De 
hecho, son excepcionales los casos en nuestro país de ciudades de más de 90 
000 habitantes que no cuentan con dicho sistema. También se señala el peso 
creciente de grupos sociales subsidiados y franquiciados, que son indirecta-
mente financiados por el pasajero que paga la tarifa plena, como otro de los 
problemas frecuentes. Estos grupos varían de ciudad a ciudad, aunque hay 
algunos grupos financiados a nivel nacional, como jubilados y pensionados, 
pero que no distorsionan la ecuación económica porque el operador recibe 
el precio pleno del boleto. Entre los subsidios aplicados localmente los más 
comunes son los boletos escolares, que muestran algunas variantes en su imple-
mentación: subsidio pleno o parcial, solo para escuelas públicas, subsidio dife-
rencial para escuelas privadas, etc. 
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Otro condicionante estructural es el tipo de convenio colectivo de trabajo 
del sector, que data del año 1973, y que obliga a que la jornada laboral de los 
trabajadores encuadrados bajo la Unión del Transporte Automotor (UTA) 
cumplan su jornada laboral de forma corrida, cuando esto no se corresponde 
con la dinámica económica y comercial de muchas de estas ciudades, que 
tienen horario partido, lo que hace que los picos y valles de la demanda de 
viajes no sea adecuada a este esquema laboral.

Todos estos factores han hecho perder la importancia del transporte 
público de pasajeros en ciudades intermedias, tendencia que se vio reforzada 
por una extensión de la accesibilidad en las últimas décadas a la adquisición 
de vehículos automotores, en particular las motos. Como resultado de ello, 
el transporte público empezó a ser conceptualizado, explícita o implícita-
mente, como un sistema de transporte para sectores de bajos ingresos. Río 
Negro es, básicamente, una provincia de ciudades intermedias, al igual que 
la mayoría de las provincias con excepción de unas pocas que tienen aglo-
merados que pueden ser categorizados como grandes. Ni su ciudad capital 
ni la ciudad más poblada de la provincia superan los 200 000 habitantes, si 
bien todo el sistema urbano del alto valle del Río Negro, que abarca terri-
torio de Neuquén y de Río Negro, supera ampliamente esa cifra y ascendía 
a más de 600 000 habitantes en 2010.

La yuxtaposición entre la quita de subsidios federales y la reducción en la 
demanda de viajes que trajo aparejada la pandemia fue un golpe mortal para 
los sistemas de transporte público urbanos en todo el país, y Río Negro no 
fue la excepción. En el caso de General Roca, por ejemplo, la situación llevó 
a la rescisión del contrato a la empresa 18 de mayo por parte de la Intendenta 
María Emilia Roca y la implementación de un sistema de emergencia prestado 
en articulación entre la Municipalidad y una cooperativa de trabajo denomi-
nada 1 de septiembre, conformada por los choferes ex empleados en la conce-
sionaria. Al igual que veremos en Bariloche, los conflictos entre el concedente 
y el concesionario habían iniciado con anterioridad a la pandemia, pero en el 
contexto de la crisis sanitaria la problemática se volvió insostenible.8 Todavía 
en octubre de 2021, el servicio se prestaba bajo este esquema de emergencia y 
contingencia, que fue regularizada recién durante ese mes, convirtiéndose en 

8 	 https://www.rionegro.com.ar/soria–le–baja–definitivamente–la–persiana–a–18–de–mayo–
1374522/ 
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el primer servicio público de transporte urbano prestado por una cooperativa 
originada en la recuperación de una empresa.9 

En el caso de San Carlos de Bariloche la crisis era incluso preexistente y 
podía remontarse al año 2014, cuando se rescindió el contrato de la empresa 
3 de mayo y se confiscó las unidades que prestaban el servicio. Esta crisis, 
más allá de problemas vinculados a la gestión de las empresas o del control 
estatal, puede explicarse como producto del crecimiento acelerado de la ciudad 
y la carencia de una política de movilidad integral articulada a la planifica-
ción y gestión urbana. A las complejidades estructurales de cualquier ciudad 
intermedia, se suman algunas de las particularidades: su crecimiento estuvo 
marcado tempranamente por la extensión de bajas densidades, a lo que 
se suman los condicionantes geográficos y climáticos. Estas características 
refuerzan las exigencias de la ciudadanía de tener la mayor cobertura posible 
del territorio de la ciudad, por la dificultad para caminar distancias similares 
a las de otras ciudades, debido a las pendientes, el frío, la presencia de nieve, 
lluvia o hielo durante muchos meses del año. 

En este contexto, el uso del automóvil particular está relativamente exten-
dido, presentado una tasa de motorización elevada: el 42,9 % de la población 
encuestada en el departamento de Bariloche se desplaza mediante automóvil 
particular hacia su actividad principal, sea laboral o de estudio, mientras 
que solo el 14,5 % lo hace mediante transporte público. Estos guarismos no 
difieren sensiblemente de lo que declararon los encuestados que realizaban 
en el año 2019.10 

En términos económicos, los condicionantes del sistema de transporte 
público en Bariloche se expresan como sobrecostos que debe soportar el 
sistema. El precio del boleto comúnmente se calcula en base a los costos de 
producción de los servicios, menos las compensaciones que realiza el Estado, 
dividido la cantidad de pasajeros transportados. De esta forma, dos de los 
principales indicadores para evaluar la sustentabilidad del sistema es el costo 
por kilómetro recorrido (CPK) y el índice de pasajeros por kilómetro recorrido 
(IPK). Este último indicador es particularmente sensible para las ciudades inter-
medias. En el caso de Bariloche, este indicador se encuentra ubicado ligera-
mente por encima de 2 en los últimos años, magnitud que se plantea como 
el mínimo inferior para garantizar la sustentabilidad de la ecuación econó-
mico–financiera.

9 	 https://www.adnrionegro.com.ar/2021/10/empresa–recuperada–a–cargo–del–transporte–
roquense/ 

10 	Encuesta Proyecto PISAC COVID19 N° 21.
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Según la información disponible en la página web del Municipio, el sistema 
de transporte de pasajeros en Bariloche, denominado Transporte Urbano de 
Pasajeros (TUP), transporta alrededor de 14 millones de personas por año, reco-
rriendo alrededor de 7 millones de kilómetros. La dinámica de la demanda 
diaria de viajes marca con claridad las horas pico alrededor de las 8 de la 
mañana, a las 13 horas y a las 17 horas, con valles entre esos horarios y una 
baja muy pronunciada a partir de las 19 horas hasta las 8 horas. Existen 20 
líneas cuyo trazado se fue generando para dar respuesta a la demanda creciente 
en la medida que los barrios se extendían y densificaban hacia el oeste, sur y 
este. Todas las líneas son urbanas, comienzan y terminan dentro del ejido de 
la ciudad, salvo una línea de jurisdicción provincial que une Bariloche con la 
localidad vecina de Dina Huapi y está operada por otra empresa. En general, 
la prestación del servicio fue realizada por dos o tres empresas de la ciudad o de 
la provincia. La empresa 3 de mayo, de empresarios locales, prestó el servicio 
durante muchos años, así como la empresa cooperativa CODAO. En 2014, por 
decisión de la gestión municipal de María Eugenia Martini (Frente para la 
Victoria) se unificaron los servicios urbanos en una sola empresa, Autobuses 
Santa Fe, proveniente de esa provincia, lo que fue motivo de un conflicto con 
la empresa local que todavía hoy sigue pendiente de resolución judicial, pero 
que motivó una sentencia por $ 100 millones contra el municipio.11 En 2016, 
después del cambio de gestión, el Intendente Gennuso (Juntos Somos Río 
Negro) rescindió el contrato con Autobuses Santa Fe y realizó una contrata-
ción directa a la empresa Mi Bus (Amancay SRL), proveniente de un grupo 
empresario oriundo de San Juan vinculado a la minería, sin ninguna expe-
riencia en transporte público de pasajeros. 

Desde el comienzo, la prestación del servicio por parte de Mi Bus fue 
conflictiva. La Licitación Pública que intentó el Municipio quedó desierta 
dos veces, por lo que se avanzó con una contratación directa por 10 años, 
pero para ello se usó un contrato diferente al de la Licitación, lo que generó 
cuestionamientos por incumplimiento de la normativa municipal. Entre otros 
aspectos, los principales conflictos giraron, por un lado, en torno de la obli-
gación de la empresa de contar con unidades adaptadas para personas con 
discapacidad, que estaba previsto en el contrato original y no en el finalmente 
firmado; por el otro, la falta de representación de los usuarios en la comisión 
de seguimiento del contrato, para resolver temáticas atinentes a los recorridos, 
frecuencias y costos del boleto. 

11 	https://www.elcordillerano.com.ar/noticias/2020/02/17/87699–la–justicia–fallo–a–favor–
de–la–empresa–3–de–mayo–y–el–municipio–debera–pagar–casi–100–millones–de–pesos 
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Posteriormente, al igual que pasó en muchas ciudades del interior del país, 
la reforma al sistema de subsidios que se realizó a fines de 2018 mediante la 
Resolución 1144 del Ministerio de Transporte generó un impacto muy fuerte 
en el financiamiento del sistema. Como dijimos, el precio del boleto depende 
directamente del nivel de compensaciones que reciben las empresas, por lo 
que una reducción del subsidio nacional redunda automáticamente en un 
aumento de los costos que las empresas buscan trasladar al boleto, si no hay 
compensación de la provincia o el municipio. La empresa empezó a aducir 
problemas económicos para hacer frente al pago de salarios en tiempo y forma 
lo que motivó conflictividad laboral, con paros y otras protestas recurrentes. 
A raíz de ello, tanto la Provincia de Río Negro como el Municipio debieron 
generar esquemas de compensación para reemplazar los subsidios nacionales. 
Pese a ello, el boleto de Bariloche se sostuvo desde entonces entre los más 
caros del país. 

Sobre este panorama vigente previo a la pandemia, las restricciones a la 
movilidad profundizaron la crisis del TUP, porque redujeron sensiblemente 
la cantidad de pasajeros transportados y, si bien, se redujeron las frecuen-
cias también, la ecuación resultante tampoco generaba mejores condiciones 
de sustentabilidad para la prestación del servicio por parte de la empresa. 
Nuevamente, se multiplicó la conflictividad laboral con los trabajadores y 
crecía el malestar entre los vecinos.12 En este contexto, muchos referentes 
barriales comenzaron a expresar el malestar de sus vecinos frente a esta situa-
ción y también se conformó una Multisectorial por el Transporte que canalizó 
buena parte de las demandas de los usuarios. Se realizaron marchas, concen-
traciones y otras protestas en relación con la mala calidad del servicio, al costo 
del boleto y otros reclamos. 

Durante 2021 la empresa presentó un pedido de revisión de tarifa, para lo 
cual presentó una estructura de costos, única ocasión en que esta información 
se hizo pública. Esta presentación abarca justamente el período bajo análisis, 
ya que informa costos del período noviembre 2019–octubre 2020. En dicha 
presentación, la empresa manifiesta que la cantidad de pasajeros transportados 
fue de algo más de 6 millones y 3,3 millones de kilómetros recorridos, lo que 
arroja un IPK de 1,87, por debajo del nivel de 2 señalado como el mínimo 
sustentable y por debajo del nivel que venía registrando en los últimos años. 
El costo por kilómetro recorrido (descontando compensaciones) fue de $ 

12 	Adicionalmente, la conflictividad laboral está cruzada por una disputa interna del gremio 
de la UTA, entre la lista oficialista y una lista opositora, lo que determina una radicaliza-
ción del conflicto a nivel nacional y que se expresa también en Bariloche. 
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128,10, lo que implicaba que la empresa proponía llevar la tarifa de $ 41 vigente 
desde febrero de 2020 a algo más de $ 94. Los representantes de la empresa en 
audiencia pública manifestaron no incluir en su estructura el «costo COVID» 
derivado de las licencias del personal y de insumos necesarios para cumplir 
con los protocolos. Asimismo, el principal argumento de la empresa para el 
aumento fue que, más allá de la reducción de costos variables por la reducción 
de los kilómetros recorridos, gran parte de los costos son fijos o cuasi fijos, 
como los salarios, que varían en función de las horas extras y otros paráme-
tros, pero que se comportan como prácticamente costos fijos. 

Esta información presentada por la empresa nos permite obtener una 
radiografía de la movilidad y circulación de personas en la ciudad durante el 
período de la pandemia. La frecuencia y recorridos del TUP fue una variable 
de ajuste permanente durante todo el período de análisis. La cantidad de 
viajes comenzó a registrar la merma desde fines de marzo, que se cerró con 
algo más de 765 000 viajes, lo que implicó una variación interanual negativa 
del 43 %. Ya a partir de abril y hasta el mes de diciembre que se empezó a 
reactivar la actividad turística, los viajes se mantuvieron por debajo de los 170 
000 mensuales, fluctuando en la medida que se habilitaban como esenciales 
o no algunas actividades. 

El derrumbe en la cantidad de kilómetros recorridos no compensó la caída 
de los viajes, y la relación entre ingresos y costos fue desfavorable durante el 
período. En consecuencia, los subsidios debieron aumentarse progresivamente 
por parte de la Provincia y el Municipio. En la actualidad, el subsidio provin-
cial es de alrededor de $ 7,3 millones mensuales, mientras que el municipio 
asigna $ 3,5 millones mensuales, más un subsidio en especie de 72 000 litros 
mensuales de gasoil, que representan actualmente alrededor de $ 6,5 millones 
adicionales. Sumado al subsidio nacional de alrededor de $ 11 millones, tota-
liza casi $ 30 millones de subsidio mensual para cubrir el costo operativo de 
la empresa concesionaria. 

Sobre el final del período de estudio, el Intendente envío dos proyectos de 
ordenanza al Concejo Municipal para tratar de generar fuentes de financia-
miento específicas para el sistema de transporte y poder garantizar su sosteni-
miento. Por un lado, asignaba un porcentaje de la Tasa de Inspección, Segu-
ridad e Higiene que pagan los establecimientos comerciales de mayor tamaño, 
para crear un fondo de emergencia que pueda garantizar el pago de salarios 
en tiempo y forma en caso de retrasos u otros problemas con los subsidios 
provinciales o nacionales. Por otro lado, creaba una tasa nueva para financiar 
inversión en infraestructura en la red vial, dado que un porcentaje elevado de 
los recorridos se realiza por calles de ripio (30 %), lo que aumenta el tiempo 
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de viaje, el deterioro de las unidades y el costo de mantenimiento. Asimismo, 
se prevé financiar paradores y garitas y otros equipamientos necesarios para 
mejorar la red vial por donde circula el transporte público. Estos proyectos 
no fueron aprobados por el Concejo porque no encontraron apoyo político 
en los bloques de la oposición y su tratamiento fue postergado para 2021. 

Políticas de sostenimiento del empleo, transferencia  
de ingresos y asistencia alimentaria

Como señalamos en la introducción, todas las jurisdicciones vieron dificul-
tadas sus actividades económicas en el contexto de la pandemia, aunque tal vez 
ninguna tanto como el turismo que se basa en el desplazamiento de personas. 
Los destinos turísticos de la costa atlántica de Río Negro se basan en un turismo 
de sol y playa, y la temporada estival estaba terminando cuando se declaró la 
pandemia. Por su parte, las actividades como la ganadería, fruticultura, pesca 
y explotación hidrocarburífera no fueron tan impactadas por las restricciones 
como otras. En consecuencia, la zona más afectada en lo económico por la 
pandemia fue la zona andina, cuya base económica depende estrechamente 
del turismo. 

En Bariloche un porcentaje elevado, aunque difícil de estimar de forma 
precisa, de la fuerza de trabajo está empleada en actividades directa o indirec-
tamente vinculadas al turismo. Muchos de estos trabajos se realizan de forma 
independiente, como diferentes modalidades de cuentapropismo: guías de 
turismo, fotógrafos, instructores de esquí, transportistas, entre muchos otros. 
La diversidad de servicios y actividades vinculados al turismo es importante y 
tienen marcos normativos diferentes. Asimismo, existe mucha informalidad 
en el sector, lo que hace más difícil su visibilización. 

Según datos de la encuesta realizada en 2021, el 11,7 % de los que traba-
jaban al inicio de la pandemia fue despedido o tuvo que renunciar, 57,3 % 
de los cuáles seguían en esa condición; 9,5 % fue suspendido o se le redu-
jeron horas sin reducción de sueldo, 15,5 % con reducción de sueldo y 4,3 % 
fueron suspendidos. Por su parte, el 40,1 % de los que tenían algún tipo de 
empresa o emprendimiento tuvieron que cerrar, 29,9 % de los cuáles sigue en 
esa misma condición. 

En este marco, fue fundamental para paliar los efectos negativos de las restric-
ciones las políticas de sostenimiento del empleo, transferencia del empleo y 
asistencia alimentaria, implementadas por los diferentes niveles del Estado, 
dado que la actividad turística fue de las primeras en verse restringidas por la 
pandemia y de las últimas en ser habilitadas. 
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Asistencia alimentaria

En materia de asistencia alimentaria, la principal responsabilidad pesó sobre el 
nivel municipal del Estado en la provincia de Río Negro. El nivel provincial se 
limitó a sostener asistencia alimentaria para aquellos menores que concurrían 
a escuelas que contaran con comedor escolar. Recién hacia fines de 2020 se 
masificó la asistencia alimentaria en cabeza de la provincia. 

En Bariloche, durante buen parte de 2020, el Estado municipal que se 
encargó de la compra y distribución de módulos alimentarios. Para ello, 
utilizó un programa de asistencia alimentaria preexistente, pero que distri-
buía alrededor de 2000 módulos alimentarios mensuales y pasó a repartir en 
el pico de la crisis socioeconómica, alrededor de 22 000 módulos alimentarios 
mensuales.13 Se puede estimar que en promedio los hogares retiran cerca de 
dos módulos por mes, lo que implica que alrededor de 10 000 hogares reci-
bieron módulos alimentarios en la ciudad, lo que representa más del 20 % del 
total. La Provincia asumió en los últimos meses de 2020 el financiamiento del 
programa municipal, ante la escasez de recursos que experimentó el Muni-
cipio por la baja en la recaudación producto de la caída en la actividad econó-
mica. Lo mismo sucedió con programas de transferencia de ingreso que tiene 
el gobierno municipal, en particular el programa Manos a la Obra, que asiste 
a alrededor de 450 personas, por montos variables entre $ 5000 y $ 15 000.

Esta política alimentaria masiva se complementaba con aportes provin-
ciales y nacionales. El Estado provincial distribuyó módulos alimentarios a 
través del programa de comedores escolares, financiado parcialmente por el 
Estado nacional, para aquellos menores que asisten a escuelas que cuentan con 
comedor escolar, que es un universo muy reducido en Bariloche. El Estado 
nacional, por su parte, cuenta con programas de asistencia alimentaria directa 
a comedores, a los que provee de alimentos y otros insumos, que en la ciudad 
alcanza a cinco comedores organizados institucionalmente por ONGs, a lo que 
se suman comedores vinculados a movimientos sociales que reciben también 
financiamiento directo y que en la ciudad son alrededor de diez comedores 
más. Según datos de la encuesta realizada en 2021, el 10,4 % de los hogares 
recibió algún tipo de asistencia alimentaria durante la pandemia. 

13 	Desde el CIETES–UNRN se elaboró un informe sobre demanda alimentaria que fue pre-
sentado a la Secretaría de Desarrollo Humano Integral. En ese marco, en reuniones de 
trabajo se tuvo conocimiento de la evolución de la demanda registrada a través de los 
canales de distribución que son básicamente los Centros de Atención y Articulación Terri-
torial, los comedores y merenderos y las Juntas Vecinales. 
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Transferencia de ingresos

En materia de transferencias de ingresos, fueron muy importantes las políticas 
implementadas por el Estado nacional, en el marco de un paquete de asistencia 
COVID. Este paquete combinó el refuerzo de programas ya existentes, como 
la Asignación Universal por Hijo y por Embarazo, con la creación de nuevos 
programas de transferencia. Entre los programas más relevantes se encuentran 
la Tarjeta Alimentar y el Ingreso Familiar de Emergencia.

La Tarjeta Alimentar es una tarjeta destinada a reforzar la asistencia alimen-
taria a beneficiarios del sistema de Asignación Universal por Hijo que tengan 
menores de hasta 6 años y beneficiarios de la Asignación Universal por Emba-
razo a partir del tercer mes. Este programa forma parte del Programa Nacional 
de Seguridad Alimentaria y Nutricional. La tarjeta permitía la compra de 
alimentos con cargas semanales, que durante el año 2020 fueron de $ 1000 
y $ 1500 según el titular tuviese un solo menor o más de un menor a cargo.

En Río Negro se emitieron 20 200 tarjetas para 35.800 personas. No hay 
datos oficiales sobre la cantidad de beneficiarios en Bariloche, pero a través 
de fuentes consultadas de la Secretaría de Desarrollo Humano Integral muni-
cipal se estimaron en 3000 los titulares del beneficio. 

El Ingreso Familiar de Emergencia fue conceptualizado como una presta-
ción monetaria de carácter excepcional. Representó $ 80 000 millones cada 
una de las tres veces que se pagó. Este programa apuntaba a paliar la situa-
ción de merma de ingresos de un sector de la población que estaba «fuera del 
radar» del sistema de seguridad social: no cobran planes sociales, asignaciones 
universales, ni son empleados registrados. Incluye a los trabajadores autónomos 
inscriptos en el régimen de monotributo categorías A y B, monotributistas 
sociales, trabajadores de casas particulares y a los trabajadores no registrados. 
Según datos oficiales, en Río Negro recibieron el IFE 125.301 personas,14 no 
existen datos oficiales para la ciudad de San Carlos de Bariloche, pero en 
términos poblacionales representa alrededor del 20 % de la población provin-
cial. Coincidentemente, según datos de la encuesta realizada en 2021, el 12,5 
% de los hogares percibió IFE en el departamento de Bariloche. 

14 	Datos extraído de www.datos.gob.ar 
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Sostenimiento del empleo

En materia de sostenimiento del empleo, el principal programa fue el Programa 
de Asistencia de Emergencia al Trabajo y la Producción, que consta de cuatro 
componentes: 1. asignación compensatoria del salario, que paga entre 1,25 y 2 
veces un Salario Mínimo, Vital y Móvil —que en 2020 se ubicaba en $ 16 875 
al inicio de la pandemia, $ 18 900 en octubre 2020 y $ 20 587,50 a partir de 
diciembre 2020— por cada empleado a empresas que realizan actividades 
críticas; 2. créditos a tasa cero para monotributistas y autónomos; 3. créditos a 
tasa subsidiada convertible; 4. sistema integral de prestaciones por desempleo. 

Este programa asistió a más de cuatro millones de trabajadores durante 
el período de estudio. Según datos oficiales, el ATP asistió a alrededor de 
19 000 empresas y 211 000 trabajadores del sector turístico durante 2020. 
La encuesta realizada en 2021, señaló que el 12,5 % de los hogares recibió 
beneficios a través del ATP. 

Dada las particularidades del sector turístico señaladas, en ciudades como 
Bariloche hizo falta adecuaciones y creación de programas específicos. El 
Ministro de Turismo y Deportes, Matías Lammens hizo anuncios de inver-
sión de más de $ 53 000 millones para 2020 para el sector turístico de todo el 
país. También se creó el Plan de Auxilio, Capacitación e Infraestructura para 
el Turismo (PACIT) y el Programa de Reactivación de Turismo. El PACIT está 
compuesto por tres fondos que sumaron alrededor de $ 4000 millones. 

También se emitió una resolución para realizar un pago extraordinario para 
trabajadoras y trabajadores de temporada que se desempeñan en actividades de 
turismo de invierno. La Resolución 536/2020 estableció un pago de $ 10 000 
durante los meses de julio y agosto de 2020, para al menos 8000 trabajadores 
que fueron incluidos en la nómina. 

Esta diversidad de aproximaciones para el sostenimiento del empleo en el 
sector turístico permite evaluar las particularidades de la estructura produc-
tiva y de empleo en Bariloche, que dada su envergadura como ciudad turística 
solo comparable con Mar del Plata y otras pocas ciudades turísticas, requirió 
un abordaje específico por parte del Estado Nacional. 

Mención aparte merecen los trabajadores temporarios que abarcan alrededor 
de 1.800 trabajadores de los sectores gastronómicos y mercantiles, muchos 
de los cuales desarrollan actividades vinculadas al turismo estudiantil. Este 
segmento representa alrededor del 20 % de los arribos de turistas, lo que da 
la pauta de su importancia estratégica para la economía local. Esta actividad 
estuvo prohibida durante casi todo el período de estudio. Recién a mediados 
de diciembre de 2020 volvieron a llegar a la ciudad los primeros contingentes 
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de viajes de egresados. Los trabajadores temporarios se encuentran por fuera de 
la reglamentación del programa ATP que requiere de haber trabajado y perci-
bido salario el mes anterior. En muchos casos tampoco pudieron acogerse a 
la Resolución 536/2020 porque son trabajadores registrados. Tampoco puede 
ser incorporados dentro del IFE, porque aparecen en el sistema de registro de 
los organismos públicos como ANSES y AFIP. Estos los dejó en una situación 
gris, sin encuadramiento posible dentro de los instrumentos generados, que 
fue motivo de grandes conflictos durante el período de estudio, en particular 
con el gremio UTHGRA que agrupa a los trabajadores hoteleros y gastronómicos. 
La escalada del conflicto llevó a la intervención de ministros nacionales, la 
gobernadora, y llevó a manifestaciones diversas, como marchas y cortes de 
ruta, en un momento donde había muchas restricciones para la circulación y 
aglomeración de personas. 

La Provincia de Río Negro trató de complementar la asistencia nacional para 
el sector turístico como forma de sostener el empleo y la actividad durante el 
peor momento de la pandemia. La ley 5445 de junio de 2020 declaró la Región 
Cordillera, conformada por el Departamento de Bariloche y la localidad de 
Dina Huapi, como zona de desastre económico y social por los efectos de la 
pandemia. Esta ley daba una serie de beneficios al sector para paliar la crisis. 
También se creó el Programa de Financiamiento a Micro y Pequeñas Empresas 
del Sector Turismo de la Provincia de Río Negro por Emergencia COVID19, 
que permitía otorgar créditos blandos a empresa del sector. 

El Municipio también se acopló al intento estatal de sostener la actividad 
turística. En el marco del Plan Reactivando Bariloche estableció una serie de 
beneficios para empresas que, dada la representatividad del sector turístico, 
benefició mayormente a este sector. Entre otros se estableció una moratoria 
para el pago de tasas adeudadas, se incentivó el adelantamiento del pago anual 
2021, se eximió de tasas a los alojamientos turísticos más pequeños. 

La actividad turística se empezó a «descongelar» a partir de una prueba 
piloto realizada en Bariloche en el mes de octubre de 2020, pero el arribo de 
turistas no fue relevante hasta diciembre. La temporada estival 2020–2021 
fue relativamente buena, por lo que la situación mejoró sensiblemente, pero 
ya en los primeros meses del segundo trimestre 2021 la situación socioeconó-
mica volvía a ser crítica. 
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Conclusiones

Este artículo se propuso realizar una contribución a la discusión sobre la imple-
mentación de políticas públicas en el contexto de la pandemia por COVID19, 
los desafíos que implica para las relaciones entre el Estado y Sociedad, y la 
importancia que adquiere el territorio como dimensión estructurante de las 
relaciones sociales. Desde un enfoque que hace hincapié en el proceso de terri-
torialización de las políticas públicas se analizaron tres sectores de políticas rele-
vantes para la ciudad de San Carlos de Bariloche: hábitat; transporte público; 
y asistencia alimentaria, transferencia de ingreso y sostenimiento del empleo. 

El enfoque de territorialización es particularmente adecuado para observar 
las políticas públicas en pandemia porque, si bien, nunca como antes se puso 
de manifiesto la interrelación que tenemos como humanidad a nivel global, 
durante el primer año de pandemia se revitalizó la gestión del territorio por 
parte del Estado, tanto a nivel nacional como subnacional. Las fronteras 
al interior de los Estado Nación se hicieron visibles, separando provincias, 
ciudades y pueblos, donde antes había fluidez de intercambio y circulación. 

En este contexto, los tres sectores de política analizados mostraron dinámicas 
muy diferentes. En materia habitacional, las relaciones intergubernamentales 
estuvieron marcadas por la diferenciación política entre los niveles municipal 
y provincial, por un lado, y el nivel nacional, por el otro, que pertenecen a 
fuerzas políticas diferentes. En ese marco, ni la Provincia de Río Negro ni la 
ciudad de Bariloche se sumaron a las medidas adoptadas por Nación para 
mejorar la situación durante la pandemia de los barrios populares y los inqui-
linos. Al contrario, primó un discurso de defensa irrestricta de la propiedad 
privada y de judicialización de las ocupaciones. A este primer momento de 
conflictividad y judicialización, le siguió una etapa de negociación y canali-
zación del conflicto que terminó en la sanción de una Ordenanza que creó el 
Programa Hábitat Bariloche y una ley provincial de Suelo Urbano que permi-
tieron descomprimir la situación. 

En relación con el transporte de pasajeros, los desencuentros derivados de 
una crisis estructural del sistema de transporte público y la incapacidad para 
canalizar las demandas ciudadanas en torno a este servicio público derivaron 
en la incapacidad de la red de actores sociales del territorio para canalizar 
las demandas ciudadanas. El sistema de decisiones continuó cerrado en sí 
mismo, limitado a los actores tradicionales y no se abrió a nuevos intercam-
bios. También existió una estrategia del Gobierno Municipal de derivar culpas 
hacia el Gobierno Nacional por el cambio en el esquema de subsidios y por 
los criterios de distribución entre las diferentes provincias. 
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Finalmente, donde más se observó la capacidad del sistema de actores 
sociales del territorio para adaptar políticas públicas de nivel nacional a las 
particularidades locales fue en el caso de las políticas de sostenimiento del 
empleo. La particular estructura productiva de Bariloche y la presencia de un 
considerable porcentaje de trabajadores temporarios generó un desafío para 
la adecuación de las políticas públicas implementadas para dar cuenta de esta 
situación. Si bien, este proceso de adaptación no estuvo exento de conflicto 
y politización, demostró capacidad de coordinación entre actores sociales de 
diferentes niveles y con intereses divergentes para dar una respuesta en plazos 
relativamente acotados en un contexto de marcada incertidumbre. 
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Los desafíos de las relaciones intergubernamentales

en contextos de incertidumbre

Durante los años 2020 y 2021, el gobierno nacional implementó numerosas iniciativas

de asistencia, contención y promoción en sectores clave de las políticas públicas para dar 

respuesta a la crisis desatada por la pandemia por COVID–19 y al proceso pospandemia.

Los capítulos de los dos tomos que componen esta obra indagan las relaciones y

tensiones entre los diferentes niveles del gobierno en la implementación de políticas

públicas. Asimismo, abonan a la comprensión sobre cómo los actores de los diferentes

niveles del gobierno y la propia ciudadanía coordinaron estrategias en relación con 

un determinado problema o decisión de política pública en una red de relaciones

interinstitucionales e interorganizacionales. Las relaciones intergubernamentales, 

las necesidades de acumulación y consolidación de poder político, las características

y las lógicas de los territorios y las prácticas ciudadanas son clave para comprender

los rasgos que finalmente adoptan dichas iniciativas en los niveles subnacionales

(provincias y municipios).


